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Se   procede   a   dictar   sentencia   dentro   del   proceso

adelantado  en contra del ex Gobernador de  Caquetá,  PABLO

ADRIANO MUÑOZ PARRA, acusado por el delito de contrato sin

cumplimiento de requisitos legales.

Página  l  de 237



PRIMERA  INSTANCIA.  RAD.  No.  5O387
PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA

IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO

PABLO  ADRIANO   MUÑOZ  PARRA,   se  identifica  con  la

cédula  de  ciudadanía   17.632.668,  natural  de  San  Agustín

(Huila),  donde nació e125 de febrero de  1961,  con 59 años de
edad,  hijo  de Adriano y Zunilda,  casado  con Mónica Losada,

con   quien   tiene   una   hija,   de   profesión   zootecnista.    Se

desempeñó  como  gobernador  del  Departamento  de  Caquetá

para el período 2OO1-20O3.

HFX=HO S

Fueron  reseñados  en  la  resolución  de  acusación  de  la

manera siguiente :

uLa Contraloria Departamental del Caquetá puso en conocimiento de
la Fiscalía el haIlazgo pena1 "úmero  lOl  del  12  de nouiembre de  20O4,
detectado en urLa audi±oria realizada,  el cual da cuertla de la presunta
existencia  de  anomalías  cortlractuales  ctiributbles  al  gobemador  Pablo
Adriano  lM[uñoz  Parra,  las  aJ,ales  se  concretarL  en  la  existencia  de
fasturas de cueri.tas por pagar a fauor de uarios proveedores por urL ualor
total    de    $36.76O.772,     sin    que    se    registrerL    las    apropiaaones
presupuestales  para  proueer  o  gcLTcLnfizcLT  1.os  dj;neros  y  sin  clue  exista
co"stancia  del  íngreso  al  almacén  o  al  departame"±o  de  los  bienes
presunfame"fe adquiridos para el desarro{1o del dragado del rio "Hacha» g
las quebradas "La Perdiz" y ttLa Sardina», así corrLo eZ cerTamj,ertlo de las
manzarLas F-6 g F-7 de la ciudadela habitacíonal "Siglo XXr de 1.a ciLidad
de Florencia, Caquetá.

El gobemador suscribió ueinticuatro (24) contratos con recursos del
departcLmerL±o, paTa la ejecución de obras de mejoramiert±o de los ccl,Lidales
del rio aHacha» g las quebradas "La SardirLa», "IJa Perdiz», ttEI Dedo» g ttLa
Yuca» procesos corT±ractuales que desconocieron requistios establecidos en
la rLormafiuidad de  corúra±ación.  Igualmenfe  celebró el  coniJerrio   "úmero
O26 de 5 de nouiembre de 2OO2 para el cerramierTfo de las manzarLas F-6
g F-7 de la ciudadela habitaciorLal "Siglo XXI», con desconociiniento de los
requisitos estableciclos en las normas cle contratación».
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ANTECEDENTES

1.-Actuación procesal.

1.1.-Indagación preliminar.

1.1.1.-Con fundamento  en  la referida comunicación,  la

Fisca1ía Séptima Seccional con sede en Florencia,  Caquetá,  e1

4  de julio  de  20O7  abrió  investigación  previal  y  dispuso  la

designación  de  un  profesional en  ciencias  contables  a fin  de

que realizara un aná1isis desde el punto de vista presupuestal,
a  fin  de   establecer   si  los  compromisos   adquiridos   por  el

gobemador   denunciado   tenian   respaldo   presupuestal,   si
obedecieron a un plan de inversión y además los motivos por

los cuales no han sido cancelados, entre otras diligencias.

1.1.2.-El investigador criminalistico del CTl comisionado

para el efecto, informó, entre otras cosas, que el Gobernador de
Caquetá y su secretario de transporte, elaboraban a mano en

papelería     sin     logotipo     de     la     entidad     oficial,     varios
requerimientos  de  materiales  de  construcción  autorizadas  a
Octavio de Jesús Ordóñez, quien según orden de prestación de

servicios  suscrita  con  la  gobernación,  servía  de  interlocutor

entre  la  Gobernación  y  las  comunidades  de  los  barrios  de

Florencia. Se indica, además, que los compromisos adquiridos

por  la  Gobernación  Departamental  no  cuentan  con  respaldo

pre supue sta12 .

l  F`ls.76 y ss.  Cno.  Original  l  Fiscalía
2  F`ls.  79 y ss.  cno.  Original No.  1  Fiscalía
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l.1.3.-Remitida la actuación a la Fisca1ía General de  la

Nación   por   competencia   atendiendo   la   calidad   foral   del

implicado, el Fiscal General de la Nación con resolución de 27

de agosto de 20O83 dispuso iniciar investigación previa con el

objeto  de  establecer  si  el  doctor  PABLO  ADRIANO  MUÑOZ

PARRA, ex Gobernador del departamento de Caquetá, incurrió

en irregularidad de trascendencia pena1.

Precisó que los hechos objeto del ha11azgo se concretan en

la presunta existencia de anoma1ías contractuales en facturas

de  cuentas  por  pagar,  a  favor  de  varios  proveedores  por  un

valor  total  de  $36.76O.772  MC/te.,  sin  que  se  registren  las

apropiaciones  presupuestales  para  proveer  o  garantizar  los

dineros, y sin que exista constancia del ingreso al almacén o al

departamento de los bienes presuntamente adquiridos.

En desarrollo  de lo  dispuesto,  entre  otras  diligencias  se

escuchó en versión libre  al ex gobernador de  Caquetá doctor

PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA4.

1.2.-Instrucción.

1.2.1.-Con resolución de 28 de enero de 2O13, la Fiscalía

Segunda Delegada ante la Corte  Suprema abrió investigación

contra el Ex Gobernador del Departamento de Caquetá PABLO

ADRIANO MUÑOZ PARRA5, y lo vincu1ó formalmente mediante

ind agato ria6 .

3 Fls.  93 y ss.  cno.  Original No.  1  Fiscalia.
4  Fls.   188 y  ss.  cno.  Original  No.  1  Fisca1ía.
5 Fls.  2O2 y  ss.  cno.  Original No.  1  Fiscalia.
6  Fls.  159   ss.  cno.  Original No.  2  Fiscalía.
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1.2.2.-Situación jurídica.

Mediante  resolución  de  11  de  Mayo  de  2O15,  la Fiscalia

Segunda Delegada ante la Corte definió la situación juridica del

sindicado   PABLO   ADRIANO   MUÑOZ   PARRA   imponiéndole

medidas   de   aseguramiento   no   privativas   de   la   libertad,

consistentes  en  la  obligación  de  presentarse  cada  mes  y  la

prohibición de salir del país7.

1.3.-Resolución de acusación

1.3.1.-Previa  clausura  del  ciclo  instructivo8,  mediante

decisión   de   30   de   marzo   de   2O179,   la   Fisca1ía   Segunda

Delegada ante la Corte  Suprema de |Justicia calificó el mérito

probatorio del sumario con resolución de acusación en contra
del procesado, por el presunto concurso homogéneo y sucesivo

de  delitos  de  contrato  sin  cumplimiento  de  requisitos  legales

definido por el original articulo 410 de la Ley 599 de 2000, sin

las  modificaciones  introducidas  por  la  Ley  89O  de  2OO4  en

aplicación   de   los   principios   de   legalidad   y   favorabilidad

atendiendo  la época de  realización  de  la conducta,  al tiempo

que   precluyó   1a  investigación   con  relación   a  los  procesos
contractuales   suscritos   por   los   gobernadores   encargados

Edilberto  Ramón  Endo,  Carlos  Alfonso  Niño  Santos  y  José

Edgar Ortiz Peña.

7  Fls.  182   ss.  cno.  Original  No.2  Fisca1ía.
8  Fls.  97  ss.  cno.  Original  No.3  F`isca1ía.
9  Fls.  152   ss.  cno.  Original  No.3  Fisca1ía.
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En  cuanto  tiene  que  ver  con  el  aspecto  objetivo  de  las

conductas  atribuidas  al  procesado,  la  Fiscalía  menciona  lo

siguiente :

aLa prueba docume"1al que se allegó por los irwestigadores acredtia

que  bajo la adrrinistración de Muñoz  Parra se  adelanlaron obras,  corL
recursos  proue"ie"1es  deZ  depariamento,  para  el  mejoramiertfo  de  los
caudales clel rio  t<Hacha»  y las quebradas  KLa SaTdína'',  <tLa Perdiz'',  ttBI
Dedo»  y  "La  Yuca"  g  el  cen-arrierLfo  de  las  marLzanas  F-6  g  F-7  de  la
ciudadela habtiacional <<Siglo XXI»  erL el Tr""icipio de  Fl.orerLcia.  Con este
propóstio, el gobemador suscribió 24 corilratos que refiererL los informes de
Policía Judicial "iirneros 438696 del 31 de diciembre de 2OOs y 54353O del
3O  de jurio  de  2O10,  en  los  cuales  se  aduierte  que  se  desconocieron
requisitos  establecidos  erL  la  leg  de  co"±ratación.   Las  irTegularidades
refteridas  en la infomación  suministrada por los  irLuestigadores,  que  se
constctian en los anexos allegados a la c¿ueriguación, co"si.sten en que en
los procesos de cort±rctiacíón directa  g menor cucm1ía (modalidad a la que
corresponden los disti,ntos cortiralos inuestigados) se aduirtió la auserLcía
de  estudi,os  previos  paTa  Za  cortlrctiación,   del  auiso  de  iiwtiaciórL,   de
registros  de  propone"les,  cle  aclas  de  evaluación  g  adjudicación,  de
tnfomes  de  ínfervertioria,  de  ac±as  de  i.rrici.o  g  recj,bo fimal  de  obra,  de
infonnes sobre el manejo de cm±icipos,  de acfas de e"lrada g  satida de
almacén  en  los  corLtratos  de  surrtiJristro  de  mctieriales  g  de  aclas  de
tiquidación,  lo  que  se  traduce  erL  ausencia  de  requisitos  legales  en las
diferenfes etap as corúracíuales.

La  doc"mentaciórL  lograda  por  los  investigadores,   autérL±ic'a,   rLo
tachada de faka, a la que la Fisca1Ía l.e confiere plena eficacta, refleja las
siguiert±es cori,cretas irTegularidades :

2.1.-CorLuerrio  O26  del  5  de  rLouiembre  de  2OO2  de  cooperación
co"uri±aria suscrito por el gobemador g la Jurtia de Acción Cor"nal de la
Ciudadela  "Siglo  XXr],  medicmfe  co"1ratación  directa,  con  el  objeto  de
sumaT   esfiJ.erzos   g   cLpoyo   con   ma±eriales   de   construcción,   para   el
cerramíenlo de las mcmza:nas F-6 y F-7, sín que la gobemación inclugese,
paTa la uigencia fiscal del 2OO3, el presupuesto necesario. El ualor fte de
$3.936.5OO.   No   hubo   ínvtiaciórL   a  preserLtar  propuestas,   ni   oferia   o
cotización, como tampoco adjudicación ri órclenes de pedido de materiales.
No se cTeó la ueeduría para la fiscalización de las obras poT paTte de la
com;urLidad.   No  aparecen  informes   cle  la  ín±eri,ert±oria,   ri  el  acla  de
tiquidación del corwetrio.

2.2.-  CorL±ralos  de  prestaciórL  de  servici,os  rTúmeros  O9  del  s  de
febrero  g  145  del  18  de junio  de  2OO3  suscrtios  con  Oclauio  de  Jesús
Ordóñez  Páez por valor  $3.6OO,OOO  cada uno,  con el objeto  de  que  éste
sirvi,era  de  interlocutor  entre  la  gobemación  y  las  comuridades  de  los
barTios de F1,orencj,a donde se desarrolla la ejeaJción de obras por parte del
depariarrLerT±o.  No obran cotizaciones ni inuitaciones; tampoco se aporta la
hJja de uida del corirctiista.  No  se encorL±rarorL informeS  de irLferiJerLtoria
del contrato  145.
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2.3.-CorúTaíos de alquiler "úmeros O74, O75 g O76, de fecha 3O de
diciembre  cle  20O2,  suscrúos  eri,tre  el  procesado  y  Héctor  Jutio  Urrego
Rodriguez, Euetio Hemánclez g José de Jesús Cftiintero Hemández, cugos
objetos fiJeron el alquüer de uiia pala-draga pcl.ra el mejorarrierLÍo flujo del
ccrudal   del   río   g   las   quebradas,   por   valores   de   $119.952.OOO,    $
119.966.OOO   y   $119.97O.OOO,    en   su   orden.    Estos   corwerrios   fiieron
celebraclos bajo la modalidad de contratación directa. Se aduierte que 1.as
caTtas de prese"ación de los cinco oferefi±es sorL iguales,  só1.o difiereyL erL
el precio;  sólo urLa es de flecha disímíl,  del 27 de diáembre de  2OO2,  en
ta"Ío que las demás sorL del 3O de dici,embre. La eiJal:uación de las ofertas
se hace el misrrLo 30 de di,ci,embre y l,os contratos se suscriben en la rTrisma
fecha.

ErL el O74 se suspendió la obra el 15 de febrero de 2003 g se rea"udÓ
el 3 de junio de 20O3. Las actas de reci:bo fimal de obra g de liquidación del
cort±rctio son de la rTrisma fecha,  15 de septiembre de 2003.  No aparecerL
ínformes del inferiJe"±or o supervisor.

-CorLÍra±o de alquí1er rtúTnero  O75  de fecha 28 de ocfubre de  2OO3,
celebrado  eri.tre  Muñoz  Parra  g  Gustauo  Arias  Medina,  por  valor  de
$9.48O.OOO,  aJ,go  objeto fiJ,e  el alqu{1er de  retroexcauadora para realizar
retiro de material rocoso en el rio "Hacha», suscri±o bajo la modalidad de
corT±rctiaciórL  directa.  No  aparecen  irwitaciones,  las  propuestas  rto  están
soportadas g  rLo hag  euciluación de las rrismas.  El acfa de ínicio de l,as
obras es del 25 de noviembre de 2OO3, la de recíbo fimal del 3O de diciembre
de 20O3 g l,a de liquidaciórL del corLtrato de la rrisma fecha. No hag informes
de corT±ratista rri de in±ewe"±or. No se encontraron estiJ.dios preuios paTa la
contratación.

-Cortircúo de alquiler O82 de fecha 26 de rLoviembre de 2OO3, suscriío
en Za modalidad de  corúrctiación díTecía de menor aJ.antía e"Íre MuñLoz
Parra y  Hécíor Ju1:io  Urrego  Rodriguez,  por  valor de  $91.425.OOO,  c]J,go
objeto fiie el alquiler de uncL pala-draga para el mejoramierLlo del flujo del
cauda1.  No  se  hicieron  estudios  de  factib{1idad  rri  inutiaciorLes,  rto  hag
informe del contrcLfista sobre manejo del arT±icipo.  EZ acta de irticio de las
obras es del g de enero de 2OO4, la de recj,bo fimal es det 3O de rri,arzo de
2OO4.  No  hay  ac±a  de  liquidación  del  corLlra±o,  no  existen  ínformes  de
contrctiista ni de i,nterventor. No se encorúró la eva1.uación g adjudicaciórL.

2.4.-CorLtrctios de prestación de  servicios "úmeros 229,  230,  231  y
232,  del 3  de  di.cj.embre  de  2OO2  celebrados  er,fre  el gobemador y  Fél:ix
AntorLio  García  Ospina,  Luis  Obdulio  Cediel  Hemández,  Diego  Hernán
Górnez SárLchJ3z y Á1uaro Forero Trují1lo, respectiuamente, por un ualor de
$9.000.000, cada uno,  corL el objeto de realizaT l.evcm±amie"±o topográfic`o
g baíi:métrico de tres kílómetros en diuersos sec±ores de l,os cci,uces del rio«Hacha».

De  eStOS  Cuatro  contrctios  rLo  se  erLcontrarorL las  irwitaciones  ni las l\
cotizadones, 1,os corrirctiistas rLo sumini,stran hojas de uida.  Se fimó ac±a
de aaJ,erdo ertire los oferemes y Carlos Alfonso Niño Sa"os, fiJrLcionario de
la Secretaría de Transportes e lnfraestructura, para fracáoncLT el objeto del
contrato g darle a cada uno de ellos un tramo de 3 kilómetros y un mismo
plazo   de   2O   días.   Se  utilizó   el  mismo   certificado   de   disporitilidad
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presupuestal, "úmero  1683 del 25 de nouierrLbre de 2OO2 para los cuaíro
cortira±os que  se ftman en la iTrisma fecha,  se pagó un ctn±icipo del 5O%o
(4. 5OO. OOO) paTa cada corrircüista. No aparecen informes de inleruerúoria o
supewisión  de   las   obras,   tampoco   de  los   co"±ratistas   ri  actas   de
tiquidactón de las órdenes de trabajo.

2.5.-Contrctio de Obra Públic'a "úmero O12 de fecha 13 de mcITzo de
20O3, suscrtio entre Muñoz Parra y Gustauo Arias Medína por el valor de
$12.OOO.OOO,  cugo  objeto fue  el  retiro  g  traslado  de  ma1éírial  rocoso  del
cerLtro del ccruce del río "Hacha" hasta las ortIlas del ryrismo.  Se suscribió
bajo  l.a modatidad  diTec±a por la  cuantia.  No  apaTecen inutiaciones,  las
propuestas rLo estám soportadas, rto hag  evaluaciorLes,  el ac±a de recibo
final de obra rLo tiene fecha g la de tiquidación del cortira±o es 27 de marzo
de 2OO3, rLo existen infiormes del co"±rafista ni del ittieruerLtor.

-Co"lra±o de Obra Pública rLúmero O 19 de feclm 24 de abril de 2OO3,
suscrtio  erLtre  el  gobemador  José  Uri,el  Orozco  Scarpeta,  por  valor  de
$12.9OO.OOO, cugo objeto fiJ.e la constru     ón de piedraiJlén eñ la quebradattLa   Perdiz»   y   acomodación   del  mctierial   extraído   del   cci:uce   en   sus
márgenes. Se acudió a la corúra±aci.ón directa. No se hicieron ínutiaciones,
propuestas rTo soportadas, no hay eualuac'iones, el ac±a de iniciación de la
obrc¿ aparece sin ftmas, la de recibo final de obra es del 28 de mctgo de
2OO3 g  el ac±a de tiquidación del co"lrctio de lcL TrLisma fecha,  rLo eristen
informes  deZ  corúratista ri  deZ irL±erventor  (Secretaria  de  Transportes  e
ínfraestrucíura), rto se pubticó irwtiación a presentar propuestas.

-Cortlrctio de Obra Hlbtic'a "úrrLero O2O de fecha 29 de abri:1 d.e 2OO3,
suscrtio   por   Muñoz   Parra  y   Oscar   Agudelo   AgutlaT,   por   valor   cle
$13.OOO.OOO,   cmgo  objeto  fiie  el  trcmsporte  de  piedra  grande  paTa  la
construcción de un piedraplén;  se ac"dió a la conírctiación directa.  No se
hicieron inutiacíorLes rLi propuestas, rLo hay eualuaciones,  el acfa de ínicio
de l.a obra apcLTece sin firmas,  el acta de rec{bo fimal de obra es el  lO de
jurrio de 2OO3 y el acía de tiquidación del co"1rctio es de Za misma fecha.
No   eristen   infiormes   de   cort±rctiista   rri   de   interiJerTfor   (SecretcrTía   de
Trcmspories e lrLfraestructura), r\o hubo registro de proponertles, rri infomrLes
de iníeruerúoria ri publicación de la irwitación.

-CoiriTafo cle Obra Pública rtúmero OSO de fecha 26 de noriembre de
2OO3,  celebrado  por  corÚTctiación  direcfa  errire  el  goberrLador  y  Escún
Burtiicá. Bermeo, por ualoT de $9.5OO.OOO, aJgo objeto fiJ,e el transporte de
piedra en el rio ttHacha" para la corLstrucción de gauiortes.  No se hicieron
inutiaciones,  las propuestas rLo  están soportadas,  rLo hag  eual:uactón de
propuestas, rLo existe acta de i:niciación de obra, la de recibo ftnal es del g
de inarzo de 2OO4,  no hag  acta de tiquidación del contrctio,  ínfiormes  de
cortira+i.sta ri de íTt±erverLÍor.

2.6.-PaTa la ejecución de obras cle mejorcLm:ie"±o de los ccmdales del
rio  "Hacha»  y  las quebradas  "La  Sardtna»,  ttLa Perdjz'],  ttEI  Dedo''  g  ttLa
Yuca»,  el  gobemador  irLuestigado  suscri.bió  los  siguie"±es  co"frctios  de
su m{'7t{s £ro.'

-CorÚTctio de Orden de pedido tTúmero  149 de fecha s de agosto de
2OO3, suscrilo por modalidad diTecía ertlre Muñoz Parra g Rufimo MiI1án,
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represerúaníe legal de ttMaderas EI Chorro», por ualor de $2.349.OOO, pc[Ta
el sum;iristro de material para l.a construcción de gauiones en la quebrada
"La   Perdiz».    No   se   hicieron   inriíaciones,   las   propuestas   rLo   estárL
soportadas,  rLo  hag  eval:uaciórL  de  las  ofertas,  la  orden  de  pedido  está
fimaáa solo por el gobemador, no hag acta de liquidación, rLo se designa
intewentor o supervisor. No lrLa:g c'ertificado de propone"±es, no se encon±ró
documertlo de e"±rada g salida del almacén de los elementos corLtratados.

-Contrato de Orden de Pedido "úmero  128 de fecha i7 de ju"io dellii
12OO3, suscrtio por modalidad difec±a erLlre el procesado y FrarLcisco Jauier lii

Noreña,  representcIJT±e  legal  de  ttDistrimotores"  por  ualor  de  $5.00O.000
para la compra de urLa motobomba. No obran invúaciones, Zas propuestas
rLo están soportadas, rLo hag evaluaaón de ofiertas, la orderL de pedido está
firmada sólo por el gobemador, no hn:g ac±a de tiquidación, rLo se designÓ
irúeriJe"±or o supervisor. No exíste certificado de proponert±es ni 1.a orden de
PagO.

-Co"frato de OrderL de Pedido "úT"ero  127 de fecha  17 de jurrio de
2OO3, suscrito por contratación directa entre el sindicado g Nohora Touar
ZambrarLo,   represerLtante   legal   del   "Almacén   EI   Sol»,   por   valor   de
$6.141.388 por la coinpra de elementos g material para realizar obras erL
Za  quebrada  ttLa  Perdiz»  Ü  el  rio  "Hacha».  No  existen  invtiaciones,  las
propuestas iw están soportadas, rLo hag eualuación de las ofiertas, la orden
de  pedido  está ftTmada  sólo por el gobemador,  l.os  mcLleriales l.os  reci:be
Octario de Jesús Ordóñez en acta stn fecha, no obra acía de tiquidaciórL,
ri,o se desigrLa irLterue"for o superuisor.  Se obtuuo certificado presupuestal
y orden de pago.  No se erLco"±ró certificado de proponerties ni docmmertlo
de er[frada y sali.da del almacén de los elemert±os cort±ratados, pero se haI1Ó
ac±cL de recibo de  17 de jurio de 2OO3 del "Almacén el Sol» -Nohora TouaT
Zambrano a Carlos Alfionso Niño Saníos,  SecretcLTio de Transportes, quien
le erúrega a Oc±auio de Jesús Ordóñez eZ 18 de junio de 2OO3.

-CorLtrato de Orden de pedido número O76 de fecha  14 de mago de
2OO3, suscrtio por coiT±rc[±ación directa erilre Muñoz Parra g Rufmi o Míllán,
represericmte  de  "Maderas  el  Chorro»,  por  ualor  de  $2.1OO.OOO  paTa  el
surrinistro  de  mcúeriales paTa la construcción de  gauiones.  No  cl.paTecerL
irwtiaciones, las propuestas r\o están soportadas, rLo hag eva1:uación de las
ofertas, la orden de pedido está ftmada sólo por el Gobemador, la fecha
de  e"frega  de  1.os  materiales  es  14  de  mago  de  2OO3,  rLo  hag  ac±a  de
tiquidación, rLo se designa inferve"1or o superi,isor.  Se obtuuo certificado
presupuestal  g   ordeyL  de  pcl.go   sin  rtúmero,   no   existe   ceTtificado   de
proponerLtes,   ri.i  docume"fo  de   entrada  g   salida  del  almacérL  de  los
elemerLtos corLtratados, pero se encorT±ró ac±a de erúrega de los mciteriales
el  14  de ryLago de  2OO3  d.e  "Maderas  BI Chorro»  -Rufimo  Mtllán a Carl.os
Alfonso Niño San±os, secretaTio de transportes.

-CorLtTctio de orden de pedido "úmero O74 de fecha  12 de mctuo de
2OO3, suscrilo por uía de cort±ratación directa e"Íre el gobemador Muñoz
Parra g Yolanda Cueruo lco, represerTÍante clel KDepósúo Yoti» , por ualor de
$2.374.2OO  para  el  surrrinistro  de  inctieriales  para  la  construcción  de
gauiones. No existen ínuüaciones, lci.s propuestas iio están soportadas, rLo
hag eualuacj,ón de las oferias, 1.a orden de pedido está fimada solo por el
gobemador,  la fecha de  e"rega de  los materiales  es  el  12  de  mago de
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2~OO3,. iLo ha:g  a?l_a df tiquidación, rto se designa intenJerL±or o supewisor.
S_e  obtuvo  cf!rtificado  presupuestal  g   orden  de  pago.   No  se encontró ii
docimert±o de entrada g salida del almacén de los elémentos contrcüados,
pe_ro  sí acla de emrega de  los  mctieriales,  del  12  de rrLago  de  20O3,  del¢Depóstio Yoti» -Yol,arLda Cueruo lco a Carlos AlfiorLso Niño-Scmfos.

-CorLtrato de orden de pedído iTúmero  O69 de feciha 25 de abril de
2OO3, suscTi±o por cort±ra±ación direc±a en±re el procesado u Rufimo MíI1án,
representante de aMadercs EZ Chorro'' , por ualor de $2 .388.OOO, sumírLístro

qe ma±eriales para l,cL construcción de gauiones. No se mcieron írwtiaciones,lqs propp_estas no_ están soportadas, rLo lw:g eualuación cle ofertas, la orden
de peqi?o  e_stá ftmada sólo por el Gobemador,  ta fechi de  ertirega de
n}at?riales fte el 25 de abril de  2OO3.  No  hag  acta de tiquidac'ión,-no  se
des.igna_  inlerver+!or  o  supervisor.   Se  obtuuo  certificado-presupuestal  g
oTden de pago.  No se encx]"±ró certificado de proponerties.- No sé erLcontrió
doc"merúo de entrada y salida del almacén de los elementos contra±ados,
pero sí acía de ertfrega de los ma±ericúes de fecha 25 de abril de 2OO3 de"Maderas EI Chorro''- Rufino MíI1án a CaTlos Alf;onso Niño San±os.

-CorT±rafo de comprcwen±a número O16 de fechci Os cle abril de 20O3,
suscri±o   con   F`abrimallas   del    Sur   (Maria   Orij.nda   Arias    González,
r?preserlcmle lega1), por ualor de $13.2OO.OOO,  cmyo objeto fue la compra
de   matlas  paTa   gauiones   ccilibre   12,   alambre   tripZe   torsión  pard  l.a
construcción de rr[Liro de gauiorLes en la desembocadura de la quebrada ttLa
Perdjz» en el rio aHacha'].  Se suscribe bajo la modatidacl de contrataci,ón
diTecta por  su  c"an1Í.a.  No  r,ubo  irLuitaciones,  las  propuestas  rto  tienen
soporte, rLo existen las eiJaluaciorLes correspondientes, el acla de irricio de
obra carece de ftmas, el acta de recibo fimal es del 12 de abri,l de 2OO3 y
no existe acta de liquidación del co"raío, rLo se encontraron informes del
contratista rri del inleruert±or, rLo existe constancia de erLtrada y satida del
almacén ni el acta cle tiquidación.

Con   el   infiorme   de   la   Co"±ralori,a   DepartcmerLtal   del   Caqietá
(haIlazgo  penal número  lO1)  se  allegan fotocopias  que  indican  cómo  el
gobemador Muñoz Parra g su secTetaTio de transporte, Carlos Alfionso Níño
Santos, elaboraron a mano g en papeleria sin logotipo de la entidad oftcial,
uarias  solictiudes  de  requerimientos  de  maleriales  de  construcción.  Los
proueedores    "Almacén    et    Soll',    ttBíoquera    g    Depóstio    m    Roscú'',t'Tecriconstrucción»,  g  "CorLst"gá»  presentaron facturas  de  compra  sin

fechas, constítugéndose para el depariamerL±o coino ttCuentas por pagar»
por un iJalor que supera los treínta míIlones de pesos, sín que se cortfara
cx]n presupuesto para atender esos comprorrisos.

2 .7.-Corwerrio de Participación CoTrturri±aria número Os de feclwL abril
25 de 2OO3, suscrtio por uía de la c'ort±ralación direcla entre el gobemador
Muñoz  Parra y  Hemando  Correa  Salazar,  represerLtante  legal  de  lcis
Juntas  de  Acción  CorT"nal,  por  ua1.or  de  $10O.OOO.OOO.  Objeto:   aurLar
esfiáerzos paTa adel,aníar trabajos de mí±igación que evtien i"rLdaciones
en los baTrios que bordean las veriie"±es del rio y quebradas, con apogo de
la  cor"urridad  del  seclor.  No  hubo  informes  quincenales  del  coyt±rcL±i,sta
sobre el desaTroll.o de los trabajos g de la inversiórL de los recursos pcLra el
cu.mplimie"±o del conuenio, rto existe asta de iniciaciórL de trabajos, el acta
de infome fimal de fecha g de agosto de 2OO3 está ftmada por Oc±cwio de
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!esús Oi-dóñez,  rLo  hag  ac±a de  tiquidación del convenio ni inforTnes  del
irúervertior.

DeTJy:entalmerLte se determ:inó que, siendo el salario mínimo, paTa
el  año  2OO2,  de  $3O9.OOO,  el  presupuesto  arTual  de  la  GobemaciJn  de
CpquetáfiJe de $95.438.O62 (3O8.863 salarios mínimos legales mensuales
uigerúes    (S.M.M.L.V.).    Asi,    la    rrLerLor    cuantía   para  -la    cxJ"±rctiación

eorrespondía hastcL 4OO S.M.M.L.V. ($123.60O.OOO.oo), según el artículo 24,
Lti_er.al a), _d_e_lq IJey sO de  1993. Por la mísma uía, para el áño 2OO3, (salario
r"írLiino:  332.OOO),  el presupuesto  deZ depaTtame"1o  de  $52.O58.1O6.16O
(156.8O2   S.M.M.L.V.),   luego  Za  meiior  cuart±ía  correspondió  hasta  3OO
S.M.M.L.V.  ($99.60O.00O.OO).

La  Asesf,ra  Juridica  del  Despaclno  del  Gobemador  del  Caquetá
ínfoma con Oficio "úmero OOO 1339 de fecha 18 de febrero cle 2O13 áue el
pir=supuesto del departamertio para los años 2OO2 Ü 20O3, correspondía a
$95:438.783.062.OO   g   $52.O58.1O6.16O.82,   errsu   orden.   Igtialme"±eindica que no existió paTa los años 2OO2 y 2OO3, corri1é de aJ";ctiación rLi
mcLnual áe contratación.

Del proceso adelaJúado (em el Juzgado Segundo Adirinistrctiiuo del
Circutio   de   FtorencicL)   por   Nohora   Touc[r   Zambran,o   en   con±ra   del
Departame"o  del  Caquetá,  se  obtuiJieron fotoc'opias  corTesporLdie"fes  a
órdenes ma"scri±as de soticitud de mcL±eriales que hicierorL ftncionarios
de la gobemación a la mencionada señora propietaria del a1.macén ¢EI Sol"
ci.sí como los recibos de rerrisión de los mctieriales. Las decisiorLes de fondo
corLdenaron  al  departamert±o   a  cayLcelar  a  la   demandarúe   la  suma
adeudada. Se constató igualmerúe la existencia de la Orden de Prestación
de Servi,cj,os OO9 del s cle febrero de 2OO3 g la "úmero 145 del 18 de jurtio
de 20O3,  suscrtia erT±re el DepaTtamerúo deZ Caquetá y  Oclauio de Jesús
Ordóñez.

En la Audtioria General de la República rLo reposa la información a
l.a que se refiere el indagado Muñoz Parrci, como quiera que ringuno de
los depariamerTlos del pctis es vigilado por esa enti,dad de confor"idcid con
el  Decreto  272  de  2OOO.  En  la  Contraloría  Depariamental  tampoco  se
encorüró esa doc"mentación.

En l.a Oficina de Archivo Cer,Íral de la Gobemacj,ón del Caq:uetá no
se erLcx]rtiraron los registros de los progec±os K(i) Dragado del rio Hacha y
las quebradas La Perdiz, La ScLrdina, EI Dedo g La Yuca y, (ü) cerTamiento
de Zas mqmzanas F-6 g F-7 cle la ciudadeía habitacional Siglo XXI". Así lo
certifica álvaTo Patiño Hernández de la Oficina de Archiuo Í)epartame"±aZ.
No se haI1.Ó constancia de los registros rcidicados en el banco de proyectos
del DepartamerTlo del Caquetá respec±o de Zos Cor[±ratos O74, O75 y O76 de
2OO2. Tampoco del Corwerrio O26 del 5 de mouiembre de 2OO2 suscrtio para
el CerTcLmie"fo de las  Mcmzcmas  F-6 g  F-7 de la Ciudadela Habitaciona1
"Siglo  XXr,   según  certifica  Mariela  Vargas,   secretaria  de  planeación
depaTtamertla1. Arties del año 2OO3 rLo se realizaba ínscripción en el Banco
de Proyestos DepartamerT±a1.

Se obtuuieron copias corTespondienles a los estudios preuios de los
corúrctios de alquiler número O74, O75 y O76 de 20O2 para el mejoramiertío
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P::jo qel ?.c_Irgcd _de las uerti.erL±es rio <tHacha» g quebradas <'La Perdiz»,  ¢IJa
Yuca" g  "EI Dedo».»

La  Fiscalia  concluyólO  que  el  Gobernador  del  Caquetá

PABLO  ADRIANO  MUÑOZ  PARRA,  durante  los  años  2OO2  y

2OO3  suscribió  24  contratos  para  la  ejecución  de  obras  de

mejoramiento de los caudales del río ¢Hachajj y las quebradas
{tLa  Sardina»,   ¢La  Perdiz»,   ¢EI  Dedo»  y  ¢La  Yuca»  y  para  eli

cerramiento   de   las   manzanas   F-6  y   F-7   de   la  ciudadelal

habitaciona1 ¢Siglo XXI9',  ambas  en  el municipio  de  F`1orencia,

sin el cumplimiento de los requisitos legales esenciales en

diferentes etapas de la contratación, previstos en la Ley sO

1993 y  sus  Decretos  Reglamentarios  855  de  1994 y  217O  de

2OO2,    con   omisión   de    los   principios    de    transparencia,

economia y responsabilidad, con lo cual adecuó 1a conducta a

lo  dispuesto  por  el  artículo  41O  de  la  Ley  599  de  20OO,  cuyo

delito fue cometido en concurso homogéneo y sucesivo, sin que

exista evidencia de haber actuado al amparo de alguna de las
causales   de   ausencia  de   responsabilidad  previstas   por   el

artículo 32 ejusdem, y se llevó a cabo de manera dolosa toda l

vez   qHe   CtcxJnocía  l,os  hechos  constitutiuos  del  i,lícj,to  g  detei-irinó  su liii

comportamiento a su realización''.

Asimismo, consideró aplicable la circunstancia de menor

punibilidad  prevista  por  el  numera1   1O  del  articulo  55  del
Código Penal, dada la ausencia de antecedentes en contra del

acusado,  y  a  su  vez  le  imputó  1a  de  mayor  punibilidad  del

numera1  10 del artículo  58  del mismo estatuto,  en atención a

que  la contratación ilegal  se  llevó  a  cabo  afectando  recursos
destinados  a  la  satisfacción  de  necesidades  básicas  de  la

colectividad, en tanto se trataba de mejorar el caudal de un río

lO Fls.  178   ss.  cno.  Original No.3 Fiscalia.
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y de unas  quebradas,  así como  hacer el cerramiento  de una
ciudadela habitacional,  aspectos que comportaban mejorar el

modo de vida del grupo socia1.

También dedujo la circunstancia de mayor punibilidad del
artículo   58.9   del  Código  Penal,   en  atención  a  la  posición

distinguida  que  el  procesado  ocupaba  en  la  sociedad,  no  en

razón del cargo de Gobernador que es elemento propio del tipo

penal,    t<si,no    porque    el    conglomerado    l,o   premió    cx>n    la
oporturidad  de  escal,ar una posición  econórrica próspera,  de
hacerse a una educación superior como zootecrista, de cumplir
como asesor agropecuario, de l,o cual surgía l,a ciarga de deiJoluer

algo al bienestaT del medio que lo benefició, lo cual i`o sólo no

hizo, si,no que ac"ó en cotTfra de los asociados''.

1.3.2.-La anterior determinación se mantuvo intacta por

la   Fiscalia   Segunda   Delegada  ante   la   Corte   Suprema   de

iJusticia mediante decisión proferida e13 de mayo de 2O 17l l , al

resolver el recurso de reposición interpuesto por la defensa12.

2.- Actuación ante la Corte.

2.1.-Audiencia preparatoria.

E129  de julio  de  2O19  ante  la  Sala Especial de  Primera

lnstancia se 11evó a cabo la audiencia preparatoria13 en la cual

dio  a conocer la decisión  adoptada e1  22  anterior14,  por cuyo

medio  se  pronunció  sobre  las  pretensiones  probatorias  de  la

ll  Fls.  227   ss.  cno.  Original No.3  Fiscalia.
l2  Fls.  207   ss.  cno.  Original No.  3  Fiscalia.
l3  Fls.   133   ss.  cno.  Original  No.   1  Corte.
14 Fls.   106  ss.  cno.  Original  No.  1  Corte.
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Fiscalia, el Ministerio Público y la defensa y asimismo de oficio

dispuso a11egar los antecedentes actualizados del acusado.

2.2.-Audiencia de juzgamiento.

2.2.1.-Pruebas practicadas

En   cumplimiento   de   lo   ordenado   por   la   Sala   en   la

audiencia preparatoria, a la actuación fueron incorporadas la
comunicación    procedente    de1    área    de    antecedentes    y

anotaciones de la Fisca1ía sobre ausencia de registro en la base

de datos a nombre de Pablo Adriano Muñoz Parra15, oficio de la

Cámara de  Comercio  de  Florencia para el Caquetá indicando

que no se ha11aron registros de empresas que se dedicaran a la
actividad comercial de alquiler de paladragas16, oficio suscrito

por  el   subdirector  de   meteorologia  del  IDEAM,   relativo   al
comportamiento  mensual  de  la precipitación y  su  respectivo

índice mensual entre los años  1999 y 2004 en el municipio de

Florencia17;   comunicación   de   la  Contralora  Delegada  para

Investigaciones, |Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva de la l

Contraloría General de  la República,18  sobre  la existencia del

proceso   número   516   en   donde   aparece   como   afectado   el
Departamento  de  Caquetá,  por ¿Cpresuntas irregularidades en

la ejecución del convenio No.  1O9 de122 de diciembre de 20O3

de participación comunitaria suscrito entre el departamento de

Caquetá y la |Junta Administradora casa hogar Los Colonos del

15  F`ls.16O   ss.  cno.  Original  No.1  Corte.
l6  Fls.161    ss.  cno.  Original  No.1  Corte.
l7 Fls.  164   ss.  cno.  Original No.  1  Corte.
18  Fls.   170   y  190  ss.  cno.  Original  No.   1  Corte.
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Municipio de Belén de los Andaquíes, Caquetá'j y se adjunta el

proceso digitalizado en un CDl9.

De igual modo, el Jefe de la Oficina Asesora Juridica del

Servicio  Geológico  Colombiano,  Instituto  Científico  y Técnico

adscrito  al  Ministerio  de  Minas  y  Energia,  dio  cuenta  de  los

informes  técnicos  levantados  con  ocasión  de  las  visitas  de

emergencia a las  cuencas  de  las  quebradas  La  Sardina y  La
Perdiz, así como el diagnóstico de la situación de amenaza por

inundaciones   y   movimientos   en   masa   en   la   ciudad   de

Florencia2O.

De  otra parte,  el  Subdirector de  Meteorología del ldeam,

remitió certificación relativa al comportamiento mensual de la

precipitación y su respectivo índice mensual durante los años
1999  a  2004,  de  algunas  poblaciones  del  departamento  de

Caquetá, incluida la ciudad de Florencia21.

EI Director Seccional de la Defensa Civil Colombima con

sede en Caquetá, informó  sobre las ocasiones y sitios en que

atendió     emergencias     por     inundaciones     causadas     por

desbordamientos del  Rio  Hacha y las  quebradas EI Dedo,  La

Yuca, La Perdiz y La Sardina22.

EI  Director  Territorial  Caquetá  del  lnstituto  Geográfico  l

Agustín Codazzi, informó que dicha entidad no es competente  l

para  certificar  o  autorizar  estudios  de  viabilidad  e  impacto

19  Fls.   l9O  ss.  cno.  Original  No.  1  Corte.
20  Fls.   192   ss.  cno.  Original  No.  1  Corte.
2l  Fls.  196   ss.  cno.  Original  No.   1  Corte.
22  Fls.  203   ss.  cno.  Origínal  No.   1  Corte.
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ambiental de dragado del Río Hacha y las Quebradas La Perdiz,

La Sardina, el Dedo y la Yuca en la ciudad de Florencia.

De igual modo, la Universidad de la Amazonia indicó que

en  sus  bases  de  datos  no  se  encontró  información  sobre

estudios de viabilidad e impacto ambiental del dragado del RÍo

Hacha y las  Quebradas  La Perdiz,  La  Sardina,  EI  Dedo y La

Yuca23.  En  igual  sentido  oficio  procedente  de  la  Alcaldia  de

Florencia24.

EI   Asesor   de   Coordinación   de   Defensa   Judicial   del

departamento de Caquetá remitió copias de los decretos  193 y

193 A de 2OOO, por los cuales se declara la urgencia maniriesta

por desbordamiento del rio Hacha y las quebradas La Perdiz,
La Sardina, EI Dedo y La Yuca, así como la emergencia vial en

el perímetro urbano de Florencia25.

Igualmente se adjuntó copia de la denuncia formulada e1

25 de septiembre de 2OO7 por Jaidith Facundo Vmgas, jefe de

la  oficina  de  dirección  tributaria  departamental  de  Caquetá,

por  la  presunta  desaparición   de   algunos   documentos   del
archivo de la Gobernación de Caquetá26.

La  Asociación   de   Habitantes   de   Zonas   de   Riesgo   de

Florencia,      remite      información      relacionada      con      las

inundaciones acaecidas en la ciudad de Florencia, Caquetá27.

23  Fls.  2O9   ss.  cno.  Original
24 Fls.  222   ss.  cno.  Origínal
25 Fls.  210   ss.  cno.  Original
26  Fls.  217   ss.  cno.  Origina1
27 Fls.  270   ss.  cno.  Original
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La   Gobernación   de   Caquetá  informó   que   durante   el

gobierno del señor PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA se efectuó
el dragado de la quebrada La Perdiz en el sector aguas arriba

de la desembocadura en el rio Hacha, y el dragado aguas arriba

y aguas abajo a partir de la desembocadura de la quebrada la
Perdiz sobre el río Hacha para la prevención de inundaciones

en   el   sitio   conocido   como   La   Bocana   y   barrios   de   sus

alrededores.  Indica  que  también  se  construyó  una  1ínea  de

gaviones sobre el margen izquierdo del río Hacha aguas arriba
a  la  desembocadura  de  la  quebrada  La  Perdiz  pero  en  los

archivos  de  la  Gobernación  no  se  encuentra  documentación

con respecto a esta obra28.

De    igual   modo,    la   Corporación   para   el    Desarro11o

Sostenible del Sur de la Amazonía indicó no haber encontrado

registros    e    información    sobre    estudios    de    viabilidad,

aprobación e impacto ambiental del dragado del río Hacha y las

quebradas La Perdiz, La Sardina, EI Dedo, entre los años 2001

y 2OO429.

La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo informó3O

que  e1  29  de  diciembre  de  2O14  el  municipio  de  Florencia

presentó una solicitud de recursos con el fin de financiar un
proyecto para la construcción de obras de protección hidráulica

y recuperación de las ori11as de la quebrada La Perdiz y el RÍo
Hacha en el municipio de Florencia, el cual fue aprobado por

la  suma  de   $8.245.00.OOO.00   correspondiente   a  las   obras

28  Fls.  288  ss.  cno.  Original  No.   1  Corte.
29  Fls.  2   ss.  cno.  Original No.  2  Corte.
30  Fls.  5   ss.  cno.  Original No.  2  Corte.
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requeridas y la interventoría,  así como la supervisión técnica

ejercida por la UNGRD.

Menciona que la ejecución del proyecto fue justificada en

atención  a  que  en  su  momento  los  barrios  ubicados  en  las

inmediaciones de las quebradas La Perdiz, La Sardina y el Río

Hacha, sufrían inundaciones durante la temporada invernal en
la región debido a los desbordamientos de los cauces.

Asimismo, a la actuación se allegó copia del Acuerdo No.

OOO2   del  29   de  febrero   de   2O15,   expedido   por  el   Concejo

Municipal de Florencia, por el cual se modifica la estructura de

la  Secretaria  de  Gobierno  de  la  Alcaldia  de  F`lorencia  y  se

señalan las funciones de sus dependencias31.

A más de lo anterior, la Alcaldía de Florencia remitió copia

del  Decreto  193  de129  de  septiembre  de  2OOO,  por el  cual  se

declara  la  urgencia  manifiesta  para  la  toma  de   medidas

preventivas de mitigación de inundaciones en el municipio de
Florencia, así como del Decreto  193 A de esa misma fecha, por

cuyo medio se le introdujeron modificaciones al anterior.

Es de resaltar que a través de comisionado se escuchó el

testimonio de la señora Dolly Ortiz Scarpeta, ex funcionaria de

la Gobernación del Caquetá durante el período 20O 1 -2OO332.

Asimismo,    en   la   vista   pública   se   llevó   a   cabo   el

interrogatorio   del   acusado   quien,   después   de   brindar  las

explicaciones que consideró pertinentes, frente a la acusación

31  Fls.11  ss.  cno.  Original  No.  2  Corte.
32  Fls.   150   ss.  cno.  Original  No.  2  Corte.
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por  el  concurso  de  delitos  de  celebración  de  contrato  sin eF
cumplimiento de requisitos legales en ejercicio  de  su función

como  Gobernador  del  Departamento  de  Caquetá  se  declara

absolutamente inocente.

En concreto, sobre los cargos formulados en la acusación,

expresó que si tuviera la oportunidad de repetir la historia en

favor de la gente necesitada de la región como administrador

de los bienes del Estado, lo volvería a hacer, puesto que no hizo

nada malo,  obró asesorado,  pero tampoco era alguien que se

dejara 11evar por los  conceptos  de  los  abogados,  sino  que  los l

constataba con las normas pertinentes.

Afirmó no haber cometido delito alguno, no haber fá1tado

a  la  norma,   no   actuó   buscando   beneficio   de   alguien   en

particular   ni    beneficio    propio.    Dice    haber    actuado    en
consonancia  con  su  fe,  pues  accedió  a  la  gobernación  no

porque  quisiera el poder sino por dignidad,  pues después de
haber dejado el cargo no ha tenido ningún otro cargo público.

Refiere que toda la actuación estaba bajo control, ya que

si se revisa el destino dado a los recursos, se produjo un ahorro

de  éstos,  como  así  sucede  cuando  se  actúa  con  economía,

administrándolos  como  si  fueran  propios,  buscando  el  bien

común, pues habia poco dinero, pero también hubo personas

que íá11ecieron con ocasión de las crecientes de las quebradas.

Dice estar seguro de no haber hecho nada contrario a la
ley,   pues   si  no   aparecen  los   documentos   que  la  Fisca1ía

extraña, es algo que se escapa a su control, pero lo cierto del
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caso  es  que  el  material  probatorio  recaudado  en  el  proceso

muestra que no actuó dolosamente.

Reitera que todos los procesos se  surtieron a cabalidad,

ya que además contaba con una tesorera que revisaba que todo i
estuviera correcto,  si la Contraloría encontró que hacim fá1ta

documentos,  cuá1  es  la  razón  para  no  haber  investigado  si

contaba  con  facultades  para  e11o.  La  Procuraduría  también

debió  haber  realizado  las  averiguaciones  correspondientes  y l

establecer si se habia incurrido en fá1ta disciplinaria o no. Pero l

só1o investigó un caso que posteriormente archivó.

Los documentos en verdad existian, pero é1 no podia hacer

nada para custodiarlos y  dada  su  falta  de  experiencia  en  la
administración, no se percató de la necesidad de sacar copias

de respaldo porque donde hubiera obtenido copias de todas sus

actuaciones este proceso se hubiera podido evitar.

Le llama la atención que  só1o se hubieren extraviado los

documentos correspondientes a su administración. La Fisca1ía

envía funcionarios a verificar la situación y en la primera visita

encuentra unos  documentos en una bodega no en el archivo

general  del  departamento  donde  se  debía  custodiar  dicha
documentación   sin   que   se   pudiera   garantizar   que   iban
completos.

Recuerda  que  el  interventor  de  las  obras  declaró  haber

incorporado todos los documentos requeridos en las carpetas

correspondientes  pero  dos  años  después  aparecen  en  una
bodega.
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La funcionaria encargada del archivo  del departamento,

manifiesta  que  los  documentos  extrañados  nunca  le  fueron
entregados para que los custodiara,  sin que  se  sepa a dónde
fueron enviados.

Refiere    que    según    la    acusación    se    incurrió    enl
fraccionamiento  de  contratos  sobre  un  mismo  objeto,  y  la

norma habla que  si  se  trata de  diferente  objeto  pues  no hay

fraccionamiento, pero en este caso el referido fraccionmiento

no existe.

La   manera   como   se   desarrolló   1a   obra   tenía   unas

condiciones  muy particulares.  En  primer lugar,  relacionadas

con el tiempo de realización, pues se trataba de intervenir las

vertientes del río Hacha y las quebradas La Perdiz y La Sardina,

que cada año en época de invierno generaban inundaciones y
muerte,  conforme  se  acredita con los  registros.  Por eso  no  se

podía esperar a que llegara el invierno para acometer las obras,

porque no solamente serían los mismos habitantes de la región

quienes estarian en riesgo,  sino que se pondria en peligro las

personas que debían realizar las obras, por lo que era necesario
contar con ese aspecto del clima que fuera favorable para poder

realizar los trabajos.

Como no contó con apoyo nacional y el presupuesto de la

alcaldia de Florencia era irrisorio, decidió ponerse al frente de

la realización de la obra, de manera que, si decide contratar un
estudio,  los pocos recursos  con que  se  contaba por entonces

podrían  verse  comprometidos  solo  en  el  estudio.  Refiere  que
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había un estudio de lngeominas y que el departamento también
había hecho su propio estudio.

Indica que  si  el  departamento  contaba  con  personal  de
ingenieros  y  arquitectos,   no   se  vio  objeción  de  ponerlo  al

servicio de esa obra.

No  entiende  qué  será fraccionar  un  contrato  cuando  la
evaluación  que   se  hizo  nunca  mostró  fraccionmiento   de
contratos,  aunque  sabe  que  el  secretario  de  transportes  dio

algunas explicaciones sobre la razón por la cual las cartas de

presentación  de  los   oferentes  en  los  contratos  de   alquiler
números O74, O75 y O76 de 3O de diciembre de 2OO2 presentan

el mismo  número y que  só1o  se diferencian en el precio,  pero

aclara  que  la  actuación  se  11evó  a  cabo  sin  dolo  sino  para

facilitar la ejecución de la obra sin atropellar los intereses del

Estado y las nomas que lo amparan.

El  departamento  de  Caquetá,  tiene  unas  vias  sobre  las

que se estaban realizando obras de ampliación, la maquinaria
que se necesitaba para socavar la tierra de las quebradas eran
unas   paladragas,   ni   una   sola   de   ellas   podía   entrar   al
departamento   porque   se   trata  de  maquinaria  de   grandes
dimensiones que exige ser transportada en vehículo`s también

voluminosos,  recién  posesionado,  pusieron  en  servicio  la  vía

por donde  ingresaron  las  paladragas  porque  en  la región  no
había tal tipo  de maquinaria pesada,  hay unas pruebas que
muestran que en la página web se puso en consideración esa
maquinaria y se trabajó  con la gente  que  aceptaba irse para

esos lugmes con dificiles condiciones de orden público, pero se
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hicieron todos los trámites legales para que pudiera participar

el  que  estimara  que  lo  podía  hacer,  pero  en  todo  caso  el

secretario  de  transportes  dio  las  explicaciones  pertinentes

sobre el particulm.

Señala que el secretffio de transportes era el funcionario j

encargado  de  hacer  todo  el  recorrido  del  contrato  hasta  el

momento en que el paquete llegaba al despacho del Gobernador

con todos los requisitos, la oficinajurídica los revisaba, daba el

visto  bueno,  y  al  final,  el  filtro  mayor  era  la  tesorera  quien

revisaba que  todo  estuviera en  orden,  después  de  lo  cual  se

procedia al pago.

Al momento de suscribir el contrato no recuerda bien el

procedimiento  que utilizaba para verificar  que  cada contrato
cumpliera la totalidad de los requisitos legales esenciales, pero

aclara que la secretaria privada se encargaba de llevarle todo el

paquete,  y como  para la época tenía conocimiento  de  cuá1es
eran  los  requisitos  de  cada  contrato,   él  también  revisaba

personalmente que estuvieran cumplidos, pues además como
contaba con personal encargado de la revisión de los contratos,

verificaba que tuviera el amparo de ese funcionario que daba el

visto  bueno  como  así  lo  hizo  en  todos  y  cada  uno  de  los

contratos y sus anexos por los cuales ha sido investigado.

Ahora, las razones por las cuales dichos documentos no

fueron  encontrados  están  en  las  pruebas  recaudadas  que
demuestran que las autoridades no archivaron correctamente
los documentos de cada contrato,  siendo este el motivo por el

cual se perdieron.
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Finalmente  afima  que  durante  el  tiempo  en  que  se
desempeñó   como   gobernador   nunca   declaró   1a   urgencia

manifiesta con motivo  de  la ola invernal,  pues  fue  en  el  año

2OOO cuando se produjo la gran inundación y él asumió como

gobernador  en  el  2OOl  y  desarrol1ó  1a  obra  con  el  objeto  de
solucionar el problema para que no se repitiera, en condiciones

en  que  le  favoreciera  el  tiempo  para  hacerlo,  pero  no  hubo

urgencia manifiesta.

2.3.- Alegatos de conclusión

Culminada la práctica de pruebas, en acatamiento de lo

previsto por el artículo 407 de la Ley 6OO de 20OO, se dio curso
a la intewención de las partes en la audiencia, la que se 11evó

a cabo en términos que a continuación se mencionan.

2.3.l.-Intervención del Fiscal

Comienza por manifestar que los hechos de la acusación
se encuentran debidamente probados en tanto se violentaron

los   principio   de   transparencia,   economia,   responsabilidad,

selección objetiva y planeación, los cuales, de necesidad debía

cumplir el ordenador del gasto, pues con independencia de que

las   obras   se   11evasen   a  cabo  y  de   la  existencia  o   no   de

sobrecostos,   lo   cierto   es   que   lo   que   se  juzgó   no   fue   la

apropiación    de    recursos    propia    del    peculado,    sino    el

incumplimiento   de   las   normas   que   rigen   la   contratación

estatal,  resultando  un  deber  ineludible  acatar las  exigencias
legales,  pues  los  dineros  públicos  que  son  de  los  asociados,
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deben  invertirse  siguiendo  normas  claras  y  de  frente  a  la
comunidad .

Precisa   que   los   requisitos   legales   aludidos   estaban

reglados  en la Ley sO  de  1993 y los  Decretos  855  de  1994 y

217O  de  20O2,  vigentes  para  cuando  el  gobernador  acusado\

celebró   los   contratos   cuestionados,   además   del   mmdato

imperativo  del  artículo  2O9  constitucional.  En  ese  contexto

estima que era deber del acusado, que no cumplió, acudir en

la contratación directa de mínima y menor cuantia a estudios

previos,  a  enviar  invitaciones  para  presentar  propuestas,  a
recibir ofertas y cotizaciones, a hacer registro de proponentes,

actas de evaluación y adjudicación, informes de intelventoria,

actas de inicio y recibo final de  obra,  informes de manejo  de
anticipo, actas de entrada y salida de materiales del almacén,
actas de liquidación.

Considera que en casos específicos como los contratos de

alquiler   de    íípczZczcZrczgcisJJ,    se    advierte    que    las    cartas    de

presentación de los cinco oferentes son iguales lo que denota
una sola realización, una misma procedencia, todo con el único

fin de eludir la legalidad y dar apariencia de que si se acataba,

además del absurdo trámite en escasas horas pues las cartas
son de130 de diciembre, en la misma fecha son evaluadas y los

contratos   se   suscriben   el  mismo   día,   lo   que   denota  una

increíble eficiencia en fin de año.

Añade que si la excusa era la urgencia por el invierno en

ese contexto resulta no creíble que en uno de los contratos, el

O74,  se  suspendiera  la  obra  el  15  de  febrero  de  2003  y  se
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reanudara el 3 de junio para que finalmente la obra se recibiera

el  15 de septiembre.  Luego la urgencia no era el invierno  sólo

era firmar el contrato, no que se cumpliera. Igual sucedió con

el  contrato  O82  celebrado  el  26  de  noviembre  de  2OO3,  pero

cuya   obra   supuestamente   urgente   só1o   se   inicia   meses

después,  el  g  de  enero  de  2OO4,  para  ser  entregada el  30  de

marZO .

Resalta cómo,  en demostración plena del desdén por no

cumplir los  requisitos legales  para contratar,  se  encontraron

solicitudes  de  requerimientos  de  materiales  de  construcción

elaboradas por el gobernador, a mano, en papelería sin logotipo

de la entidad oficial, además de que, en clara evidencia de que

los    recursos    oficiales    se    manejaban    con    ligereza,    los

proveedores      igual      entregaron      facturas      sin      fechas
constituyéndose en cuentas por pagar, por un valor superior a
los 3O millones de pesos, sin que se contara con el presupuesto

para ello.

La insistencia  en  que  los  requisitos  precontractuaJ.es  se

cumplieron, pero la documentación que lo acreditaba se perdió,

resulta negada por testigos como Carlos Alfonso Niño  Santos,

secretario  de  transportes,  de  quien  claramente  se  colige  la

intención del gobernador de eludir los trámites legales en aras

de permitir el ilegal fraccionamiento de contratos, pues relata

que ello fue el resultado de una reunión concertada en la que
intervinieron el testigo, la oficina juridica y el gobernador y que

fue éste quien exigió 1a participación de la comunidad para que

se le permitiera obtener un ingreso económico.  Luego es claro

que con ese pretexto se dispuso por orden expresa del acusado,
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eludir la ley para realizar un fraccionamiento que, así obviaba

la  licitación  pública,  concluyéndose  que  mal  podím  existir

documentos  soportes  de  una  licitación  cuando  clarmente
ordenó eludir la misma.

Precisa que el monto de la menor cuantia para el año 20O2

era de  123 millones de pesos, suma que só1o por escasos pesos

superaba el valor de cada uno de los contratos cuestionados,

lo  que  evidencia  el  claro  propósito  de  dejarlos  al  límite  para

eludir   la   licitación   pública,   y   de   acudir   a   una   rapidez

vertiginosa  para  contratar  antes   de   que   expirara  el  año,
resultando inadmisible la explicación de la supuesta urgencia

por el invierno, pues las obras iniciaron muchos días después
de suscritos los urgentísimos contratos, además de que uno de

e11os  fue  suspendido  con  la  excusa de  que  el  dragado  de  los

otros dos afectaba la ejecución de éste, con lo que, además, se

prueba que no era procedente ese fraccionamiento, pues unas
obras entorpecían las otras.

En el caso de los contratos 229,  23O,  231  y 232  de13  de

diciembre de 2002, el fraccionamiento no só1o es evidente, sino

que la intención de hacerlo para eludir la ley se dejó plasmada
en  una  acta  en  donde   se  hizo  expreso  el   acuerdo   de   la

gobernación con los proponentes para repartir un tramo de tres
ki1ómetros a cada uno de ellos.

Que   la   documentación   aludida   no   existió   y   que   se
eludieron los requisitos de la contratación, además de lo dicho,

se demuestra cuando el acusado a través de su defensor en el

escrito  con  el  que  recurrió  el  pliego  de  cargos,  señaló  que  e1
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propósito de aquél, desde un comienzo fue realizar de mane
directa las obras en forma concertada con algunos miembros

de  la  comunidad,  contexto  desde  el  cual  es  obvio  que  con

antelación  a  realizar  el  proceso   contractual  ya  se  habían

determinado las obras a realizar y los contratistas, luego si ello

es así, como la propia parte defendida lo reconoce, mal pueden

existir pruebas sobre el cumplimiento de los requisitos legales

porque era claro desde un principio, que no se iban a satisfacer.
Por tanto, lo inexistente mal pudo haberse perdido.

Tampoco  resulta de  buen recibo  el escudarse  en  que  el

gobernador  obró  amparado  en  el  principio  de  confianza,
tanto  otras áreas elaboraban los documentos,  pues  siendo eli

jefe  supremo  de  la  administración y  el  ordenador  del  gasto,l
recaía   en   el   cargo   que   aceptó   desempeñar   un   deber   del

supervigilancia  sobre  los  dineros  públicos  y,  asi,  antes  de

suscribir un contrato fáci1 1e quedaba revisar la normatividad

para  constatar  que  los  documentos  no  se  apegaban  a  ella,
máxime  cuando en la mayoria de los casos la omisión de los

requisitos era en extremo ostensible, casi que burda,  además

de   que   en  los  eventos   del  fraccionamiento   fue   orden   del

acusado  que  se  eludiera  la  licitación  y  se  procediera  a  la

contratación directa.

La Fisca1ía concluye que los argumentos de la resolución

acusatoria y aque11a que negó su reposición encuentran plena

vigencia,  no  fueron  desvirtuados y  con  fundamento  en  e11os,

postula ante la Sala se dicte sentencia de condena en contra de
PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA, como autor responsable del
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concurso homogéneo y sucesivo de 24  delitos de contrato  sin

cumplimiento de requisitos legales.

Menciona  que  los  elementos  de  prueba  a11egados  en  el

juicio no desvirtúan el aná1isis que viene de realizar, sino que,

por   el   contrario,   desde   los   informes   sobre   emergencias
invernales   de   la   Defensa   Civil   se   colige   que   la   ú1tima

emergencia   de   esa   índole   en   el   año   2OO2   fue   e1   27   de

septiembre,  luego  ninguna  situación  de  éstas,  ni  por  ende

urgencia   se   presentaba   en   diciembre   de   2OO2,   fecha   de

suscripción de los contratos,  en tanto que la única reportada i
(

en el año 2OO3 lo fue el 14 dejulio, de donde deriva inobjetable

que   tampoco   existió   apremio   para   este   año,   pero   debe
reiterarse  que  esta motivación jamás  se  hizo  explícita en  los

estudios previos,  que no los hubo, y que en varios contratos,

especialmente en los fragmentados, el gobernador hizo exp1ícito

el    deseo    simplemente    de    favorecer    económicamente    a

conocidos suyos, jamás el de ese suceso.

Considera   que   los   restantes   documentos,    como   el

anteproyecto  básico  para  la  mitigación  de  las  inundaciones

presentado por la asociación de habitantes de zonas de riesgo
de Florencia, lo que deja en claro es que las administraciones

no  han  hecho  nada  o  muy  poco  para  prevenir  y  evitar  los
desastres,   luego   de   ahi   se   infiere   que   los   contratos   hoy

cuestionados  en  verdad  se  hicieron  de  manera  ilegal,   sin

previsión al punto que de nada silvieron las supuestas obras
contratadas.
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Estima  que  en  el  mismo  contexto  se  recibe  el  oficio  del

secretario  de  infraestructura  quien  si  bien  refiere  que  en  el

período del acusado, sin especificar fechas, se hicieron trabajos
de dragado y construcción de gaviones, lo cierto es que aclara

que no sólo no se encuentra documentación sobre tales obras,
sino que las mismas  se realizaron sin estudios de viabilidad,

aprobación e impacto ambiental, lo cual ratifica los cargos de

la acusación.

En   cuanto   a  los   estudios   denominados   ÍÍprogecfo   c!e

"tz'gczc¿Ón cZe t-rtzJrtcZczct'ones tárbcmczsJJ, se parte de la inundación

por la creciente de la quebrada La Yuca ocurrida el g de abril
de  20O4  y  se  alude  a  otros  sucesos  acaecidos  en  los  años

siguientes,  de suerte que  se trata de hechos posteriores a los

juzgados,  y  se  hace  referencia  a  unos  incidentes  acaecidos
mucho antes de los mismos.

Afirma   que   las    cifras    del    lnstituto    de    Hidrología,

Meteorologia  y  Estudios  Ambientales  IDEAM  reflejan  que  si

bien en los primeros meses del año 2002 hubo precipitaciones

importantes,   lo   cierto   es   que   desde   agosto   las   mismas

empezaron a descender   para convertirse en lluvias que en el

mes de diciembre se encontraban en un indice ligeramente por

debajo  de  lo  nomal,  lo  cual  descartaba  emergencia  alguna,
aspecto  corroborado  por  la  entidad  anterior  que  no  reporta

ninguna intervención  urgente  para ese  entonces,  además  de

que, se repite, no existen documentos en donde el gobernador
se justifique en esto para obrar eludiendo los requisitos de ley.

Lo propio sucedió con los dos primeros meses del año 2OO3.
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La información del servicio geológico nada aporta porque

se refiere a visitas técnicas realizadas en los años 20O l y 2OO3,

pero  atendiendo  amenazas  geo1ógicas,  recursos  minerales  e
hidrocarburos. El acuerdo O2 de 2015 expedido por el Concejo

Municipal  de  Florencia,   además  de  que  no  fue  pedido  ni

decretado,  carece  de  utilidad  porque  se  ocupa  de  reseñar  la

estructura de la secretaría de gobiemo, sin relación alguna con

la época de los hechos.

Considera que los decretos  193 y  193 A demuestran que

se declaró 1a urgencia manifiesta por inundaciones provocadas

por el desbordamiento de las quebradas La Perdiz, La Yuca, EI
Dedo y La Sardina, pero acontece que ello sucedió en el mes de

septiembre   del   año   2000,   esto   es,   años   anteriores   a  los

contratos      investigados.       Concluye      que      estos      actos

administrativos  no   só1o   no   exoneran   sino   que   señalan  la

responsabilidad  del  doctor  MUÑOZ  PARRA  en  cuanto   son

indicativos   de   que,   para  proceder  de   manera  urgente,   se

requeria precisamente que se decretara la urgencia manifiesta,
actuación omitida por el acusado.

Estima que la denuncia por pérdida de comprobantes de

pago con sus respectivos soportes, nada dice sobre qué clase
de documentos eran los tales soportes, ni se especifica a qué

contratos aludían, pero lo cierto es que la denunciante refiere

que  se  trata  de  algunos  del  año  2OOO  y  otros  de  octubre  a
diciembre  de  20O3,  de  donde  deriva irrefutable  que  nada  se

perdió de los contratos materia de investigación pues eran del
año  20O2  y  los  de1  2OO3,   salvo  unos  pocos,  los  restantes

aludían a meses diferentes, luego estas pruebas lo que hacen
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es ratificar los cargos, pues además de haberse demostrado la
intención clara de eludir la legalidad de la contratación  y que

mal   podian   existir   documentos   sobre   fases   que   no   se

cumplieron,    la    supuesta    pérdida    de    documentos    hace
referencia   a   periodos   que   no   incluyen   los   contratos   acá

investigados.  Precisa  que  el  relato  creible  debe  ser  el  de  la

denuncia pues los hechos estaban frescos en la memoria  y a11í,

sobre  el  año  20O3,  se  dice  que  se  perdieron  documentos  de

octubre  a  diciembre  de  2003,  de  donde  se  deriva  que  una

entrevista  posterior  sólo  muestra un  afán  de  tergiversar  los

hechos.

Resalta,  además,  que  la testigo  Do11y  Ortiz  Scarpeta,  no

obstante  lo  cuestionable  de  su  relato,  deja  en  claro  que  la

documentación   de   los   contratos   no   estaba  en   el   archivo

general,  donde  sucedió  la  supuesta  pérdida,  sino  en  cada
secretaría,  luego la pretendida perdida en nada pudo incidir,

de donde surge irrefutable que si no se hal1ó 1a documentación

es porque no existía.

Frente   a  esta  testigo   estima  inobjetable   su   aíán   de
favorecimiento, pues a pesar de apoyarse en que por los años

transcurridos  no  recuerda  nada,  ni  siquiera  sus  funciones,
resulta  curioso  que  sí  recuerde  que  como  ella  disponía  los

pagos, siempre lo hacía luego de verificar la existencia de todos
los soportes, frase que repite una y otra vez, en demostración

evidente que fue direccionada, pero sin que pueda especificar

cuáles eran los tales soportes, de lo que surge la poca fiabilidad

que  merece  su  relato,  máxime  cuando  finalmente  deja  en
evidencia  que  esa  versión  solo  la  brinda  para  favorecer  a
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terceros, pues dijo ser amiga del acusado a quien colaboró en

su  campaña,  y  favorecerse  personalmente  pues  finalmente
admite   que   de   haber   dispuesto   pagos   sin   los   soportes

respetivos, estaría incursa en un delito.

Concluye entonces que las pruebas allegadas en el juicio,

antes  que  favorecer  al  acusado,   señalan  la  tipicidad  y  la
responsabilidad  de  los  delitos  por  los  cuales  fue  acusado,

reiterando el pedido de que se emita sentencia de condena.

2.3.2.-Intervención del Ministerio Público.

Comienza por manifestar  que  ha sido  convocada a esta
audiencia a fin de establecer si concurren en grado de certeza
los    elementos    fácticos,    probatorios    y    normativos    para

establecer  si  el  señor  PABLO  ADRIANO   MUÑOZ  PARRA  es

responsable  en  24  eventos  por  celebración  de  contrato  sin

cumplimiento de requisitos legales.

Para un desarrollo organizado de su exposición, dirá que
la acusación de la Fisca1Ía hace referencia esencialmente a tres

eventos: en el primero de ellos señala que en relación con todos

los  contratos,  por  cuanto  en  el  trámite  y  la  liquidación  se

habrían  transgredido  los  principios  de  transparencia  y  del

deber de  selección objetiva establecidos  en  la ley sO  de  1993

ante   la   ausencia   de   términos   de   referencia,   de   íá1ta   de

publicación   de   invitaciones,   de   ausencia   de   registro   de

proponentes,   derivado   de   la   ausencia   de   esos   soportes
documentales.
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Advierte que la postura del Ministerio Público es distinta

a la que trae la Fiscalia, pues considera que en relación con el

primer  evento,  es  decir  el  cargo  relacionado  con  todos  los
contratos  por  diversas  infracciones  a  la  ley  de  contratación

derivadas  de  la inexistencia  de  soportes  documentales  en  la

tramitación  y  liquidación  de  los  contratos,  no  existe  certeza:

para endilgar responsabilidad al aquí acusado.

En  cuanto  al  segundo  evento,  encuentra  el  Ministerio

Público prueba allegada debidamente al proceso, de la cual si

se podría derivar responsabilidad en relación con los contratos

O74, O75 y O76 en cuanto que hubo fraccionamiento.

Y,  en relación  con  el  tercer evento,  desde ya anuncia el

Ministerio Público que no encuentra certeza para acreditar un
fraccionamiento   de   los   contratos   en   los   términos   que   lo

establece la ley.

Recuerda  que  el  señor  Pablo  Adriano  Muñoz  manifestó

que  los  documentos  fá1tantes  relacionados  en  los  informes
allegados si existieron y que el no ha11azgo de la documentación

obedece a desorden administrativo, y a un equivocado manejo

de los documentos en el archivo departamental, afimando que

quizás   se   hubiesen   extraviado   de   manera   dolosa   con   el

propósito  de  causarle  daño.  Y  un  segundo  argumento  que
esboza  en  relación  con  el  fraccionamiento,  es  que  existieron

circunstancias   que   determinaron   la   suscripción   de   tres

convenios, lo cual obedeció a asuntos de tiempo para no poner

en  riesgo  a los  trabajadores y la maquinara contratista ante
cualquier amenaza del invierno.
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Indica que esas son las dos posturas que se  presentan en
el juicio de manera muy sintética por parte de la Fiscalia y por!

el señor acusado. Frente a ellas, el Ministerio Público considera

que  debe  hacer  una  obsewación  global  a  la  resolución  de
acusación  pues   se  presentan  los   cargos  de  manera  muy

genérica, se hubiese esperado para el manejo de cargos de esta
naturaleza que en relación con cada uno de   los contratos se

hubiese identiíicado cuá1 es su naturaleza y la cuantía de los

contratos, para establecer en el marco del artículo 24 de la Ley

sO de 1993 cuá1es fueron específicamente los requisitos legales

desconocidos respecto de cada uno de e11os. Pero insiste que la

acusación   por   ese   primer   evento   es   global   y   se   hace

genéricamente respecto de todos los contratos, lo cual estima
inaceptable   e   inadmisible   en   procura   de   establecer   una

responsabilidad en grado de certeza.

Lo segundo que valora importante mencionar en relación

con la resolución acusatoria, es que se basa fundamentalmente
en dos informes de policía judicial que sabemos tienen efectos

probatorios limitados, o mejor, no tienen efectos probatorios en
cuanto  que  sólo  establecen  criterios  de  orientación para una

inve stigació n .

Lo   tercero   que   la   Procuraduria   considera   relevante

mencionar,  es    que  durante  el juicio  se  hicieron  esfuerzos

investigativos importantes para tratar de  subsanar las dudas

que ya se  avizoraban en relación  con algunos  aspectos  de la
resolución  de  acusación,  al  punto  que  el  propio  Ministerio

Público  solicitó  inspecciones judiciales  a  la  Procuraduría  en

relación con algunos procesos que alli cursaban en contra del
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mismo acusado, a fin de establecer si alli reposaba alguna de
la  documentación  que  se  echaba  de  menos  por  parte  de  la

Fisca1ía  y  que  generó  su  cargo  por  ausencia  de  requisitos

esenciales lo cual no fue posible y determinó que se desistiera

de  la  prueba  en  virtud  de  que  una  revisión  previa  de  esos

procesos,   11evó   a   deducir   que   no   se   encontraba   a11i   la
documentación que era de interés para el proceso.

Otro  aspecto  que   el  Ministerio  Público  extraña  en  la

resolución  de  acusación  de  manera  genérica,  es  que  le  era

exigible a la FiscaJ.ía en relación con cada una de las fáJ.encias

encontradas    respecto    de    cada    uno    de    los    contratos,

argumentar  sobre  el  carácter  esencial  de  ese  requisito  con

impacto    en    los    requisitos    esenciales    que    regulan    la

contratación administrativa, cosa que se echa de menos en la

resolución acusatoria.

De  manera  que,  de  acuerdo  con  esas  observaciones  de

carácter   general,   la   Delegada   del   Ministerio   Público   dice

proceder a pronunciarse sobre cada uno de los tres eventos a

que hace referencia la resolución acusatoria y habrá que hacer
mención de manera muy sucinta a un marco nomativo y es

que de acuerdo con la conducta típica que se imputa al aqui
acusado, constituyen supuestos para la realización del tipo del

4Ol  del Código Pena1: i) ostentar la calidad de servidor público

y ser el titular de la competencia funcional para intervenir en
la tramitación, celebración y liquidación del contrato, aspectos

sobre los cuales no existe ninguna duda por cuanto ostenta la
condición de  Gobernador del Departamento durante los años

20Ol    a   2OO3;   ii)    haber   desarrollado   el   comportamiento
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prohibido consistente en la intervención en una de las fases del
contrato, ya sea la tramitación, la celebración o la liquidación,

sin cumplir o verificar los requisitos legales esenciales para sü
validez.  Y  en  relación  con  ese  segundo  aspecto,  el  Ministerioi

1

Público  manifiesta  que  sí  tiene  reparos  por  la  exigencia  del

grado de certeza de esta etapa procesa1.

Respecto de ese segundo supuesto, cabe recordar que el

Estatuto General de la Contratación Pública, en su artículo 23,

sienta   los   principios   infranqueables   que   deben   guiar   la

administración cuando realiza esta actividad,  advirtiendo que
las  actuaciones  de  quienes  intervengan  en  la  contratación

estatal    se    desarrollan    con    arreglo    a   los   principios    de

transparencia,  economía y  responsabilidad,  exaltados  por  el

señor Fiscal en esta audiencia y dice compartir la importancia

de esos principios, por supuesto, pero no los supuestos sobre

los   cuales   se   basan   las   infracciones   que   sustentan   su
resolución.

Estima   preciso   recordar,    como   lo    ha   señalado    la

jurisprudencia,  que  el requisito  contractual  debe  catalogarse
como esencial cuando su inobservancia tiene un impacto en la

materialización  de  los  principios  de  la  contratación  estatal

como máximas rectoras de la función administrativa, toda vez

que   la  jurisprudencia   ha   establecido   que   los   principios
constitucionales  y  legales  gobieman  la  contratación  en  la i

l

administración pública e integran materialmente el tipo penal, l

esto lleva a la exigencia de acreditar en cada uno de los eventos (

esa  esencialidad  del  requisito,   derivado  del  impacto  en  la
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materialización de alguno de los requisitos de la contratación

estata1.

Entonces, en relación con el primer supuesto a que hace¡
!

referencia la Fisca1ía, esto es, en relación con los contratos, la

violación de los requisitos de contratación por la ausencia de

documentación   en   relación   con   la   invitación   a   presentar

propuestas     no     hubo     ofertas     de     cotización,     tampoco
adjudicación, no hubo órdenes de pedido de materiales, no se

creó 1a veeduria para la fiscalización de las obras, no aparecen

informes  de  interventoría,  no  aparece  el  acta de  liquidación,

esas  objeciones  que  se  hacen,  fundamentalmente  son  casi
iguales en relación con todos los 24 contratos realizados por el

acusado en el lapso que se cuestiona.

Aqui  quiere,  de  manera  respetuosa  remitirse  al  cuadro

que aparece en el escrito que allegara, donde se relaciona cada
¡

)

uno de los contratos con las objeciones que la Fiscalia formula, ¡
(

para hacer referencia al primer cargo que viene de identificar.

Entonces  esa  ausencia  de  documentos  de  los  cuales  la

Fiscalia deduce  que  se incumplieron requisitos  esenciales  de

los  contratos,  pero  no  particulariza  respeto  de  cada  uno  de

ellos,  cuá1 fue el requisito que  se incumplió y su esencialidad

en  el  marco  de  los  principios  que  gobiernan  la  contratación

estata1.

Estima que esas imputaciones genéricas a esta altura del

proceso no resultan admisibles.  Eso pudo ser suficiente, y así
lo avaló el Ministerio Público para el grado de probabilidad que
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exige la resolución acusatoria pero no para el grado de certeza

que exige una sentencia.

En  esto  quiere  llamar  la  atención,  porque  cree  que  se

fortalece  el  argumento  defensivo  expuesto  por el acusado  en

este  aspecto,  y  es  el  desorden  en  el  archivo  que  si  bien  esl

censurable  y   demuestra  un   desgreño   administrativo   muy

grave, no es suficiente para sustentar un delito de contrato sin
cumplimiento de requisitos legales.

Entonces, só1o como ejemplo de que se trata de una fálta

de  organización  del  archivo  y  no  necesariamente  que  no  se

hubiere cumplido con los requisitos, es decir que se trata de la

ausencia   fisica   de   los   soportes   documentales   y   no   del

incumplimiento   de   unos   requisitos   esenciales,   considera

necesario hacer referencia tan sólo a dos contratos, como para

poner de presente que si hay un problema de archivo bastante
serio.

En ese sentido menciona que en el contrato O82 de 2003,

se dice en una primera búsqueda que se hace por parte de los
investigadores,  que  no  se  hicieron  estudios  de  factibilidad,

invitaciones,  ni informes  de  contratista,  que  no  hay actas de

liquidación   del   contrato,   informes   del   contratista,   ni   la

evaluación de la liquidación.

Y en una segunda aproximación, en otra inspección que
se  hace  dos  años  después,  en  el  año  2OIO,  respecto  de  ese

mismo   contrato,   los   investigadores   ahi   sí   encuentran   la

publicación en la web del pliego de condiciones,  el informe de
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supervisión  del  contrato,   la  propuesta  de  iJulio  Urrego,   el

certificado de disponibilidad presupuestal y la orden de pago.

Es  decir,  son dos visiones totalmente  contrarias en una

primera  aproximación  y  en  una  segunda  aproximación  por
parte de los investigadores.

Similar situación se presenta con el contrato  128  de1  17

de junio de 2OO3, en donde en un primer momento se dice que

no había invitaciones,  las propuestas no están soportadas,  no
hay evaluación  de  ofertas,  no  hay acta de  liquidación,  no  se

designó  interventor,  no  existe  registro  de  proponentes  ni  la

orden de pago, no hubo invitaciones, y en un segundo informe

sí se encuentra el certificado presupuestal, el acta de recibo de

17 de julio de 20O3, la entrega sin fecha, la orden de entrada

2OO2,  la  orden  de  salida  242  del  almacén  y  otra  serie  de

documentos.

Esto   solamente   para  demostrar   que   realmente   toma
fuerza como decía el argumento defensivo en el sentido de que

del hecho de que no obren los soportes de los documentos, no

se puede deducir necesariamente que no se cumplieron con los

requisitos contractuales esenciales para la celebración de los

contratos.

Frente a ese aspecto,  el acusado en su indagatoria y en

esta  audiencia  manifestó  que   los  documentos  fá1tantes   sí

existian, pero que por los problemas que se presentaron con el

archivo, no estuvieron en el momento en que se realizaron las

búsquedas por parte de los investigadores de la Fiscalia,  que
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se hizo en 2OOs y 2010 cuando la contratación era de 2OO2 y

de 2OO3, y aquí el Ministerio Público encuentra sustento a ese

argumento  defensivo  del  acusado,  que  al  menos  genera una

duda razonable,  no  afirma el Ministerio  Público  que  se  deba

exonerar de responsabilidad porque no incurrió en celebraciónl

indebida de contratos, sino lo que el Ministerio Público señala

es que no  existe  certeza acerca de los  cargos  que  formula la

Fiscalia,  que  se  presenta  una  duda  razonable  y  que  a  esta
altura procesal debe ser resuelta en favor del acusado.

Para  sustentar  la  duda,  el  Ministerio  Público  hace  una
referencia a la denuncia que presentó iJaidith Facundo Vargas,
directora tributaria departamental de Caquetá en e1 20O7, que

puso en conocimiento la pérdida de tres cajas contentivas de
64 tomos de los meses de enero ajulio de 200O y 29 de enero

a   octubre   de   2OO3   del   archivo   de   presupuesto   que   se

encontraba  en  la bodega,  Dirección  Tributaria,  y  también  la

declaración    en    2O13    de    la    Secretaria    de    Planeación

Departamental y de las TIC, que conforme a requerimiento de

la  Fisca1ía,  comunicó  que  estuvo  buscando  la  información

solicitada en el archivo general del departamento   constando

que en esta dependencia no existe archivo de 20O2 ni de 2OO3.

Y,   en  e1  2016,   Carlos  Alfonso  Niño   Santos,   quien   se

desempeñó como Secretario de Transporte e lnfraestructura de
la  Gobernación  de  Caquetá  durante  la  época en  que  el  aqui

acusado ejerció como Gobernador, manifestó en su declaración

que muchas de las actuaciones contractuales realizadas para
la época, no aparecieron en las carpetas de los contratos que

se  encontraban  en  la  Secretaría  de  Transporte,  por  lo  cua1
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debió acudirse a los archivos de tesorería del Departamento, y

anotó   que   entre   2OO4   y   el   2OO6,   una   funcionaria   de   la;

Secretaria había entregado esos archivos a un reciclador.

Agregó que la existencia de los documentos era evidente

porque la tesorería departamental no realizaba pago alguno si:
estos no estaban anexos a la cuenta de pago,  que es la tesisi

que maneja el aquí acusado.

Mediante inspección realizada e116  de marzo de 2O16  a

la secretaría general de la gobernación con el fin de a11egar a la

investigación   el   plan   de   desarrollo   del   Departamento   de

Caquetá para el año 20O3, no logró encontrarse pese a que se

trataba de un documento fundamental para cualquier entidad
administrativa,  con  lo  cual  se  evidencian  los  problemas  de

archivo que aquejaban a la Gobernación, porque si bien no se

encontró el documento echado de menos,  se estableció que el

mismo sí existió por cuanto se obtuvo la ordenanza número O7

de 20O l mediante la cual el plan fue aprobado por la Asamblea.

Eso como un indicio adicional para señalar que hay un

problema en el archivo de la Gobernación.

Anota que  de  otra parte  la señora Dolly Ortiz  Scarpeta,

quien ejerció como Tesorera del Departamento de Caquetá por
los años 20O2 y 2OO3, declaró que la ausencia de documentos

soportes de los contratos posiblemente  se debió a un extravío

y afirmó con seguridad que los soportes estaban en las cuentas
que  se  pagaban  en  tesorería,  y  si  los  contratos  decían  que
tenían estudios previos era porque los tenían y ellos llegaron a
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1a  oficina  de  tesorería  y  no  se

cumpliera con los requisitos.
pagaba  una  cuenta  que  nol

Agregó que para ese tiempo habia un grave problema en

el archivo,  el cual estaba ubicado cerca al cementerio  en los

ta11eres del departamento y era un desastre, varias veces tuvoi

que ir a buscar información que nunca encontró y es dificil que

pasado  tanto  tiempo y con  ese  desorden  se  pueda encontrar
algo .

También la secretaria de infraestructura en el año 2O19,

informó  que  se  buscaron los  archivos  de  la  Gobemación  del

Caquetá y no se encontró documentación respecto de la obra

ejecutada  por  la  administración  del  señor  PABLO  ADRIANO

MUÑOZ,  en  relación  con  la  adecuación  de  los  cauces  del  rio

Hacha y la quebrada La Perdiz.

Asimismo,   el   archivo   central   de   la   Gobernación   del

Caquetá  informó  que  revisados  los  documentos  del  Fondo

Acumulado  del  lnstituto  Municipal  de  Obras  Civiles  no  se

encontró   documento   alguno   relacionado   con   los   estudios

previos,   con   los   contratos   de   inversión,   ni   el   acta   OO1
contentiva de los pormenores de una reunión sostenida entre(

1a  administración  municipal  de  Florencia y los  damnificados

por las inundaciones del río Hacha.

De  manera  que  el  hecho  de  que  cierta  documentación,

concluye  el  Ministerio  Público,  relacionada  en  la  acusación

como  fáltante  del  soporte  contractual,  no  se  aportara  a  la
investigación   porque   no   fue   encontrada   en   las   diferentes
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dependencias  de  la  gobernación,  genera  una  incertidumbre,l

sobre   si  realmente   la  administración  departamental  acatól

rigurosamente el procedimiento  determinado  en la Ley sO  dq

1993.  El manejo del archivo  de la gobernación es claramentel

deplorable y altamente reprochable el desgreño administrativoi

que se advierte, lo que repercute en fá1ta de transparencia y la
creación  de  un  ambiente  propicio  para la corrupción,  eso  es

cierto,   sin  embargo,   estos  hechos  no  son  suficientes  para

acreditar en grado de  certeza la responsabilidad del acusado

respecto  de  los  contratos  en  los  que  la violación  de  la ley de

contratación se finca esencialmente en la ausencia de soportes

documentales.

Desde esta perspectiva la Delegada del Ministerio Público

estima que no se puede llegar a la certeza de que los aludidos

contratos fueron tramitados y celebrados con violación de los

principios constitucionales y legales que rigen la contrataciónl
estatal  y  que  por  tanto  la  tipicidad  objetiva  del  hecho  seai

indiscutible, eso no se puede afirmar en grado de certeza o quel

por el contrario se hubieren observado a cabalidad todos y cadal
uno de los requisitos que en esta materia establece la ley.          l

EI   Ministerio   Público   considera   que   no   es   posible

condenar en relación con el cargo que la Fisca1ía funda en la

ausencia  de   soportes   documentales  respecto   de  todos  los

contratos  que  han  sido  objeto  de  examen  en  la  resolución

acusatoria.

Ahora,  en relación con  el segundo  supuesto,  esto  es un

presunto fraccionamiento de los contratos O74,  O75 y O76 del
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3O  de  diciembre  de  2OO2,  encuentra  la  Delegada  que  se  le

atribuye  al  señor  Muñoz  Parra,  fraccionar  un  mismo  objeto
contractual en tres actos para eludir la escogencia de un solo

contratista  mediante  un  procedimiento  de  licitación  pública

acudiendo en su lugar a la modalidad de contratación directa.

En efecto la licitación pública en aquellos casos en los que

se torna legalmente indispensable, es un requisito esencial del

contrato  estatal  en  su  fase  contractual y  su  incumplimiento

efectivamente  implica la configuración  objetiva del tipo  penal

previsto en el  articulo 410 del Código Penal, puesto que como
una excepción a la regla general de escogencia del contratista

mediante   licitación   o   concurso   público   para   acudir   a   1

contratación directa se encuentra en la modalidad del artículo

24 de la Ley sO de  1993 la menor cuantía, entendida a partir

de   los   presupuestos   anuales   de   las   entidades   públicas

expresados en salarios minimos. Entonces, se pudo establecer

que para el año 20O2 , fecha en que se realizaron los 3 contratos
a     que     hace     referencia,     la     menor     cuantia     era     de

$123,6OO.OOO.OO.

Recuerda que la Sala de Casación Penal ha dicho que el

fraccionamiento  de  los  contratos  se  presenta  cuando:  i)  la

administración   de   manera   artificiosa   deshace   la   unidad

=deen:]
natural del objeto contractual a fin de contratar direct
1o que en principio  debió regirse por las formas propias  de la

licitación: ii) para sujetarse a un procedimiento menos estricto

y  riguroso  de  contratación  directa  en  reemplazo  del  que  se
imponia seguir por el factor cuantia.
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La valoración de tal conducta en relación con la posible

configuración   del   delito   de   contrato   sin   cumplimiento   de

requisitos legales supone determinar: i) si resulta predicable la

unidad  de  objeto  respecto  de  los  contratos  cuya legalidad  se

cuestiona,  y en  caso  cierto,  cuá1es fueron  las  circunstancias

que en concreto llevaron a la administración a celebrar varios
contratos, pues só1o de a11í puede extraerse si la actuación se

apoyó   en   criterios   razonables   de   satisfacción   del   interés

público.

Considera entonces que no es suficiente hacer referencia

a  que  hubo  un  fraccionamiento  de  contratos  con  un  objeto
idéntico,  sino  que  es  preciso  evaluar  también  si  concurrían

circunstancias que exigían la satisfacción del interés público a

través de ese fraccionamiento.

Entonces, en relación con estos contratos se tiene que e1

074      se      realizó      por      $119'952.OOO.OO,      e1      075      por

$119J966.OOO.OO, y el O76 por $  119'97O.OOO.OO, recuerda que

la menor cuantía era de  $123'000.OOO.OO,  o  sea un poco más

abajo cada uno de e11os de la menor cuantía.

Estima el Ministerio Público que los tres contratos tenian

al mismo objeto,  esto es el alquiler de una paladraga para el

mejoramiento  del  flujo  del  caudal  de  las  vertientes  del  río

Hacha,  y las  quebradas  La Perdiz,  La  Sardina,  La Yuca y EI

Dedo.

Era el mismo  objeto,  o  sea que  se trata de  obras de un

mismo género, esto es, el mejoramiento del flujo caudal de las
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vertientes   del  río   Hacha,   de  las  quebradas  La  Perdiz,   La

Sardina, La Yuca y EI Dedo.

En segundo lugar no hay mayor diferencia entre el precio

de uno y otro contrato, estipulados por $ 119.OOO.OOO.00 y unal

pequeña diferencia en cada uno de ellos, que como se advirtió,i
está un poco más debajo de lo que era la menor cuantia en la
época que eran $123.OOO.6OO.oo.

En tercer lugar se observa que los fondos con los que se

cancelaron  los  contratos  fueron  imputados  al  mismo  rubro

presupuestal, Programa2, Unidad B, Código 3.4.6.OO.

La   fecha   de   celebración   de   los   contratos   es   3O   de

diciembre de 2002 para los 3 y el plazo de terminación son 15O

días para todos,  son obras que tienen el mismo objeto o especie

y es el alquiler de las paladragas y el compromiso adquirido por
cada contratista.

Dentro  de  los  motivos  para  la  división  por  sectores  del

cauce    del   rio   y   las    quebradas    en   los    tres    contratos

mencionados, se tiene que fue para trabajar al mismo tiempo,
obedeciendo a la magnitud de la limpieza a realizar y el corto

período de verano que se presentaba en la ciudad, esto puede
ser evaluado como el interés público que se pretendia proteger

a través del fraccionamiento de esos contratos.

Sin  embargo,  lo  anterior no  tenía en realidad viabilidad

práctica  porque el dragado tiende a generar residuos que son
arrastrados por la corriente hasta las desembocaduras de otras
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quebradas y por lo tanto causa afectación a las demás obras,
tal   como   aconteció   en   efecto   con   el   dragado   del   sector

comprendido entre el puente de EI Encanto hasta el frente del
barrio    Galán,    contrato    O74    que    afectó    la    obra    que

simultáneamente  se  desarro11aba  en  el  sector  comprendido

entre  el  barrio  La  Floresta  hasta  la  desembocadura  de  la

quebrada La Perdiz, contrato O75.

En  efecto,  mediante  acta  del  15  de  febrero  de  2OO3  se

suspendió el contrato O74 teniendo en cuenta que la obra del

contrato   O75   estaba   siendo   afectada  por  la  presencia  de

material  de   arrastre   en  los   sitios   de   trabajo   del  dragado
aledaños a la desembocadura de la quebrada La Perdiz al río

Hacha,  creando nuevos bancos de material los cuales debían

ser   retirados   y   afectaban   el   rendimiento   normal   de   la

maquinaria, haciendo más demorados los trabajos de dragado.

Por  tanto,  puede  concluirse  que  los  referidos  contratosí

conformaban   una   unidad   natura1   1o   que   obligaba   a   la
administración departamental a realizar un solo contrato, yal¡

fragmentarlo rompió 1a integridad soslayando de esa forma su

naturaleza,   pues   constituyendo   su   especie   el   alquiler   de

paladragas por sectores,  se imposibilitó 1a consecución del fin

que se perseguia que era el mejoramiento del flujo de caudal de
la  vertiente  del  rio  Hacha,  de  las  quebradas  La  Perdiz,  L

Sardina, la Yuca y El dedo, toda vez que el dragado del contrato

O75  debió  iniciarse  una  vez  terminado  el  del  contrato  O74,

igualmente para el inicio  del dragado  del contrato   O76  debió

terminarse el del contrato O75.
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De  manera que  el  criterio  razonable  de  satisfacción  del

interés  público  se  desconoció  porque  el  dragado  simultáneo

hizo más demorados los trabajos, afectó el rendimiento normal

de la máquina, el contrato  tomó más tiempo en su ejecución,
reflejando esto que las razones esgrimidas para fraccionar los

contratos fueron artificiosas y estuvieron en realidad dirigidas

a soslayar las reglas contractuales de la licitación pública.

De  manera  que  en  relación  con  estos  tres  contratos  sí

encuentra  el  Ministerio  Público  una  certeza  acerca  de  que
concurren  los  presupuestos  legales  y jurisprudenciales  para

imponer      sentencia     condenatoria     por     fraccionamiento

contractual en relación con esos tres contratos.

Dice  que  no  hará  referencia  al  instituto  de  la urgenci
manifiesta   que   en   realidad   no   se   puede   invocar   par

justificarse  en  ese  fraccionamiento,  en  tanto  que  el  mismo
acusado señaló que no decretó esa urgencia manifiesta y la que
fue declarada en el mes de septiembre de 2OOO no podia cobijaj

esa  contratación  de  2OO2,  acaecida  dos  años  y  tres  meses)

después, en tanto se desvirtúan las exigencias de inmediatez y

urgencia.

En relación con el tercer evento a que hace referencia ld

resolución   acusatoria,   esto   es   el   fraccionamiento   en   los

contratos   de   prestación   de   servicios   identificados   con   los

números  229,  23O,  231  y  232  de13  de  diciembre  de  2OO2,

menciona que  se le atribuye al señor ex Gobernador acusado,i

fraccionar   un   mismo   objeto   contractual   en   cuatro   acto

acudiendo  a  la  modalidad  de  la  contratación  directa.  Esto
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contratos eran de prestación de servicios para el levantamiento

topográfico y batimétrico  de  tres kilómetros de los cauces  de

diferentes sectores del rio Hacha y de la quebrada La Perdiz, de

manera  que  sí  puede  decirse  que  tenían  el  mismo  objeto

c ontractua1.

Sin embargo, en criterio de la Procuraduría, no se trata de

un fraccionamiento punible en los términos establecidos en la

ley y la jurisprudencia,  como quiera que los cuatro contratos

sumados  daban el monto  de  $36.OOO.OOO.00,  o  sea que  eran

contratos  que  no  exigían  licitación  pública y entonces  no  se

puede decir que el fraccionamiento  de estos cuatro contratos

que si bien tienen el mismo objeto pretendia eludir la licitación

pública, en tanto que si aún  se hubiesen celebrado de manera
conjunta no requerían el presupuesto de licitación pública.

De manera que concluyendo, estima el Ministerio Público

que   la   conducta   realizada   por   PABLO   ADRIANO   MUÑOZ
PARRA al tramitar y suscribir esos contratos de prestación de

servicios identificados con los números 229, 230, 231 y 231 de1

3 de diciembre de 2OO2  con división de su objeto contractual,

no   encaja   en   el   delito   atribuido   porque   su   modalidad

correspondía a la contratación directa atendiendo la cuantía,
así se hubiese realizado un solo contrato.

Entonces,  sobre esa base el Ministerio Público solicita lo

siguiente:   i)   proferir   sentencia  condenatoria  en   contra  del

ciudadano     Pablo    Adriano     Muñoz    Parra,     como     autor

responsable   del   delito   de   contrato   sin   cumplimiento   de

requisitos  legales  por  desconocimiento  de  los  principios  de
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transparencia,  economía y  selección  objetiva,  al  tramitar  los

contratos O74, O75 y O76 del 3O de diciembre de 20O2, bajo la

modalidad de menor cuantía fraccionando el objeto contractual

que consistía en el mejoramiento del flujo del caudal vertiente
del río Hacha, y las quebradas La Perdiz,  La Sardina, La Yuca

y EI Dedo, y (ii), en segundo lugar, absolver por fá1ta de certeza
al señor Pablo Adriano Muñoz Parra, del delito de contrato sin

cumplimiento  de  requisitos  legales  respecto  de  los  demás  21

contratos que se encuentran relacionados en el numera1 2 de

las  solicitudes  de  la  Procuraduría,  pues  no  encontró  mérito

para solicitar una sentencia condenatoria.

En   esos   términos,   deja  rendido   su   concepto  y  hace

entrega de un escrito para que obre en la actuación.

2.3.3.- Intervención del procesado.

El  doctor  PABLO  ADRIANO  MUÑOZ  PARRA  expresó  su

deseo de no intervenir en la vista pública.

2.3.4.- Intervención del defensor.

En el curso de su intervención, el defensor del procesado

solicita a la Corte proferir sentencia absolutoria en favor de su

defendido y ordenar el archivo definitivo de este proceso.

Manifiesta que en primer lugar se va a referir a la partel

:e=Oalusto1:taendeerlaqudee CeliS=:ícauCi: S2a:O:lea i:e¿ =Otad:o:t=cZaOmdeen2c:oln7]l

Página 51  de 237



PRIMERA INSTANCIA.  RAD.  No.  5O387
PABLO ADRIANO  MUÑOZ PARRA

el principio de legalidad que impone la obligación de acusar, en

este caso a su representado, de acuerdo con la vigencia de las

normas penales al momento de la ocurrencia de los hechos.

Según la resolución  acusatoria de  la Fisca1ía los hechos

ocurrieron entre el año  2OO1-2OO3.  Siendo  ello  asi,  la ley 599

de  2000,  entró  en vigencia el dia 24  de julio  de  2OO1,  lo  cual

significa  que  el  Fiscal  en  la  resolución  acusatoria  tenia  la

obligación de determinar el marco jurídico que se aplicaba para

el  caso,  porque  la  misma  Ley  6OO  establece  como  causal  de

casación que los hechos y la acusación estén en consonancia

con la sentencia,  es decir que  el marco  de  la sentencia es la

resolución  acusatoria y  en  este  caso  el  articulo  41O  ha  sido

reformado en varias oportunidades, lo que indicaría que en este

momento la Corte, según la resolución acusatoria, debe aplicar

el  artículo  41O  actual y  vigente  a  su  representado,  y  en  ese

orden esa norma no es aplicable por haber sido reformada en

elaño 2011.

Só1o se hará por favorabilidad, pero en la parte resolutiva

no se da ninguna razón, luego entonces, el defensor considera

que nos hallamos frente a un grave problema que debe resolver
la Corte.

Menciona que hay un tema muy especial que se refiere no

a unos contratos sino a unos convenios entre la gobernación

departamental del Caquetá y las juntas de los barrios Siglo XXI

y  aledaños   a  donde   se   sufre   la  inundación  en Florencid

Caquetá. Dice ver con más objetividad el tema y de acuerdo con

los articulos 95 y 96 de la Ley 489 de  1998, esos convenios se
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rigen por otras normas distintas a la ley 80 de  1993, además,

de  acuerdo  con  la  Ley  743  de  20O2,  las  juntas  de  acción

comunal  son  entidades  sin  ánimo  de  lucro  con  las  cuales  ell

Estado  puede  asociarse  para  desarrollar  obras,   proyectos,

luego entonces la conducta que se atribuye a su defendido de

contrato  sin  formalidades  plenas  es  totalmente  inexistente,

atipica,  y  sobre  todo  no  es  antijurídica,  porque  cuando  se

comete  el  delito  de  celebración  de  contrato  sin  formalidades

plenas  es  porque  se  pretende  beneficiar  a  una  persona  en

particular,  pero  aquí  1o  que  se  está  beneficiando  es  a  una
comunidad,   luego   se   está   desnaturalizando   totalmente   el

propósito de1 1egislador cuando tipifica el delito de contrato sin
formalidades plenas.

Estima  que  hay  algo  más  grave,   en  relación  con  los

convenios celebrados con las juntas de acción comunal, porque

en lugar de lesionar el bien juridicamente tutelado por la ley lo

que hacen es beneficiar a la comunidad, porque de eso es que
se  trata un  convenio.  Distinto  es  un  contrato  administrativo

que busca una negociación entre el Estado y los particulares,
ahí sí se presenta el fenómeno jurídico de la antijuridicidad de

la conducta si no se cumplen los requisitos que la ley establece

para   celebrar  un   contrato.   Por   esa   razón,   por  la   simple
equivocación  del  concepto  de  contrato  a  convenio  se  profiriÓ

esta resolución acusatoria con total violación  de los  artículosi

28   y   29   de   la   Constitución   Política,   porque,   reitera,   es

inexistente el delito, porque lo rigen normas distintas a la ley

80   de  1993.
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Pero como si eso no fuera suficiente, el artículo 41O de la

Ley   599   de   20OO,   no   es   autónomo,   porque   requiere   de

complementarse con la ley sO de 1993 y con las demás normas

que  reformaron  esa  ley.  Explica,  esto  en  razón  a  que  en  la
resolución  de  acusación  el  fiscal  debe  determinar  en  forma

inequívoca la norma de la Ley sO que resultó infringida y no

solo enunciarla, sino determinar en qué parte del proceso obra

la  prueba  de  esa  violación,   ejercicio  que  no  fue  realizado

concretamente  pues  está hecho  de  manera genérica.  Plantea

que su asistido violó el artículo 410 de la Ley 599 de 20OO, sin

puntualizar   en   cada   uno   de   los   contratos   cuá1   fue   la
transgresión y  su  prueba,  luego  entonces  resulta totalmente

atípica la conducta que se le endilga en la celebración de los

convenios que aqui ha relacionado.

Ahora bien, en forma puntual debe señalar con respecto

al  fraccionamiento  de  los  contratos  números  O74,  O75  y  O76

de13O de diciembre de 20O2, que también la conducta resulta

atípica y ausente de antijuridicidad, por cuanto no se tuvo en
cuenta la definición juridica de obra pública que es diferente al

contrato estatal o público, cuya diferencia es enorme, pues la

obra pública consiste en que es el mismo Estado a través de

sus entes quien ejecuta la obra, quien administra los recursos,
en esa eventualidad es el mismo Estado quien realiza esa obra

pública, y si es el mismo Estado pues lógicamente que no sale
a licitación porque es el mismo Estado.

Distinto  es  que  el  Estado  licite  esa obra pública y se

entregue a un particular para que la realice.  Si el Estado

ejecutando la obra pública en forma directa, no requiere de esal
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1icitación debido a la necesidad y las circunstancias especiales

de  orden  público  que  en  este  caso  son  conocidas  para  el

momento de ocurrencia de los hechos, que eran desastrosas tal

y   como   lo   informó   el   acusado   quien   debió   vivir   en   la

gobernación para que no lo mataran.

Vale decir que ninguna persona de capital importante iba

a  realizar  obras  públicas  en  el  departamento  de  Caquetá

porque seria víctima de la guerri11a, y por ese simple hecho de

que  su defendido como gobernador  asumiera la ejecución  de
esa  obra  pública  necesaria  no   se   le   puede   condenar  por

fraccionamiento de contratos, porque en primer lugar, era una

obra pública que  la misma gobernación  estaba ejecutando y
hay pruebas  que  así lo  refieren  dentro  de  este  expediente,  y

porque,  el  otro  hecho  importante,  de  que  en  la  región,  por
razones  de  orden  público  y  de  movilidad  se  hicieron  tres

contratos que no tienen el mismo objeto contractual, pues los

tramos  contratados  son  diferentes,  asimismo  lo  registra  la

Fiscalia en la resolución acusatoria, que esos tres contratos no

tienen el mismo  objeto contractual porque los tramos a dragar

eran distintos.

Anota que hay algo muy importante y razonable, y es que
en la prueba pericial que la Corte ordenó para establecer cuá1l

era el perjuicio que se le había ocasionado al Estado por razón

de todos los contratos materia de este juicio criminal, el perito

designado  manifestó  que  dentro  de  este  expediente  no   se

encontraba   ninguna   prueba   que   pudiera   evidenciar   este
detrimento patrimonial del Estado, luego entonces dónde está
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ese   requisito   de   la   antijuridicidad   para   condenar   a   su
representado.

Algo  más,  pregunta  dónde  está  la  prueba  de  que  obró

dolosamente para solamente favorecer a esos tres contratistas

y evitar que otros participaran. Dónde está 1a prueba de que en
el  municipio  de  Florencia  en  el  Departamento  de  Caquetá

existieran grupos económicos con capacidad económica y con

la maquinaria requerida con urgencia para evitar un problema

grave  de  la ciudad,  que  hubieran podido participar y que  su
representado  en  forma  dolosa  y  con  ánimo  dañino  hubiera

perjudicado a esas personas. No la hay. Lo que hay es evidencia
de todo lo contrario, que por razones de orden público era difici1

1a consecución de maquinaria en e1 1ugar, porque la guerrilla

se  apropiaba de ella o  secuestraba los operarios o  de  alguna

manera  los  extorsionaba;  no  hay  otra  evidencia,  no  existe

ninguna prueba dentro de este expediente que demuestre que

su representado haya obrado con dolo, con intención de causar

daño a particulares, sino todo lo contrario.

Las     pruebas     indican     que     su     defendido     obró

correctamente,  con  el  único  propósito  de  beneficiar  a  una

comunidad y no a un grupo económico en particular, ni menos

a contratistas como aquí se ha dicho, por esa razón elemental

y esa diferencia de criterios ruega que respecto de los contratos
O74,  O75 y  O76  del  3O  de  diciembre  de  20O2  sea absuelto Sul

(

defendido,    pues    insiste,    los    contratos    tuvieron    objeto!

contractual diferente, los tramos eran totalmente distintos, no
habia razón para contratar una misma obra a tres particulares,
se hizo con lo que habia en ese momento.
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Finalmente,  en lo que respecta a los otros 24  contratos,

dice que no va a ser muy extenso en su alegato, pues está de

acuerdo  con  lo  que  ha  dicho  la   Procuradora  Delegada,  sus

argumentos son los mismos que e11a indicó, esto es que existe

duda  razonable de que su defendido haya o no cumplido con

esos requisitos, porque la evidencia probatoria demuestra que

inicialmente  no  aparecieron  unos  documentos  soportes  de

unos   contratos   y   después   surgieron,   que   existen   varias
declaraciones de que esos documentos  se perdieron y que  se

formuló una denuncia sobre el tema, luego entonces, no queda

otro  remedio  de  acuerdo  con  el  articulo  7O  de  la  Ley  600  de

2OOO,   que   aplicar   la   duda   razonable   para   exonerar   de

responsabilidad a su defendido por los demás cargos.

Por    esa    razón    reitera    su    solicitud    de    sentencia

ab solutoria.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1.- La competencia

La Sala es competente para conocer del juzgamiento del

doctor PABLO  ADRIANO  MUÑOZ PARRA,  según la resolución

de  acusación proferida en  su  contra por la Fisca1ía Segunda

Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con lo

dispuesto en el articulo 30 del Acto Legislativo No. OO l de 2O 18,

modificatorio del 235 de la Constitución Politica.
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En efecto, el fuero de juzgamiento a que alude el numeral

5O  de  esta  última  disposición,  es  una  garantía  de  carácteri

constitucional que obliga a un procesamiento especial radicado

en determinados operadores jurídicos y de la cual se goza desde

el  momento  en  que  se  asume  el  cargo,  ¿Ces  cZect®r bczs£cz  Zci  soZcz

objetiuidad de comprobar la iJinculacj,ón con el cargo para queiii

los. opera?ores_ ::diciales especiales adel,anten la inuestigaciónli

g juzgamierT±cr33 .

En lo  que respecta al doctor MUÑOZ PARRA se  acreditó

que por la época de ocurrencia de los hechos,  entre los años
2001     y     20O3     se     desempeñó     como     Gobemador     del

Departamento    de    Caquetá34,    lo    que    determina   que    la

competencia   para   adelantar   el   juicio   y   proferir   el   fá11o

correspondiente concierne a esta Sala, teniendo en cuenta que

las  conductas  que  se  le  atribuyen  guardan  relación  con  las
funciones   desempeñadas   en   el   ejercicio   del   cargo,   y   que

durante ese período suscribió y al parecer liquidó 1os contratos

censurados.

2.- Requisitos para condenar.

2.1.-Tal cual ha sido repetidamente dicho por la Sala,  a

tenor   de   lo   normado   por   el   articulo   232   del   Código   deÍ

Procedimiento  Penal  de  20OO  que  rige  el  presente  asunto,  al

diferencia  del  grado  de  conocimiento  que  la  ley  exige  para

proferir    medida   de    aseguramiento    (posibilidad),    y   para
convocar    a    responder    en   juicio    criminal    al    sindicado

33 CSJ SCP,11  dejulio de  2012,  Rad.  39218.
34  Según  ac-ta de  posesión  de  31  de  diciembre  de  2OOO  y  constancia  expedida  el16  de
septiembre de 20O8.  Fls.101  y ss.  cno.1  Fiscalía.
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(probabilidad), para emitir en su contra sentencia de carácter
condenatorio se requiere que la prueba vá1idamente recaudada

en las diversas fases que componen el proceso, conduzca a la

certeza de la realización de la conducta definida en la ley como

delito y de la responsabilidad del procesado.

En   armonía   con   lo   anterior,   la   legislación   procesal,

establece   que   el   arsenal  probatorio   recaudado   durante   el!

decurso procesal, debe ser ponderado en conjunto de acuerdo

con los postulados  que  rigen la persuasión racional,  esto  es,

las leyes de la ciencia,  los postulados de la 1ógica y las reglas

de   experiencia,   asignándoles   el   mérito   que   a   cada   cual

corresponda (art.  238 Ley 6OO de 20OO)  a fin de establecer las

adecuadas consecuencias jurídicas que de allí se deriven.

2.2.-   Previo   a  que  la  Sala  se  ocupe   de  responder  los{
l

razonamientos  fácticos  y juridicos  expuestos  por  los  sujetos!

procesales, estima necesario advertir de antemano, que ningún
motivo de ineficacia de lo actuado se advierte con posibilidad de

impedir proferir el fállo de mérito como contrariamente ha sido¡

sugerido, aunque de manera sutil por la Procuradora Delegada

y  el  defensor,  al  dar  a  entender  en  la  vista  pública  que  la
resolución de acusación presenta defectos de motivación, toda

vez que, en su criterio, es de carácter genérico en tanto  ííccirece

de una deftrición claTa g  concreta del rnaTco juridico  apticabZeli
(

para ccl,da uno de los procesos corúracfiJal,es adelcm±ados por elt
Gobemador de Caque±á" y , aderná:s ttpreserL±a ambigüedad en losii

requ;isi±os incum:ptidos g requ;istios esenciales desconocidos'j.
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A este respecto debe decirse con apoyo en jurisprudencia

de la Sala de  Casación Pena135,  que ciertamente la resolución

que  contiene  la  acusación  constituye  pieza  fundamental  del

proceso, en cuanto corresponde al pliego de cargos que el Estado !
formula al procesado para que se defienda de e11os en el juicio,

por lo que su construcción anfibo1ógica, ambigüedad, oscuridad
o   doble   sentido,   pueden   dificultar   o   imposibilitar  la  labor

defensiva y, de contera, dar lugar a declarar su nulidad.

Obviamente, esto podria llegar a ocurrir siempre y cuando

se  establezca que no  existe  materialmente  motivación,  o  que

existiendo ésta, la fundamentación que expone es incompleta,

di1ógica o ambivalente  o,  en otro  sentido,  que  se  sustenta en

supuestos fácticos aparentes o sofisticos, pero siempre con un

real y objetivo impacto negativo en las garantías fundamentales

del debido proceso o el derecho de defensa, pues es claro que

no toda deficiencia argumentativa que en su desarrollo pudiese

presentar, resulta de suyo suficiente para viciar de ineficaz el
acto de calificación del mérito sumarial.

Repetidamente   ha   sido   dicho,   que   la   ausencia   de

motivación se presenta cuando el funcionario judicial deja de

precisar  las  razones  fácticas  y  jurídicas  que  sustentan  su
decisión, no obstante estar obligado a hacerlo. La exigencia de

motivar  la  resolución  de  acusación  se  halla  incluida  en  el

artículo 398 de la ley 600 de 20OO, según el cual, la resolución

acusatoria debe cumplir determinados requisitos de contenido,

a   fin   de   que   los   sujetos   procesales   puedan   conocer   sus
fundamentos, y llevar a cabo un adecuado  control  sobre  e11a

35  CSJ  SCP SP en.  29  de  2OO4,  Rad.  15787.
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ejerciendo  actos  de  contradicción  o  impugnación,  dadas  las

implicaciones  para  el  proceso  y  las  funciones   que   en   su

definición la acusación está llamada a cumplir.

De  conformidad  con  dicha  disposición,  la resolución  de

acusación    debe    contener    la    narración    de    los    hechos

investigados  y  la  indicación  de  las  circunstancias  que  las

especifican  (imputación fáctica);  el señalamiento y evaluación

de  las  pruebas  allegadas  al  proceso  (aná1isis  probatorio);  1a

calificación   típica   de   la   conducta   objeto   de   investigación

(imputación jurídica)  y la respuesta  a las  alegaciones  de  las

partes.

Tal y como ha sido declarado por lajurisprudencia36, este

condicionamiento   formal  no   implica,   sin   embargo,   que   el

funcionario  judicial   que   califica   el   mérito   probatorio   del

sumario, deba adoptar un determinado esquema secuencial en
la   elaboración   de   la   providencia,   o   asumir   en   capítulos

separados el estudio de cada uno de los aspectos indicados en

la   norma,    ni    adentrarse    necesariamente    en    complejas

disquisiciones de orden teórico o dia1éctico en relación con cada

uno   de   e11os   para   que   la   decisión   pueda   considerarse

suficientemente motivada.  Lo importante es que dentro de los

parámetros  que  la  propia  ley  señala  y  que  responden  a  la
naturaleza de la decisión que ha de adoptarse, se presenten en
forma clara y precisa las razones que la soporten, de manera

que  los  sujetos procesales puedan  conocer  sus  fundamentos
fácticos, probatorios y jurídicos.

36  CSJ SCP SP Feb.  27  de  20O1,  Rad.15402I
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La inconformidad del Ministerio Público y de la defensa en

punto  de la motivación  de  la resolución acusatoria,  se ubica

principalmente  en  relación  con  la  exigencia  de  realizar  el
correspondiente análisis juridico, en tanto echan de menos una

definición  clara y  concreta  del  marco  normativo  aplicable  a

cada uno de los procesos contractuales 11evados a cabo por el

Gobernador de Caquetá y, además, a sus respectivos modos de
ver, la acusación presenta ambigüedad en el señalamiento de

1os requisitos incumplidos y aquellos que pese a ser esenciales

fueron desconocidos.

Para  la  Corte  si  bien  es  cierto  en  el  caso  a  estudio  la

resolución de  acusación no  constituye paradigma en materia
argumentativa,  no por ello puede llegar a afirmarse,  siquiera

sugerirse,    que   corresponda   a   una   decisión   carente   de

motivación, o que la contenida en ella sea deficiente al extremo

de  no  haber  pemitido  a  los  sujetos  procesales  conocer  su
sentido y los fundamentos fácticos, probatorios y juridicos del

pronunciamiento.

Del  aná1isis  de  su  contexto,  con  nitidez  se  advierte  que

comprende cuatro acápites claramente diferenciados:

El primero fáctico, donde se realiza un deta11ado relato de

1as circunstancias de tiempo,  modo y lugar en que por parte¡

del   gobernador   acusado   se   adelantaron   los   24   procesosi

contractuales  materia  de  investigación,   cuyo  propósito  eral

contribuir al mejoramiento de los caudales del Río Hacha y lasl

quebradas  La  Sardina,  La  Perdiz,  EI  Dedo  y  La  Yuca,  y  ell
cerramiento   de   las   manzanas   F-6   y   F7   de   la   Ciudadela
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Habitacional  Siglo XXl  en el municipio de Florencia y mitigar

las   consecuencias   generadas   por   su   desbordamiento   en

temporada  invemal,   en   los   que   se   evidenció   el   presunto

desconocimiento  de  los  requisitos  establecidos  en  la  ley  de

contratación,  tales  como   ausencia  de  estudios  previos,   de

avisos  de  invitación,  de  registro  de  proponentes,  de  actas  de

evaluación  y  adjudicación,  de  informes  de  interventoría,  de

actas  de  inicio  y  recibo  final  de  obra,  de  informes  sobre  el

manejo  de  los  anticipos,  de  registros  de  ingreso  y  salida  de

bienes   del   almacén   en   los   contratos   de   suministro   de

materiales  y  de  actas  de  liquidación  de  los  contratos,  y  el

eventual fraccionamiento del objeto contractual en algunos de

ellos,  <tlo  que  se  traduce  en  la  ausencia  de  requisi±o  legales

esenciales en l,as dif¡ereries etapas cort±racíuales''.

El segundo,  de carácter probatorio,  donde  se relacionan

separadamente todos y cada uno de los contratos indicando su
fecha,     cuantia,     objeto,     identidad     del     contratista     e

irregularidades advertidas a que se refieren los investigadores

del   CTl   en   los   informes   presentados   y   soportados   en   la

docurrLer\tíic±Ón  ttauténtica,  no  tachada  de fialsa,  a  la  que  Za

Fiscal:ía   le   confiere   pZena   eficacia»,   Las   expHica:c±ones   del

sindicado, y la prueba testimonial y documental que a juicio de

la Fisca1ía compromete su responsabilidad penal.

El  tercero,  de  índole jurídica,  en  el  cual  se  analiza  la

normativa  que   rige   la  contratación  pública,   el  tipo   penal

realizado, y la pena correspondiente.
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El    cuarto,    relativo    a   la   respuesta   a   los    alegatos

presentados por los  sujetos procesales y,  e1 último,  de  indole
conclusiva,   donde   se   precisan   los   cargos   por   los   que   el

procesado debe responder en juicio.

A  lo  largo  de  la  providencia,  con  apoyo  en  la  prueba

recaudada, el funcionario de la Fisca1ía explicó 1as razones por

las   cuales   concluyó   que   en   los   24   contratos   objeto   de

investigación  el  gobernador  desconoció  los  requisitos  legales

esenciales  previstos  en  la  Ley  80  de   1993  y  sus  Decretos

Reglamentarios  855 de  1994 y 217O de  2OO2,  con omisión de

los  principios  de  transparencia,  economia y responsabilidad,
"supuestos fácticos que se adecucm a la conduc±a purible descri±a erL el

artícu.1o 41 O de la IJey 599 de 2OOO, cori,tra±o sirL aJ,mplimierúo de requistios

legales, cometi.do en corLcmrso homogéneo g sucestvo».

En   ese   sentido  precisó   el  acusador  que   íÍE¿ p7i7tc,'pt'o  cZe

transparencia,  g  en especial del deber de seleccj,órL objetiua,  rLo  sólo por

acudirse   a  la  co"lrctiaciórL  clirecfa  cuando   debió  real:izaTse  media"±e

Zictiación pública  en  el caso  de  los  co"Írctios  O74,  O75  g  O76  del  3O  de

diciembre de 2OO2,  sino tc[mbién por la suscripción de otros cor[±rctios en

los que se aduierte la ausencia de propuestas debidamerT±e susterúadas y

fal±a  de  ac±as  de  eual,uación  de  las  rrrismas.  El  principio  de  econoryria
corLcretado en la ausencia de estudios previos que soportaran el inicío de
algunos de los procesos de selección dd corúrcLtista y la corLuerLierLcia del

objeto a corLtratar. Y el principio de resporLscLbilidad,  cmte la auserLcia de

infomes   de   i:"eruentoria,   actas   de   inicio   y   fimalizaciórL   de   obra,

cuestionam:iert±os que se hicieron a los procesos de corLtratación g que  se

sustentan en la prueba doc]J.mental allegadcL a la i"estigación" .

De  esta  manera  surge  claro,  entonces,  que  no  resulta

atinado sugerir que la resolución de acusación ofrezca defectos

Página 64 de 237



PRIMERA INSTANCIA.  RAD.  No.  5O387
PABLO ADRIANO  MUÑOZ PARRA

de  motivación,   o  que  la  que   contiene   impida  conocer  losí

fundamentos   fácticos,   probatorios   y  juridicos   en   que   se

soportó.  Para  demostrarlo,  basta  tan  sólo  con  realizar  una

lectura integral y desprevenida de su contenido y concluir que

satisface  los  requisitos  mínimos  establecidos  por  el  estatuto

procesal   penal,   por   tanto,   los   reparos   sugeridos   resultan!
infundados y,  dado que quienes los hacen tampoco formulan

expresamente alguna solicitud concreta sobre dicho particular,

a lo  expuesto  limitará 1a  Corte  su  consideración  en  torno  al

punto .

3.-   El   delito   de   contrato   sin   cumplimiento   de
requisitos legales.

En la resolución de acusación proferida el 30 de marzo de

2017  al  amparo  de  la  Ley  6OO  de  200O,  la  Fisca1ía  Segundal

Delegada ante  la Corte  le imputó  a PABLO  ADRIANO  MUÑOZ¡

PARRA   el   concurso   homogéneo   y   sucesivo   de   delitos   de

contrato sin cumplimiento de requisitos legales que pudo haber

realizado  entre  los  años  2001  y  20O3,  cuando  se  desempeñó

como Gobernador del Departamento de Caquetá.

3.1 Del tipo objetivo.

3.1.1.-A  propósito  de  dar  respuesta  a  la  inquietud  del

defensor planteada en la vista pública sobre la norma aplicable

al caso, la Sala estima pertinente precisar que el tipo penal que

se  imputa  realizado  por  el  acusado,  doctor  MUÑOZ  PARRA,
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vigente para la época de los hechos materia de investigación, y

sin que para este caso resulte procedente tener en cuenta las

posteriores modificaciones punitivas introducidas por las Leyes
890  de  2OO4  y  1474  de  2011  por virtud  de  los  principios  de

legalidad y favorabilidad, fue definido en el original artículo 410

de la Ley 599 de 2OOO, en los siguientes términos:

"El  servidor  púbtico  que  por  razón  del  ejercicio  de  sus  fu.nciorLes

tramite contrctio s€n obsen,ancta de Zos requts€tos tegales esenctates o
lo celebre o tiqu:ide sin uerificar el cumplímiento de los mismos, incurrirá  en
prisiórL de c"cI±ro  (4)  doce  (12) años,  mLilta de cinaJ.enta (5O) a doscientos
salarios  rririmos  Zegales  mensuales  vigerLtes,  e  inhabí1itación  para  el
ejerciao de derechos g fiJnciorLes públicas de cinco (5) a doce ( 12) años» (se
destaca) .

3.1.2.-Pertinente se ofrece advertir, además, con respecto

al incremento punitivo de que trata el articulo  14 de la Ley 890

de 2OO4, que en este caso resulta inaplicable, porque conforme

a la vigente jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la

Corte Suprema de Justicia37, si bien dicho aumento aplica en

ambos regímenes procesales penales, salvo las excepciones que

la misma Ley 89O  contempla en  su  articulo  15,  en e1 ámbito

temporal rige para las conductas perpetradas a partir del l O de

enero  de  20O5  investigadas  por  el  trámite  de  la  Ley  9O6  de

2OO4, y desde la fecha de la aludida jurisprudencia (21-II-O 18)

en las actuaciones tramitadas bajo el rito de la Ley 600 de 2OOO

siempre  que  el  incriminado  acepte  los  cargos  formulados,

eventualidad  no  ocurrida  en  este  asunto,   sin  importar  la
condición de aforado constitucional o legal que ostente.

37  CSJ  SCP.SP-379-2018.  2l  F`eb.  2O18.   Rad.  50472.
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3.1.3.   Realizadas  estas  precisiones,  cabe  señalar  que,

acorde con la definición normativa de la conducta atribuida al
ex Gobernador MUÑOZ PARRA, para que la misma encuentre

realización  resulta  indispensable  establecer  probatoriamente

que  el  servidor público  (sujeto  agente  cualificado),  durante  el
desempeño   del   cargo,    tramitó   contrato    sin   observar   el

cumplimiento  de  los  requisitos  esenciales  establecidos  en  la!

1ey,   o   lo   celebró   o   liquidó   sin   verificar   que   se   hubieren

cumplido.

Sobre  dicho  particular,  la jurisprudencia  de  la  Sala  de

Casación Penal de la Corte38 recordó que:

2.1.1.  El  supuesto  de  hecho  imptica  el  ci.c±uar  de  urL  sujeto  actiuo
calificado, un servidor público que eTT±re sus funciones tenga que in±ervertir
en  el  proceso  de  co"±ra±ación  g  haga  inobsen,ado  los  presupuestosi\
substár,clales  en  su  trámite  u  omitido  uerific'ar su  concurrencía  en lasii
etqpos cZe ceZebrcicíÓ7i o  Zúgttz-cZcicÍÓn (negrillas no  originales).                                   i

2 .1.2 . La descripción de la corLdusta encierra tres modos atiemaliuos
de ejecución: incumpür tos presupuestos tegales sus€anc€ates en et
trám:üe, lo que ímptica todos los pasos hasta su celebración, g orritiT la
uerificación de la concurrencia de los  c`ondi,cj,onamientos legales para su
perfeccionam;iento,  inctusiue los  ctiinentes  a la fase precontractual,  u  los
relacionados con la liquidación.

De   este   moclo  Za  leg   diferenda  la  conducta  realizada  por  los
servidores púbticos competerLÍes para trcLmitar el contrato, de la que cumple
el represertian±e legal o el orderLador del gasto erL las fases de celebracióyL
g tiquidación, pues en lcL primera modalidad alude expresamerLte a tramtiar
el   acuerdo   de   uoluiT±ades   si,n  obserucLncia  de   sus   requistios  legales
esenciales, rrientras que en los dos restan±es eZ co"lenido de la prohibiciórL
se hace consistir en rLo uerificar el cumpliTrie"±o de los presupuestos legales
esenáales en cada fase, dístinciórL fiJ,rLdada en la foima desconcerúrada
como aclualmerT±e se c"mple la función pública erL las erLti,dades estatales.
Las  etapas  preuia  g  de  ejecmción  encomendadas  al  personal  de  n.iuel
ejec"tivo y las de celebración g liquídación al ordenador del gasto, labor
que este ejecuta comprobarLdo el c"mptiirierL±o de las formalidades legales
en la etapa preuia, por ser eZ fiincionario a,utorizado por la Caria Polí±ica g
la leg para clisponer,  en este caso,  de los recursos del ente territorial (se
destaca) .

38 CSJ SCP,  SP Mar.  16 de 2OO9,  Rad.  No.  29089.
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Este criterio ha sido reiterado posteriormente por la Sala

de Casación Penal de la Corte39 al precisar que:

La  estructura deZ tipo  perLal  está  compuesta  por un  sujeto  activo
calificado, esto es, un servidor público que dertiro de sus furLciorLes tenga
la fac"ltad «para interveriT erL la t,rami±ación, celebraci.ón o tiquidación del
corLuerio, y que, en el desanol:1o de la acliuidad, se sustrcriga de uerificar
los requtsitos esenciates para si, vaüdez»4O, ert±orLces rLo es suficiente
ostentar la condición de servidor públíco, si,no que debe verificaTse el r\exo
erLtre  esa condición g  la posibtlidad de  comprometer los  i"±ereses  de  la
admirristraciórL medicm±e la celebración cle contratos.

AdiciorLalmeiTle,  la corducta reprochable  se  refiere  a tres  modos
at±ernatlvos   de   eüecuctón   al  ttincumplir  los  presupuestos   tegates
sustanc€ales  en  el  trám;lle,  lo  que  implic`a  todos  los  pasos  hasta su
c£lebración,    g    omi±ir    la    uerificaciórL    de    l.a    concurrencj,a    de    los
condicionamie"±os   legales   para   su   perfecx=ionarierT±o,   inclusi,ve   los
atine"±es a Za fase precorttrac+ual, u los relacionados con la liquidación»41.

El eleme"±o nomati.uo del tipo tiene unos requ€süos esenc€ates. La
Sala42 ha sosterLido que son el respeto g cumpumíer,m ¿megral de tos
princ€ptos  que  rigen  la  contratactón  púbtlca,  como  pZaneactón,
economía,  responsabiüdc\d,  transparenc€a  g  deber  de  seteectón
obüeti", cor,lerridos en eZ ariíc"lo 2O9 de 1.a Consti+ución Polífica, en la Leg
80 de 1993 g en las demás noimas que la regulcm.

Aftmacíón que prouíerLe de urta in±erpretación constituáonal, frerúe
a l.os valores g fimes deZ Estado, pues corL arTeglo al preámbulo g el carLon
2  de  la  Carta  Política,  corTesporLde  al  Estado  servir  a  la  coimridad,
promouer  la  prosperidad  general  g   garantizar  la  efecfiuidad  de  l,os
principíos, derechos g deberes consagrados en la Constituáón.

Así mísmo, el artícuZo 2O9 ibídem dispone que Za fiJnc¿ón púbtica está
al servicio de los i"Íereses generales g se desarrol.laTá con fiJndamertío erL
l.os   principios   de   igualdad,   moratidacl,   eficacia,   econoiTria,   celeridad,
imparciatidad g publiádacl, a trcwés de la descerT±ratización, delegación g
desconcertlración de fiJ,nciones.

TerLiendo erL cuertfa qi}Je Zos artic"los  l g 2 de la Constilución g 3 d
1.a Leg  sO de  1993,  prescriben que la co"±ratación adrrinistrcLtiva es urL

39  CSJ  SCP,  SP2682-2018, jun.  27  de 2018,  Rad.  NoI  485O9.
40  CSJ  SP14992-2O15,  Rad.  39754.
4l  CSJ SP  16 mar 2009,  Rad.  29089.
42 CSJ SP,  25  sep.  2013,  Rad.35344.

Página 68 de 237



PRIMERA INSTANCIA.  RAD.  No.  50387
PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA

fiJncrión púbtica al servi.cio del in±erés corr,ún g sujeta a 1.os ftnes esenciales
del  Estado,   las  etapas  del  proceso  se  enc"erÚTan  regidas  por  esos
principios  de la furLción púbtica,  c'omo son el de €guatdad,  moraüdad,
eficacta, ceteridad, €mparciaüdad g pubuctdad.

La IJeg  sO de  1993,  eyL los apaTtados  l,  3, 23, 24, 25 g 26 dispone
que el estctiuto de la co"1rctiaciórL púbtica tiene por objeto diseñar las reglas
y principios que rigen la contratación de las entidades estatales y que los
serTJidores púbticos deberán tener en cuertla para celebrcLT 1.os co"fratos g
ejecutaTlos,  por eso las  eriidades  buscan c"mplir los fimes  estatales,  la
continua  prestación  de  los  sen,icios  públicos  u  la  efecliuídacl  de  los
derechos e intereses de los admiiristrados que colaboran corL los propósi±os.

En razórL a lo anterior, así lo ha señalado eZ Consejo de Estado43, el
princü,io  de  ptaneactón  debe  estar  preserLÍe  en  todas  las  etapas
contractuales,   en  la  selección  de  comtrctiistas,   deftnición  de  pariídas
presupuestales, pliegos de condiciorLes, est]J.dios de mercadeo, ejecmción, g
liquidación.

Por  su  parie,  el princtpto  de  transparenc€c,,  establecido  en el
ariículo 24 áe la Leg  sO de  1993, desarrollado por el Consejo de Estado,
presen,a la imparcialidad g la objetiua selecci.ón del corLtratista, por tanto,
la regla general es que debe hacerse por licitación púbZica o concmrso, con
base  en 1.a igualdad,  objetiuidad,  neutratidad  ü  claridad  de  las  reglas,
pubticidad,  cort±radicción,  motívación  expresa  y  precisa  del  infiorme  cle
evaluación  g  escogencia  objetiua  del  contrsti,sta  idóneo  que  brinde  las
corLdiciones más fcworables para la administraciórL.

Y, el principio de setecc€ón obúetiva, desarro[1ado por la Sala44 g eZ
Consejo   de   Estado45,   corLlleua  la  eleccj.ón  del  corúrctiista  que   ofrezc'a
crilerios de interés genera1.

Las excepciones a l.a norma l.as precisa eZ rnismo artículo 24 de la IJeg
sO de  1993, corno las de menor cuarLtia, las que se determinarL en fiinción
de  los  presupuestos  cI:nuales  de  las  entidades  públicas,  expresados  en
salarios m:Írrimos mensuales g requieren, por 1.o rnerl,os, dos ofertcis.

Se exceptúcm de formalidades conforme al apartado 39 de la m:isma
IJeg, los cort±rcúos que iw supercLn las aJ,anüas alIÍ detim:tiadas, en fu:nción
de los presupuestos a"uales de las entidades.

La conducta conscierLte  g  volurtiaria debe  vulrLeraT eZ bien juridico
tutelado, esto es, la adiriyti.stración púbtica, la cual es e"lendida por esta

43  CE  5  de jun.  2OO8,  rad,15OO123310OO19880843101-8O31.
44 CSJ.  SP,  26 mayI  201O,  Rad.  3O933.
45  CE.  SP,  29  agoI  2OO7,  Rad.   15324.
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Corte, en sen±ido lato como: tttoda l.a acfi.uidad del Estado; en eua quedcm
cobijadas las tres fiJ,nciorLes del Estado: la legislclfiua, la jurisdiccional g la
derLorrrinada acfiuidad jurídica que c'omprende específicamertle l.a acliuidad
ptJ7iczme7ite  czcZm¡ri¡s€rczfz®LJcz,,46 (negrillas  no  originaleS).

No sobra reiterar, que el principio de transparencia de que

trata el articulo 24 de la Ley sO de  1993, pretende resguardar

la imparcialidad y la objetiva selección del contratista, en rzón

de lo cual establece que su escogencia se debe hacer de modo

general  a  través  del  mecanismo  de  la  licitación  pública  o
concurso, salvo los casos especialmente previstos al1í, entre los

que se destacan los contratos de menor cuantía, a determinar
en razón al monto de los presupuestos anuales de las entidades

estatales, expresados en salarios mínimos legales mensuales.

Este apotegma de la transparencia ha11a concreción en el

cumplimiento  de  las  normas  relacionadas  con  la  selección

objetiva del contratista, como la del artículo 29 de la Ley sO de

1993,  lo  cual  habrá  de  ocurrir  cuando  se  logra  escoger  la

oferta  más  favorable  a los  intereses  de la entidad y a  los
rines  perseguidos  por  ella,  y  se  dejan  de  lado  factores  de
afecto o interés particular y, en general, todo tipo de motivación

subjetiva y perversa.

Este  deber legal de  selección  objetiva en los trámites  de

licitación pública y de contratación directa lo que pretende es

evitar que la administración adjudique los contratos a una sola

persona o a un grupo determinado de estas, impedir que por
medio  del  fraccionamiento  de  los  contratos  se  contraríen  los

4ó  CSJ  SP,  15 may.  2OO8,  Rad.  29206.
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principios  que  rigen  la  contratación y  asegurar  al  tiempo  el
interés general como fin esencial del Estado.

El  numera1  1O  literal  t{a"  del  articulo  24  de  la  Ley  sO  de

1993,   vigente   por   la   época   de   los   hechos   reglamentó   1a

contratación  de  menor  cuantia,  estableciendo  que  por tal  se

entenderán   los   valores   a11í   relacionados,   determinados   en

función   del   monto   de   los   presupuestos   anuales   de   las

entidades  públicas  y  expresado  en  salarios  minimos  legales

mensuales.

El artículo 3 del Decreto 855 de  1994, reglamentario de la

ley sO de  1993 en materia de contratación directa, precisó que

para  la  celebración  de  los  contratos  referidos  entre  otros  a1
1iteral aagj  del numera1  1  del articulo 24 de la ley sO de  1993 y

para efectos del cumplimiento del deber de selección objetiva,
se  requerirá  de  la  obtención  previa  de  por  lo  menos  dos  (2)

ofertas.

La solicitud de propuestas se hará verbal o por escrito y

deberá  contener  la  información  a11i  especificada  para  darle

claridad al proponente acerca del contrato de que se trate.

De    conformidad    con    tales    disposiciones,    para    la

celebración de los contratos de menor cuantia cuyo valor sea

igual o superior a cien salarios minimos legales mensuales y al

mismo  tiempo  superen  el  cincuenta  por  ciento  (50%)  de  la

menor cuantía de la respectiva entidad estatal, además de dar
cumplimiento a lo establecido en este artículo deberá invitarse

públicamente  a  presentar  propuestas  a  través  de  un  aviso
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colocado  en  un  lugar  visible  en  la  misma  entidad  por  un

término no menor de dos días.  No obstante, también se prevé

que la entidad podrá prescindir de la publicación de dicho aviso
cuando  la necesidad  inminente  del  bien  o  servicio  objeto  del

contrato no lo pemita, de lo cual dejará constancia escrita.

3.2.- Correspondencia de la conducta al tipo objetivo
endilgado.

3.2.1.-     Al     proceso     se     allegó     la     documentación

correspondiente  que  acredita  que  el  doctor  PABLO  ADRIANO

MUÑOZ  PARRA  fue  elegido  Gobernador  del  departamento  de

Caquetá, cargo del que tomó posesión el  lO de enero de 20O1,

y  desempeñó   hasta  e1   31   de  diciembre   de   200347,   tiempo
durante el cua11e competía celebrar contratos, de conformidad

con lo establecido por el artículo  11, ordina1   3, literal b, de la

Ley 80 de  1993.

3.2.2.-  Según  se  ha  dejado  visto,  la  Fisca1ía  acusó  al

doctor MUÑOZ PARRA por el concurso de delitos de  contrato

sin  cumplimiento  de  requisitos legales,  toda vez que durante

su desempeño como gobernador de Caquetá se 11evaron a cabo

obras financiadas con recursos oficiales para el mejoramiento

de los caudales del rio ¢Hachaj', y las quebradas  CtLa Sardinaj',
ttLa perdiz», ¢EI Dedo» y ttLa Yuca»,  asi como el cerramiento de

las  manzanas  F-6  y  F-7  de  la  Ciudadela  Habitaciona1  ¢Siglo

XXI"  en  la  capital  del  departamento,  con  ocasión  de  lo  cual

suscribió y liquidó 24 contratos al parecer con desconocimiento

47  Fls.102  y  ss.  cno.1    Fiscalia.
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de  los  requisitos  legales  esenciales  previstos  en  la Ley  sO  de

1993,  y sus  Decretos  reglamentarios  855  de  1994 y 2170  de

20O2, en los que se afirma se transgredieron los principios de

transparencia,   economía   y   responsabilidad   que   rigen   la¡

contratación pública,  según  se  da cuenta en los informes  de

policia judicial  No.  438696  de  31  de  diciembre  de  2OO848  y
54353O  de  30  de  junio  de  2O1049,  advirtiendo  ausencia  de

estudios previos para la contratación, de avisos de invitación,

de   registros   de   proponentes,   de   actas   de   evaluación   y

adjudicación, de informes de interventoría, de actas de inicio y

recibo   final  de   obra,   de   informes   sobre   el  manejo   de  los

anticipos recibidos, de actas de ingreso y salida del almacén en

los   contratos   de   suministro   de   materiales  y  de   actas   de

liquidación  de  cada  contrato,  entre  otras  irregularidades,  a

saber:

No. y fecha Contratista Objeto Vt\lo\ Irre gularidadesprecontractualeSyp®st®ot\tractut\leS

Convenio JAC Siglo XXI Apoyo            con $3.936.500.OO -Falta                  de
O26 materiales     de disponibilidad
Nov.     5     de \-\)\\s\r\\cc\\\\\ presupue stal
2002 para                 elcerramientoManzanasF-6yF-7delaCiudadelaSigioxxl -No         huboinvitaciónapresentarpI-opuestas-Nohuboofertasnicotizaciones-Nohuboadjudicación-Nohuboórdenesdepedidodemateriales-Nohuboveec\uria-Faltaninformesdeinterventoriayactadeliquidac`ión.
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Contrato s O ctavio        de I nterlocución $3.600.OOO.OO -No                     hay
de Jesús entre                la c`ada  uno. invitaciones        a
pre stación O rdóñez Gobernación   y contratar
de  selvicios las -No                     hay
O9              de8102/2003y145de18/06/20O3 comunidades cotizacione s-Noobrahoja  devidadelc\\i\\i-t\\\s\t\

Contrato Héc'tor     iJulio Alquiler    de     1 $119.952.000.00 -Contratación
074          de Urrego paladraga    por directa               Vs.
3iÍJ / 1r2. / 2[f)0 Rodriguez 1.568        horas Licitación
2 ParamejoramientoflujocaudalvertientesríoHacha,quebradaLaPerdiz,LaSardina,LaYucayEIDedoentreelpuentedeEIEncantohastaelfrentedelbarrioGalándeFlorencia, Pública.Los5 oferentessonlosmismos,difierensóloenelprecio.-Elmismodiaseevalúanlasofertasdetodosloscontratos.-Los3contratostienenlamismafecha.-enestecontratosesuspendiólaobrae115defebrerode2003ysereanudóel3dejunio.Noapareceninformesdelinterventor.

Contrato Bvelio Alquiler    de     1 $119.966.OOO.OO -Contratación
O75            de Hernández paladraga    por directa              Vs.
30/ 12/200 1.558        horas Lic`itación
2 ParamejoramientoflujocaudalvertientesríoHacha,quebradaLaPerdiz,LaSardina,LaYucayEIDedoenelsectorcomprendidoentreelbarrioLaFlorestayhastaladesembocaduradelaquebradalaPerdiz. Pú blica.Los5 oferentessonlosmismos,difierensó1oenelprecio.-Elmismodíaseevalúanlasofertasdetodoslosc`ontratos.-IJos3contratostienenlamismafecha.

Con tra to José de Jesús Alquiler    de     1 $119.970.OOO.00 -Contratación
O76           de Quintero paladraga   por directa              Vs.
3¡O l 12lr200 1.548        horas Licitación
2 ParamejoramientoflujocaudalvertientesrioHacha,quebradaLa Pública.Los5 oferentessonlosmismos,difierensó1oenelprecio.

Página 74 de 237



PRIMERA  INSTANCIA.  RAD.  No.  50387
PABLO ADRIANO  MUÑOZ PARRA

Perdiz,            LaSardina,LaYucayEIDedodesdeelpuenteLópezhastaladesembocaduradelaquebradalaPerdiz,subiendopor1amismahastaelpuentepeatona1. -El mismo día  seeva1úanlasofertasdetodosloscontratos.-IJos3c`ontratostienenlamismafecha.

Contrato Gustavo Arias Alquiler          de $9.48O.OOO.00 -C`On tTa tación

O75            de Medina re troexc avador directa.
2.8110 lr200 a para retiro de -No         aparecen
3 material rocosodura,enelRioHacha,frentealBarrioLaVega,paramejorarelrendimientodelapaladragaqueoperaenesesector. invitaciones        acontratar.-Laspropuestascarecendesoporte-Nohayevaluacióndelaspropuestas-Elactadeinic`iodelasobrases25denoviembrede2OO3laderecibofinales3Odediciembresiguienteylaliquidacióndelcontratoesdelamismafecha.-Nohayinfomesdecontratistanideinterventor.-Noseha11aronestudiosprevios.

Contrato Héctor     |Julio Alquiler de una $91.425.000.00 -No    se    hicieron
O82            de Urrego paladraga    por estudios             de
26/11/2OO Rodríguez 8O  días  para  e1 factibilidad
3 mej oramientoflujocaudalde1RioHacha,PerdizenelsectordelGuamal-iJuanXXIIIBajos,ElGuamalLaFloresta. -No                 huboinvitacionessacontratar-Nohayinformedelcontratistasobreelmanejodelanticipo-Elac`tadeiniciodeobrasesde19deenerode20O4yladerecibofinalesdel30demarzode2004-Nohayactadeliquidacióndelcontrato.-Nosehalló1aevaluacióndelaspropuestasnidel
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acta                     deadíudicación.

ContI-ato s -Fé1ix Antonio Realizar $9.OOO.000.OO No                 obran
de García 1evantamiento cac\a  uno. invitacione s        a
pre stación O spina topográfico      y cotizar                 ni
de   servicios -Luis  Obdulio batimétrico   de cotizaciones,    no
número s Cediel tres  ki1ómetros hay hojas de vida
229,     230, Hernández en         diversos de                         los
231   y   232 -Diego sectore s         de1 contratistas.      A1
de Hernán cauce   del   Río parecer              se
03 / 12/2JfJO Góm ez Hacha suscribió
2 Sánchez y -Rio          Hacha acuerdo entre los

-..\l\.€\TO desde                el oferentes     y     la
Forero Aeropuerto Secre taria         de
Truj ill o hasta   3   kms.aguasarriba. Transportes        eInfraestructuraparafraccionarelobjetodelcontratoyadjudicarleac`ac\aunountramode3kms.Seutilizóelmismocertificadodedisponibilidadpresupuesta1paratodosloscontratosquesefirmanenlamismafecha.Noapareceninformesdeinterventoríaosupelvisióndelasobras,tampocodeloscontratistasniactasdeliquidacióndelasórdenesdetrabaio.

Contrato L\\\s\\\\.L\  t\n`\`s Retiro                 y $12.000.00O.OO No                      hay
O12             de medina traslado         de invitacione s        a
13/03       de material rocoso contratar, no hay
2OO3 del   Rio   Hac`hahastalasorillasdelmismo. soporte    de    laspropuestas,nohayevaluacióndelasmismasyelactaderec`ibofinaldeobracarecedefecha,noexisteninformesdelcontratistanide1intelventor.

Contrato |José           Urie1 Con strucción $12.900.000.OO No                      hay
O19            de O rozco de                   un 1nv±tac`iones         a
24/04/200 Scarpeta piedraplen    en contratar,        las
3 la   quebrada   aPerdizyacomoc\acióndelmateria1 propuestas      noestánsoportadas,nohavevaluación
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extraído         de1caucedelaquebradaLaPerdizensusmárgenesde1sectordelosBarriosJuanXXIIIBajosyEl\\\\.\l\\.\l de las mismas, e1actadeiniciodeobrafigurasinfirmasdelosresponsables,laderecibodeobratienefecha28demayode2003,mismadela1iquidacióndelcontrato,noobraninformesdelcontratistanidelintelventor.

Con tra to Oscar Trasporte      de $13.OOO.OOO.00 Faltan
O2O             de Agudelo piedra    grande invitacione s        a
2Í3 / 04 /2OO Aguilar para                la contratar,   no  se
3 construccióndeunpiedraplen. pre sentaronpropuestas,tampoco   hayevaluacióndelasmismas,elactadeiniciodeobraaparecesinfirmas,tantoelactadeterminacióndeobracomodeliquidacióndelcontratotienenfechalOdejuniode2OO3.Noexisteninformesdecontratistanidelinterventor,nohuboregistrodeproponentes,niinformesdeinterventoria,comotampocoobrapublicacióndelainvitación.

Con tta to Esaín Transporte    de $9.500.OOO.OO No     se    hicieron
OSO             de Buriticá piedra en el rio invitaciones,    las
26/11/2OO Bermeo Hacha  para  la propuestas      no
3 c`on stru ccióndegaviones. c_s\l,\l\soportadas,      nohayevaluacióndepropuestas,noexisteactadeinic`iodeobra,larecibofinaldeobraesdegdemarzode2004,nohayactadeliquidacióndelcontrato,infomesdecontratistanidelinterventor.

Orden       de Rufino Millán Suministro    de $2.349.000.OO No    se    hicieron
Pedido   l49 material    para invitaciones        a
de      s      de la construcción con tratar,        \as
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agosto       de de Gaviones en propue stas
2003 la quebrada  LaPerdiz carecen              desoporte,nohayevaluacióndelasofertas,laordendepedidolafirmasóloelgobernador,nohayactadeliquidación,nosedesignasupelvisorniinterventor,nohaycertific`adodeproponentes,nohayregistrodeingresoysalidadelalmacéndeloselementoscontratados.

OP   128   de Francisco Compra de una $5.OOO.000.OO No                 obran
17 /06/03 |Javier Noreña moto bomba invitaciones        acontratar,laspropuestasnoestánsoportadas,nohayevaluacióndelasofertas,laordendepedidolafimasóloe1gobernador,noobraactade1iquidación,nosedesignóinterventornisupelvisor,ytampocoobraregistrodeproponentesni1aordendepago.

OP   127   de Nohora  Tovar Compra          de $6.141.388.OO No               exi sten
LJ  /06 /2.f)0 Zam bmn o elementos        y invitaciones        a
3 material     pararealizarobrasenlaquebradaLaPerdiz,ye1rioHacha. contratar,         laspropuestasnoestánsoportadas,nohayevaluacióndelasofertas,laordendepedido1afirmasóloelgobernador,losmaterialeslosrecibeOctaviodeJesúsOrdóñezenactasinfecha,noobraactadeliquidación,nosedesignainterventorosupervisor,tampocohayregistrode
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entrada  y  salidadeloselementosalalmacén.

OP   O76   de Rufino Millán Suministro    de $2.1OO.000.00 No           aparec en
14/05/20O materiale s invitaciones        a
3 Paraconstru ccióndegaviones. presentarofértas,         laspropuestascarecendesoporte,nohayevaluacióndelasmismas,laordendepedidolafirmasóloelgobernador,nohayactade1iquidación,nosedesignainterventorosupervisor,seobtuvocertificadodedisponibilidadpresupuestalyordendepagosinnúmero,nohayregistrodeproponentes,niregistrodeingresoysalidadeloselementosdelalmacén,perosíentregadelosmaterialesalsecretariodetransportes.

OP   O74   de Yo\an c\ a Suministro   de $2.374.2OO.OO No               existen
L2105 /2,00 Cuen,o lco materiales invitaciones        a
3 para                       la\_\\l\_s\l-\l\_\-\o\\degaviones. pre sentarpropuestas,     lasqueSepresentaroncarecendesoportes,ynohayevaluacióndelasmismas,laordendepedidoestáfirmadasóloporelgobemador,nohayactasde1iquidación,nisedesignaintelventorosupen,isor,tampocohayregistrodeentradaysalidadeloselementosalalmacénperosiactadeentregaal
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secretario          detransportes.

OP   O69   de Rufino Millán Suministro   de $2.388.OOO.OO No                 obran
25 /04 /2.00 materiale s invitacione s        a
3 para                 laconstruccióndegaviones. pre sentarpropuestas,     lasqueSepresentaroncarecendesoporte,nohayevaluacióndelasmismas,laordendepedidoestásuscritatansóloporelgobernador,nohayactade1iquidación,nosedesignainterventorosupervisorynohayregistrodeingresoysalidadeloselementosdelalmacén,perosíactadeentregaaCarlosAlÍ:onsoNiñoSantos.

Contrato Fabrimallas Compra         de $13.200.00O.00 No   hay   registro
Ol6           de del Sur mallas       para de  invitaciones  a
08/04/20O3 gaviones pre sentarpropuestas,     lasqueSepresentaroncarecendesoporte,noexistenevaluaciones,noobraactadeliquidaciónde1contrato,niinformesdelcontratistaoelinterventor,tampocoregistrodeingresoysalidadeloselementosalaln\acén.

Convenio Hernando A L\nar Sioo.ooo.ooo.oo No                 obran
Os              de Correa esfuerzos   para infomes          del
2.5 /04 /200 Salazar adelantar contratista sobre
3 Repre sentant trabaj os         de el   desarrollo   de

e de las JAC mitigación  queeviteninundacionesenlosbarriosquebordean1asvertientesdelríoHacha,QuebradasLaPerdiz,E1 los trabajos ni delainversiónde1osrecursos,noexisteactadeiniciacióndelostrabajos,nohayactadeliquidacióndelconvenioni
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Dedo,  la  Yuca,LaSardinaconapoyodelacomunidadde1sector. informes             delm\¢,l-\\,\\\\\l-

3.2.3.-El anterior recuento da lugar a sostener que parai

las fechas de suscripción de los referidos convenios, contratos,

órdenes de compra y de prestación de servicios, como el doctor

PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA fungía como Gobernador del

Departamento  de  Caquetá  y,  en  consecuencia,  ostentaba  la

condición de ordenador del gasto público del departamento, le

competía,  al  momento  de  celebrar  y  liquidar  los  contratos,

verificar  el  cumplimiento  de  los  requisitos  legales  esenciales,

acorde     con     los     principios     de     planeación,     economía,

responsabilidad, transparencia y selección objetiva que rigen la

contratación  en  el  sector  público,  así  como  los  de  igualdad,

moralidad,  eficacia,  celeridad, imparcialidad y publicidad que

gobiernan  la  función  pública,  pues  de  no  obrar  de  dicha
manera, lo podria hacer responsable penalmente por realizar el

tipo penal que define el delito de contrato sin cumplimiento de

requisitos legales previsto por el artículo 41O de la ley 599 de

200O.

3.2.3.1.-   En   orden   a  la  definición   del   asunto   que   le

compete  asumir  a  la  Sala,  considera  preciso  advertir  que  el

objetivo  del presente  análisis  es  determinar,  con base  en las

pruebas    legalmente    recaudadas    durante    las    fases    de
linstrucción  y  juzgamiento,  si  durante  su  desempeño  comoi
(

Gobernador del Departamento de Caquetá entre los años 2001

y 2003, el doctor PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA al celebrar

y  liquidar  los  contratos  y  convenios  atrás  referidos,  omitió
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verificar    el    cumplimiento    de    los    requisitos    legales    con

transgresión de los principios de planeación,  transparencia y

selección objetiva y afectación del bien juridico administración

pública conforme se indicó en la resolución de acusación, o si

por el contrario, los aludidos medios de convicción analizados
en  conjunto  siguiendo  las  reglas  de  la  persuasión  racional

permiten afirmar que no hubo tal transgresión como lo sostiene
la  defensa,  o  si,  de  otra parte,  se  presentan  dudas  sobre  el

particular que por lo insalvables deberán resolverse a favor del
acusado.

Aunque la conclusión a que arriba la Sala es esta última

que de antemano anuncia, pues después de realizar el análisis
correspondiente    de    manera    conjunta    sobre    el    cúmulo

probatorio, sin dificultad se tiene que en relación con todos los
contratos la prueba recaudada durante las fases de instrucción

y juzgamiento no arroja sino dudas sobre la reaJ.ización de la
conducta  punible  atribuida  por  la  Fiscalia,  por  lo  tanto,  le

corresponde   expresar   las   razones   que   la   11evan   a   esa

aseveración.

3.2.3.2.-  La  Corte  observa  que,  tal  como  fue  puesto  de

presente en la audiencia pública por parte de la Procuradora
Delegada, acorde con la realidad que la actuación evidencia, al

procesado  de  manera  concreta  se  le  atribuyen  tres  tipos  de
irregularidades en el trámite contractual: El primero, atinente

a la eventual transgresión de los principios de transparencia y

selección objetiva relacionados con el trámite y liquidación de

la generalidad de los contratos materia de investigación, pues

bri11an por su ausencia los soportes documentales relativos a1
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registro   de   proponentes,    los   términos   de   referencia,    la

publicación  de  las  invitaciones  etc.,  toda  vez  que  no  fueron
hallados por los investigadores del CTl que allegaron copias de

los contratos y algunos de los documentos soporte.

El  segundo,  relacionado  con  el  posible  desconocimiento

de los principios de selección objetiva y economía derivado del

fraccionamiento    del    objeto    contractual    respecto    de    los

contratos O74,  O75 y O76 de 2OO2.

Y, el tercero, derivado del presunto fraccionamiento de los

contratos de prestación de servicios números 229,  230,  231  y

232  de 3 de diciembre de 2OO2 por la suma de $9.OOO.OOO.00

cada uno, con el objeto de realizar e1 1evantamiento topográfico

y batimétrico de diversos sectores de los cauces del río Hacha

y la quebrada La Perdiz.

3.2.3.3.-  Previo  a  proseguir  con  el  aná1isis  pertinente,

cabe  mencionar que  el  salario  mínimo  legal mensual vigente

para el año 2OO2 era de $3O9.OOO5O y el presupuesto anual del
Departamento  de  Caquetá era de  $95.438.783.O6251  (es  decir

308.863 smmlv), de suerte que de conformidad con lo previsto

por el artículo 24 a) de la ley sO de  1993, la menor cuantía para
efectos de la contratación ascendia hasta 4OO salarios mínimos

legales mensuales vigentes.

De igual modo, para el año 2OO3, el  salario minimo legal

mensual  vigente  era  de  $332.000.OO52  y  el  presupuesto  del

5O  Dec'reto  291O  de  dic.  31  de  2OO1.
51   Según   oficio   OOO1339   de   18   de   febrero   de   2O13   dela   Asesora  Juridica   de   la
Gobernación de Caquetá.
52 Decreto 3232  de dic.  27 de 2OO2.

Página 83 de 237



PRIMERA INSTANCIA.  RAD.  No.  5O387
PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA

departamento  de  Caquetá  ascendió  a  $52.O58.1O6.16053  (es

decir156.8O2    smmlv),    de    suerte    que   la   menor   cuantía

correspondía hasta 300 smmlv.

Asi las cosas, pese a las inconsistencias no aclaradas por

la Fiscalía en relación con el monto del presupuesto anual del

departamento  certificado  por la División  de  Presupuesto54,  la

Secretaría de lnfraestructura55 y las matrices de contratación

en   el   departamento   de   Caquetá  allegadas   por   la  Asesora_

|Juridica  del  Despacho  del  Gobernador  de  Caquetá56,  es  de

advertir  que  para  los   efectos  de   este   pronunciamiento   se

tendrán    en    cuenta   estas   ú1timas    por    haber    sido    las
consideradas por la Fiscalia en la resolución de acusación57, de

las  que  se  establece  que  para  el  año  2OO2  y  conforme  a  las

previsiones del parágrafo del articulo 39 de la ley 80 de  199358

53  Ofic`io  OOO1339  de  2013
54 Folios 85 y ss.  cn.  2  Fiscalía.
55  F`olios  87 y  ss.  cn.  2  Fiscalia.
SÓ  Folios  74 y  ss.  cn.  2  Fisca1ía.
57  Folios  167-168 y ss.  cn.  3  Fiscalía.
58PARÁGRAFO.  No habrá lugar a la celebración de contrato con las formalidades plenas
cuando  se  trate  de  contratos  cuyos valores  correspondan  a  los  que  a  continuación  se
relacionan, determinados en función de los presupuestos anuales de las entidades a las
que se aplica la presente ley, expresados en salarios minimos legales mensuales.
Para las entidades que  tengan un  presupuesto anual igual o  superior a 6.000.00O  de
salarios minimos legales mensuales,  cuando el valor del contrato  sea igual o inferior a
2.5OO  salarios minimos legales mensuales;  1as que  tengan un  presupuesto anual igual
o superior a 4.000.000 de salarios mínimos legales mensuales e inferior a 6.OOO.OOO de
salarios mínimos  legales mensuales,  cuando el valor del contrato  sea igual o iníerior a
1.000  salarios minimos legales mensuales;  las que tengan un presupuesto anual igual
o  superior a 2.OOO.OOO de  salarios mínimos legales mensuales e inferior a 4.000.00O de
salarios minimos legales mensuales,  cuando el valor del contrato  sea igual o inferior a
3OO  salarios minimos legales mensuales;  las que tengan un presupuesto anual igual o
superior a  1.OOO.OOO  de  salarios  mínimos  legales  mensuales  e  inferior  a  2.000.000  de
salarios minimos legales mensuales cuando el valor del c`ontrato sea igual o inferior a 5O
salarios  minimos  legales  mensuales;  las  que  tengan  un  presupuesto  anual  igual  o
superior  a  5OO.000  e  inferior  a   1.000.OOO   de   salarios  minimos  legales  mensuales,
cuando el valor del c`ontrato sea igual o inferior a 40 salarios minimos legales mensuales;
las  que  tengan  un  presupuesto  anual  igual  o  superior a  25O.000  e  inferior a  50O.OOO
salarios minimos legales mensuales,  cuando el valor del contrato  sea igual  o  inferior a
3O  salarios mínimos legales mensuales;  las  que  tengan  un presupuesto anual igual o
superior a  12O.OOO e inferior a 250.000 salarios minimos legales mensuales,  cuando el
valor del contrato sea igual o inferior a 2O salarios minimos legales mensuales y las que
tengan  un  presupuesto  anual  inferior  a  120.000  salarios  mínimos  legales  mensuales,
cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 15 salarios minimos legales mensuales.
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vigente   por   la  época,   para   las   entidades   que   tenian   un

presupuesto   anual   igual   o   superior   25O.OOO   e   inferior   a
5OO.00O smlmv no habria lugar a la celebración de contrato con

las  fomalidades  plenas  cuando  el  valor  del  contrato  íúera  de

mínima cuantia, es decir, igual o inferior a 30 s.m.1.m.v., esto es,

para el año 2002 en el departamento de Caquetá correspondía a
un 1ímite de $9.27O.OOO.OO.

En   el   año   2OO3,   para   las   entidades   que   terian   un

presupuesto  igual  o   superior  a   12O.OOO  e  inferior     250.OOO
s.m.1.m.v.  no  habria lugar a la celebración  de  contrato  con  las

fomalidades plenas cuando el valor del contrato fuera de minima

cuantia, es decir, igual o inferior a 3O s.m.l.m.v., esto es, para el

año 2OO3 en el departamento de Caquetá correspondía a un 1ímite

de $9.96O.00O.OO.

En el año 20O2 1os contratos de minima cuantia (inferiores

a  $9.270.OOO.OO),  acorde  con  lo  dispuesto  en  el  pffágrafo  del

articulo 39 de la ley 80 de  1993 por entonces vigente, se realizan

mediante  una  orden  de  pedido  o  de  trabajo  expedida  por  el

representante legal o su delegado, requiriéndose simplemente

oferta para culminar en un contrato sin fomalidades plenas.

Para el año 20O3, estos mismos requisitos eran exigidos par

los contratos de mínima cuantia cuando no superaban los veinte
salarios  minimos  legales  mensuales  vigentes  ($    6.64O.OOO.OO),

pues si rebasaban esta cifra sin pasar de los 3O salarios minimos
legales mensuales vigentes (9.960.OOO.00), a más de la orden de

En  estos  casos,  las  obras,  trabajos,  bienes  o  servicios  objeto  del  contrato,  deben  ser
ordenados previamente y por escrito por el jefe o representante legal de la entidad, o por
el Í`unc`ionario en quien hubiese delegado la ordenación del gasto.
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pedido, la oferta y el contrato, se requeria estudio de precios de
mercado.

La  menor  cuantía,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el

Articulo 3O del Decreto 855 de 199459 el artículo 2O del decreto 679

de  199460, y el articulo 38 del Decreto IJey 2159 de  199561, para

59  Decreto  855  de   1994.  Artículo  30.-  Derogado  por el  Decreto  Naciona12170  de
2OO2.Para la celebración de los contratos a que se refieren los literales a) y d) del numeral  l
del articulo 24 de la ley 80 de  1993 y para eíéctos del cumplimiento del deber de  selección
objetiva, se requerirá de la obtenc`ión previa de por lo menos dos (2) oíertas.

Ia solicitud de oferta podrá ser verbal o escrita y deberá contener la iníomación básica
sobre las caracteristicas generales y particulares de los bienes, obras o servic`ios requeridos,
condiciones  de  pago,  témino  para  su  presentación y demás aspectos  que  se  estme  den
claridad al proponente sobre el contrato que se pretende.

No obstante lo anterior, la solicitud de oíerta deberá ser escrita cuando la complejidad
del objeto a contratar así lo amerite. En todo caso, la oíérta deberá ser escrita.

Cuando  se  trate  de  contratos  cuya cuantia  no  supere  el  diez  (100/o)  de  los  montos
señalados en el literal a) del numera1  1  del artículo 24 de la Ley 80 de  1993,  los mismos se
celebrarán  tomando  en   cuenta  los   precios   del   mercado,   sin   que   se   requiera  obtener
previamente vanas oíertas.

Para la celebrac`ión de los contratos de menor c`uantia cuyo valor sea igual o superior
a cien salanos mínimos legales mensuales y al mismo tiempo superen el cincuenta por ciento
(50%) de la menor cuantia de la respectiva entidad estatal, además de dar cumplimiento a lo
establecido en este articulo deberá invitarse públicamente a prestar propuestas a través de
un aviso colocado en un lugar visible de la misma entidad por un témino no menor de dos
dias.  No  obstante  la  entidad  podrá  prescindir de  la  publicación  de  dicho  aviso  cuando  la
necesidad inminente del bien o servicio objeto del contrato no lo pemita, de lo cual dejará
constancia escrita.

Parágmfo.-La entidad estatal podrá contratar directamente con la persona natural o
juridica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato,  sin que sea necesano que
haya  obtenido  previamente  varias  oíértas,   en  los  siguientes  eventos:   cuando  las  haya
solicitado y sólo haya recibido una de ellas; cuando de acuerdo con la información que pueda
obtener no  existan  en  el  lugar vanas  personas  que  puedan proveer  los  bienes o  servicios;
cuando se trate de contratos intuito persone, esto es que se celebran en consideración a las
c`alidades personales del contratista, y cuando la necesidad inminente del bien o servicio no
pemita solicitar vanas oÍ€rias. De todo lo anterior se dejará constancia escrita.

En todo caso, la entidad tendrá en cuenta para efectos de la contratación los precios
del mercado, y si es del caso, los estudios y evaluaciones que para el eíécto se hayan realizado.

60 Decreto 679  de  1994.  Articulo 2O.-  De la certiñcación de la caJidad de los bienes y
servicios: Sin peéuicio de que en todo caso los bienes y servicios que adquieran las entidades
estatales deban cumplir los requisitos de calidad previstos en el artículo 4,  numeral 5 de la
IJey  sO  de  1993,  cuando  se trate  de  contratos  c`uya  cuantia  sea o  exceda de  cien  salanos
mínimos   legales   mensuales,   la   entidad   estatal   exigirá  al   proveedor  un   certificado   de
c`onfomidad  de  los  bienes y  servicios  que  reciba,  expedido  de  acuerdo  con  las  exigencias
contenidas en el Decreto 2269 de  1993.

6l  En  relación  con  el numeral  lO,  literal a)  del Artículo  24  de  la  Ley  sO  de  1993,
texto subrogado por el articulo 38 del Decreto Extraordinario 215O de  1995: ARTÍCULO
38.  MENOR  CUANTÍA  PARA  LA  CONTRATACIóN.   Para  efectos  de  la  contratación
pública se entenderá por menor cuantia los valores que a continuación  se relacionan,
deteminados  en  función  de   los  presupuestos  anuales  de  las  entidades  públic`as,
expresados en salarios mínimos legales mensuales:

Para las entidades que tengan un presupuesto anual superior o igual a l'200.000
salarios   mínimos   legales   mensuales,   la   menor   cuantía   será   hasta   1.000   salarios
minimos legales mensuales;
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el año 20O2  era hasta 40O  salarios mínimos legales mensuales

vigentes  ($123.60O.OOO.OO),  y  para  el  20O3  hasta  3OO  smlmv

($99.6OO.OOO.OO), después de lo cual, en ambos casos, se requeria
la realización de licitación pública o concurso público.                     l

IJos contratos de menor cuantia para e12OO2, acorde con la

nomativa ya vista, cuando oscilaban entre 150 ($46.350.000.00)

y   4OO    ($123.60O.000)    salarios   mínimos   legales   mensuales
vigentes se requeria invitación mediante aviso visible,   presentar

dos  ofertas  y  a]legar  el  certificado  de  calidad  de  los  bienes  o

servicios, pudiéndose contratar sin contar con las ofertas si se dan

las  circunstancias  mencionadas  en  la  noma,  y  el  respectivo

contrato escrito.

IJos  contratos  de  menor  cuantía  para  el  año  2003  en  el

departamento    de    Caquetá    cuando    oscilaban    entre     150

($49.8OO.OOO.OO)    y    3OO    ($99.600.00O.OO)    salarios    mínimos

legales  mensuaJ.es vigentes,  requerian para su  fomalización  la

publicación de los téminos de referencia y pliego de condiciones
en la página web o aviso en diario de amplia circulación con 5 días!̀

Para las entidades que tengan un presupuesto anual superior o igual a l'2OO.00O
salarios   minimos   legales   mensuales,   la   menor   cuantia   será   hasta   1.000   salarios
minimos legales mensuales;

Las  que  tengan un  presupuesto anual  superior o igual a  l'OOO.000  e inferior a
l'20O.OOO salarios mínilnos legales mensuales, la menor cuantía será hasta sOO salarios
minimos legales mensuales;

Las  que  tengan  un  presupuesto  anual  superior  o  igual  a  5OO.OOO  e  inferior  a
l'00O.OOO  de  salarios  mínimos  legales  mensuales,  la  menor  cuantía  será  hasta  60O
salarios mínimos legales mensuales;

Las  que  tengan  un  presupuesto  anual  superior  o  igual  a  25O.OOO  e  inferior  a;
5OO.OOO  salarios minimos legales mensuales,  la menor cuantía será hasta 4OO salarios
mínimos legales mensuales;

Las  que  tengan  un  presupuesto  anual  superior  o  igual  a  12O.OOO  e  inferior  a¡
25O.OOO  salarios mínimos legales mensuales,  la menor cuantía será hasta 300 salarios
mínimos legales mensuales;

Las  que  tengan  un  presupuesto  anual  superior  o  igual  a  50.OOO  e  inferior  a
120.OOO  salarios minimos legales mensuales,  la menor cuantía será hasta 250 salarios
mínimos legales mensuales;

Las que tengan un presupuesto anual inferior a 5O.OOO salarios minimos legales
mensuales la menor cuantia será de  125 salarios legales mensuales.
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de antelación, audiencia pública, anticipo con cuentas separadas
a nombre del contratista y la entidad.

3.3.-   Con   respecto   a   la   imputación   por   la   fá1ta   de

documentación  que  acredite  el  cumplimiento  de  requisitos

legales   esenciales   en   la   celebración   y   liquidación   de   la

generalidad   de   los   contratos,   cabe   reiterar,   como   ya   fue
advertido, que  después de realizar el análisis correspondiente

de manera conjunta sobre el cúmulo probatorio, sin dificultad

se   tiene   que   la  prueba  recaudada   durante   las   fases   de
instrucción y juzgamiento no arroja sino incertidumbres sobre

la realización de la conducta punible atribuida por la Fisca1ía,

conforme seguidamente pasa a precisarse.

3.3.1.  En  este  sentido  y  con  ello  responder  una  de V)d-

a3®®-rlLinquietudes   formuladas   en   la   audiencia   pública,   la   Sal
comienza por destacar que los informes de policiajudicial a qu

se alude en la resolución de acusación y a los cuales se refie

1a  Delegada  del  Ministerio  Público  en  su  alegato  final,   en

realidad carecen de valor probatorio y por tanto ningún mérito

persuasivo   puede   otorgársele,   pues   en   este   caso   no   son
dictámenes periciales ni constituyen prueba o evidencia algun

que   deba   ser   ponderada   como   en   tal   sentido   lo   tiene

pacificamente   decantado   la  jurisprudencia   de   la   Sala   de
Casación  Pena1 62  al indicar  que  6íZos z'n/omes  ci  Jos  cuczZes  s

les rriega iJal,or probatorio, en los térrrinos del artículo 314 de l

Leg 6OO de 2OOO, es a los producidos por l,a Pol:i,cía Judicial corüi

ocasión de labores de irwestigación donde se recogen datos d

62  CSJ SCP SP,11  Mar   2009,  rad 23410.
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terceros o fruto de pesquisas que, luego deben ser uerificados

por medio de pru,ebas legalmertíe adTni±idas».

Sobre  dicho  particular  es  pertinente  traer  a colación  lo

precisado por la jurisprudencia de la Sala de  Casación Penal
de la Corte63:

Sobre las labores cle l.a policía judicial para el esclaTecimi,ento de los
hechos, debe indicarse clue de tiempo cúrás la Corte ha fijado los alcarLces
del ariícu.lo 316 de la Leg  6OO de 2OOO, regu,lctiorio de dicha acfiuidad de
pesquisa cucmdo la irwestigaciórL ya se encuerLtra radicada en el órgano
acusador, precisando que la inisma ri,o comporia la recoZección por parte de
poticía judicial de medios de prueba diferer[±es a 1.os de carác±er técJrico o
pericial,

En CSJ SP, 5 nov 2OO8, rad. 275O8, dectsión en la que se juzgó un
caso de horTricidio en el que se alegaba un falso juicio de legalidad respeclo
de unas  dec1.aTaciones juramerT±adas  rendidas  arLte fiJrLc¿orLarios  del  CTl
que  señcl.l.abcLn  aZ  acmsado  como  autor del hecho,  diferenció la  Sala treS
mome"±os  en los que  actúa la poticía judicial,  en orden a estab1.ecer los
efectos en el proceso de los medios de corLuicción recopilados en cada uiioi
de ellos.

Es así que al referirse a la actiuidad desplegada por la policía judicicti
c"ando la fiscalía ha asum:ido el corúrol de la inuestigación, se indicó:

« (. ..) aJcmdo ga la Fiscalía ha asumido formalmente la direccíórL da
la ínuestigación, la facultad de la Poticía Judicial se restringe en enome
medida,  al pu"o que,  como lo dísporLe el artiaJlo  316 de la Leg  60O de
20OO,  únicamente  puede  ac±uar  por  orderL  del  eytie  instrucfor  ''pcLTa  la
práctica de pruebas técricas o diligencias tendierLtes al esclarecimierLto de
los hechos]'.

Estima necesario precisaT 1.a Corte el sentido de la frase citada, pues,
se pctie"iza que la actiiJidad de l.a Policía JudiciaZ, por corTrisión del Físcal,
opera   derúro   de   estricíos   lí.rri±es   y   precisos   derroteros,    dada   la
excepcionalidad que comporta. . .

A renglón seguido, el artículo 316 ci±ado, pem;ite que se comisione o
la     Poticía    Judicial     paTa     desarro[1ar     "dí1igencias     tendiertíes     ai
esclarecimíento de los hechos''. Esas díligencias, estima la Corie, yLo di.cen

63 CSJ  SCP SP  17356-2O16,  3O Nov   2016,  rad 47891.
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relaci;órL con la prác±ica de  pnJ,ebas  -con excepción,  desde luego,  de las
téctricas, como se cmotó erL precedenaa-, pues, ello a±enta rLo solo contra la
excepcionalidad de la intervencíón pTobctioria de la Policía Judicíal,  sirLo
con el tipo de aclividad pesquisidora propia de estos orgcmismos, a partir
de   l,os   cuales,   para   ctiaT   algunos   ejemplos   comunes,   debe   recoger
euidencias que ever,fualmeiT±e se requiercm para demostrar los hechos,  o
acudiT al tugar para 1.a uerificación de quiérLes puederL conocer algo de lo
sucedido y podrán ser cifados por la fiscalía a declarar,  g  en fin,  esas
labores  inuestigalivas  de  campo  que  perm:iten  orientar  al  direc±or de  la
ínuestigación respecto de la mejor fiorma de abordar la demostración del
objeto del proceso penalN (CSJ SP,  5 iiou 20O8, rad. 275O8)

En la misma decísiónJ acorde con lo dispuesto en el artículo B®ttCO

IJeg  6OO  de  2OOO,  norma  regulatoria de  las  comisioyLes,  en concordcLncic[i
corL el cí±ado artículo 316 ibíd.,  sostuvo l.a Corte que díligencias como por
ejemplo Za recepción de testimorrios,  en caso de que se requiera agotar elii
meccmisrrLo de la comisión, éstos deben ser recaudados únicamerúe por uri
fiJ,ncionario judicial:                                                                                                        l

«Así lc,s cosas, el irLciso quinto del artíc"lo 84, en concordancia con eli
ariículo  316,  conduce  a  sigirificar  que  si  l.a  comisionadci  es  la  Poli,cía
Judicial,  ésta  sóZo  puede  practicar  pruebas  técnicas  o  diligencias  que
conduzcan   al   esclarecimiert±o   de   los   hechos.   En   cambio,   sí   puede
corrrisionarse a "otros fiJ.rLcionarios judiciales'], léase jueces o fiscales, paTa
la práctica de cualquier tipo de p"eba,,.

El an±erior crtierio fue retierado por la Sala en CSJ SP,  5 sep. 2O12,i
rad.  33125,  en tomo  a  que  tt"i  el  Fiscal rri  el Juez  pueden  comisionar
válidame"1e erL esas fases procesales a la Poticía Judicj,al para la recepción
de testimon,ios,,.

En este  sentido  cabe  reiterar,  entonces,  que  acorde  con

las previsiones de los articulos 314 y 316 de la IJey 6OO de 2OOO,i

una   vez   asumida   la   investigación   por   la   Fiscalia,    lod

funcionarios de policia |Judicial sólo podrán actuar por ordeh

del Fiscal pero únicamente para la práctica de pruebas técnica§

o   diligencias   tendientes   al   esclarecimiento   de   los   hechoá

incluido  el  recaudo  de  documentación  y  realizar  aná1isis  d

información,  pues  las  exposiciones  o  entrevistas  que  dicho

investigadores  reciban  no  tendrán  valor  de  testimonio  ni  d
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indicio y  sólo  podrán  servir

inve stigación .

3.3.2.-Precisado  lo  an

por  la  Fiscalía  en  el  alegat
acogiendo parcialmente el cri

público sobre el particular,

como  criterios  orientadores  de  la

erior,  al  contrario  de  lo  indicado

final  de  la  audiencia  pública  y

erio de la Delegada del ministerio

phra la Sala la prueba documental
a11egada con los informes de policiajudicial Nos. 438696 de 31

de  diciembre de 2OOs y 543$3O  de  3O  de junio de 2O10,  ni la

recaudada  durante  la  inst+icción  y  juzgamiento  reúne  e1

presupuesto de certeza reque
en  contra  del  acusado  res
contratos, según pasa a prec

para proferir íá11o de condena
de   la  generalidad   de   los

3.3.2.1.-Respecto de la ausencia de documentos que

según   la   Fisca1Ía   acreditan   el   incumplimiento   de   los
requisitos  legales  esencialfs  a  que  hacen  referencia  los
informes de policía judiciall No.438696 de 31  de diciembre

de 2OOs y 54353O de 3O deljunio de 2OIO.

3.3.2.1.1.-Explicaciones del procesado.

El procesado en la diligencia de versión libre64 rendida e1

29 de septiembre de 2OIO (si

indagatoria65 ( 12 años despu

de  la  versión),  esto  es  el  3

irritualidades advertidas por

te años después de los hechos) e

s de los hechos y 5 años después

de  marzo  de  2O15,  frente  a  las

los investigadores del CTl  en los

diversos  contratos  materia  de  investigación,  fue  enfático  en

sostener que todos y cada unó de e11os satisficieron a cabalidad

ó4Fls.  188 y ss.  Cn.   1  Fiscalia.
65 Fls.  159 y ss.  cn.  2  Fiscalia.

Página 91  de  237



PRIMERA INSTANCIA.  RAD.  No.  50387
PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA

el   cúmulo   de   los   requisitos   sustanciales   normativamente

previstos   y   que   su   celebración   sólo   tuvo   como   propósito

precaver un nuevo desastre en la ciudad de Florencia, Caquetá,
con ocasión de la temporada invernal que se avecinaba.

3.3.2.1.1.1.-Versión libre.

En la diligencia de versión, al ser interrogado respecto de

todas y cada una de las irregularidades advertidas mencionó

que  le  es  dificil recordar  los  hechos  de  manera precisa,  pero
sostiene que la secretaría de transporte era quien elaboraba las

propuestas  y  las   cotizaciones,   por  lo   cual  para  cualquier
aclaración    deberia    citarse    a    declarar    al    Secretario    de

Transporte del Departamento de Caquetá por la época de los

hechos, Carlos Alfonso Niño, ya que él puede dar información

exacta  sobre  lo  que  sucedió  con  cada uno  de  los  contratos,

todos los cuales tuvieron feliz término.

Cuestiona que ahora se exija que deberia haber existido

una veeduría cuando era la misma comunidad la encargada de
aportar  trabajo  para  ejecutar  las  obras,  por  lo  cual  debería
consultarse a la propia comunidad para establecer si las obras

se ejecutaron o no, pues de seguro los contratos cuentan con

toda la documentación ya que de lo contrario deberia realizarse

la revisión  correspondiente  a los  archivos  de  la  secretaría de

transporte,    recordando    que    incluso    gran    parte    de    la
interventoría de las obras la hizo directamente la secretaría de

gobierno departamental y la secretaria de transporte.
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Menciona que cuando llegó a la Gobernación de Caquetá,

lo  hizo  como  un  dirigente  independiente  y  habia  una  clase

politica  que   durante  muchos   años  manejó   los  resultados
electorales,  fue víctima de  una persecución  que  se refleja en

más   de    lOO    investigaciones    que    se   le    iniciaron    en   la

Procuraduria General de la Nación y más de 33 por parte de la

Fisca1ía Delegada ante la Corte, y por fortuna de todas ellas ha

salido avante, pues salvo esta actuación en curso en todas las

demás se ha fállado a su favor.

La idea es que a través de esas denuncias ante lajusticia,

trataran   de   inhabilitarlo   para   que   quedara  por   fuera  de
cualquier  posibilidad  de  continuar  participando  en  la  vida

pública.

Por eso ha notado que en otros procesos han desaparecido

pruebas que hacen parte de los contratos para que eso quede
como una fá1encia, pero solicita a la Fiscalía que si se le hace

seguimiento   a   los   contratos,    si   se   verifica   que   fueron

ejecutados, que el departamento los ha cancelado y han 11egado

las obras a la comunidad, se puede interpretar que ha sido con
el 11eno de todos los requisitos legales. Lo cual no es óbice para

consultar y llegar hasta el fondo para establecer dónde están
las otras partes del contrato.

Dijo no recordar haber suscrito algunos contratos, pero si

se observa todos tienen la firma de un asesorjurídico quien era

el encargado de revisar que efectivamente todos y cada uno de

los requisitos se  adjuntaran a la documentación del respectivo

contrato,   de  manera  que  los  documentos  deben  estar.   La
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legalidad  en   cuanto   a  la  asignación   de   cada  uno   de  los

contratos  individuales,  también tiene  su  soporte  legal,  cuyos

documentos  deben  obrar  en  los  archivos  del  departamento,

pues por el tiempo transcurrido le queda muy dificil brindar las
explicaciones que de él se demandan.

Finalmente,   tanto   la   defensa   técnica   como   material
solicitaron  a  la  Fiscalia  cumplir  el  deber  de  realizar  una

investigación  integral,  verificando  el  dicho  del  procesado  en

orden a recaudar la documentación que se extraña, allegar las

copias de las decisiones adoptadas por la Contraloría General

de la Nación en los procesos iniciados por los mismos hechos,

y citar a declarar al secretario de transporte e infraestructura
y los demás funcionarios de la gobernación que de una u otra
manera intervinieron en el trámite contractua1.

3.3.2.1.1.2.-Indagatoria.

En   esta  diligencia,   rendida  el   3   de   marzo   de   2O1566

mencionó que las obras contratadas habian sido incluidas en
el plan departamental de desarro11o pffa los años 2001-2OO3,

en razón  a que  en  esa región de  la capital  departamental de

Caquetá hay  algunos  barrios  que  albergan  familias  de  bajos
recursos que se encuentran en la ribera de confluencia del rio

Hacha  y  las  quebradas  La  Perdiz  y  La  Sardina,   sufriendo
inundaciones periódicas en época invernal desde hace más de

7O años, sin que ninguna de las administraciones anteriores se

hubiere acordado de ellas.

66Fls.   159  y  ss.  Cn.  2  Fisca1ía.
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Recordó que para el año  1999  se produjo una creciente

que   generó   varias   personas   fá11ecidas   a   causa   de    las
inunda:c±ones~.  <<El problema era que como era una confluencia i

de esas uertierúes, ert±onces el agua se represaba g generaba la
i"undacj,ón propia que generaba las Trtuertes de los habi±antes.

Es decír, estaba establecida la necesídad de in±eruerir, estaba
incluida en el plan de desarroll,o de "i periodo de gobiemo 2OO 1 -

2OO3,,.

Al preguntársele si con ocasión de la necesidad acabada

de  mencionar se  realizaron estudios  de prefactibilidad con  el

fin  de  celebrar  los  correspondientes  contratos  para  llevar  a

cabo las obras, sostuvo:  ÍíPor sL¿ptJesfo,  nuriccz se pzJecZe rea¿rizcv

un progec±o sin qiJ,e se rLagan Zos estudios correspondierT±es que

perrri±an darle los argume"±os al adTTrirristrador que garanficen

que primero hclg urLa necesidad serttida de una coTT"ridad, en
segundo    tugar    que   hay    unas   posibílidades   fincmcieras

presupuestales del depariamento para sotucioncIT la necesidad
d.e la comurridad g, en tercer lugar, que e{1a realmerúe cumpla

con los propóstios para los aJ.ales fue dirigida la obra que es el
bien común, g en este caso lo más importart±e, la def¡ensa de la

uida de los habticm±es que estaba amenazada por los desastres
nctiurales que se presentaban durcm±e décadas erL ese sec±or'J.

Prec±só  que   Klas  obras  las  ejecutaron  co"±ratistas  que

fiJeron  debidamenfe  irwtiados  a  participar  de  acuerdo  a  la
legislación, el estafiJlo general de cort±rctiaci,ón g demá,s norrnas

paTa que por supuesto lleuaran a cabo di,cho fin».
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Sostuvo además que todas las obras que realizó contaron
con la vigilancia de la comunidad benericiaria de las mismas,

todíi vez  qHe  KZas  obTas  rLo  ercm  a  escondi,das  del  pueblo  trili

tertían un propóstio mezquíno o de esconder algún propósíto de
in±erés  personal para  el  adrriristrador  o paTa los  seruidores

púbticos que estuuíeron colaborcmdo con esa obra,  no,  porque \
tertía toda la legalización,  te"Ía  sus i"±eruetTÍores g  la misma
comuridad  era  parte  ac+iua  en  el  trabajo  de  la  obTa,  ellos

agudabcm  a   echaT  piedra  en  l,os   gauíones,   el,los   estaban

iTLmersos en todo el trabajo  de ejecmción de la obra, g por lo ta"±o

el,los  tertían  acceso  absol;u±ametT±e  a  todos  los  procesos  de

corúralación del departame"±o en térrrinos de la Gobemación».

Al ser interrogado sobre la razón por la cual no se celebró

un solo contrato sino varios, sostuvo que en los archivos de la

administración   deben   reposar   los   registros   de   todos   los

argumentos  que  se  expusieron  para  realizar  los  diferentes
contratos  de  esa  manera,   o   que  era  conveniente  para  la

comunidad  porque  garantizaba  mayor  eficiencia,  porque  no

violaba  la  ley  sO  de  1993  ni  los  decretos  reglamentarios,  ni

mucho menos el orden constitucional, entonces existían todos

los presupuestos legales y de conveniencia para la ejecución de

las obras a realizar.

Mencionó  asimismo  que  en una ocasión  cuando  estaba
visitando la obras en el lugar de confluencia de la quebrada La

Perdiz y el rio  Hacha,  se  le  acercó  el  señor  Octavio  de Jesús

Ordóñez y le manifestó que la obra se podía paralizar por íá1ta

de  unos  materiales,  tales  como  alambre  y  alicates,  que  no

valian gran cosa, y que se podían pedir donde la señora Nohora
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Tovar, ¢entonces yo le dije a él hágale un papelito, que yo

eso. Él hizo un papel de su propio puño y letraJ'.
PagO l

Y cuando se le interrogó sobre las razones por las cuales

en la actuación no  figuran los  documentos  que  extrañan  los
investigadores  de  la  Fisca1ía  en  cada  uno  de  los  contratos

materia de investigación, sostuvo que tan solo porque se afirme

que no obran, no quiere decir que en realidad no existen áíporqL¿e
go tengo absolutame"±e claro que todos los procesos de corúrctiaciórL que
reaticé en el departamert±o de Caquetá tenícm la documentación necesaTia

g requerida por las iiormas de contra±ación estctia1».

Agregó    que    ííert£o7ices   go   z,eo   gtte   escz   cZoc"menfczc,'Órt  pL¿ec!e

haberse perdido, la pueden haber exlrauiado, pueden haberla utitizado g
luego  rLo  haberla  colocado  en  las  carpetas  corTesporLdientes,   g  estos

documerúos se l:1.euaTon corri,o lo orderLa la ley al archiuo deZ depaTtame"Ío'' .

En relación con las observaciones que los investigadores

del CTl formulan a los contratos O74, O75 y O76 suscritos e13O

de diciembre de 2OO2 para el alquiler de una paladraga para el

mejoramiento del flujo del caudal en la vertiente río Hacha, y

las  quebradas,  La  Perdiz,  La  Sardina,  La  Yuca  y  EI  Dedo,

sostuvo que el hecho de que se hayan firmado el mismo dia no

significa que se hubiere incurrido en algún delito, y agregó que

todos los contratos cumplían los requisitos legales, por lo cual

es cuestión de só1o recuperar los documentos que los soportan.

Ante la pregunta de la razón por la cual para intervenir el
rio Hacha se suscribieron 3 contratos y no uno sólo, refirió que

las  razones  están  expuestas  en  el  texto  de  los  mismos
contratos  pero  le  gustaría  que  se  ubicara  al  secretario  de
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transportes y los funcionarios de la oficina jurídica de la época

para   que   expongan   la   argumentación   legal   que   permitía
adelantar la contratación de esa forma.

Anotó  que  se  debe  tener en  cuenta que  ííque Jos  objetos

son  dif:eren±es,   los  precios   son  diferentes,   l:os  tugares   son

dif:ere"±es donde iJan a tTabajar, g también reuísese que es una
obra que represert±a unas condiciones de tiempo que no pongan

en riesgo l,os trabajadores,  la maquinaria,  l,os cort±ratistas,  ri
absolu±amert±e ringuna persona que trabaje en un lugar de esos
donde  ti,enen  amenazadas  sus  uidas  con  una  creci,en±e  de
l:luui,as '' .

En  relación  con  los   contratos   229,   230,   231   y  232,

informó que la persona indicada para brindar la información

requerida  es  el  secretario  de  infraestructura  Carlos  Alfonso

Niño, aunque sostuvo que no hubo ningún acuerdo para darle
mayor participación a la comunidad.

Respecto de los ha11azgos documentales de que da cuenta

el informe 543530 de 3O de julio de 202O, manifestó:

KMe da urLa alegria de mi parie porque lo que estog diciendo es la
verdad g  l.o  conftman  los  mismos  inuestigadores,  porque  en un primer
infome rto apaTecían los docuTrLerLÍos, y en urL segurLdo ínfiorme apaTecícm
los docume"±os.  Qu:iere deciT que sí hcLg urLa desorgarrización que impide
1.a  recolección  oportuna  de  documentos,  objetiua,  de  cada  urLo  de  los
documerúos de los coriTa±os, ert±onces, por ahí hag que seguir insistiendo:
1rice   las   cosas   bien   y   lo   corToboran   las   clistin±as   instarLcias   de   la
administración'' .

3.3.2.2.-  Como  ha  sido  puesto  de  presente,  frente  a  lo

consignado en los informes de policiajudicial sobre la ausencia

de documentos que soporten el cumplimiento de los requisitos
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contractuales que la Fiscalia extraña, el procesado fue enfático

en  sostener  que  en  todos  y  cada  uno  de  los  contratos  se

cumplieron   dichos   requerimientos   normativos,   y   que   los

mismos deben reposar en el archivo del departamento, pues si

no fueron hallados puede deberse al desorden administrativo

imperante  en  la  gobernación  después  de  su  retiro,  como  lo

comprueba  el  hecho  que  en  el  segundo  informe  de  policía

judicial se dé cuenta del ha11azgo de algunos documentos que
antes no habian sido encontrados.

La explicación ofrecida por el  acusado  podria encontrar

algún    eco    en    la    actuación,    toda   vez    que    la    misma

eventualmente   fue   respaldada  por   prueba   testimonia1   -rto

necesariamert±e creíble, dado el i"±erés que podría asistirl,e a los

gue  cisí  cZec¿czrczron-,  y  de   carácter  documental  vá1idamente
recaudada.

En tal  sentido  cabe  mencionar los testimonios rendidos

por  Octavio  de  Jesús  Ordóñez  Páez67,   Carlos  Alfonso  Niño
Santos68, Nilsa María Rodríguez69, Jaidith Facundo Vargas70 y

Dolly Ortiz Scarpeta71.

3.3.2.2.1.-   Octavio   de   úesús   Ordóñez   Páez72   quien

figura   suscribiendo   con   el   gobernador   los   contratos   de

interlocución entre la gobernación y las comunidades, números

O9  y  145  de  2OO3  por  $3.6OO.OOO  cada  uno,  en  declaración

rendida  el  22  de  febrero  de  2O13  menciona  haber  tenido  un
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contrato  de  prestación  de  servicios para asesoría en la parte

social a un número aproximado de 3OO obreros en los trabajos

de   drenaje   del   rio   Hacha   y   la   quebrada   La   Perdiz   que

adelantaba el gobierno.  Refiere que su función era netamente

social,  como  preservar  la  armonia  entre  los  trabajadores  y

llevff    a    los    enfermos    al    médico    y    conseguirles    los

medicamentos  que  requirieran.  Dichos  trabajadores  estabm
concentrados  en  la  construcción  de  gaviones,  y  además  en

cargar piedra y limpiar de basuras el rio.

Dice   constarle   que   se   hicieron   varias   solicitudes   de

materiales  a  los  proveedores,  tales  como  mallas,  punti11as,

guantes, maderas, varillas de hierro, cemento, etc., todo lo que
se  necesitaba  para  hacer  los  gaviones,  de  manera  que  por

delegación verbal o escrita del Gobernador,  los coordinadores

de cada grupo de trabajo, que eran aproximadamente seis, iban
a retirar materiales a diferentes proveedores. Y varias veces los

acompañó  en  dicha labor,  pues era una obra gigantesca con
mucha gente y se necesitaba este tipo de colaboración. Anota

que  para  almacenar  los  materiales  adquiridos  existía  una
bodega   especial   con   un   responsable,   ubicada   cerca   a   la

desembocadura de la quebrada La Perdiz en el río Hacha, y alli

mismo se ubicaba la maquinaria pesada y las herramientas de
trabajo, las cuales se recibian y devolvían al responsable de la

bodega.

Le  pareció  normal  que,  si  había  un  contrato  entre  la
Gobernación y el Almacén EI Sol o con otras empresas para el

suministro de materiales,  debia colaborar con el retiro de los

mismos.
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Finaliza    diciendo    que    la    obra   realizada    fue    muy
importante y le ha servido mucho a la ciudad de Florencia por

lo cual no entiende las razones de tipo jurídico o financiero que

llevan a realizar este tipo de diligencias judiciales.

3.3.2.2.1.1.-Este  mismo  testigo,  en  declaración jurada

pffa fines extraprocesales rendida ante notario e1  15 de julio
de 200973, aportada por el procesado en la diligencia de versión,

manifestó que la orden de entrega de materiales con destino al

Almacén  EI  Sol  ¿íZa  híc`e  cort  eZ conL'e7ict'mz'e7tto  c!e que  eZ cZoctor

PABLO  ADRIANO  MUÑOZ  PARRA me  había pedido  que  dicha

orden la elaborara con cargo al departamert±o, pero en reatidad

él  sólo  me  dijo  que  pidiera  unos  elemer[±os  urgert±es  en eSe  l
l

momen±o, enfre ellos unos gucm±es, alambre tiso, alica±es, pero

rturLca me dijo que era con cargo al Departamert±o».

3.3.2.2.1.1.1.-   Es   de   anotar   que   por   virtud   de   las

inconsistencias  ofrecidas  en  sus  relatos,  en  la  decisión  por

cuyo  medio  se  definió  1a  situación jurídica  del  indagado,  la

Fisca1ía    dispuso    compulsarle    copias74    para    que    se    lo

investigase por el presunto delito de fá1so testimonio. Lo cierto

del   caso    es    que    no    lo    interrogó    en   relación    con   las

circunstancias  en  que  tuvo  lugar  la  suscripción  de  los  dos

contratos  de prestación  de  servicios,  por lo  cual  su  aporte  a

esta investigación resultó siendo prácticamente ninguno.

73  Fls.  189 y  ss.  cn.   1  Fiscalia.
74 Fls.  245 y ss.  cn.  2  Fiscalía.
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3.3.2.2.2.-  Carlos Alfonso Niño  Santos75,  Secretario de

Transporte e lnfraestructura de la Gobernación de Caquetá por

la época de los hechos  (2OO2-20O3),  en declaración rendida e1

13 de junio de 2016, manifiesta haber tenido la oportunidad de

participar en los procesos de contratación relacionados con esa
secretaría:

"NosotTos  los  fiJrLcionarios  de  esta  SecretcLria  desarTol:1.ábamos  los

estudios   qe   coruerriencia   g   técnicos   requeridos   para   l,os   procesos
cort±rcLcfuales;  al  no  corúaT  c'on  urL  abogado  deiT±ro  de  la  nóm;na  de  l.a
Se?Tet?ria,  los p{oce_sos eran enviados a la ofictna jurídica con el fim de que
estos fiáe_r_cln reuisados en el cumptimiert±o cle la normatiiJidad l-egalmánte
uige"±e. Una vez revisados se procedía corL los procesos de co"ra£aciórL. Mi
parti?pación era reuisar si l.os estudios de coiweniencia cumplían con l.os
requistios  exigidos,  así  rTrismo  reuisaba  si  se  cumpüan con  las  cmci.rLtías
paTa  deterrir_ar  st  un  proceso  se  debía  realizar  por  ticj.tación  o  por
co"±rctiación direc±a''.

En  relación  con  las  obras  para  el  mejoramiento  de  los

caudales del rio Hacha y las quebradas La Sardina, La Perdiz,

EI Dedo y La Yuca, en el municipio de Florencia, indica que  óÍZczs

obras fiJ.eron plarifiicadas para mtiigcLT los daños causados por

los ci,umert±os de los cctudales del rí.o Hacha g la quebrada La

Perdiz. No se hicierorL obras ri en la quebrada La Yuca ri en la

quebrada   La   ScLTdina,   porque   se   uerificó   por   un   estudio
hidrológico  e  hidráutico  que  el  problema  de  tnundación  se

presentaba en la desembocadura d,e la quebrada La Yuca. Para
esa obra de Tritigación, el Gobemador PABLO ADRIANO MUÑOZ

suscribi;ó     uarios     corúra±os,     ert±re     los     que     se     tienen

leuatriarn,i,entos   topográficos   del   ca,uce   del  río   Hacha  y   la

quebrada  La  Perdiz,  y   se  tienen  taTnbién  los  co"±rctios  de
maquinaria pesada que i:ban a corregir los cci:uces. Por otro lado

se realizó un conuerrio con las ju"±as de acci.ón co"unal, con el
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fin de que la rrisma cor"urridad que  se enconfraba afecíada,
paricipara en la construcción de las estruc±uras que los ibcm a
protegerJ' .

Precisó que en la secretaria de transporte se realizaron los

procesos   precontractuales,    determinándose    el   sistema E

seguir,  en  este  caso  en  particular,  se  procedió  a  revisar  los

existentes en el momento, con el fin de determinar si era viable

contratar maquinaria pesada en diferentes partes del río o de

la  quebrada,  en  el  mismo  tiempo  de  ejecución.  Lo  anterior,

teniendo  en  cuenta  que  los  procesos  de  inundación  que  se

presentan  en  la  zona  son  ciclicos,  teniendo  en  cuenta  un

período  entre  cuatro y seis  años.  En ese momento  se  estaba
temiendo que se presentara una inundación como la del año
1999 en los barrios La Floresta, La Bocana y Juan XXIIl bajo.  l

Por  esta  razón,   se  pretendió   qu'e  las   obras   a  realizar   se

efectuaran en el menor tiempo posible.   Anota que en el 20O3

se  presentó  un  aumento  de  los  caudales  del  rio  Hacha y  la

quebrada La Perdiz, que fueron soportados en su mayoría por
las  obras  realizadas  en  la mitigación,  pues  só1o  se  presentó

inundación en uno de los barrios de Florencia, debido a que el

agua entró por una zona en que no se había realizado ningún
tipo de obra de mitigación.

Agregó  que  para  la  época  se  encontró  que  entidades

estatales  entre  las  cuales estaba INVIAS,  realizaban procesos

contractuales    en     donde     se     pavimentaba    o    realizaba
mantenimiento    en   una   misma   via,    pero    en    diferentes
kilometrajes o para la misma carretera un contratista realizaba
el afirmado, otro la instalación de la sub base y otro el proceso
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de pavimento. Esto lo hacian porque diferenciaban el género y

la especie  del objeto  del  contrato,  es  decir,  las  entidades  que

realizaban este tipo de contratación alegaban para la época que

si  la  especie  era  distinta  podian  realizar  varios  contratos  y,

además, que si la especie y el género eran distintos en el objeto

del contrato no se podía hablar de un mismo objeto. Con base

en  esto  y  teniendo  en  cuenta  que  para  la  época no  existían

sentencias judiciales que indicaran lo contrario, se procedió a

contratar la maquinffia pesada en tres sectores distintos del
río Hacha y la quebrada La Perdiz. Considera que se debe tener

en cuenta que se encontró que no existía unidad contractual

en estos contratos, debido a que si uno se dejaba de realizar no

afectaba la ejecución de los otros.

Al ser interrogado sobre su conocimiento en relación con

los  contratos  de  alquiler de  maquinaria identificados  con los

números  O74,  075  y  O76  de  2OO3,  menciona  no  haber  sido

interventor  en  ninguno  de  ellos pero  dijo  tener conocimiento

que  los  mismos  fueron  realizados  en  diferentes  partes  el  río
Hacha  y  la  quebrada  La  Perdiz,   en   el  mismo   tiempo   de

ejecución debido a que la comunidad de los Barrios La F`1oresta,

el Guamal y iJuan XXIII Bajo habían presentado solicitudes a

la  gobernación   para   que   se   realizaran   obras   de   manera

inmediata, ya que ellos temian que se volviera a inundar como

en el año  1999; además, teniendo en cuenta que la historia de

Florencia  indica  que  las  inundaciones   son  cíclicas  en  un

período de cuatro a seis años.

Cuando  se le preguntó  sobre las  razones por las cuales

estos tres contratos fueron celebrados bajo la modalidad de la
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contratación directa y no de la licitación pública, teniendo en

cuenta   la   posibilidad   de   tratarse   de   un   mismo   objeto

contractual, menciona:

<tPn   primer   lugar,   para   la   época   g   teriendo   en   aJeTT±a   l.os
arie€e.deTLtes contracqiales de difererties erttidades, íncluyendo INVÍAS, se
cgpsíderó  qr?  por  el  hecho_ de  realizar  el  alquí1er  de -maquinaria  iara
difiereytles sjtios, rLo se estaba arLte un mism.o -objeto corL±ra¿lua1.   Po-r esa
r.azór} g teriendo en cuenta que Za cucl,ntía de cada proceso cx>n±ractual era
inf¡erior a _la requerida pcLra realizaT licitaciones, sé procedió a real:jzaT un
proceso de con+Ta±aciórL direc±a. Asimismo, se estaba arTfe la necx3sidad de
irriclar  .las  obras _de  "tiigaciórL  erL  el  mertor  tiempo  posible,  ga  que  se
estimaba qre eJt lc!s meses de marzo g abril del año 2OO3 se p-resá"faran
aurrLerúos inusi±ados del caudal de la quebracla La Perdiz g el río Hacha,
razSr .por l?  TJal  se  recomendaba por parie  del  estuclio  técn¿co  que Sel
r?qlízó por l,a Secretaría de Trcmsporte, que ícLs obras fiieran recúizaaas ert
difereries stiios del rio g l.a quebrada, con diferert±eS maquinarias, de tal
rnanera que las obras estuuiercLn aclel,cm±adas para la época de lluuias del
cl,ño 2OO3 y eutiaT inundaciones'' .

ALñaJde qHe ttsi se reui,scm los inf¡ormes de los orgarismos de

socorro de Fl,orencia del año 2OO3, se puede enco"±rar que art±es

de   Semcma   SarL±a  se  preserúaron  grandes   lluuias,   lo   que

cLume"fó de mcmera considerable los caud,ales del río Hacha g  i

la  quebrada  La  Perdiz.  No  obstcm±e  lo  a"±erior,  el    barrio  La

F1.oresta  tLo  se  imndó,  ri  tampoco  el  Bario  Jucm  XXIII  Bajo,

lame"±ablemeTtie el barrio EI Guamal se i"undó debido a que el
agua de la quebrada La  Perdiz ert±ró por un stiio que rLo había
sido  cI±endi.do  con las  obras  de  rri±igación.  Es  de  anotaT  que

desde  l,a  época  de  los  trabajos,  el  baTri,o  La  Floresta  no  ha

presert±ad.o  inundaciones  g  el barrio  Juan XIII  Bajo  presenta
deuol:ución  de  agua por  su  si.stema  de  alccm±arillado,  lo  que

proiJoca  inundación,   es  decir  que  no  ua  diTec±ame"±e  a  la

qu,ebrada sirLo al sistema de alccm±arillado'j.

Al ser  interrogado sobre si fue suspendida la ejecución de

dichos  contratos y la razón  de  ello dijo  que no recordaba tal
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aspecto y tampoco si fue interventor de dichos contratos  íípero

sí Zo fiJ,i deben aparecer las actas de iricio, ac±as parciales, ac±a

ftnal g de tiqu:idación, en los cITchiuos del con±rc[±o o en los cmexos
cle  los  pagos  reatizados,   ua  que   era  obtigctiorio  para  que

tesorería procediera a realizar Zos pagos».

Agrega  que   ttmuchas  de  las  actuacíones  con±ractualesl

reatizadas para la época, no aparecieron en las carpetas de los
cort±ra±os que se encon±raban en la Secretaría de transporte, por
l,o  cual  se  debe  acmdir  a  los   arcrúuos  de  Za  tesorería  del

Departamert±o.  Es  de  cmotar que  ert±re los  años  2OO4 g  2OO6, i

u_n_:_ftn_:::3=:a de Za Secret::aide Hací=:da. en±re?ó parie de i
este    archiuo    a    un    recicl,ador    perdiéndose    ímportan±esllii

doc"me"±o s ''.

En respuesta a los cuestionamientos surgidos en relación

con los contratos de prestación de servicios números 229, 23O,

231 y 232 para el levantamiento topográfico y batimétrico de 3

ki1ómetros de cauces en el sector del rio Hacha, menciona que
"et rio Hacha reci:be tas aguas de las quebradas lnI YuccL g

IA Perdíz, esta útfirr,a recíbe las aguas de ta quebrc\dc\ La
Sarüna, y ta quebrada Bt Dedo e"trega sus aguas a la
qtiebrada  la   yttca" 76,   dijo   no  recordar   si  fungió   como
interventor de alguno de dichos contratos pero con respecto a

la  fá1ta  de  documentos  que  soporten  el  trámite  contractual,

insiste   en   señalar   que   ííe7t   muc`hcis   c!e   ¿czs   c'c¿rpefczs   cZe   Zos

corT±ratos realizados en el año 2OO2 g 2OO3 que reposaban en la

Secretaría  de  Trcmsporte  rLo   se   encuerT±ran  rn,uchos   de  los

documerT±os.  Es  así que me ui en la obtigación de acudi:T a los
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arcrtiuos de la Tesorería, ga que estos síTuíeron de soportes para

los pagos reatizados. Ahora es posible que go haga firmado eZ

ac±a, ga que estábamos cin±e la  necesidad de l,a rea1ízación de

estos  leucm±a"i,eiT±os  con  el  fim  de  establecer  las  obras  de

Trifigación   a   cotT±rctiar   g   de   esta   manera   eui±ar   que   se

presettiarcm   situacíones   de   irtundaci.ón   en   Za   ciudad   de
FZo renci,a'] .

Indica que en esos contratos se utilizó un solo certificado

de disponibilidad presupuestal pues el jefe de presupuesto de

la gobernación,  señor OSCAR AGUDELO  -de qt¿Íeri c!,-ce/c!,Zec,'Ó en

eZ  año  2oJ5-,  insistía  en  señalar  que  el  sistema  utilizado  le

impedía expedir varios  certificados,  pero  en todo  caso,  puede

dar fe que los contratos  se cumplieron en su totalidad y que

con  esos  resultados  se  procedió  a  realizar  el  estudio  técnico

hidráulico   del   rio   Hacha   y   la   quebrada   La   Perdiz   que

permitieron definir los trabajos que se requerian para mitigar
el impacto de las inundaciones.

F`rente a la fá1ta de documentos soporte en la generalidad

de los contratos materia de investigación indicó:

¢Lo  que  yo  puedo  decir  es  que  eristió  un  inadecuado
mcmejo de archiiJo en l,a Secretaria d.e Trcmsporie después del
a_ño 2OO3, ga que todos estos documetT±os sí eristi.eron g prueba
de ello es que los coníraíos fiieron pagados. Por tan±o debieron
ser anexados a la orden de pago de los rrrismos''.

Finaliza indicando que las obras contratadas cumplieron

el  objetivo  propuesto   toda  vez  que   íícZescZe  ¿ci  recz¿ízcic,'Ón  c!e

dj,chas obras rLo se han uuel:Ío a presert±ar las i:nundaci,ones de

los baTrios riuereñ,os en épocas de lluuiag y agrega que "quisiera
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que al reuíscLr todo eZ mstorial de cotT±rctia.ción que fte reatizada

por l,a Gobernación con el objeto de hacer l.as obras de rrifigaciór;i,
no se tomci:ra corrLo si éstas hubieran sido posíble real,izarl.as con

un solo cotT±rato, ua que no se tendria en cuerL±a l.a parte socj,al

que se buscó ejecutaT en los barrios afec±ados, perTrifierLdo que
los habticm±es de dichos barrios se adueñararL de l,a obra g la

protegieran.  Asimismo,  no  se  tendria  en  cue"±a  que  en di.cho
momertio era urgert±e que los trabajos se iniciarcm en el mes de

enero de 20O3 con el fim de que los mi,smos estuuierarL bastaiT±e

aucmzados al morne"±o de la época de irwiemo, marzo-abril de

2OO3, g d,e esta marLera podeT garcmtizarie a la co"unidad que

sus  baTrios no  se tmrLdarían.  Lo  cm±erior,  debi,do  a que  si se

hacía  un  solo  corT±rcilo  con  todos  los  requerirriert¿os  de  obrc;!

rLecesaria,    se    debí,a    realizar    un    proceso    li,ct±a±orio    que

arrcLncando  en  díciembre  de   2OO2,   sólo  podria  ftmarse  el

comfrctio a principio de fiebrero de 20O3  ini.ciando obras en marzo

de  2OO3,  momert±o  en  que  el  inuiemo  ga  se  haria  sentiT  en

Fl,orencia'' .

3.3.2.2.3.-Nilsa María Rodríguez77 jefe de archivo de la

Gobernación  de  Caquetá durante  el  tiempo  en  que  el  doctor

MUÑOZ  PARRA  se  desempeñó  como  Gobernador,  manifestó

que no era la encargada de preservar la documentación relativa
a   la   contratación   del   departamento,   toda   vez   que   cada
dependencia tenía su propio archivo.

Anota  que  cuando  se  dio  a  conocer  la  ley  de  archivo

general de la nación se entregaron unos documentos de varias
dependencias,  pero  sin  ningún  tipo  de  relación  de  lo  que
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llevaban,  no  se  sabía qué  era lo  que  entregaban y só1o  si  se

11egaba   a   necesitar   un    documento    en    particular    cada

funcionario  iba  con  la  persona  encargada  del  archivo  y  lo

buscaba.

Refiere que los documentos relacionados con los contratos

materia   de   investigación   tenían    su   propio    archivo,    los

funcionarios que manejaron esos contratos en la secretaria de

transporte nunca le pasaron esos contratos.

3.3.2.2.4.-úaidith Facundo Vargas78jefe de la oficina de

dirección  tributaria departamental de  Caquetá,  en  entrevista

rendida  ante   un   funcionario   de   policía  judicial   el   26   de

septiembre de 20O7 con ocasión de una   denuncia formulada

el día anterior, se refirió a la presunta pérdida de comprobantes

de   pago   con   los   soportes   contables   que   se   encontraban

archivados en  64 tomos de documentos correspondientes a los

meses de enero a julio del año 20OO y 29 tomos de los meses

de octubre a diciembre de 2OO3, que habrian quedado en unas

cajas  de  cartón  ubicadas  en  un  pasillo  y  que  posiblemente
fueron   retiradas   por   personal   que   realiza   las   labores   de

recolección para reciclaje.

3.3.2.2.5.-  Dolly  Ortiz  Scarpeta79,  contadora pública y

especializada  en  alta  gerencia,  quien  entre  los  años  2001  y

2OO3   se   desempeñó   como   Tesorera   del   Departamento   de

Caquetá,  en  declaración  rendida  e16  de  noviembre  de  2O19,

refirió  que  entre  sus  funciones  se  hallaba verificar  que  para

poder  cancelar  la  cuenta,   ésta  debía  llegar  con  todos  los
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soportes  legales  requeridos  y  que  en  esa  época  se  ha11abanl

incluidos en el manual de funciones.

Manifiesta que no  cumplía ninguna función  en relación
con los contratos y convenios que suscribía la Gobernación de

Caquetá  durante  el  tiempo  que  trabajó  como  tesorera  del

departamento, toda vez que cada secretaria tenía su delegación
de   contratación   que    se   encargaba   de   todo   el   proceso

contractual,  cada uno  en  su  área.  Indicó  que  la tesorería lo

único que hacía era pagar las cuentas que venian  autorizadas

por el gobernador paJ-a dicho  efecto.  Esa era la función,  dice,
en  la  tesorería  no  se  tenía  relación  con  ningún  contrato  o

convenio.  Anota  que  la  cuenta  que  venia  lista,  que  tenía  el

soporte   legal,   que   tenia   el   visto   bueno   del   informe   del

interventor, era la única que la tesoreria podía pagar y además
la que venía firmada y autorizada por el gobernador. No podía

pagar nada más,  aunque  aclffa que  después  de  17  años  de l
haberse celebrado la contratación le resulta imposible recordar

cuá1es  en  concreto  fueron  los  soportes  allegados  para  cada

contrato   en   particular,   lo   cierto   es   que   si   se   pagó   un

determinado  contrato,  es  porque  se  adjuntaron  los  soportes

respectivos.

ttSi 1.as cuerT±as se pagaTon era porque como le díje cmíeriorme"Íe, la

primera_ cu€rt±a ±enía que  ueni,r con todo  el paq:uete  coTrLpleto para poderhacer el primer desembolso, si era urL sol.o desembolso pues la c"e"1a uenía
completa y  se hacía el pago,  era porque uenía la ejecución del contra±o,
uerúa todo g el ínferve"±or certificaba que la obra se había realizado''.

Dice no  saber cuáles  eran las funciones  que  cump1ía el

gobernador  PABLO  ADRIANO  MUÑOZ  PARRA  en  las  etapas

precontractuales  de  suscripción  o  firma  de  los  contratos  o
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convenios y en su liquidación, aunque aclara que el gobernador

no liquidaba contratos, en la oficina de é1 no habia una oficina

para liquidar contratos, pues a él le pasaban todas las cuentas
con los respectivos soportes y lo único que él hacía era darle el

visto bueno pffa el pago y la tesoreria revisaba que las cuentas

se  presentaran  con la documentación  completa,  pues  si  algo

fáltaba se devolvía a la respectiva oficina de donde procedía la

cuenta,  pero  en  la  gobernación  no  había  una  oficina  para
liquidar    contratos   porque    eso    no    era   competencia   del

gobernador.

Los secretarios tenian la delegación para contratar y era

en  cada  dependencia,  en  cada  secretaria  que  se  hacía  esa

función.

Cree que quienes deberian estar dando las explicaciones

respectivas son los secretarios de transportes o de planeación

de  la  época,  pues  fueron  ellos  los  que  participaron  en  la

contratación y no la tesorería, porque ésta nada tuvo que ver
con la contratación.

Aclara que en ese tiempo en la Gobernación de Caquetá

había un problema muy grave del archivo. Indica, por ejemplo,

que la tesorería realizaba un pago y el archivo se iba a la oficina
de contabilidad, pero los archivos se manejaban en parte anexa

al cementerio donde quedaban los ta11eres del departamento y

ese  archivo  a11á   ííercz  tJrt  cZesczsfreJJ,  pues  muchas  veces  e11a

misma debió ir a buscar información de años anteriores que se
le solicitaba pero nunca la encontró, por lo cual es dificil que a

estas alturas y después de tanto tiempo transcurrido se llegue
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a   encontrar   documentación   o   información   verídica,   pues

además el archivo no se manejaba con las normas que

actualmente.
existem

En relación con los contratos de alquiler O74,  075 y O76

del 30 de diciembre de 2OO2, manifiesta que tienen diferencias

de objeto porque uno es específico para un lugar y el otro pffa ¡

otro  lugar,  así  el  servicio  sea  al  mismo  pero  para  lugares;

diferentes.

Al     preguntársele     si     el     gobernador     tuvo     alguna

participación  en  el proceso  precontractual  dijo  que  el  doctor
PABLO ADRIANO  MUÑOZ PARRA no  hacía contratos,  en  este

caso  cree  que  los  hacía  la  secretaría  de  planeación  o  la  de

transportes, lo cual no recuerda.

Menciona  que  la  fecha  de  entrega  y  la  liquidación  del

objeto  del  contrato  no  son  iguales,  por  cuanto  la de  entrega

siempre se hace parcial y hay una final de liquidación para el

pago último, pero de esos contratos en particular no recuerda.

Con  respecto  a  los  contratos  de  prestación  de  servicios

números 229, 23O, 231 y 232 para el levantamiento topográfico  i

y batimétrico de vmos sectores del río Hacha,  considera que  ¡
se trata de objetos diferentes por cuanto si bien en todos se va  ¡

a realizar la misma función, esta se 11eva a cabo en diferentes

lugares.   Aclara   que   todos   los   contratos   debían   llevar   el

certificado  de  registro y  de  disponibilidad  presupuestal  para

poder realizar los pagos. Estos contratos eran de contratación
directa por la cuantia.

Página  112  de 237



PRIMEFLA INSTANCIA.  FLAD.  No.  50387
PABLO ADRIANO  MUÑOZ PARRA

Advierte que lo primero que se revisaba era que todos los

contratos    contaran    con    los    respectivos    certificados    de

disponibilidad y registro presupuestales, porque la tesorería no

podía pagar nada que no estuviera debidamente registrado ni
con  el  presupuesto   debido.   Advierte   que   el   certificado   de

disponibilidad  es  diferente  al  registro  presupuestal,  pues  se

puede  expedir  el  primero  para  que  abarque  varios  contratos
siempre que se cubran bajo ese mismo rubro, pero el registro

es individual para cada contrato porque tiene que ver con esa

compra específica.

Recuerda  que  las  secretarías  que  tenían  la  delegación

para contratar, contaban con un comité encargado de realizar
todas    las    evaluaciones    de    la    contratación,    hacer    las

cotizaciones,  las  invitaciones,   es  decir,   todo  el  proceso  de

contratación; además siempre habia la supelvisión de control

interno. Por eso le parece impertinente a estas alturas venir a

indagar  sobre  cosas  que ya  se  hicieron y  que  todo  tenía un
control,   pues   nada   se   efectuaba   si   no   se   cumplían   los

requisitos.

Al  revisar  algunos  documentos  contractuales,  advierte

que ni siquiera los firmó el gobernador porque eran de mínima
cuantía, entonces lo hizo el secretario después de realizar todo

el proceso  con  el equipo  de  la secretaria.  Ese  comité  siempre

estaba para realizar la contratación, y ellos eran los encargados

de   liquidar   los   contratos,   de   ahi   se   pasaba  al   despacho
correspondiente ya para el pago,  la firma del gobernador o lo

que  tuviera  que  firmar  cada  quien,   pero  generalmente  la
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contratación  que  se  firmaba  en  cada  secretaría  eran  ellos

quienes  se  encargaban  de  hacer  todo  el  procedimiento  y  la
liquidación.

A la pregunta de si se llevaba registro de ingreso y salida

de materiales del almacén de la gobernación, indica que si se

trataba  de   elementos   que   se   compraban  para  uso   de   la

gobernación,  si  se  expedía el recibo  correspondiente,  pero  en
relación con materiales para el río entiende que no, por cuanto

e11o   hacía   parte   del   contrato   y   lo   tenía   que   verificar   el

interventor.

Observa que si eran órdenes de pedido, se trataba de  una
compra  directa  que  por  la  cuantia  no  implicaba  hacer  un

procedimiento  con  todas  las  formalidades  legales,  como  sí
sucede con los procesos de licitación.

Refiere  que  el  gobernador  nunca  la  presionó  para  que

pagffa  cuentas  a ningún  contratista,  pues  cuando  requeria
algún   documento   que   fá1taba   en   el   contrato,   hacía   la
observación y al poco tiempo le traían el documento fá1tante,

después   de   lo   cual   ordenaba   la   elaboración   del   cheque
respectivo.

Frente   al   informe   de   la   Contraloria   donde   pone   en

conocimiento   el   hallazgo   penal   número    101    del    12    de

noviembre de 20O4, dando cuenta de la presunta existencia de

anoma1ías   contractuales   atribuibles   al   Gobernador   Pablo

Adriano Muñoz Parra, manifiesta que este informe es de un año

después  de  los  procesos  de  contratación  llevados  a  cabo,  y
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pudo  obedecer a que muy posiblemente  se  extraviaron  todos
los  soportes  del  archivo  de  la  gobernación,  pues  insiste  en

señalar que absolutamente nada se pagaba si no  se  contaba
con todos los soportes requeridos.

Afirma que durante los ú1timos 17 años después de haber

dejado de trabajar en la gobernación,  la Contraloría jamás la
ha 11amado a responder por alguna actuación irregular durante
su desempeño labora1.

Aclara,  finalmente,  que en su condición de habitante de
Florencia  le  consta  que  los  contratos  por  los  que  se  le  ha

preguntado tuvieron cabal realización.

3.3.2.3.-   De  igual  modo,   a  la  actuación  se  allegó  la

siguiente prueba documental, que da cuenta de lo siguiente:

3.3.2.3.1.-   Mediante   oficio   suscrito   por   la   Secretaria

General  de  la  Gobernación  de  Caquetá  con  fecha  de  13  de

febrero de 2O 138O,  se informa tC. . . qtJe rez,z'sczc!os Zos czrchíL'os gL¿e

reposan  en  esta  dependencia,  no  se  en,contró  documerT±ación

relacj,onada con la conf¡omación del corrri±é de coiT±rctiación g del

reglamenío para la cort±rcIÍ,ación, en los ci,ños señalados. . . j' .

3.3.2.3.2.-Según oficio DG-1O OOOO124 de119 de febrero

de 201381, la Secretaria privada de la Gobernación de Caquetá

lrLforma  que  K...no  existe  documert±ación  relacionada  con  un

corri±é de co"Íra±acíórL, de un mamal de corilra±aciórL g de las
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cmantias rigert±es paTa la corLtrctiación púbtica de los años 2OO2i

g  2OO3...>).

3.3.2.3.3.-  Con  memorando  269  de1   19  de  febrero  de

2O 13, la Tesorera General Departamental de la Gobernación de

Caquetá ínformó82 " . . .en esta dependencia rLo exísten archi,uos

de Mcmual de Co"±ratación de los años 2OO2 g 2OO3...''.

3.3.2.3.4.- A través de memorando 322 de128 de febrero

de  2O13  suscrito  por  Julieta  López  Rengifo83   (contabilidad)

irrformó u...que  durcm±e  las  uígencias  2OO2  g  2OO3  no  existía

corrttié de con±rctiaci,ón ri mcmual de cort±rctiaci.ón, . . » .

3.3.2.3.5.-  Con  memorando   15784  del  O6  de  marzo  de

2013 la Secretffia de lnfraestructura informa que ¿{. . .Rez,t-sczcZo

el  aceruo  doamen±al  que  reposa  en  esta  Secretaría,  no  se
encmetT±ra registro alguno que perTri±a áeterminar la existencia

de     COMITÉ    DE     CONTRATACIÓN     ri    un     MANUAL    DE

CONTRATACIÓN, duTcm±e las uigencias 2OO2 g 2OO3».

3.3.2.3.6.-En  oficio  OOIO11885  de115  de  diciembre  de

2O14  suscrito  por  el  Secretario  de  Planeación  y  TIC  de  la

Gobernación de Caquetá se indica a. . . qtJe cZesptJés cZe reui-scidcz

la base  de  dctios  que  se  encuert±ra  en el banco  de progec±os

respec±o a la radicación de progec±os en los años 20O2 g 2OO3

no se encort±raron regístros de l,os progectos de (i) dragado de la

quebrada  La.  Perdíz,  quebrada  La  Sardína,  rí.o  Hacha  g  (ü)
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c'errarrie"±o   de   las   rri.anzcmas   F6   g   F7   de   l,a   ciudadela

habtiacional Siglo XXl de la ciudad de FloTencia - Caque±á,. . . 'j .

3.3.2.3.7.-Con   oficio   del   1186   de   diciembre   de   2O14

suscrito   por   el   Secretario   General   de   la   Gobernación   de

Caquetá,    informó   ¢...OtJe   rio   se   e7tcoritrcmri   reg{'sfros   cZe

proueedores durcm±e 2OO2 g 2Oo3. . .'i

3.3.2.3.8.-En lnforme de policíajudicial NO9-6733987 del

29  de  marzo  de  2015  (aclarando  que  la  fecha  correcta  del

informe es año 2016) menciona en el folio  l O ¢. . . En 'a cZi-Zi-genci'cz

de  inspección  realizada  el  día  16  de  marzo  de  2O16  en  l,a

Secre±cLria de lnfraestruc+ura a los cort±rctios O74, O75 g O76 de

2OO2,  se  establecíó  que  en  l,as  carpetas  de  los  co"±rctios  no

reposa  const.anci.a  de  los  registros  radicados  en  el  Bcmco  de

Progectos  del  DepcLrtamerúo  deZ  Caquetá  c'orrespondíen±es  al

desarrol:1;o det dragado del rio Hacha g las quebradas La Perdiz,
La Sardina, EI Dedo y la Yuca.

Con  los  mismos  fines,  el  día  16  de  marzo  de  2O16  se

prac±icó inspecciórL en la Secretaria General de la Gobemación
det  Caquetá  g  quien  a±endíó  la  díhgencia,   doctora  ELIANA

TRONCOSO SILVA en su catidad de Secretaria General, ínfiomó:

<<Efiestuada la búsqueda en los  aTchíuos  de l,a  Secretaria
C_;sreral y de la Secretaria Departame"±al de Planeación g las
TIC,  no  se  encon±raron  regístros  radícados  en  el  Bcmóo  de
Progec±os, correspondietties al desarrol:l.o de (í) eZ dragado del río
Hacha g las quebradas La Perdíz, IJa Sardina, EI Dedo g La Yuca
g,  (ü) eZ cerrarriert±o de la rnanzcmas F-6 g F-7 de Za ciudadela
hn:btiacional Siglo XXl de la ci:udad de Florencj,a. . .]'.
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¢_Se  aporia  certifiicación  de  fecha  16  de  ma.rzo  de  2O1
e_x_pe_q±d_a_ por la SecretcLría de PZaneacíón Departamert±al Doc±ora
MARIPLA YARGAS, donde hace constar qué los progec±os an±es
menci;onados    no  se  enc"en±ran  radióados  én  él  Banco  de
Progrcmqs g  Progec±os  cle  lri.iJersíón Departamert±al,  tertiendo
en cuen±a que duranu periodos anter€ores aZ año 2OO3 no
s_e   reTüzabT  _:.nsc+pctón   en   eZ   Banco   de   progectos
Departclmentc[Z" (se destaca).

Se   indicó   asimismo,   que,   con   respecto   al   plan   de

desarrollo  del  departamento  de  Caquetá para los  años  2OO1-

2OO3, la secretaria general manifestó que una vez ¿íe/ectucic!cz Zcz

búsqueda  en  l,os   archi,iJos   de   la   Secretaría   de   Planeación
Depariamert±al  g  en  et  Archi,uo  Cen±ral  Departcmert±cd,  no  se

encorúró dicho documen±o».

Se   aclaró,   no  obstante,   que  la  oficina  de  planeación

departamental,  a  través  de  la  secretaría general,  aportó  en
medio  magnético  copia  de  la  Ordenanza  O7  de  2OO1,  por

medio    de    la    cual    se    aprueba    el    plan    de    desarrollo

departarnerLtal   <tUn  Nuevo  Amanecer  Por  Ti...Caquetá  2OO1-liii

2OO3».

Pese  a  lo  anterior  se  indica  haber  realizado  búsqueda

tanto en la secretaria de infraestructura como en la oficina de

prensa de la gobernac1ón Kg no fte posíble encon±rar el plan de
desarroll,o 2 OO 1 -2 0O3'' .

En dicho informe se aclara haber obtenido copia de los
estudios  previos  que  dieron  lugar  a  la  celebración  de  los
contratos O74, O75 y O76 de 2OO2.

Página  118 de 237



PRIMERA  INSTANCIA.  RAD.  No.  5O387
PABLO ADRIANO  MUÑOZ PARRA

3.3.2.3.9.-    La   Cámara

informó que revisados los arch

de  empresas  que  se
alquiler de paladragas.

de    Comercio    de    Florencia88

vos no se encontraron registros
dedicaran  a  la  actividad  comercial  de

3.3.2.3.1O.-  EI  lnstituto  de  Hidrología,  Meteorología  y

Estudios Ambientales89,  certificó  el comportmiento  mensual

de precipitación  y su respectivo índice, entre  1999 y 2004, en

donde se puede evidenciar que para los meses de abril y mayo

el  porcentaje  de  lluvias  en  la  ciudad  de  Florencia  es  muy

superior de lo norma1.

3.3.2.3.11.-Tanto la Fiscalia General de la Nación9O como

la    Policía    Nacional91    informaron    sobre    la    ausencia    de

antecedentes penales del acusado.

3.3.2.3.12.-   El  iJefe  de  Asesoria  |Jurídica  del   Servicio

Geo1ógico   Colombiano  remitió  1os  informes  técnicos  de  las

visitas  de  emergencia  a  las  cuencas  de  las  quebradas  La

Sardina y La Perdiz, asi como el diagnóstico de la situación de

amenaza  por  inundaciones  y  movimientos  de  masa  en  la

ciudad de Florencia durante los años 20Ol a 2OO392.

3.3.2.3.13.-EI Director Seccional de la Defensa Civil de

Caquetá93,  informó  1as  oportunidades  en  que  dicha  entidad

debió atender emergencias durante los años 2OOO a 2OO4 en la
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ciudad  de  Florencia,  con  ocasión  de  desbordamientos  del  río

Hacha y las quebradas La Perdiz, La Sardina y La Yuca.

3.3.2.3.14.-La  Universidad  de  la Amazonia94  indicó  no

haber  encontrado  información  o  documentos  que  permitan

certificar la realización de estudios de viabilidad, aprobación e i

impacto ambiental del dragado del rio Hacha y las quebradas i

La Perdiz, La Sffdina, EI Dedo y La Yuca, entre los añoS 2OOl l

y 2OO4.

3.3.2.3.15.-La Alcaldía de Florencia95 envió copias de los

Decretos   193  y   193  A  de  2OOO,  por  cuyo  medio  declaró  1a

urgencia manifiesta por  desbordamiento  del  rio  Hacha y las

quebradas La Perdiz, La Sardina, EI Dedo y La Yuca.

3.3.2.3.16.-   La  Fiscalia   Séptima   Local   de   Florencia96

remitió  copia  de  la  noticia  criminal  referente  a  la  denuncia

presentada e1 25 de  septiembre de 2OO7 por Jaidith Facundo
Vargas,  por  la  pérdida  de  algunos  documentos  del  archivo

departamental de Caquetá.

3.3.2.3.17.-Con fecha 28 de agosto de 2O 19 el secretario

de lnfraestructura de la Gobernación de Caquetá informó que
tten el periodo de gobíemo  del señor PABLO ADRLANO  mJÑOZ

PARRA,  se efiecfiJ.ó et dragado de l,a quebrada La Perdiz en el

sec±or aguas arriba a la desembocadura en el rio Hacha g el
d,ragcLdo    aguas    arriba   g    aguas    abajo    a   partir   de   la
desembocadura de la quebrada La Perdiz sobre el rio Hacha,
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para la preuención de í"undaciones en el stii.o conocido como La
Bocana g barrios de sus alrededores, igualrnert±e se consttugó,i

una l:Ínea de gaiJiones sobre el  margen izquierdo del rio Hacha

aguas cLrriba a la desembocadura de la quebrada La Perdiz, se
ha buscado erL Zos arcrúuos de Za gobemacíón del Caquetá g rLo

se encuen±ra docurnerT±aáón  con respecto a esta obra ejecmtada

por la adirirtj,straciórL de la épocal'.

ALgrega  q"e   ttl,a  adrrúristraci,ón  departamerL±al  no  ti,ene

registros de las fechas de creciert±es g número de rr[uertes de los

habi±arúes riuereños, igualmen±e estas obras se realizaron sin

estudios de uiabitidad, apTobación e iTrLpacío ambierúal para el

dTagado del río Hacha g la quebrada La Perdiz» .

En  contraste   con  lo   anterior,   a  dicho  documento   se

adjuntó   el   proyecto    ííMi'f{'gcia'Ór¿      cZe   i'mJ7tcZcici'ones   urbcz7tczs-

MtJm'ctÍ,t'o  cZe  F'orena'aJJ 97  de  la  Secretaría  de  Transporte  e

lnfraestructura, en el cual, además de realizar un  íídz'czgriósfz'co

técrrico social g econóTTrico de los desastres en el departamen±o

cZe  CczqL¿etÓ  J962  cz  2OO5jJ,  resalta  la  temporada  invernal  de

1999 que causó situaciones de emergencia, ya que gran parte

de Florencia se vio inundada por la creciente del río Hacha y

las quebradas La Yuca, La Perdiz y La Sardina, pues en apenas
dos horas  se precipitó 1a cantidad de  agua que normalmente

cae en un día,  inundando aproximadamente 25 barrios de la
capital   del   Departamento,    causando    17   muertos   y   62O

viviendas destruidas, así como la temporada invernal de mayo

de 2OOO que causó grandes inundaciones y daños materiales.
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Dicho  informe   incluye   asimismo  una  relación   de

estudios y documentos elaborados sobre la situación, entre los

que se destacan los de la comisión de monitoreo de octubre de
1999 elaborado por el Comité Local de Atención y Prevención

de  Desastres  de  Florencia,  el  informe  técnico  de  la  visita  de

emergencia a la cuenca de la quebrada La Sardina en el mes

de mayo de 2OO l  por parte de lngeominas, y el aProyecto Obras

de  Mejoramiento  del  Flujo  del  Caudal  del  Rio  Hacha  y  la

quebrada La Perdiz Diciembre 2OO2, realizado por la Secretaria '
de Transporte e lnfraestructuragj 98, entre otros, ninguno de los !

cuales fue anexado al documento.

3.3.2.3.18.-La   Unidad   Nacional  para  la   Gestión   de1¡

Riesgo  de  Desastres99,  informó  que  en  sus  registros  no  se

hallan   los   relacionados   con   los   eventos   ocurridos   en   e1

Departamento de Caquetá anteriores a 1998, y que en los años

2O15 y 2O17  se  celebraron  contratos para la construcción de

obras de adecuación hidráulica y recuperación de las ori11as de

la quebrada La Perdiz y el río Hacha.

4.-  Para  la  Sala,  la  prueba  que  viene  de  ser  reseñada

conduce  a acreditar,  prima facie,  que  el  tiempo  transcurrido

desde la ocurrencia de los hechos  (2OO3)  hasta los momentos

en   que   la   Fiscalía   dispuso   escuchar   en   versión   libre   al

imputado (201O), vincularlo mediante diligencia de indagatoria

(2O15)    y    clausurar    la    fase    instructiva    (2016),     afectó
negativamente  la  posibilidad  de  adelantar  una  investigación
integral,   a   tal   punto   que   la   declaración   del   director   del

departamento  jurídico  de  la  gobernación,  quien  impartió  el
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visto bueno a todos y cada uno de los contratos suscritos por

el  Gobernador  MUÑOZ  PARRA,  no  pudo  ser  practicada  por

haber  é1  fá1lecido,   así  como  el  Jefe  de  Presupuesto  Oscff

Agudelo encargado de emitir los certificados de disponibilidad

y de registro presupuestal, como igual ocurrió con uno de los
contratistas,  cuyas versiones  habrian  permitido  dilucidff las
reales circunstancias en que la contratación demeritada tuvo
lugar .

Todo ello sin contar con que pese a haber tenido ocasión

de hacerlo, por parte de la Fiscalia no se escuchó el testimonio

de    todos   y   cada   uno    de    los   particulares    que    en    la(

documentación   de   los   contratos   que   se   logró   recaudar,

aparecen  presentando  ofertas,  suscribiendo  los  contratos  en

condición de contratistas o representantes de éstos, o vigilando

su  ejecución  en  condición  de  interventores  o  supervisores,

quienes además procedieron a su liquidación, tal como surge
de  la simple  revisión  de  la documentación  allegada,  pruebas

todas que indudablemente habrian contribuido a determinar si
la   razón   estaba   de   parte   de   la   Fisca1Ía   que   somete   a

consideración   de   la   Corte   la   presunta   realización   de   un

concurso de delitos de contrato sin cumplimiento de requisitos

legales fundada en la ausencia de documentación que respaJ.de

cada  uno  de  e11os,  o  del  acusado,  el  secretario  de  obras  e

infraestructura,  la jefe de la dirección tributaria y la tesorera

departamental de la época.

Sin que la Sala pierda de vista que el bien juridico que a
través del tipo de celebración de contrato sin cumplimiento de

requisitos    legales    se    tutela    preponderantemente    es    la
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administración   pública,   no   el   patrimonio   público,   y   en:

particular, la legalidad de la contratación, de modo que no es
requisito  sine  qua  non  de  configuración  el  acreditar  que  se

haya causado un perjuicio al erario, como quiera que en estei

caso  la Fisca1Ía le  atribuye  al  acusado  el haber incurrido  en

vulneración del principio de economíaJoo por fá1ta de adecuada

planeación de los objetos  contractuales,  lo  cierto  del caso,  es

que acorde con lo establecido en el proceso con la prueba que
logró ser recaudada, por parte de la Fisca1ía no se puso en tela

de  juicio   la   autenticidad   de   las   ofertas   presentadas,   la

correspondencia   de   éstas   con   los   precios   de   mercado,   la

verdadera identidad de las personas que se presentaron como

proponentes, ni en relación con el debido cumplimiento de los
objetos  de  la contratación  incluidos  en  los  negocios jurídicos

celebrados por el acusado en representación del Departamento

de Caquetá, a punto tal que sobre dichos aspectos, pese a ser

de     inocultable     contenido     sustancial     no     se     formuló

cuestionamiento de ninguna naturaleza, como afirmar que por
dichos   contratos,    convenios,   y   órdenes,   hubo   actos   de

negligencia,  desidia o corrupción que llegaron a comprometer

el erario departamental de Caquetá, o afectaron negativmente
los   intereses   de   otras   personas   o   empresas   que   también

habrían estado en condiciones de participar en la realización

de las obras en carácter de contratistas o proveedores, o que se

pretendiera sacrificar el bien común por intereses particulares
del acusado o de terceros.

1OO  CSJ  SCP.SP  2  Dic.  2OO8.  Rad.  29185:  Este  principio  en  cuya esencia  se  encuentra
el deber de planeación del contrato» significa que el Estado está obligado a actuar con
alto  grado  de  eficacía  y  ericiencia  para  que  se  protejan  los  recursos  públicos,
riscales, con sujeción estricta al orden jurídico. De tal manera que es cuestionable todo
acto de negligencia,  desidia o  falta de  planeación u organización estatal en la toma de
decisiones públicas que generan situaciones contrarias a la Ley.»lOO
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Mucho    menos    la   F`isca1ía   ha    osado    cuestionar    la

existencia    de    la   necesidad    en    que    se    fundamentó    1a

contratación materia de investigación y juzgamiento, que no es

otra diversa a la urgencia de atender problemas de seguridad

de una comunidad y mitigar los efectos en la vida, la salud y

los bienes de los habitantes de las riberas del río Hacha y las

quebradas  La  Perdiz,  La  Sardina,  La  Yuca y  EI  Dedo,  en  la
ciudad  de   Florencia,   con   ocasión   de  los   desbordamientos

presentados   en   la   temporada   invernal   durante   los   años
anteriores a la contratación, pues de ello dan suficiente cuenta

el plan de desarro11o departamenta12OO 1 -2OO3, no encontrado

inicialmente   por   los   investigadores   de   la   Fisca1ía   pero   sí

mencionado en los contratos y posteriormente  a11egado, y los

informes de la Defensa Civil y las visitas de emergencia a1 1ugar

de   las   inundaciones   en   Florencia   por   pffte   del   Servicio

Geo1ógico    Colombiano    -JJistl'£ufo   Q'e7t€,fico   g   récn,'co   czcZscn-fo   ciÍ

Mj7iz-sfen'o  cZe  Mi-7tczs  g  E7iergi-cz-,   pese   a   que   el   nuevo   gobierno

departamental no tenga reportes de dicha situación, como en

ese  sentido  de  manera  inopinada  lo  certificó  por  escrito  el

secretario  de  infraestructura  ante  el  requerimiento  de  esta
Corporación,    así   como   los   estudios   previos   en   que    se

fundamentó la contratación de la obra de dragado, realizados

por  la  secretaria  de  transportes  e  infraestructura y  a último
momento hallados por la Fisca1ía.

Como    lo    que    se    cuestiona   por   la   Fisca1ía    es    el

incumplimiento de los requisitos legales esenciales, al no haber

encontrado   los   investigadores   pffte   de   la   documentación

soporte de la etapa precontractual, relacionada con la selección

de los contratistas, y en particular haber firmado y liquidado
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1os contratos sin verificar el cumplimiento de dichas exigencias

legales a partir de dichos documentos cuya existencia extraña,

para la Sala, todo lo anterior denota que los cuestionamientos
de  parte  de  los  investigadores  del  CTl  y  sobre  los  cuales  se

soportó la acusación por el punible de celebración de contrato

sin cumplimiento de requisitos legales, en realidad constituyen

más    irritualidades     de     índole     formal    que    verdaderas

irregularidades    sustanciales    de    trascendencia   penal   por

comprometer la moralidad, transpffencia, economía e interés

común, que rigen la administración pública.

Al efecto no puede olvidarse que en relación con el tipo de

celebración indebida de contratos, como en dicho aspecto con

tino es puesto de presente en la resolución de acusación por la

Fisca1ía,  es de los denominados en blanco, en tanto que para

su aplicación requiere que sea integrado no solamente con las

previsiones  de  la  Ley  sO  de   1993  y  demás  normas  que  la
complementan,  ttsirLo desde Za propia Constitución que establecx3, como

se indicó, 1.os uaZores g principios que guían la condusta de los seruidores

c!e   !cz   czcZm¡riístmci'Ó7tJJ,    de   tal   suerte   que   para   demostrar   la

responsabilidad   penal   no   basta   con   establecer   la   simple

ausencia de un documento que acredite el cumplimiento de un

trámite en el proceso contractual, sino que se debe acreditar la
verdadera y  objetiva transgresión  de  los  principios y valores

que gobiernan la función administrativa y de manera específica
en  materia  contractual,   pues  lo   contrario   sería,   simple  y

llanamente, reconocer la vigencia de la responsabilidad penal

objetiva,  proscrita  en  nuestro  ordenamiento  constitucional y
legal,  siendo  precisamente  por  ello  que  el  tipo  penal  exige  la
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violación de requisitos sustanciales y no meramente formales

en el proceso contractual a cargo de los servidores públicos.

Para una cabal comprensión de lo que viene de advertir la

Sala,   mutatis   mutandis,   cabe  precisar  que,   así   como   en
materia de ineficacia de la actuación procesal por violación del

debido proceso  constitucional,  necesario resulta acreditar no

só1o la existencia del vicio, sino la definitiva incidencia negativa

en   el   trámite   procesal   por   afectar   derechos   o   garmtias

fundamentales de los sujetos intervinientes o de terceros, cuya

vigencia no se pueda restablecer sino decretando la nulidad de

lo  actuado,  en  materia  de  transgresiones  al  debido  proceso

contractual, no es la mera formalidad por la formalidad la que

pretende  proteger el  tipo  que  con  la conminación  de  sanción !
define  el  delito  de  contrato  sin  cumplimiento  de  requisitos

legales  esenciales,  pues  en  el  marco  de  un  Estado  Social  y

Democrático de Derecho, las formas no son un fin en sí mismo,

sino los principios y valores que  a través de e11as  se persigue

tutelar.

Es precisamente en razón de lo anterior,  que la Sala de

Casación Penal de la CorteJOJ, en el pronunciamiento párrafos

arriba ya mencionado, indicó:

En cuanto al elemento normativo del tipo -requisitos esenciales-, la
SalalO2 ha sostenido que se trata del respeto y cumplimiento integral
de  los  principios  que  rigen  la  contratación  pública,  tales  como  la
planeación, economía,  responsabilidad, transparencia y el deber de
selección  objetiva,  los  que  están  contenidos  en  el  artículo  2O9  de  la
Carta  Política,  en  la Ley 80  de  l993  -norma  aplicable  a la fecha de  los
hechos- y las disposiciones que la desarro11an.

lOI  CSJ SP15528.  26 oct 2O16.  Rad.  40383
102  Al  respecto  CSJ  SP4463-2014,  reiterando  lo  dicho  en  CSJ  SP,  25  sep.  2O13,  rad.
35344.
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Como lo ha señalado esta Corporación103, tal entendimiento deriva
de una interpretación constitucional, acompasada con los valores y fi
del  Estado,  pues  con  arreglo  al  Preámbulo y  el  artículo  2O  de  la  Carta,
c`orresponde  al  Estado  servir  a  la  comunidad,  promover la  prosperidad
general y garantizar la efectividad  de  los  principios,  derechos y deberes
consagrados en la Constitución.

nes¡

Así  mismo,   el  articulo   2O9   Superior  preceptúa  que   la  función
pública está al  servicio  de  los  intereses  generales y  se  desarro11ará  con !
f___J____  ___1_fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía,
celeridad,  imparcialidad y  publicidad,  mediante  la  descentralización,  la
delegación y la desconcentración de funciones.

Como  quiera  que  la  contratación  administrativa  es  una  función
pública al  servicio  del  interés  común y  sujeta  a  los  fines  esenciales  del
Estado (articulos  lO y 20 de la Carta y 30 Ley sO de  1993), las etapas que
conforman el proceso  se  encuentran  regidas por dichos principios y por
los  postulados  de  la  función  pública  de  igualdad,  moralidad,  ericacia,
celeridad, imparcialidad y publicidad.

Por  su parte,  los artículos  10,  30,  23,  24,  25 y 26 de la Ley 80  de
1993, disponen que el estatuto de la contratación pública tiene por objeto
diseñar las reglas y principios que rigen la contratación de las entidades
estatales,  en  cuyo  desarro11o  los  servidores  públicos  tendrán  en  cuenta
que al celebrar los contratos y en su ejecución, las entidades buscan el
cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de
los  servicios  públicos y la efectividad  de  los  derechos  e  intereses  de  los
administrados   que   colaboran   con   ella  en   la   consecución   de   dichos
propósitos; y los particulares que adicional a la obtención de utilidades,
coadyuvan en la consecución de objetivos y cumplen una labor social que,
como tal, envuelve obligaciones.

Así,   el  principio  de   planeación  debe  irradiar  todas  las  etapas
contractuales,  impidiendo  la  improvisación,  pues  ante  la  necesidad  de
una po+ítica «arúicípadora g preuentiua que euite la producción deZ daño o
e¿  perJfttz®cío»JO4   cobra   importancia   el   establecimiento   de   criterios   de
selección,  derinición  de las  partidas  presupuestales,  diseños,  pliegos  de
condiciones,  estudios de  oportunidad,  conveniencia y de  mercado,  pues
como lo ha indicado el Consejo de Estado:

En materia de contratación estatal, por tanto, el principio de
planeación  se  traduce  en  el  postulado  de  acuerdo  con  el  cual  la
selección  de  contratistas,  la  celebración  de  los  correspondientes
contratos,   así  como   la  ejecución  y  posterior  liquidación   de  los
mismos,   lejos   de   ser   el   resultado   de   la  improvisación,   deben
constituir  el  fruto  de  una  tarea  programada y  preconcebida,  que
permita   incardinar   la   actividad   contractual   de   las   entidades
públicas dentro de  las estrategias y orientaciones generales de las
políticas  económicas,   sociales,   ambientales  o   de   cualquier  otro

103  íbidem
104  CE-Sala  de  Consulta  y  Selvicio  Civíl.1O  ag.  2015.   Rad.110O1-03-O6-00O-2O15-

00118-00(2260)
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orden diseñadas por las instancias con funciones planificadoras en
el Estado.lo5

Al  paso  que  el  principio  de  transparencia,  consagrado  en  el
articulo 24 de la Ley 80 de  1993, protege la imparcialidad y la objetiva
selección  del contratista,  de  a11Í  que  su escogencia,  por regla general
debe  hacerse  mediante  licitación  pública  o  concurso,   salvo  los  casos
previstos en la norma,  acorde con e11o el Consejo de Estado (C.E.  Sala de lo
Contencioso Administrativo,  Sección Tercera,  Sentencia 29 ago.  2OO7,  Rad.
15324)  ha  considerado  que  la  elección  de  los  contratista  debe   ÚÍec!,ficclrse
s_?Pr=. tqs k!ases 4e:). la. íguqtda_d re55pecto de todos los interesadó:s; íi)  la
objetiu}dad, neutratiqacl _g c!aridad d;e las reglas o c`ondíciones impúe¿tas
pcLra  lq. p:esenfacíón  de  las   oftrtas;  íii)   la  garcLrúía  del  deriecho   de
?ottira4íccíP.rL; iN) la pubticid?d de las ac±ucLcionés de la adrriTristración; v)l.a motjuacif.n f3_xpresa, precisa y  detal:1ada del infiorme de eualuacíón, 'd¿l
a??  Pe  a.djudicaci¢n o  qe  la dec'laratoria de  d¿síeria; ví)  la  escogéncia
?bjetiva de.l c?mrTtistq idóneo que ofrezca la oferta más fcworable p-ara losintereses de la admiiristración».

Ello  se  complementa  con  el  principio  de  selección  objetiva,  el
cual  impone que la elección  del contratista obedezca a criterios  de
interés  general  y  de  asegurar  que  la  oferta  más  favorable  para  la
entidad  sea  la  ganadora,  apartándose  de  factores  subjetivos,  como  la
amistad  y  demás  conveniencias  personales,  contrariando  los  rines  del
Estado.

Sobre la conceptualización de este principio ha dicho la Sala (CSJ
SP 26 may.  2O IO,  rad.  3O933)  que  «Ícz escogericz'ci ídeJ c`ontrczf]'stcz/ se hace
al ofrecímierL±o rrLás ficworable a la ert+idad g a los fimes que eua busca, sín
tene_r  e.n  co_nsideración  factores  de  afiecfo  o  de  interés  g,  erL  general,
cztaJquz'er   cZcise   c!e   77iotz'L,ac,-Ó7t   szJZ,je£i®L'czJ,,    pues   como    ha   insistido   el
Consejo  de  Estado  (CE;  Sala  de  lo  Contencioso Administrativo;  Sección
tercera;  Sentencia  15324  Ag.  29  2OO7lO6)  «1cz  o/er£ci  qL¿e secz  seíeccío7tczc!ci
debe:á  _ser  aquella  que  haga  obteyrido  l.a  más  al±a  calificacíón  como
resulfado de ponderar los fac±ores o criterios de selección establ,ecidos en
los documentos de la lici±ación, corLcurso o corT±rctiación direc±a».

Ahora,  las  excepciones  para apartarse  de  la  lic'itación  o  concurso
públicos están establecidos en el articulo 24 de la Ley sO de  1993, dentro
de los cuales se encuentra la menor cuantía para la contratación, la que
se  determina en  función  de  los  presupuestos  anuales  de  las  entidades
públicas,  expresados  en  salarios  mínimos  legales  mensuales  y  que  de
acuerdo al artículo 3O del Decreto 855 de  1994 -reglamentario de la Ley
sO   de   1993-,   para  dar  cumplimiento  al  deber  de   selección  objetiva,
requiere  la  obtención  previa  de  por  lo  menos  dos  ofertas,  las  cuales  se
solicitarán  en  forma  verbal  o  escrita  con  la  información  necesaria  del
contrato para darle claridad al proponente.

105   CE-   Sala   de   lo   Contencioso  Administrativo,   Sección   Tercera,   5  jun   20O8,   Rad
150012331OOO19880843101-8O31.
lO6 Reiterado en C E- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Tercera Subsección
C.  31  en.  2011,  rad.  25000-23-26-000-1995-OO867-01(17767)
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Por su  parte,  el parágrafo  del artículo  39  ibidem exceptúa de  las
formalidades  plenas  en  la  celebración  de  contratos  a  aquéllos  que  no
superan  las  cuantías  a11Í  delimitadas,  en  función  de  los  presupuestos
anuales  de  las  entidades,  c`aso  en  el  cua1  «1as  obras,  trabajos,  bienes  o
servicios  objeto  del  contrato,  deben  ser  ordenados  previamente  y  por
escrito por el jefe o representante legal de la entidad, o por el funcionario
en quien hubiese delegado la ordenación del gasto,,

Finalmente,  de cara al aná1isis del tipo penal,  como lo ha indicado
el Alto  Tribunal  Constituciona1  (C.C.  C-128  de  2OO3),  al  tipificarse  esta
clase de conductas se pretende proteger la «rrcz7tspcirenctlci cZe Jci acfi'L,i'cZacZ
cor±ractual,   de   mcmera  que   la   confictnza   de   los   ciudadanos   en  la
a.drTiristrac_Í9n públíca no se uea af:eciada por el comportarTriettio indebído
de les servídores públicos que íntervienen-en ella», iues evídente resulta
que los coasociados esperan de quienes ejercen la función contractual un
actuar   acorde
originale s) .

con   los   postulados   constitucionales   (negrillas   no

En esa medida,  se insiste, para la Sala no es en manera
alguna la sola omisión del rito por el rito en materia contractual ,

cuyo desconocimiento se constituye en la conducta delictiva de

contrato   sin   cumplimiento   de   requisitos   legales,   sino   la

ostensible, verdadera y objetiva transgresión de los principios

y valores que rigen dicha actividad pública, de tal suerte que si
esto no se logra acreditar, resulta imposible deprecff condena

por  la  insular  presencia  de   una  irritualidad   a  la  postre
intrascendente,  si la prueba recaudada no  demuestra la real
incidencia negativa que la omisión advertida tuvo de cara los

principios     de     planeación,      economía,      responsabilidad,
transparencia   y   deber   de   selección   objetiva   en   materia

contractual,  que a su vez apuntan a tutelar los de igualdad,
moralidad,  eficacia,  celeridad, imparcialidad y publicidad que

gobiernan la función pública en nuestro modelo de Estado.

Es tan cierto esto, que en el sistemajurídico penal que en
Colombia   rige,   ni   siquiera   en   tratándose   del   delito   de

prevaricato,  pffa  su  configuración  la  ley  penal  exige  el  solo
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I

apartamiento de la ley por medio de la resolución, dictmen o
concepto emitidos por el servidor público, sino que éstos deben

ser  manifiestamente  contrarios  a  aquella,  de  tal  suerte  que

semejante contradicción ha de surgir ostensible, evidente, para

cuya demostración no  se requiera mayores elucubraciones ni
disquisiciones jurídicas, cuestión que en este caso, no aparece

suficientemente nítida.

Pero  si  de  abundar en razones  se trata,  esta  Sala de  la
Corte no tiene más alternativa que mencionar lo siguiente:

4.1.-Respecto  del  Convenio  O26  de15  de  noviembre  de

2OO2 que obra a folios s y ss. del anexo No.1, celebrado con la

Junta de Acción Comunal de la Ciudadela Habitacional Siglo

XXl de Florencia, por la suma de $3.936.5OO.OO,  con el objeto

de    Kaunar   esfiJerzos   para   el   apogo   corL   ma±eriales   de

construccíón para el cetTamj.e"±o de  manzanas  F6 g  F7  de l,a

Ci,udadela Siglo XXI, para l,o cual el DepartameTTlo del Caquetá

aportará. el mcI±erial relacionado erL el anexo No.  1, el c"al fiorma

parte  ri±egral  del  presenfe  coniJetrio,   g  la  jufi±a  de  acción
coT"unal aporiará, su transporte g mano de obra necesaria para
¿a meric`¿o7iczcZci c`o7ts€mcc#'ÓriJJ, se le reprocha al acusado el hecho

de que en la documentación adjunta no  aparece invitación a

presentar propuestas, no se hallan documentos sobre la oferta,
cotización  y  adjudicación,  no  hay  órdenes  de  pedido  de  los

otros materiales para la ejecución de las obras, no aparece la

creación  de  la  veeduría  para  la  fiscalización  de  las  obras

contratadas,   no   aparece   informe   del   interventor   sobre   el

seguimiento  a  la  obra  y  no  aparece  acta  de  liquidación  del

contrato.
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4.1.1.-Es   de   advertir   que   en   el   referido   documento

contractual se indica que forman pffte del convenio la solicitud

de   apoyo   presentada  por  la   comunidad,   el   certificado   de

disponibilidad  presupuestal,  las  cotizaciones  y  la  orden  de

pedido.    Se    destaca    que    la   vigilancia    corresponderá    al
interventor    que    designe    la    secretaria    de    transporte    e
infraestructura.  A él se adjuntan tres cotizaciones de bloque,

se incluye el visto bueno del jefe del departamento juridico de

la gobernación,  se  anexa la solicitud  de  apoyo  presentada al

gobernador  por los vecinos del barrio destinatario de la obra,

y  figura  un  acta  de  entrega,   aunque   no   firmada,   por  el
secretario de transporte.

Si se toma en cuenta que se trataba de un convenio en un
monto inferior a1  10% de la menor cuantía establecida para la

época celebrado con unajunta de acción comunal, es decir, sin

ánimo  de  lucro  y  con  la  cual  se  podía  realizar  este  tipo  de

convenios conforme lo previsto por el articulo 55 de la ley 743

de    2OO2,1O7   y    lo    posteriormente    indicado    por    la    Corte

Constitucional en la Sentencia C-126 de 2O 161O8, era claro que

no  requería  nada  diverso  de  una  oferta,  un  contrato  sin
formalidades  plenas  y  una  orden  de  pedido  por  parte  de1

lO7Ley  743  de  20O2.  Artículo  55.  Conforme  al  artículo  141  de  la  Ley  136  de  1994]  las
organizaciones  comunales  podrán  vincularse  al  desarrollo  y  mejoramiento  municipal,
mediante  su participación en el ejercic`io de  sus Í`unciones,  la prestación de  servicios,  o
la ejecución de obras públicas a cargo de la administración central o descentralizada.
Los contratos o  convenios que  celebren  los organismos  comunales  se  regularán  por el
régimen vigente de contratación para organizaciones solidarias.
lO8 ¢De esta manera, dentro de los objetivos que tienen los organismos de acción comunal
señalados en la Ley 743 de 2002, está el de celebrar contratos con empresas públicas y
privadas de orden internacional,  nacional,  departamental,  municipal y local,  con el  fin
de  impulsar  planes,   programas  y  proyectos  acorde  con  los  planes  comunitarios  y
territoriales   de   desarrollo,   lo   que   reitera   que   la   limitación   incluida   en   la   norma
demandada  en  nada  desconoce  el  principio  de  participación  de  la juntas  de  ac'ción
comunar.
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ordenador  del  gasto,  cuestiones  que  en  este  caso,  según  los

términos del convenio, aparecen satisfechas.

Cierto es, como se advierte por los funcionarios del CTl y

de la Fiscalía, que dentro de la documentación aportada por los

investigadores  no   aparecen  el  certificado   de   disponibilidad

presupuestal, la invitación a presentar propuestas, ordenes de

pedido de materiales, acta de adjudicación, la conformación de
la veeduria para la fiscalización de las obras contratadas,  los

informes de interventoria y el acta de liquidación.

Sin  embargo,  en  cuanto  al  certificado  de  disponibilidad

presupuesta1 1a Fiscalia no estableció que dicho documento no
hubiera    sido    expedido    por    la    oficina    de    presupuesto

departamental,  aunque  si  obra  con  relación  a  la  orden  de

pedido  178 de adquisición de materiales para dicho propósito
de   cerramiento   en   la   ciudadela   habitacionallO9   los   cuaJ.es

efectivamente  fueron  recibidos  por  la  comunidad110,     como

tampoco  que  los  valores  alli  consignados  no  hubieren  sido

efectivamente  pagados  a  sus  destinatarios,  sin  que  pueda

pasarse por alto la manifestación del secretario de transportes
e infraestructura Carlos Alfonso Niño Santosl l l al precisar que
Ken eSte mOmeistOno rne acmerdo Sí fiJi írT±erUenL+LOr  del COrWerriO

No.  O26, en relación con las obseruaciorLes marifiesto que si el

conuerúo No O26 g ta Orden de  Pedído No,178  del 20O2 fiJeron

ccmceZadas por la Tesoreria, es que debíeron tener cLnexos todos

l,os  documetrios  necesar¿os  para  su  pago,  Zo  cual  incluye  el

inf¡orme de irL±eruerL±oría,  ac±a fimal g  la fiirma de la veeduriaj',
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todo lo cual es confirmado por la señora Do11y Ortiz Scarpetal 12

quien fungió como tesorera departamental por la época de los
hechos  al  señalar  que   íí...  SÓ¿o  r7ie  i'rtferesczbci  que  ctJczrido  Zcis

cuerLÍas nos {1egarcm que era el ftltro que nosotros hacíamos, es

que la cuen±a llegaTa con los soportes g den±ro d.e esos tenía que
uerir eZ informe del in±eruen±or,  erci, como lo más específico que

iJertía en la cuerLla g  autorizada por el Gobemador...'',  con \o

cual   la   incertidumbre   sobre   dicho   particular,   permanece

latente.

En cualquier caso, es lo cierto que quienes habrían podido

brindar mayor claridad sobre los temas que los investigadores

del  CTl  extrañaron,  esto  es,  el  señor  Elver  Román  Benítez

Garzón  -quien  erL  su  condición  de  Presi.dente  de  la  Junla  de  Ac'ciórL

Comunal de la Ciudadela Sigo XXl fimó el corwerrio con l,a GoberrLaciórL- y

el   doctor   Fabio   Peña  Vargas,   Director   del   Departamento

iJurídico  de  la  Gobernación  -qut'ert ¿e z®mpczrf]-Ó e¿ uz'sto bue7io cz ésfe g

cz  focZos  Jos  cZemós  corttrczfos-,   lamentablemente   íá11ecieron   aún

antes  de  decretarse  la  recepción  de  sus  testimonios  por  la

Fiscalia113

Ahora bien,  es cierto  que tampoco  se ha11Ó  el certificado

de   disponibilidad   presupuestal,   pero   al   tratarse   de   un
documento indispensable para su pago como fue referido por

la  tesorera,  y  haberse  incluido  en  el  texto  del  documento

contractual como parte integrante del mismo, resultaria vá1ido
inferir que el mismo fue a11egado al momento de la contratación

pero  por  alguna  extraña  razón  no  fue  encontrado  por  los

112  Cn.  Corte.  No.  2  Fl.   149
ll3 Conforme se indica en el lnforme de Polícia Judicial 43413 que corre a folios 296   de
cuaderno No.  2 de la Fiscalía.
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investigadores del CTI, nada de lo cual ha de suponer la Sala,

menos en momentos en que por el tiempo transcurrido, tras el

fá11ecimiento del señor Oscar Agudelo, |Jefe de Presupuesto por

la  época  de  los  acontecimientos  quien  debió  expedir  dicho

documento,   y   debido    a   la   desapffición    de   abundante
documentación  como  de  e11o   se  dio  cuenta  por  la  jefe  de

archivo,  lo  que  resulta  manifiesto  es  la  total  incertidumbre

sobre lo verdaderamente acontecido.

Lo  anterior,  resulta  de  obviedad  entenderlo,  en  mmera
alguna significa que la Sala acoja in integrum  el testimonio de

la   señora  Do11y   Scffpeta,   si   se   toma  en   consideración   el

eventual  interés  que  podría  asistirle  en  los  resultados  del

proceso,   así  como  el  de  la  señora  F`acundo  Vargas,   de  la
Dirección Tributaria Departamental, toda vez que también su
responsabilidad penal podría verse comprometida de llegarse a

acreditar  que  tramitaron  contrato  sin  cumplir  los  requisitos
legales   esenciales,  y  por  ende   en   sostener  con  ahínco   la

posibilidad de la desaparición de unos documentos de respaldo

para afirmar que todos los procesos contractuales cumplieron
la totalidad  de los requisitos  legales  sustanciales,  cuando  en

realidad nunca tuvieron real existencia, pero lmentablemente
la investigación adelantada por la Fiscalia no logró desvirtuff

la explicación ofrecida por la defensa, pues nada hizo con dicho

propósito, perdiendo inclusive fuerza el argumento acusatorio
cuando paulatinamente fueron hallados algunos documentos
echados de menos, tales como los estudios previos de algunos

contratos,  los  registros  presupuestales,  o  las  invitaciones  a

contratar, péffa solo mencionar algunos ejemplos.
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4.2.-En cuanto hace relación a las órdenes de prestación

de servicios números O9 y 145 de 2OO3 de fecha s de febrero y

ls dejunio de 2OO3 que obran a folios 23 y ss. del anexo No.1,

suscritas con Octavio de Jesús Ordoñez cada uno por la suma

de  $3.6OO.OOO.OO  con  el  objeto  de  ííserui'r c!e z-nfer¿ocutor enfre

la Gobernación del Caquetá g las comLirúdades de los bcLrrios de

Floren,cia donde se desarrol:1,a l,a ejecuáón de difiererL±es obTas

deZ departamen±o, con el objeto de que éstas participerL de las

"'smcisJJ; es de recordar que por pffte de la Fisca1ía se censura

el que no se  aportaron las invitaciones a presentar propuestas
ni las cotizaciones, tampoco se suministró la hoja de vida del

contratista  y  los  certificados  de  disponibilidad  presupuestal

números  117  y  837  se  expiden  para  contratar  asesor  para

desarrollar labores de coordinación,  control de  seguimiento a

trabajos   que   ejecuta   la   gobernación   en   el   municipio   de

Florencia, no para el objeto que está estipulado en la orden, y

de la interventoría de las órdenes que supuestamente debería
haber sido realizada por la secretaria de gobierno no aparecen

estos   informes   que   debía   haber   suministrado   en   tiempo,

tampoco   se   definieron   las   fechas   de   realización   de   las

reuniones  entre  el contratista y la comunidad y no  aparecen
las actas de liquidación de las respectivas órdenes.

4.2.1.-En  los  referidos   documentos   se   indica  que   el

Decreto   217O   de   2OO2   establece   el   procedimiento   para  la

celebración de contratos de prestación de servicios de apoyo a

la gestión de la entidad estata1; que la orden de servicios cuenta

con los estudios de conveniencia y oportunidad plasmados en

el estudio previo que hace parte  integral del contrato;  que la

gobernación no cuenta con personal de planta suficiente para

Página  136 de 237



PRIMERA  INSTANCIA.  RAD.  No.  5O387
PABLO ADRIANO  MUÑOZ PARRA

prestar el servicio objeto del contrato y que con el desffro11o del
mismo   se   busca   implementar   mecanismos   que   permitan
coordinar   las   obras   de   infraestructura   que   desarrolla   la

gobernación con la comunidad beneficiaria de las mismas; que
el pago será por el efectivo sewicio prestado y la interventoría

sería ejercida por el funcionario  que  designe  la secretaría de

gobierno quien tendría la obligación de realizar el acta de inicio,
recibir y evaluar los informes presentados, definir los objetivos

y  fijar fechas de reuniones con las comunidades.

Se   advierte,   además,   que   el   acta   de   liquidación   se

suscribirá entre el interventor y el contratista, que tiene visto

bueno del departamento jurídico,  que cuenta con certificados

de   disponibilidad   y   registro   presupuestales,    el   acta   de

evaluación  previa  firmada  por  el  secretario  de  trmsportes  e

infraestructuras,   y   el   acta   de   liquidación   firmada   por   el
interventor.

Si  se  toma en  cuenta que  se trataba de un  contrato  de

prestación  de  servicios  en  suma inferior  a1  1OO/o  de  la menor
cuantía establecida para la época, celebrado con una persona
requerida  paLra  realizar   la  labor   de   interlocución   entre   el

gobierno departamental y las comunidades destinatarias de las
obras  de  mitigación  de  desastres  por  inundaciones  que  se

buscaban  reaJ.izar  que  no  estaba  incluida  en  la  planta  de

personal, es clffo que se podía acudir a la contratación directa
conforme  lo  dispuesto  por  el  artículo  l3  del  decreto  2170  de

2OO2114, que no exigía nada diverso de una oferta, un contrato

114    Decreto  217O  de  20O2.  Artículo   13.   De  los  contratos  de  prestación  de  seivicios

profesionales,  o para la ejecución de trabajos artísticos que  só1o puedan encomendarse
a determinadas personas naturales o juridicas o para el desarrollo directo de actividades
científicas o tecnológicas.  Para la celebración de los contratos a que  se refiere e1 1iteral
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sin formalidades plenas y una orden de pedido por parte del

ordenador  del  gasto,  cuestiones  que  en  este  caso,  según  los

términos del contrato, apffecen satisfechas, como igualmente

acontece      con      los      correspondientes      certificados      de

disponibilidad   y   registros   presupuestales,   y   las   actas   de
evaluación   previa   sobre   la   necesidad   a   satisfacer   y   de

liquidación del contrato.

Y  si  bien,  como  fue  advertido  por  los  investigadores  del

CTl  y  se  destaca  en  la  acusación,  adjuntos  a  los  contratos

inicialmente no  se hallaron algunos  documentos,  es lo  cierto

que  posteriormente  del  contrato  OO9  se  encontró  el  acta  de
liquidación del mismo115 y del contrato  1451a certiricación de

cumplimiento por parte del secretario de gobierno116, situación

que en principio denotaría  la fá1ta de control y de organización
en  los  archivos  departamentales  de  Caquetá,  como  en  ese

sentido también fue puesto de presente por la señora Martha
Lucía    Soler    Herrera,    funcionaria    de    la    Secretaria    de

Transportes de la Gobernación de Caquetá117:

d) del numeral  lO del artículo 24 de la Ley sO de  1993, la entidad estatal podrá contratar
directamente  con  la  persona  natural  o jurídic`a  que  esté  en  c`apacidad  de  ejecutar  el
objeto  del  contrato  y  que  haya  demostrado  la  ídoneidad  y  experiencia  directamente
relacionada  con  el  área  de  que  se  trate,  sin  que  sea  necesario  que  haya  obtenido
previamente  varias  ofertas,  de  lo  cual  el  ordenador  de]  gasto  deberá  dejar  constancia
escrita.

De igual foma se procederá para la celebración de contratos de prestación de servicios
de  apoyo a la gestión  de  la entidad,  los que  só1o  se realizarán  cuando  se  trate de fines
espec`ificos o no hubiere personal de planta suficiente para prestar el servicio a contratar.
El  contrato  que   se   suscriba,   contendrá  como  mínimo  la  expresa  c`onstancia  de  la
circunstancia  anterior,  las  condiciones  de  cumplimiento  del  contrato  incluyendo  el
detalle   de   los   resultados   esperados  y   la   transferencia  de   tecnologia   a   la   entidad
contratante en caso de ser proc`edente.

115  Fls.  239  y 243  anexo  No.12.
ii6  F`ls.17  anexo  3.
ii7  Fls.  262 y  ssi  anexo  12.
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"E_:stf ur:a ?fi.cin.a de arfhiuo g los cargos, pero la gobemación TLo

=^e_n~tai =?T las i.n.st?laciones adefu?dqs g los -ma±¿riaZes iára org¿r;ia;io
?om~o debe s_er. ¥e han encomendado lletñar el archiuo de úa con¡rá±áió;-á:etna^S=C:e:?ri? .de  TrqrLspertes,  Tránstio  e  lnfraestructu;á -á;=i=ii; ~áe
2n9_Of, go ,lo fu.i org.clrizando poco a poco con ló doaimen±ación que eJ*¿;rt;;¿ .
E.n cmanfo a Zos documenlos comó-Za pubticxiciórL de la inutia¿ón, á¿-e-=t¿é
documeiTtos  iio  T\e  acuerdo,  sí  paria  esa  época  se  exígíó  o  rio,  á¿¿-e-n
apT,f:cx3r  en.  ?ada. catpeta,   sí  ri.o  están  es  porque  n;  aparecen  o  ri,o
exj=tieron;  d.el re.gíst:o prest±puestal,  para l.a -épo¿a  se  mcúnejaba e;a riñ
s_ft!o qu? se le col?caba a cadq cprúrcü-o, erL la oftcina de presuÍ,uesto  g qu¿
d?be estar ?n cada ?o"±rctio; de los informes p;eserTfadás por -el irLtervér;±or,
st   rLo   están   en   l.as   respecliuas   carpetas   rLo   sabri¡a   decirle   dónde
enco."1rarlos.,  si existieron o no; del acta de iricio, de igual manera que el

pun!o aitierior, eso er: cuqn±o a los contra±os, de las ó;denes de ped{do se
T:acía  una  constanci.a  de  recibo   cle   los   maíeriales;   cle  ias -actas   de
liquidqción;  de las  ac±as  de  recibo;  los  c'ertificados  de proponerT±es rLo lo
mar:ejamos .nosotros eso lo hJice directamente la Cámar;a d¡e Comerc¿o; del
registr.o  ú"ic?. fribyt_afto,  yto  rec"erdo  si  se  eJcigía  o  no;  del  registro  de
enlrada g salida del almacén, rto terLgo conocimj,ert±o si se hizo o ño''.

La Sala no puede dejar de precisar que no corresponde a
la  objetividad  que  la actuación  ostenta,  el  sostener,  como  lo

hace el F`iscal Delegado en la vista pública, que el Secretario de

Transportes e lnfraestructura de la época de los hechos, Carlos

Alfonso   Niño   Santos,   hubiese   negado   la   pérdida   de   los

documentos  que  acreditaban  el cumplimiento  de  la totalidad

de  los  requisitos  que  la  ley  exige,  y  que  de su  declaración  l
también  se  colige  la  intención  del  gobernador  de  eludir  los

trámites legales en aras de permitir el ilegal fraccionamiento de

contratos y exigir la participación de la comunidad, cuando lo

cierto es que seña1ó, otra cosa:

aNosotros  los fu.ncionarios  de  esta  Secretaria desarro{1dbamos  los
estudios   de   corweriencia   g   técm:icos   requeridos   para   los   procesos
co"±ractuales;  al  yLo  co"lcir  con  un  abogado  clert±ro  de  la  nómina  de  la
Secretqria,  los procesos ercLn erwiados a la oficina jurídica con el fim de que
estos fueran reuisados en el c"mptirrriento de la rLormatiiJidad legalmeme
uigertíe. Una uez reuisados se procedía con los procesos de cxJrt±ratación. Mi
participación era reuisar si los estudios de corLuenierLcia cumplícln con los
requistios  exigidos,  así  iTrismo  reuisaba  si se  cumptian  cx3rL las  c"cmtías
para  determinar  si  un  proceso  se  debía  realizar  por  licitaciórL  o  por
cortirctiación diTecla» .
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(...)

'<Pn   primer   lugar,   para   la   época   g   terriendo   en   cmeTtia   l.os
c_L_r:_e_3=]4ertes corürast.uftles d.e 4iferenáe s enti-dades , inclug erid; iÑT;ÍÁ s:-¿e
CAO:£_S~±_e.r:~q_±i:_Por  el  hecrLo` de  realizar  Fl  alquil¿r  de umaq;i;aiá-~i;ár-a
dife:erL±eF s:tios, no se estaba arL±e un iTrismo -objeto cont;á¿;rii¡.-' -i;o: é|s~a
r.aZór: g teriendo en_ Tienta que la cmcmtía de cacia proceso coiT±rac±t;al-;;á
inferior a.ta requeridq para realizaT licitaáones, sé procedíó a reii¿á;;ñ
prF'eeso_de coTT±ratación directa. Asímísmo, se estabá ante la necesidad deir:=j=_r_ ilas  obras .de  mitígac:ón  en  el  rnenor  tiempo  posible,  ua  qü-é -=e
eStima?a qre er tes m€s_es de mci.rzo g abrí1 del ario áOO3 se'i;esárT±ararL
aun}entos irusitagos del caLidal de la quebrada La Perdiz g él río Hacha,
razgr .por t?  =:al  se  Tecgm_endaba por parte  del estudio -técrLico  que  s¿
r?.a^1izó por l,a Secretaría de Transporte, que las obras fteran reatizaáas en
diferetTLes sti_ios d_el río g l.a quebrada, óon diferert±eS maquinarias,  de tal
mgrLe_r?_gJe la= obras estuuieran adelaníadas paTa la épó;ca de l:huias del
año 2OO3 g eut±ar inundaciones'J.

(...)

ttMu?has de l?s actuaciones co"±rastuales realizadas para la época,
rLo aparecieron en las caTpetas de los contratos que se enco"Íraban en la
Secretaría cle trarLsporte, por lo cual se debe acudír a los archivos de la
tesor?ria del Departame"Ío. Es de anotar que eri,lre los años 2OO4 g 2OO6,
una fuyLcionaria de la Secretaría de HacierLda entregó parte de este-arcrriuo
a un reciclador perdiéndose ímportcm±es documentos''.

Ahora,  es  cierto  que  la  Jefe  de  la  oficina  de  dirección

tributaria  departamental  de  Caquetá  hubiese  denunciado  la  l

pérdida  de  soportes  contables  archivados  en  64  tomos  de
documentos correspondientes a los meses de enero a julio del

año 20OO  y 29 tomos de los meses de octubre a diciembre de

2OO3, esto es, de épocas anteriores a la contratación ocurrida

en el año 2OO2 y cubriendo  sólo las fechas de algunos de los

contratos  de  2OO3,  no  significa,  en  modo  alguno  que  pierda

sustento    la   evidente    fálta   de    organización    del    archivo

documental  en  la  Gobernación,  como  de  ello  dieron  cuenta

Nilsa  Maria  Rodríguez,  jefe  de  archivo,  al  sostener  que  los

contratos  de  la  Secretaria  de  Transporte  tenían  su  propio
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sistema  de  archivo  y  que  nunca  le  fueron  pasados  para  el

efecto, y la señora Do11y Ortiz Scarpeta, al afirmar que en esa

época la gobernación presentaba graves problemas de archivo

de   documentos   que   se   manejaban   en  la  parte   anexa  a1

cementerio de la ciudad,  al punto de que en varias ocasiones )

debió ir a buscar algún documento  que requería pero no era i

encontrado,  pues  en  ese  entonces  no  era  manejado  con  las:

normas que actualmente rigen sobre el particular.

Lo  cierto  del  caso,  es  que  pese  a  las  críticas  que  sus

relatos  pudieren  merecer,   dado   el  inocultable  interés  que

podría   asistirles   en   favorecer   al   acusado   por haber   sido l
designados  por  éste  en  los  aludidos  cargos,  ello  en  manera

alguna automáticamente  da lugar a afirmar  que  en realidad
dichos    documentos    soporte    de    la    contratación    nunca

existieron,   pues  de   ser  ello  cierto,   no  hubieren  aparecido

paultinamente  a  medida  que  los  investigadores  iban  en  su
búsqueda, como asi aconteció con algunas actas de liquidación

de  contrato,  certificados  de  registro  presupuestal  o  estudios

previos, incluso el plan de desarrollo departamental del que se
sostuvo no haberse encontrado sin ser ello cierto.

Todo lo anterior le impide a la Sala afirmar en grado de

certeza  que  los  requisitos  extrañados  por  la  Fiscalia  en  los

aludidos contratos, en  realidad no fueron satisfechos según se

sostiene en la acusación,  o que sí se cumplieron a cabalidad,

como en tal sentido fue afirmado por el gobernador investigado,  l

el secretario de infraestructura de la época y lajefe de archivo,  '

a quienes, como ha sido advertido, les asistiria un inocultable

interés en afirmar que dichos presupuestos  fueron cumplidos
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pero  que  los  documentos  de  respaldo  lmentablemente  se
traspapelaron o perdieron cuando en verdad nunca existieron

y sin embargo esto no fue verificado por el acusado al momento
de  celebrar  o  liquidar  el  contrato,  nada  de  lo  cual  puede

afirmarse con criterio de verdad indiscutible.

4.3.-  Como  se  recuerda,  respecto  de  los  contratos  de

alquiler de maquinaria O74 del 3O de diciembre de 20O2 por la

suma de  119.952.OOO.OO,  que  obra  a folios  2O5-2O9  y  ss.  del

anexo No.4;   No.  O75 de diciembre 30 de 20O2 por la suma de

$119.952.OOO.OO obrante a folios  115-116 del cuaderno No.  4;

y   No.  O76  de  diciembre  30  de  2OO2,  por  $119.966.OOO    que

obra  a  folios  30  y  ss.  anexo  No.  4,  como  irritualidades  se

atribuye por la Fisca1ía que las cartas de presentación de los

cinco oferentes son exactamente iguales, que solo cambian los

precios  entre  una  y  otra;  que  las  fechas  de  elaboración  y

presentación son de 27 y 3O de diciembre de 2OO2;  que no se
incluyeron las ofertas; que la evaluación de éstas se hizo el 3O

de diciembre y los contratos se suscriben el mismo día; que en

el contrato O74 se suspenden las obras e115 de febrero de 2OO3

y  se  reinician  el  3  de junio  de  2OO3,  es  decir  cuatro  meses
después del plazo inicialmente pactado;  que el acta de recibo

final de la obra y el acta de liquidación del contrato es de1  15

de diciembre de 2OO3 y no aparecen informes del interventor o

del supervisor del contrato; que con respecto al contrato O75 e1

17 de julio se suscribe el acta final de recibo de las obras y la

fecha del  acta de  liquidación  no  es  legible;  y  con  respecto  al

contrato O76 se suscribe el acta de recibo final el  10 de junio y

la  de  liquidación  es  del  18  siguiente;  no  se  encuentran  los

informes   de   los   interventores   o   supervisores   del   contrato
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mediante  los  cuales  se  garantice  el  cumplimiento  del  objeto

contractual y por lo tanto se soporte el pago o el giro de estos

dineros.

4.3.1.-Sobre  estos contratos,  lo primero que  se advierte

es   que   al   no   superar   ninguno   de   ellos   la   cuantia   de

$ 123.6OO.OOO,OO,  requerida  para  la  licitación  pública  acorde

con las disposiciones sobre contratación arriba mencionadas,

perfectamente  podian  celebrarse  medimte  la  figura  de  la
contratación directa, de suerte que al menos por el momento y

sin  perjuicio  de  las  observaciones  que  más  adelante  se
harán en torno a si en relación con dichos contratos hubo )

l

o no fraccionamiento de su objeto para eludir la licitación,
no se evidencia transgresión alguna de relevancia pena1.

La Sala observa que las irregularidades advertidas por la l

F`iscaJ.ía respecto de la ausencia de soportes documentales, son  :

más de índole formal que verdaderamente sustancial, si se da l

en   considerar   que   dentro   del   numeral   2.5   del   pliego   de

condiciones  de  la  invitación  para  presentar  propuestas,  se

±nd±ca que  <tla propuesta  será presentada de  manera escrita,

segúrL   modelo   que   se   arLexa.   Deberá   ser   suscrüa   por   el

proponerúe,  su represen±cm±e o apoderado,  según sea el caso,
c"mptiendo  con  las  formalidades  del  estatuto  social" 118,  de

modo que la crítica que se formula en razón de que las cartas
de presentación de las propuestas de los cinco oferentes sean

idénticas, carece de todo fundamento.

118 Según puede veríficarse a folio 57 del anexo  No.  4.
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Lo cierto es que no evidencia irregularidad alguna por
ell

hecho  de  que  la  evaluación  de  las  propuestas  se  hubieren

11evado a cabo el mismo  3O de diciembre  de 2OO2,  si se  da en

considerar  que,  atendiendo  lo  dispuesto  en  el  numera12.1.4

del pliego de condiciones de la invitación, la fecha de cierre para

el  recibo  de  cotizaciones  fue  las  2:30  pm  de  ese  dia  y,  de

conformidad   con   el   numera1   2.3,   la   evaluación   de   las

propuestas  se  haria dentro  del dia hábil  siguiente  contado  a

partir del cierre del recibo de cotizaciones, sin fijar limite para
la adjudicación del contrato.

Tampoco se aprecia irregularidad en que el contrato O74

debía suspenderse ante el hecho de que su ejecución pudiera

afectar la de los otros contratistas en distintos sectores de las

obras, pues de una parte, dicha situación tiene que ver con las
circunstancias de ejecución del objeto contractual y no con las

de   trámite  y   celebración   del   contrato,   menos   con   las   de

liquidación,  que,  como  consta en  la  documentación  allegada

correspondió realizar al interventor designado por el secretario

de transporte e infraestructura conforme a la c1áusula décima
sexta de cada uno de los contratos, y no al Gobernador MUÑOZ

PARRA119.

Entonces, el que el trámite de evaluación de las ofertas y

adjudicación del contrato se hubieren llevado a cabo con una

celeridad inusitada para los investigadores del CTl y la Fisca1ía,

ninguna    irregularidad     de     trascendencia    penal     puede
representar  para  la  Corte,  máxime  si  por  parte  alguna  la
F`iscalía identificó colusión o fraude entre los proponentes para
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afectar a otros que también estuvieran en capacidad de ofertar,

que   los   precios   de   las   propuestas   o   de   la   contrataciónl
finalmente celebrada no correspondieran a los del mercado en

detrimento   del  erario   departamental  o  que   no   se  hubiere

cumplido el objeto pactado.

Ahora  el  que   en  la  documentación   obtenida  por  los

funcionffios    investigadores    no    se    hubieren    hallado   los

informes del interventor ni de los supervisores de los contratos,

es  situación  que  podria  encontrm  explicación  en  la  fá1ta  de

organización  y  control  en  el  manejo  de  los  archivos  de  los

documentos de la contratación, como se evidencia del hecho de (

que  algunos  que  antes  no  habían  sido  hallados,  aparecieron
posteriormente  con  ocasión  de  otra inspección,  en tanto  que
otros definitivamente no fueron encontrados.

Sin embargo, como no existe certeza de que los aludidos

contratos hubieren contado con la totalidad de los documentos

que la Fisca1Ía echa de menos, y tampoco que los mismos  se
incorporaran   al expediente contractual,  lo único que resulta

es  incertidumbre, como en tal sentido fue puesto de presente

por la Procuradora Delegada y la defensa.

Lo hasta ahora dicho  por la  Sala,  no  significa en  modo

alguno dar por sentado que las explicaciones del Gobernador

acusado merecen entero crédito por encontrar cabal respaldo

probatorio, pues no puede perderse de vista que tanto Carlos
Alfonso Niño Santos, Secretario de transporte e infraestructura

por la época de los acontecimientos, como Do11y Ortiz Scarpeta,
Tesorera Departamental en ese entonces, podrían tener algún
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tipo  de  interés  en  sostener  no  sólo  que  todos  los  contratos

cuestionados satisficieron la totalidad de los requisitos legales

sustanciales,  sino  que  los  documentos  de  respaldo  pudieron

haberse   extraviado,   sin   que   nada  de   ello   fuera  cierto   en

realidad ante el hecho de también poderse ver comprometidos

en la tramitación o liquidación de una contratación irregular.

Cabe    mencionar,    igualmente,    que    el   valor   de    los

contratos, un poco inferior de la cuantía requerida para realizar

licitación   pública,   pese   a   que   eventualmente   pudiera   ser

indicativo  de  la  segmentación  contractual,  por  sí  mismo  no

resulta  suficientemente  demostrativo  de  su  fraccionamiento

para eludir la  contratación  por dicha via que  se  estima más
exigente,  si  no  se  acredita  que  se  trataba  de  contratos  del

mismo  género  y  especie,  cuestiones  sobre  lo  cual  tanto  la

Fiscalía  como  la  delegada  del  Ministerio  Público  no  realizan

mayor análisis, limitándose sólo a sostener que por contratos

de  alquiler de  paladragas,  para realizar obras  de  dragado  en
algunos  sectores  del  río  Hacha,  con  el  propósito  de  realizar

obras  de  mitigación  de  los  efectos  de  la temporada invernal,

resultaba argumentación suficiente para afirmar la unidad de
objeto contractual, sin detenerse a controvertir los términos del

documento   contractual,   ni  las   explicaciones   dadas   por   el

acusado  y  el  secretario  de  transporte  e  infraestructura  de
tratarse de objetos diversos, porque las obras debian realizarse

en  lugares  distintos,  pero  en  época  en  que  la  temporada  de

invierno no impidiera realizar los trabajos, por poner en riesgo

la vida de los trabajadores y la integridad de la maquinaria.
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Ahora,   lo   hasta   aqui   visto   no   explica   el   presunto
fraccionamiento del objeto contractual, sobre lo cua1 1a Sala se

ocupará más delante de manera conjunta con los contratos que

a  continuación  se  estudian,  sin  perjuicio  de  advertir  desde

ahora,   que   ninguna  incidencia   en   la  validez   del   trámite
contractual puede tener el hecho de que los contratos se hallen

incluidos  en un  mismo  rubro  presupuestal,  sobre  lo  cua1  1a

Fiscalia edifica su censura,  pues no podría ser de otra manera

si  corresponden  al  mismo  programa  que  la  administración

pretende ejecutar.

4.4.- Respecto de los contratos de prestación de servicios

números  229,  23O,  231  y  232  de  2OO2  de  3  de  diciembre  de

2OO2   que   obran   a   folios   61   y   ss.   del   anexo   No.   5   por

$9.00O.OOO.OO     cada     uno,     con     el     objeto     de     realizar

levantamiento topográfico y batimétrico de tres kilómetros en

diferentes sectores del río Hacha y la quebrada la Perdiz en la

ciudad   de   Florencia,   Caquetá,   como   ha   sido  visto,   en  la

acusación  formulada  por  la  Fisca1Ía,   como  irregularidades

encontradas por los investigadores del CTl se atribuye que de

la documentación aportada no aparecen las invitaciones ni las
cotizaciones,  tampoco  se  suministra  la  hoja  de  vida  de  los

contratistas,   se   suscribe   un   acta   de   acuerdo   entre   los
anteriores  oferentes  y  Carlos  Alfonso  Niño  Santos  que  es  el

funcionario  de  la  Secretaría  de  transporte  e  infraestructura

para fraccionar el objeto del contrato y darle cada uno de ellos
un tramo de 3 kilómetros y un mismo tiempo que son 2O días;

se utiliza el mismo certificado de disponibilidad presupuestal

que es el  número  1683 del 25 de noviembre de 2002 para las
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4 obras, los contratos se rirman el 3 de diciembre de 2OO2 y se

paga un anticipo de1 50O/o del valor total de la orden por valor
de $ 4.5OO.OOO.OO pffa cada uno; 1a interventoria o supelvisión

de  las  órdenes  que  debía  haber  realizado  la  secretaría  de

transportes     e     infraestructura,     tampoco     aparecen     los
respectivos  informes  ni  existen  los  de  los  contratistas,  ni  las

actas de liquidación de las precitadas órdenes de prestación de

sewicios; irregularidades que dan a entender que posiblemente

hubo un indebido fraccionamiento contractual y se pregunta

por qué no se escogió un solo contratista para haber realizado
el cumplimiento de todo el objeto contractual ya que era similar

y se necesitaba la misma maquinaria, es decir, no haber hecho
cuatro contratos para elaborar los planos y las demás medidas
topográficas de 3 kilómetros sino a los  12 ki1ómetros en total.

4.4.1.-Al  igual  que  acontece  en  el  caso  anterior,  al  no

superar  ninguno  de  los  aludidos  contratos  la  cuantía  de

$9.270.OOO.OO   como   límite   máximo   para   los   contratos   de

mínima  cuantia,  según  las  disposiciones  sobre  contratación

vigentes en el Departamento de Caquetá para el año 2OO2, es

evidente  que  se  trataba  de  contratos  de  minima  cuantia  sin
formalidades  plenas  que  se  realizaban  mediante  orden  de

pedido  o  de  trabajo y  só1o  requerian  de  una oferta,  cuestión

que en este caso se cumplió a cabalidad, de modo que por dicho
aspecto ninguna irritualidad advierte la Corte.

Del  mismo  modo,  el  hecho  de  que  los  contratistas  no

hubieren adjuntado su hoja de vida,  en opinión de la Sala es
asunto  que  se  ofrece  irrelevante  de  cara  al  hecho  de  haber

acreditado mediante la exhibición de la correspondiente tarjeta
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profesional  de  topógrafo,  al  menos  en  tres  casos  (salvo  en  el
contrato 23O, sin que implique afirmar que no ostentara dicha

profesión),   que   e11o   sup1ía   con   creces   el   objetivo   que   los
investigadores  del  CTl y la Fisca1ía extrañan  en la resolución

de acusación.

Así mismo,  al revisar la documentación a11egada en cada

uno de los contratos, la Sala encuentra que allí se indica que

el objeto  es realizar el levantamiento  topográfico y batimétrico

de  tres  (3)  ki1ómetros  de  cauces  en  los  sectores  identificados

del Río Hacha y la quebrada La Perdiz, que la interventoría la

realizaria  la  secretaría  de  transporte  e  infraestructura,  que

para  todos  ellos  se  presentó  el  certificado  de  disponibilidad

presupuestal   por   $36.OOO.OOO.00   en   el   rubro   ¢Programa
lntegral Macroproyecto para rehabilitación zona riesgo cuenca

Río Hacha F`lorencia7;,  en cada uno  se adjunta fotocopia de la

cédula  y  de  la  licencia  profesional  de  topógrafo,  salvo  en  el

contrato  230  con  Luis  Obdulio  Cediel  Hernández  (quien  al

parecer se desempeñó como  topógrafo de  Florencia),  la póliza
de cumplimiento, la aprobación de la póliza y el acta de recibo

final  de  la  obra,  y  están  las  cotizaciones  de  álvaro  Forero

(contrato 232) y Félix Antonio García (contrato 229) aunque en
el acta de acuerdo suscrita por los cuatro proponentes, pero no

por el Secretario de infraestructura Carlos Alfonso Niño Santos,
se indica que todos los oferentes presentaron sus propuestas,

cada una por suma superior a $3.OOO.OOO.oo el kilómetro lineal

de obra -saluo las de IJuis Obdutio CeclieZ (23O)  g Diego Hernán

Gómez (231 ) que no fiieron encontradas-, y ¢¢que anLalízados los

precios  propuestos,  el  lngeniero  Niño  informa  que  se  debe
tomar  un  solo  valor  por  kilómetro  para  todos,  por  lo  cual
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propone que el valor del ki1ómetro sea de tres mi11ones de pesos

($3.OOO.OOO.oo),  propuesta que  luego  de  ser discutida por los

proponentes es aceptadaj', lo que indica que cada cual convino
disminuir a $3.OOO.OOO.OO el precio de su oferta por ki1ómetro

linea1.

En  la  citada  acta  de  acuerdo,   se  consignó  que   íípcircz

conocer el comportcLTriert±o del río u de las quebradas,  se debe

real,izar el leiJcm±arrie"1o topográfiico g batimétrico en un mismo

lapso  de  tiempo  en±re  los  propone"fes  g  la  adrrirristración

depa,rtcLmertfal, buscando que éste sea el menor posible».

Se a:gregó qüe KeZ lngeriero Níño propuso, que debíd.o a que

se debe disrrinuir el tiempo de elaboración del l,eucm±arri.ento g

que éste se debe realjzar en el mismo lapso de tiempo, se diuida
en tramos los cci,uces ci los cuales se les ua a realizar el estudio,

paTa que cada proponerT±e tome uno sirril,ar en distancia g sean
ejec"tados a la iJez'9.

En opinión de la Sala, este convenio que al parecer se 11evó

a cabo   de manera previa a la suscripción de los contratos, no

tuvo  como  propósito   afectar  los  principios  de  economia  o

transparencia en la contratación,  sino todo lo contrario.  Esto

si se da en considerar que las ofertas de contratación de cada

uno de los proponentes estaba fijada en cuantía superior a los
tres millones de pesos el kilómetro y lo que hicieron, de común

acuerdo a iniciativa de la Gobernación, fue disminuir el monto

de  la  propuesta  para  ajustarla  a  tres  millones  de  pesos  el
kilómetro  de  obra  y  de  esta  manera  permitir  que  todos  los

proponentes   pudieran   participar   simultáneamente   en   su
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ejecución y en igualdad de condiciones, dada precismente la

urgencia de realizar los estudios sobre la totalidad del trayecto

en orden a iniciar posteriormente las obras de dragado sobre el

cauce   del  rio  y  las  quebradas,   antes  de  la  llegada  de  la

temporada invernal, pues ello impediría no só1o la realización

de los estudios técnicos sino de las obras que con base en ellos

se habrían de contratar.

A este respecto cabe recordar que cuando se interrogó a

Carlos Alfonso Niño Santosl20, secretario de infraestructura de

entonces,    sobre    el   pmticular   dijo:     ¢e7i   7ie,czci'Ó7t   cz   ,cz  /czZfc!   cZe

docume"los  he  marifiestado  que  erL  T"uchas  carpetas  cle  l.os  cor,±ratos

rea1ízados  en  el  año  2OO2  g  2OO3  que  reposaban  en  la  SecretcLría  de

Trclnsporie, rLo se encmeiT±rarL muchos de los doc"mert±os. Es así que me ui

en lcL obtigación de acudtT a los cLTcrúuos de tesorería, ya que éstos strvieron

de  soportes  para  los  pagos  realizados.  Alwra,  es  pos{ble  que  go  haga

ftmado un  acta ya que  estábamos  arT±e  la necesi,dad d.e  realjzación de
estos  leucm±arTrientos  cx]n el fim de  establecer las  obras  de  Tri±igación   a

corLtrafar,  g  de  esta  manera  eví±ar  que  se  presertfaTan  si+uaciones  de

i"undación en la ciudad de Florencia" .

Agregó , además que :  ífE7tprímer !zJgczr Jc! Secretcz7i-c, cZe Trcz7tsporte

e lnf`raestruclura le manifiestó en uarias ocasíones al Jefe de Presupuesto
de  la  Gobemación  de  Caquetá  OSCAR  AGUDELO,  quien  rnurió  el  año

pasado  (lo asesincLTon en la vía Belén -Morelia), que se requerian diferentes
ceriificados  de  dispo"íb{Iidad  presupuestal,  ga  que  se  requería real:izar

difererúes cortircI±os, obteriendo respuesta negcL±íua ga que él susterT±aba

que debi.do al sistema utilizado en presupuesto no lo podía hacer, ese m,an
era rr[ug terco.  Es por eso que en este caso aparece un solo ceTtificado de

disporúbilidad presupuestal. En relación a la ejecución del co"1rc[Ío, puedo

dar fe  que  los  rrismos  se  realizaron  en  su  totalidad  ga que  con  estos

l20  Fls.  77 y 77  cn.  3  Fisca1ías.
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resultados se procedíó a realizar el estudio técnico e hiclráulico del cauce

det rio Hacha  y la quebrada La Perdiz que permítieron deftrir los trabcüos

que se requerían para mi±ígar el ímpacto de las írLundacíones  en los barrios
La Ftoresta, EI Guamal, g Juan XXIII Bajo. La existencia de los docmmert±os

mencionados en la pregurt±a son euidemes, porque tesorería depaTtamental
no realizaba pago cúguno sí éstos rLo estcLban anexos a la cmenta de pago,

g como fiJ,erort pagados se tiene como cierta snJ existencía. La señora DORIS

BSCARPETA era bastanle estric±a en ese seiTficlo''.

Es   de   advertir,   además,   que   las   motivaciones   que

pudieron tener los contratistas para haber suscrito la referida
acta,  bien  habrían  podido  ser  dilucidadas  por  los  propios

protagonistas que aparecen firmándolas, sea para respaldar la
tesis  del  acusado  sobre  el  cumplimiento  de  los  requisitos

legales, avalado por el secretario de infraestructura, la tesorera

de la época, incluso lajefe de archivo, pero ante el fá11ecimiento

del jefe del departamento jurídico y del de presupuesto, ningún

esfuerzo hizo la Fiscalia para citar y hacer comparecer con el

fin   de   escuchar  el  testimonio   de  los   cuatro  proponentes,

quedando   así  en   el  ambiente   sólo   inquietudes  de   lo   que
realmente pudo haber sucedido.

En  cualquier  caso,  observa  la  Sala,  como  con  tino  es

puesto  de presente por la Procuradora Delegada,  que  ni aun
sumando  la  totalidad  de  los  valores  pactados  en  los  cuatro

contratos,  el  resultado  final  daria  para  afirmar  que  hubo
fraccionamiento  del objeto  contractual con  el fin  de  eludir la

licitación pública, pues para que esto pudiese haber sucedido,

se   requería   que   la   sumatoria   de   las   cuatro   órdenes   de

prestación    de    servicios,    hubiese    superado    la    cifra    de
$123.6OO.OOO.00,  cuestión  que  aquí  no  sucede,  pues  apenas
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1legan   a   $36.OOO.OOO.OO   posibilitando   asi   la   contratación

directa por ser la cuantía inferior a aquella suma.

Lo hasta ahora expuesto no  significa que la Sala dé por

zanjada la discusión  en  torno  al posible  fraccionmiento  del

objeto  contractual,  cuestión  que  por  razones  metodológicas

abordara  en  capítulo  separado y de  manera conjunta  con  el

aná1isis del mismo tópico en torno a los contratos de alquiler

de paladragas.

+.5.-Respecto  del  contrato  de  obra pública  No.  012  de

2OO3  de113  de marzo de 2OO3 por la suma de  $12.OOO.OOO.OO

para el retiro y traslado de material rocoso del río Hacha hasta
las ori11as del mismo y que obra a folios 78 y ss. del anexo No.

6, se atribuye por los investigadores del CTl y en la acusación

por la Fisca1ía, que en la documentación aportada no aparecen
las    invitaciones     ni     las     propuestas,     tampoco     existen

documentos   que   refieran   la   existencia   de   evaluaciones.

Mencionan que  el contrato fue suscrito e113 de marzo de 2O 13,

el acta de recibo final está sin fecha y el acta de liquidación es

de  27  de  marzo  de  2OO3,  no  hay informes  del  contratista  ni  i

tampoco del interventor.

4.5.1.-     Como     resultado     de     revisar     la     Sala     la

documentación allegada, lo primero que advierte es que como

la  cuantía  de  la  contratación  no  superaba  los  10O  salarios

mínimos  legales  mensuales  vigentes  para  el  año  2OO3,  dado

que se podía ubicar dentro de los contratos de menor cuantía,

para su formalización   no  requeria realizar licitación pública
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pudiendo  ser  celebrado  en  la  forma  de  contratación  directa
como se hizo.

Ahora bien, como quiera que la liquidación del contrato la

realizó  el  secretario  de  transporte  e  infraestructura  y  no  el

Gobernador, ningún cuestionamiento podría caberle a éste por

las  eventuales  irritualidades  que  se  pudieren  presentar  en

dicho trámite, máxime si la Tesorera departamental Do11y Ortiz

Scarpeta,  sostuvo  que  en  la  oficina  del  Gobernador  no  se

liquidaban    contratos    porque    ese    tema    no    era    de    su

competencia, y en el documento contractual se precisa que la

interventoría  la  debía  realizar  la  persona  que  designffa  la

Secretaria de Transporte e lnfraestructura.

En torno  a este  punto,  es  de  advertir,  no  obstante,  que

pese  al  evidente  respaldo  hacia  su  ex  jefe  de  parte  de  la
tesorera, para la Sala su dicho debe tomarse con beneficio de

inventario,  atendiendo el hecho de que a la Tesorera también

le competia intervenir en el trámite pre y post contractual, y

que su responsabilidad podría verse comprometida si procedía
a pagar sin verificar que todo el trámite  se hubiere llevado  a

cabo   conforme   a  la  normativa  vigente,   como   igual   podía

sucederle al gobernador si se hubiera demostrado que estuvo

controlando    el    proceso    contractual    incluso    hasta

liquidación, cuestión que aquí no se ofrece manifiesta.
=oO

Observa la Corte, además, que hacen parte del documento
contractual los términos de referencia, la propuesta presentada

por el contratista, las pólizas de garantía, las especificaciones
técnicas    detalladas    del    proyecto,    los    planos   y    diseños  )
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correspondientes, y se precisa que para dar inicio al contrato

debía integrarse un comité veedor integrado por la comunidad.

Se   advierte   asimismo   que   se   presentó   certificado   de

disponibilidad  presupuestal  por  $12.OOO.OOO.00  en  el  rubro
¢Financiación   proyectos   varios   en   el   sector   prevención   y

atención de desastres»,  obra el visto bueno del departamento

jurídico,  y  figuran   3   cotizaciones  de  la  hora  de  cargador
Caterpillar.  Asimismo  hay acta de  evaluación previa,  acta de

conformación de la veeduria ciudadana. De igual modo acta de

inicio, y acta de recibo final, la cual, si bien carece de fecha si

obra carta de O4 de abril solicitando el pago con base en ella, y

acta de liquidación suscrita el 27 de marzo por el secretario de

transporte como interventor.

A este respecto es de destacar la versión de Carlos Alfonso

Niño Santos quien fungió como interventor designado y además

suscribió  el  acta de inicio  de las  obras,  cuando  dijol21  que lo

que  se presentó fue un inadecuado manejo  del archivo en la
secretaría de transporte después de su retiro en el año 2003,

ya que  todos los  documentos  sí  existieron,  como  se  confirma

por el hecho de que todos los contratos fueron cancelados por
lo que dichos documentos debieron adjuntarse  a la orden de

pago, como en el mismo sentido fue aducido por el acusado y
respaldado por el dicho de la tesorera y lajefe de archivo de la

gobemación.

Y si bien  estos ú1timos  declarantes podrian tener algún

interés  en  fáJ.tar  a  la verdad  en  torno  a  las  razones  por  las
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cuales   los   investigadores   de   la   Fisca1ía   no   ha11aron   los

documentos soporte que echaron de menos y con los cuales se (

habría  acreditado  la  inmaculación  del  trámite  contractual
según  la  tesis  defensiva,  lo  cierto  del  caso  es  que  como  la

acusación  contra  el  Gobernador  se  formula  por  no  haber
l

verificado     el     cumplimiento     de     los     requisitos     legalest

sustanciales  en  el  trámite,  celebración  y  liquidación  de  los

contratos suscritos con el propósito de mitigar los efectos de la

temporada invernal, imputación que también podria cobijar a l

todos aque11os sewidores públicos que de una u otra manera

con conocimiento y voluntad contribuyeron a su realización, da

lugar  a  arirmar  que  sus  dichos  no  pueden  ser  tomados  en
términos  absolutos  de  credibilidad  por  provenir  de  testigos

imparciales y ajenos a los hechos,  cuando en verdad pueden

estar mintiendo no sólo para proteger a su antiguo jefe, sino a

e11os mismos de una eventual responsabilidad penal a título de

coautores   impropios   del   delito   materia  de   investigación  y

juzgamiento .

lDe  esta  suerte,  la  Sala  encuentra  que  la  certeza  de  la l

realización de la conducta atribuida se vuelve poco menos que  l

gaseosa,  máxime  si  la  Fisca1ía  omitió  citar  a  declarar  a  los

proponentes y al contratista,  para escuchar su versión sobre
las  circunstancias  en  que  se  llevó  a cabo  la convocatoria,  la

presentación  de  propuestas,  la  evaluación,  la  adjudicación,
ejecución  y  liquidación  del  mismo,  todo  cual  habría  podido  )

contribuir a brindar claridad sobre lo realmente acontecido.

4.6.-Respecto del contrato de compraventa No.  O16 de s

de  abril  de  2OO3  por  la  suma  de  $13.2OO.OOO.OO  que  obra  a
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folios  61  y  ss.  del  anexo  No.  6    cuyo  objeto  es  la  compra  de

ma11as para gaviones, se atribuye por los investigadores del CTI ¡

y por la Fiscalía en la acusación, que en la etapa precontractual
no aparecen las invitaciones y las propuestas tampoco  están

soportadas;  que no existen evaluaciones y que el contrato  se

suscribe el s de abril de 2OO3, el acta de iniciación de las obras

está sin firma y  el acta de recibo final es de 12 de abril de 2OO3,

no   existiendo   acta   de   liquidación   del   contrato,   tampoco

informes del  contratista ni del interventor.

4.6.1.-Como  la cuantía de  la contratación  es  inferior  a

lOO  salarios  minimos  legales  mensuales  para  el  año  2OO3,

acorde  con  las  disposiciones  arriba  mencionadas, ¢gL
c¡C)d_-l

directa   de    contratación,    sin    requerir   licitación   pública,

resultaba  procedente,  conforme  se  procedió  por  parte  de  la

gobernación.

Observa la Sala, además, que dentro de la documentación

encontrada por los investigadores se ha11an 4 cotizaciones,  se

evidencia acta de evaluación previa suscrita por el  secretario

de   transporte,   se   incluye   el   certificado   de   disponibilidad

presupuestal  para  el  rubro  íinanciación  proyectos  varios:
sector   prevención   y   atención   de   desastres;',   el   objeto   del

contrato  es  compra de  mallas  de gavión,  cuenta con  el visto

bueno  del  departamento jurídico y  se  aprecia acta de  recibo

final de la obra suscrita por el interventor.

Cierto  es,  como  se  indica  en  la  acusación,  que  en  la

actuación no  se observan los referidos documentos,  pero ello

por   sí   mismo   no   es   indicativo   de   la  transgresión   de   los
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requisitos  legales  esenciales.  Lo  primero,  en  razón  a  que enl
desarro11o  de  las  labores  investigativas  se  pudo  establecer  la

desorganización y fá1ta de  control en  archivo  de  los  referidos

contratos, y, lo segundo, por cuanto la Fisca1ía tampoco intentó

obtener el testimonio de la representante legal de la empresa

contratista  en   orden  a  tratff  de  resolver  las  inquietudes

advertidas .

En  todo  caso,  como  acertadamente  ha  sido  puesto  de

presente por la Delegada del Ministerio  Público  en  su alegato
finaJ.,   lo   que   la  actuación   evidencia  es   incertidumbre   por

oposición  a  la  certeza  requerida  por  el  ordenamiento  para

proferir  fá1lo  de  condena,  sin  que  la  Sala  pueda  dejar  de

patentizar que ningún cuestionamiento se ha hecho por parte
del ente acusador en cuanto a los costos de la contratación, el

respeto   por   los   precios   de   mercado,   la   identidad   de   los

proponentes, la autenticidad de la documentación presentada
o el cumplimiento del objeto pactado.

Lo     hasta     ahora     expuesto     no     significa     afirmar
categóricamente por parte de la Sala,  como pudiera 11egarse a

entender,  obviamente  de  manera  errada,  que  en  éste  y  la

generalidad  de  los  contratos  materia  de  investigación  no  se
observan     inconsistencias     derivadas     de     la     fáJ.ta     de

documentación de respaldo del trámite contractual con apego

a   los   requisitos   legales   de   carácter   sustancial,   pues   fue

precisamente tal ausencia la que dio origen a la investigación

penal,  sino  que  lamentablemente  dada  la  precaria  y  tardia
realización  de  las  pesquisas  por  parte  de  la  F`iscalia,  se  dio

lugar  a  que  varios  de  tales  documentos  no  hubieran  sido
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oportunamente    encontrados    o    que    los    otros    hubiesen

desaparecido    accidental    o    dolosamente    para    encubrir

eventuales responsabilidades penales de todos y cada uno de
los  intervinientes  en  el  trámite  contractual  a  cargo  de  la

administración departamental de Caquetá por la época de los

acontecimientos,  generando la consecuente incertidumbre de

lo realmente acontecido.

4.7.-  En  cuanto  tiene  que  ver  con  el  contrato  de  obra

pública  No.   O19   de   24   de   abril  de   2OO3   por  la  suma  de

$12.9OO.OOO.OO que obra a folios 28 y ss.  del anexo No.  6 para

la construcción de un piedraplen en la quebrada La Perdiz y
acomodación de material extraído de su cauce en los márgenes

del  sector  de  los  barrios  Juan  XXIII  Bajo  y  Guamal,  es  de

recordar  que  los  investigadores  del  CTl  y  la  Fisca1ía  en  la

acusación   obsewan   que   en   la   etapa   precontractual   no
aparecen   las   invitaciones   a   contratar   ni   las   propuestas

presentadas, tampoco existen las evaluaciones de éstas y que
el  contrato  se  suscribe  e1  24  de  abril  de  2OO3,  el  acta  de

iniciación de las obras está sin firma, las actas de recibo final

y  de  liquidación  del  contrato  son  del  28  de  mayo  de  2OO3,  y
tampoco existen informes del  contratista ni del interventor.

4.7.1.-La Sala advierte que en relación con este contrato,

ningún reparo merece formular por haberse acudido a la forma

directa de contratación por menor cuantia y no a la licitación

pública, pues el monto del convenio permitía esta posibilidad.

También,  que en la actuación obran 2  cotizaciones, una

presentada por Gerardo Cárdenas y otra por José Uriel Orozco;
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asimismo   hay   acta   de   evaluación   previa   suscrita   por   el
lsecretario de transporte, en donde se mencionan la necesidad!

de  la  contratación,  las  condiciones  del  contrato,  el  soporte

técnico  y  económico   del  mismo  y  el   aná1isis  de   riesgo   de

contratación,  sobre  lo  cual  nada  se  dice  en  el  informe  de  la

Fisca1Ía.

Igualmente     obra     el     certificado     de     disponibilidad

presupuestal   para   el   rubro   relativo   a   la   financiación   de

proyectos varios:  sector prevención y atención de desastres; el
documento    contractual    cuenta   con    el   visto    bueno    del

departamento juridico, el acta de conformación de la veeduría

ciudadana, la póliza de garantía de cumplimiento, hay acta de l

recibo final de la obra por parte de la comunidad de 23 de mayo

de 2OO3 así como por el interventor de1 28 siguiente; también i

figura el acta de liquidación suscrita por el interventor,  entre

otros documentos.

Lo anterior indica que si la liquidación del contrato no fue

realizada por el acusado, en principio ninguna irregularidad en
dicho     trámite    podría     serle     atribuida    si     se     acogiese

integralmente la excusa defensiva y el respaldo que a la misma

trató de darle la tesorera departamental Dolly Ortiz Scarpeta al

afirmar  que  en  la  oficina  del  gobernador  no  se  liquidaban
contratos  porque  ese  tema  no  era  de  su  competencia,  pero

como la imputación de la Fisca1ía es por no haber veriíicado el

cumplimiento  de  requisitos  legales  también  en  el  acto  de

1iquidación  con  eventual  compromiso  penal  también E-®tj
testigo,  su  dicho  no  puede  merecer  el  entero  crédito  que  la

defensa aspira se le otorgue.
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Ahora,  si bien no  se  observan los  documentos íáltantes
¡relativos a la invitación a presentar propuestas ni la evaluación !

de éstas, esto no significa que dichos trámites no se hubieren

11evado a cabo,  toda vez que repetidamente ha sido puesto de

presente  que  algunos  de  los  documentos  que  inicialmente
fueron   extrañados   por   la   Fisca1Ía   posteriormente   fueron

encontrados, en tanto que otros definitivamente no lograron tal

cometido,   de  una  parte,   por  el  desorden  imperante  en  el

sistema de archivo y, de otra,  el tiempo transcurrido desde la

ocurrencia de los hechos hasta cuando  se decidió abordar la

investigación incrementó el riesgo de desaparición real o ficticia

de mucha de la evidencia requerida.

Si  a  esto  se  suma  el  fállecimiento  de  funcionarios  que

hubieren  podido  brindar  la explicación  correspondiente,  y la i
!fálta de citación a declarar de los oferentes y contratistas para ¡
lque aclararan los pormenores que ahora se echan de menos,  ¡

pues  es  claro  que  la incertidumbre  sobre  lo  verdadermente
ocurrido  permanece  latente,   sin  que  ahora  haya  modo  de

de svelarla.

4.8.-Respecto del contrato de obra pública No. O2O de 29

de  abril  de  2OO3  por  la  suma  de  $13.OOO.00O.OO  que  obra  a

folios  l  y ss.  del anexo  No.  6  cuyo  objeto  es  el transporte  de

piedra  grande   para  la  construcción   de  un  piedraplen,   se
recuerda  que  los  investigadores  del  CTl  y  la  propia  Fiscalía

como     irregularidades     evidencian     que     en     la     etapa

precontractual  no  aparecen  invitaciones  ni  propuestas;  no
existen evaluaciones de las mismas; el acta de iniciación de las

obras está sin firma y las actas de recibo final y de liquidación
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del  contrato  son  de   lO  de junio  de  20O3;  tmpoco  existen

informes del  contratista ni del interventor.

4.8.1.-Además de no encontrar reparo alguno a la forma

directa de contratación  atendiendo la cuantía, ni en cumto a

que la fecha del recibo final de la obra sea la misma del acta de
liquidación   del   contrato,   la   Sala   observa   que   entre   la

documentación  aportada obran  2  cotizaciones,  una de  Oscar

Agudelo Aguilar y otra de Gilberto Jesús Narváez Paredes, hay

acta   de   evaluación   previa   suscrita   por   el   secretario   de

transporte indicando que la contratación se justifica toda vez

que se requiere transportar la roca que se está retirando por el
cmgador en el cauce del río Hacha, frente al barrio la Vega,  y

del cauce de la quebrada La Yuca, debido a la distancia que se

presenta  desde  el  sitio  de  extracción  de  las  rocas  y  el  de
construcción del piedraplén.

También    se    aprecia    que    obra    el    correspondiente l

certificado   de   disponibilidad   presupuestal   y   se   realizó   el

respectivo  registro  del  contrato  para  el  rubro  financiación

proyectos  varios:  sector  prevención  y  atención  de  desastres.
Tiene el visto bueno del departamento juridico y además obra

el acta de recibo final de la obra suscrita por la comunidad y el

interventor quien igualmente liquida el contrato.

La    Sala    observa    que    aunque    ciertamente    en    los

documentos    anexos    a    los    contratos    no    aparecen    los
relacionados  con    la  invitación,  las  propuestas  presentadas,

como tampoco los informes del contratista ni del interventor,

es lo cierto que sola la íá1ta de ellos no resulta suficiente para
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demostrar en grado  de  certeza la celebración de contrato  sin

cumplimiento de requisitos legales sustanciales.

Esto    si    se    tiene    en    cuenta    que,    como    ha    sido

repetidamente  visto,  el  argumento  defensivo  se  ha  basado

fundamentalmente   en   sostener   que   la   totalidad   de   los

requisitos  contractuales  siempre  se  cumplieron  a  cabalidad

pues de lo contrario ningún contrato podía ser pagado por la
tesorería departamental donde  se efectuaba el ú1timo filtro, y

que   posiblemente   los   documentos   de   respaldo   pudieron
haberse    extraviado,     lo    cual    encontró    algún    tipo    de

corroboración  en  el  hecho   de   que   algunos  requisitos  que

inicialmente eran echados de menos por la F`iscalía en el primer

informe    presentado    por    los    investigadores,    aparecieron

posteriormente en el segundo, estableciéndose finalmente que
algunos pudieron haberse extraviado ante la eventual fá1ta de
un adecuado sistema de archivo.

Pero esto que observa la Sala no puede ser arirmado con
criterio de verdad absoluta, toda vez que quienes hicieron dicha

sugerencia, podrían tener interés en que tales documentos se

dieran por desaparecidos ante la evidente posibilidad de verse

también involucrados penalmente por haber intervenido en las

fases   preparatorias,   concomitantes   y   posteriores   de   una

contratación presuntamente violatoria de los requisitos legales

sustanciales, y por eso acudieron al expediente de fá1tar a la

verdad  diciendo  que  todos  los  requisitos  fueron  satisfechos

pero la prueba demostrativa de  tal aserto  desapffeció  de  los
archivos,   lo   cual   podria   haberse   venido   a   menos   si   la

investigación   de   la   Fiscalia   hubiere   sido   adelantada   en
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oportunidad y de manera completa,  siendo esto precisamente

lo que la Sala extraña.

4.9.- Respecto del contrato de alquiler No.  075 de 28 de

octubre de 2OO3 que obra a folios  113 y ss. del anexo No. 8 por

la  suma  de  $9.48O.OOO.OO,  cuyo  objeto  es  el  alquiler  de  una

retroexcavadora para el retiro de material rocoso duro en el río

Hacha  a  fin  de  mejorar  el  rendimiento  de  la  paladraga  que

opera en ese sector, como irregularidades advertidas por parte

de  la  Fiscalia  se  atribuye  que  en  la etapa precontractual  no

apffecen las invitaciones ni las propuestas presentadas;  que
no  hay  evaluación  de  las    propuestas  y  que  el  contrato  se

suscribe e128 de octubre de 2OO3, el acta de iniciación de las

obras es de 25 de noviembre de 2OO3 y las actas de recibo y de

liquidación del contrato son de 30 de diciembre de 20O3, y no

hay informes de contratista ni  del interventor.

4.9.1.-Como primera medida, observa la Corte que al no

superar el monto del contrato los 30 salarios minimos legales

mensuales vigentes para el año 2003, y no rebasar e1  10O/o de

la menor cuantía para la contratación en el departamento de
Caquetá,  ninguna irregularidad se advierte por haberse optado

por la contratación directa y no por la licitación pública, toda
vez que la legislación sólo exigía por entonces la presentación

de  una  oferta,  el  contrato  escrito  y  el  aná1isis  de  precios  de

mercado.

Se   evidencia,   además,   que   al  proceso   contractual  se
allegaron 3 cotizaciones por parte de los señores Gustavo Arias

Medina, Alex Moisés Romero y Victor |Julio Castro Medina,  en
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donde se ofrecía los servicios del tipo de vehiculo, la marca, el

modelo y el valor de  hora de  alquiler;  además  se  observa,  la

existencia   de   acta   de   evaluación   previa   suscrita   por   el

secretario de transporte, en donde se establece que la finalidad

de la contratación es terminar de construir los   gaviones que

protegen los jarillones que se han realizado con las paladragas,

para  lo  cual  se  debe  suministrar  el  material  de  piedra  a  la
comunidad que lo requiere, por estar realizando la adecuación.

También     obra     el     correspondiente     certificado     de

disponibilidad    presupuestal    para    el    rubro    financiación

proyectos  varios:  sector  prevención  y  atención  de  desastres;
cuenta   con   el   visto   bueno   del   departamento  jurídico;   y,

además,  hay   acta de recibo final de la obra y de liquidación

suscritas   por   el   intewentor   Carlos   Alfonso   Niño   Santos,

Secretario de Transporte e lnfraestructura.

En  principio  ningún  reparo  podria  formular  la  Sala  al

Gobernador Muñoz Parra pues a su modo de ver no constituye

inconsistencia  sustancial  relevante  el  que  tanto  el  acta  de
recibo final como de la liquidación del contrato tengan la misma

fecha,   máxime   si  no   se  trataba  de  un  asunto  de  mayor
complejidad que ameritara contar con un tiempo superior.

Y  si  bien,  habría  sido  importante  conocer  si  en  verdad

hubo invitación a presentar propuestas y la manera como éstas
fueron evaluadas, lo cierto del caso es que la Fiscalia no realizó

labores en orden a localizar oportunamente los proponentes  y

escuchar  sus  declaraciones  sobre  los  puntos  que  generaron

inquietud,  incluso  aportar  los  documentos  de  respaldo  de
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haber  ellos  existido.  Lamentablemente  esto  no  fue  lo  que  se

hizo  y  la  incertidumbre  sobre  lo  verdadermente  sucedido

permanece  en  el  ambiente,  pues  tanto  el  acusado  como  su
secretario de transporte e infraestructura dijeron estar seguros

de haberse cumplido todos y cada uno de los requisitos que la
ley de contratación exige, só1o que al parecer la documentación

de respaldo no fue encontrada por los investigadores.

Y es que no puede olvidarse que la supuesta o real pérdida

de   tales   documentos,   resultaba  beneficiosa  no   só1o   a  los

intereses del acusado por fundar en e11a su excusa defensiva,

sino  a  los  de  los  funcionarios  que  lo  acompañaron  en  la

administración  departamental  y  que  también  podrían  verse
comprometidos en el trámite, celebración y liquidación de unos

contratos   en   los   que    supuestamente    se    transgredieron
requisitos  legales  sustanciales,  de  ahí  que  la  Sala  no  pueda

otorgmle  a  sus  dichos  el  mérito  persuasivo  que  la  defensa

reclama, pero tampoco demeritar sus dichos como lo persigue

la F`iscalia, máxime si ésta no actuó oportuna y acuciosamente  i

en  el  recaudo  de  la  totalidad  del  cúmulo  probatorio  que  le

habría  permitido   demostrar  la  hipótesis   en   que  fundó   1a

acusación.                                                                                                          l

4.1O.-Respecto  del  contrato  de  obra pública No.  OSO  de

26  de noviembre  de 2OO3  por la suma de  $9.5OO.OOO.OO  cuyo

objeto  fue  el  transporte  de  piedra  en  el  río  Hacha  para  la

construcción de gaviones,  como se recuerda,  en la acusación

es    materia    de    cuestionamiento    que    no    aparezcan    las
invitaciones,  las propuestas presentadas,  ni la evaluación  de

las   mismas y que pese a que el contrato se suscribe e1 26 de
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noviembre de 2OO3, no hay el acta de iniciación de lasobras yi
el acta de recibo final por parte de la gobernación es de g  de

marzo de 2OO4, no existe acta de liquidación del contrato, como

tampoco informes del contratista o del interventor.

4.1O.1.-Al igual que sucede con el caso que antecede, al i

no   superar   el   monto   de   $9.960.OOO.OO   equivalente   a   3OI

salarios  mínimos  legales  mensuales,   la  contratación  podía

calificarse   como   de   minima   cuantía  que   só1o   requería  la

presentación de una oferta, el contrato escrito y el estudio de
los   precios   de   mercado.   En   este   caso   se   observa   que   se i

presentaron  3  cotizaciones  por  los  señores  Essaín  Buriticá l
Bermeo,   David   Cabrera   Cabrera   y   Luis   Carlos   Guzmán )

Anacona;  que  hay  acta  de  evaluación  previa  suscrita  por  el

secretario   de   transporte   quien   técnicamente   plmtea   la
necesidad de terminar de construir el muro de contención en

gaviones, soportado por el material deljarillón  con el objeto de
disminuir  el  impacto  de  la  corriente  del  río  Hacha  sobre  e1

mismo.    También    obra    el    certificado    de    disponibilidad  :

presupuestal   para   el   rubro   financiación   proyectos   varios;
sector prevención y atención de desastres.  Cuenta con el visto

bueno del departamento jurídico, y hay acta de recibo final de

la obra por parte de la comunidad y del interventor en el año

2OO4.

Y,   no   obstante   que   no   obran   en   el   expediente   los  í

documentos que la Fiscalía echa de menos en la resolución de

acusación,  e11o no signiíica que pueda llegarse a sostener con

criterio   de   verdad   que   dichos   requisitos   no   se   hubieren

satisfecho, pues, como ha sido reiteradamente arirmado por e1
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acusado  en  su diligencia de versión,  la indagatoria y la vista

pública,    asi    como    por    el    secretario    de    transporte    e
infraestructura   de    entonces,    en   versión   más   o   menos

coincidente con las de la tesorera y la jefe de archivo,  que los

documentos   pudieron   haberse   extraviado   ya   que   ningún
contrato se pagaba si no  se acreditaba el cumplimiento de la

totalidad de los requisitos legales.

En este sentido, ilustrativa resulta la comunicación e1 25

de  febrero  de  2OO4  del jefe  del  departamento jurídico  de  la

gobernación a la interventora del aludido  contrato,  al indicff

que:

aEn su calidad de inferuertfor del conírcúo, se le ha encomendado l.a
labor,  e_mre otras,  de hacer seguiryriento  de las  obligaciones  a cargo  del
contrcI±ista,  en  especial  el  c"mplimiento  del  objeto  cortlrctiado.  En  ese
serúído,  si  el  cmíerior  irtieruentor  rLo  cumplió  de  TrLcI:nera  adec"ada  sus
obtigac¿ones, se puecle ver auocado (sic) a las tnvestigaciones por omisíón
en el cumptimierTfo  de  sus ftnciorLes,  stn  petiutcto  de  que  eZ  actual
intennntor   busque    mJecan€srnos   para   esctarecer    las   reahs
condiciones en que se egecutó eZ contrato, para to cuat puede acudlr
a  los  veedores  de  ta  conlra±ación  g  a  la  mlsma  comun€dad
benefitc€ariq ge las obras, asi como a ta docurne"±aeión que repose
en manos del conlrcLtista. En general e1 €nteri,er,±or debe biLscar los
mecqTlsmos  que   be  permitan  tener  etementos   de  jutcto  para
estabtecer,  insistimos,  tas  reates  condiciones  de  ejeeución  deZ
contrato" (se destaca).

Así se patentiza aquello que la Sala no ha hecho más que
destacar,  la  deficiencia  investigativa  de  la  Fisca1ía  pese  la

complejidad de este tipo de actuaciones, pues en lugar de haber

ido hasta el fondo del asunto, se conformó con llevar ajuicio al

acusado casi quince años después de ocurridos los hechos, con

base    en    la    precaria    documentación    desordenadamente
recaudada.

Página  168 de 237



PRIMERA INSTANCIA.  RAD.  No.  5O387
PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA

En todo  caso,  como quiera que la obra fue recibida y el

contrato liquidado en marzo de1 2004 cuando el Doctor PABLO

ADRIANO    MUÑOZ   había   dejado   de    ser   Gobemador   del

Departamento de Guainía, ninguna actuación irregular podría
serle  atribuida  en  relación  con  la  fase  de  liquidación  del

contrato,    cuestión    sobre    la    cua1    1a    Fiscalia    no    hizo

pronunciamiento  alguno y  sin  embargo  insistió  en  atribuirle
responsabilidad penal también en dicha fase.

4.11.-   Con   respecto   del   contrato   No.   O82   de   26   de

noviembre de 2003 por la suma de $91.425.OOO.OO que obra a

folios  l  y  ss.  del  anexo  No.  8  con  el  objeto  de  alquilar  una

paladraga  para  el  mejoramiento  del  flujo  del  caudal  del  rio
Hacha,   la  Fiscalía  reprocha  que  dentro  la  documentación

ha11ada no aparecen estudios de factibilidad, ni invitaciones a

contratar,   ni   la   propuesta   presentada   es   la   ganadora.
Cuestiona que de los documentos aportados por el contratista

el certificado de cámara de comercio tiene fecha de matrícula ;

e1  22  de  octubre  de  2OO3  y  el  contrato  es  suscrito  e1  26  de

noviembre    siguiente.    Agrega    que    no    obra    informe    del  i

contratista sobre el manejo del anticipo, el acta de iniciación de  i

obras se suscribe e1 9 de enero de 2OO4, y el acta de recibo es

de  30  de  marzo  de  20O4  y  no  existe  acta  de  liquidación  del

contrato, no hay infomes del contratista ni del interventor.

4.11.1.-Varios  comentarios  debe  realizar  la  Sala  sobre

estas consideraciones.  El primero, relacionado con la cuantía

de la contratación que al no superar los 3OO saJ.arios mínimos

legales mensuales,  autorizaban a la administración acudir al

sistema de contratación directa de menor cuantía para lo cua1
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se exigía la celebración de un contrato  escrito, un certificado

de calidad,  la publicación de los términos de referencia y del

pliego  de  condiciones  en  la  página  web  o  aviso  en  diario  de
amplia circulación,  la adjudicación en audiencia pública, y el

manejo   del   anticipo   en   cuentas   separadas   a  nombre   del)

contratista y la entidad contratante.

El  segundo,  que  el  pliego  de  condiciones  o  términos  de

referencia fue publicado en la página web, como de ello se da

constancia  en  el  folio  36  del  anexo  número  8,  só1o  que  el

contratista expresó haber tenido inconvenientes técnicos para

realizar la inscripción por ese medio por lo cual solicitó que le

fuera aceptada en la forma tradiciona1.

El tercero, que la inscripción del contratista en la Cámara

de Comercito tuvo lugar e114 de septiembre de 2001, sólo que

la expedición del certificado ocurrió e122 de octubre de 20O3,

acreditando  experiencia  en  el  tema  de  dragados  y  canales,

entre otros aspectos.

Y, el cuarto, que si la obra se inició el primero de enero de

20O4, cualquier cuestionamiento que pudiera formularse sobre
las fases de ejecución y liquidación del contrato no podrían ser

atribuibles    al    doctor    PABLO    ADRIANO    MUÑOZ    PARRA,

precisamente   por   haber   dejado   de    ser   Gobemador   del
departamento de Caquetá el 31  de diciembre de 2003, lo cual

patentiza  una  vez  más   la  ligereza  con   que   se   abordó   la
investigación y se formuló 1a acusación por parte de la Fisca1ía.
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Cabe advertir, en todo caso, que en la actuación obra la
cotización presentada por el contratista, la conformación de la

veeduria ciudadana y la designación de interventora, el  control

de  las  horas  de  trabajo  realizadas,  acta de  recibo  final  de  la

obra y un acta de liquidación financiera del contrato.

Entonces, si en la página web de la gobernación apareció

1a  invitación  a  presentar  propuestas,   lo  1ógico   es   que  las

mismas y demás documentos deberían estar incluidos a11í, lo

cua1 1amentablemente no fue objeto de verificación o descarte

por e1  órgano pesquisidor,  situación  que  aunada al desgreño
administrativo en el manejo de los archivos de la contratación,

generan verdaderas dudas sobre de parte de quién se halla la
verdad de lo acontecido:  si de la FiscaJ.ía al asegurar que no se

cumplió  1a totalidad  de  los  requisitos  sustanciales  que  la ley

exige,   o   de   la   defensa   que   aduce   haberles   dado   cabal

cumplimiento.

4.12.-   En   cuanto   hace   al   convenio   de   participación

comunitaria  Os   de   29   de   abril  de   2OO3   por  la   suma  de

$1OO.OOO.OOO  celebrado entre la Gobernación y las iJuntas de

Acción Comunal de los barrios lsla 2O de Julio, Ángel Ricardo

Acosta, San Judas, Siete de Agosto, Raicero, Vista Hermosa, EI

Guamal, Floresta, iJuan XXII Bajo, Idema, Obrero, San Luis, y

Los Comuneros del municipio de F`lorencia,   que obra a folios

32 y ss.  del anexo  No.  10,  la Fiscalia censura que no  existen  l

los informes quincenales del contratista sobre el desarro11o de

los trabajos y de la inversión que se comprometieron dentro del

texto del contrato; que tampoco hay informes sobre la inversión

de los recursos;  que no hay acta de iniciación de los trabajos;

que  el  acta del informe  final  es  de  agosto  g  de  2003;  no  hay
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acta   de   liquidación   del   convenio   y   no   hay   informes   del

intewento r.

4.12.1.-En relación con este convenio de participación, a

más  de  lo  ya  dicho  en  relación  con  la  aplicabilidad  de  lo

dispuesto  por el artículo  55  de  la Ley  743  de  2OOO,  conforme i

el alcance dado por la Corte Constitucional mediante sentencia i

C-126  de  2016,  cabe mencionar,  en primer lugar,  que pese  a

superar el monto máximo de menor cuantía para el año 2OO3,

correspondiente  a  30O  salarios  minimos  legales  mensuales

vigentes al haber sido celebrado con varias  juntas de acción

comunaJ.,  se posibilitaba este tipo de  convenios atendiendo lo

previsto  por  el  artículo   lO  del  Decreto  777  de   1992   sobre
contratos  con  entidades  privadas  sin  ánimo  de  lucro  para

impulsar programas y actividades de interés público.

De la revisión de la documentación allegada, se encuentra

la  relación  de  las  jornadas  realizadas  por  el  personal  que

participa en la obra,  con nombre, número de cédula y firma;
figura  el  acta  de  constitución  de  la  veeduria  ciudadana;  1a

relación   de   gastos   logísticos   pffa   la   alimentación   de   las

personas  que  colaboran  con  la  mano  de  obra  no  calificada,
suscrita   por   el   presidente   de   la  JAC   y   el   asesor   de   la

gobernación  ante  la  comunidad;  obran  los  estudios  previos
donde se establece que se realizará bajo los parámetros de los

Decretos O777 y 1403 de  1992, por cuanto lasjuntas de acción

comunal son entidades privadas sin ánimo de lucro.

El   contrato   ademá.s   cuenta   con   el   visto   bueno   del

departamento  juridico,   obra  el  acta  de  constitución  de  la
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veeduría  ciudadana,  se  establece  que  la  interventoría  seria

asumida por la Secretaría de transporte e infraestructura a la
cual se le otorga el deber de exigir los documentos soportes de

las  inversiones  con  cargo  a los  dineros  del  departamento;  se

evidencia   la   existencia    del    certificado    de    disponibilidad

presupuestal  con  cargo  al  rubro  financiación  de  proyectos
varios   sector  atención y prevención  de  desastres;  asimismo,

obra la pó1iza de seguro de cumplimiento y aparece la relación

de  gastos  aprobada por  el  asesor  del  gobernador  en  la  obra

c omunitaria.

Ahora bien, cierto es que en los documentos adjuntos al
convenido celebrado no figuran los informes quincenales que

la Fisca1ía extraña, aunque sí 1a continua relación del personal

que   participa   con   mano   de    obra   no   calificada   en   la
construcción  de  los  gaviones,   con  nombre,   documento  de

identidad y firma; y que  tampoco  existe  acta de  inicio  de los

trabajos  y no obra acta de liquidación del convenio ni informe

del  interventor,   pero   observa  la  Sala  que  frente  a  dichos

cuestionamientos   el   doctor   MUÑOZ   PARRA   adujo   en   la

diligencia   de   versión   que   alcanzaba   a   recordar   que   se

presentaron  informes  muy  completos,  firmados  incluso  por
varios    miembros    de    las    juntas    de    acción    comunal

participantes.   Aseguró   asimismo   que   el   convenio   fue   tan
transparente, que la misma comunidad fue la protagonista en
la  ejecución  de  la  obra,  ya  que  el  departamento  solamente

actuó   como  un  coadyuvante   en  el  proceso,   todo  lo   cual,

también eventualmente podria ser cierto si se hubiera obtenido

prueba de respaldo, pero ni siquiera la Fiscalia que estaba en
la  ventajosa  posición  de  hacerlo,  escuchó  el  testimonio  de
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quienes  figuraban  suscribiendo  el acta de  constitución  de 1al

veeduria   ciudadana,    así   no   hubiera   podido   localizar   a

HERNANDO CORREA SALAZAR, quien intervino en la firma del

convenio, en representación de las juntas de acción comuna1.

Al no  haber procedido  en la forma que la  Sala observa,

permitió  que  la  precaria  información  recaudada,  impidiera
alcanzar   el   grado   de   certeza   requerido   para   afirmar   la
responsabilidad penal del acusado.

La Sala no pasa por alto, que el secretario de transporte e

infraestructura  de  entonces  Carlos  Alfonso  Niño  Santos,  en

relación     con     las     inconsistencias     advertidas     por     los

investigadores    del    CTl    posteriormente    plasmadas    como

fundamento de la resolución de acusación, dijo recordar haber

sido  interventor  de  al  menos  un  convenio  con  las juntas  de

acción comunal, ya que debía estar pendiente de las acciones  í

que    realizaban    los    miembros    de    dichas    organizaciones  i
Í

solidarias,  <tes por eso que me  acuerdo que realícé  más de un li,

inf¡ome  del  desarrollo  de  este  conueirio  g  dichos  informes

quedcLTon   de"±ro   de   la  carpeta   del  rr[j,sTrLo   corLuerrio   en
archiuos de la Secretaría de TrarLsporte e lnfraestrucfura.

///O

=O
l.-

respec±o  a  la  razón  de  es1:as  cmomalías,  mairifiiesto  que  las lli

rrüsrnas puederL ser produclo  de una mala gestión de  aTcrriuo

realizada por las adrriristraciones siguiert±es'', pero , como ha
sido  repetidamente  dicho,  su  versión  de  los  hechos  debe  ser

tomada con reserva, atendiendo que proviene de alguien cuyo

ocultamiento    de    lo    verdaderamente    acontecido,    podría

resultarle  beneficioso  a  sus  intereses  cuando  eventualmente

deba responder ante la justicia por estos mismos aconteceres.
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En cualquier caso la Sala considera oportuno señalar, que

por parte de la F`iscalia no se pone en tela de juicio la rea]idad

juridica  del  convenio,  la  identidad  de  sus  intervinientes,  la
validez  de  las  pó1izas  de  cumplimiento,  la  seriedad  de  los

estudios previos que le sirvieron de fundamento y que sí fueron

encontrados,  ni  mucho  menos  la  autenticidad  de  las  actas

suscritas por el personal de la comunidad que figura realizando i
el   aporte   de   mano   de   obra   en   la   ejecución   de   la   labor;

contratada,    todo    lo    cual    eventualmente    favorecería    al

procesado frente a la acusación que la Fiscalía le formula.

4.13.-Respecto de la orden de pedido  149 de 29 de abril

de 2OO3, por la suma de $2.34O.OOO.OO paJ-a el suministro de

material para la  construcción  de  gaviones  en  la quebrada la

Perdiz,   con  el  señor  Rufino   Mil1án  representante  legal  del

almacén Maderas EI Chorro,  la Fisca1ía soporta la acusación

en que no se encontraron ni las invitaciones ni el soporte de las

propuestas;  tampoco  existe  la  evaluación  de  las  ofertas,  la
orden de pedido está firmada sólo por el gobernador y no por el

contratista,  no aparece el certificado de proponentes, y no se

encontró  documento  de  entrada y  salida  del  almacén  de  los

elementos contratados.

4.13.1.-   La   Sala  observa  que   conforme   la  normativa

aplicable  al  caso,  al  no  superar  la  orden  de  pedido  los  20

salarios  minimos  legales  mensuales  vigentes,   se  considera

como contrato de mínima cuantia que no requiere registro de

proponentes, tan sólo la presentación de una oferta, el contrato
sin  formalidades  plenas y la orden  de  pedido  suscrita por el

ordenador del gasto.
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Es  de  recordar,   que  en  el  informe  438696   de  31   de

diciembre de 2OO8122, los investigadores del CTl precisaron que

de la documentación aportada, no aparecen las invitaciones y

las propuestas presentadas no aportan ningún otro documento :

soporte. No hay evaluaciones de las ofertas. La orden de pedido :

está  firmada  só1o  por  el  gobernador.  No  aparece  el  CDP.  La

fecha de entrega de los materiales es de1 6 de agosto de 2OO3 y

el  acta  de   recibo   tiene   la  misma  fecha.   No   hay  acta  de

liquidación. No se designa intewentor o supervisor.

Sin   embargo,   en   la   diligencia   de   inspección  judicial

realizada e14 de mayo de 2O IO en la Secretaría de Transportes

de  la  Gobernación  de  Caquetá123,  se  da  cuenta  de  haberse \

ha11ado   el   certificado    de   proponentes,    el   registro   único i
l

tributario,  registro presupuestal y el pago de la orden, así como  l

el registro de entrada y salida del almacén.

En  la  orden  de  pedido  suscrita  por  el  gobernador  se

observa que hay evaluación previa de la contratación realizada

por  el  secretario  de  transporte  e  infraestructura,  donde  se
indica la necesidad, la definición técnica, incluidos los planos

de lo que se va a realizar, la imputación presupuestal y el valor

presupuestado, entre otros aspectos; también se aprecian tres
cotizaciones,  y  el  certificado  de  disponibilidad  presupuestal,

con lo  cual varias  de  las  supuestas  irritualidades  advertidas

por el acusador, quedan sin fundamento.

122  Fls.   128  cn.  3  Fiscalía.
123  Fls.  263  anexo.   12  Fiscalía.
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Además, no encuentra la Sala irregularidad alguna enel'

hecho de que la orden de pedido aparezca suscrita só1o por el

ordenador del gasto, en este caso el Gobernador Muñoz Parra,

pues precisamente por razón de la cuantía, los requerimientos
formales se reducen a su mínima expresión.

En cualquier caso, preciso se ofrece mencionar que según
el gobemador acusado,  si la orden de pago fue cancelada por

la  tesorería  es  porque  contaba  con  todos  los  requerimientos

legales,    o,  en  otras  palabras  dicho,  como  en  tal  sentido  fue
indicado por el secretario de transporte e infraestructura de la

época,  KCon relacíón a las presuntas írregularidades mcmífiesto que toda

la  documertfación    precort±rcLctual  g  corúractual  de  díchos  cort±rctios  se

encontraban derúro  de las   carpetas  de l.os mísmos  g  que cd saliT de  la lli

adTriristración, éstas quedaTon en el arclriuo de la secretaria de trarLsporte  ii

e infraestmcíura. Es de agregar, que si dic'hos documentos rto existieron rto

se hubieran pagado Zos cotT±ratos por parie de l.a tesoreria depcLrtamertlal''
124 en versión que eventualmente podria servirle de respaldo, si

no fuera por el interés que podria asistirle en fá1tm a la verdad

dado   el   eventual   compromiso   penal   por   haber   también

participado  en  el  trámite,   celebración  o  liquidación  de  los
contratos  cuestionados,   con  transgresión  de  los  requisitos

legales de carácter sustancial que la ley exige para su validez

jurídica,

Pero  independientemente de lo  anterior,  observa la Sala

de     manera     reiterada     que     la     F`iscalia     no     formula

cuestionamiento    alguno    en    torno    a   la   realidad    de    la

contratación,   la   necesidad   de   la   misma,   la   identidad   y
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existencia    de    los    contratistas,    la    autenticidad    de    los

documentos presentados, la existencia del objeto contratado y

su correspondencia con los valores de mercado,  tampoco osa

sugerir siquiera, pues no obra ninguna prueba en ese sentido,

que la contratación hubiere sido amañada para preferir a unos
contratistas en detrimento de la igualdad de participación de

otros,  pues  de  haberlo  hecho,  la objetiva transgresión  de  los

requisitos  sustanciales  que  la  ley  de  contratación  exige,  no

admitiría discusión alguna.

Sus  reparos  son más  de  índole  formal  que  sustancial y ¡

que  en  cualquier  caso,  si  subsistiere  alguna  duda  sobre  e1

particulff  hubiera  podido  ser  despejada  con  un  acucioso
trabajo     investigativo     de     campo,     visitando     los     locales

comerciales   que   emitieron   las   cotizaciones  y   las   facturas

cambiarias, verificando la existencia de los elementos ofrecidos

en venta, cotejando los precios de mercado, visitando las obras

contratadas    en    compañía    de    peritos    en    arquitectura,
ingenieria,  hidrología,  meteorología y ciencias  afines,  incluso

entrevistando   personalmente   a   todos   y   cada   uno   de   los

contratistas  y  proponentes   o   habitantes  de   las  zonas  de
influencia de las obras realizadas, pero nada de ello se hizo.

Es por esto que la Sala no puede menos que concluir que
la presunta realización del concurso de delitos de contrato de

sin cumplimiento de requisitos legales por parte del gobernador

acusado,    quedó   ayuna   de   demostración,    en   cuanto   la

precariedad investigativa realizada no logró acreditar en grado
de   certeza   que   los   contratos   materia   de   investigación   y

juzgamiento,     se     tramitaron,     celebraron,     ejecutaron     o
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1iquidaron, con transgresión de los presupuestos sustanciales

normativamente   establecidos   en   la   normas   que   rigen   la

contratación  estatal y  que  éstos  no  fueron verificados  por  el

ordenador del gasto.

4.14.-Las consideraciones que viene de realizar la Sala,

resultan  váJ.idamente  aplicables  en  relación  con  los  reparos

ofrecidos   por  los  investigadores   del  CTl  y  la  Fiscalía  con

respecto  de  las  órdenes de  pedido No.  128  de  17  de junio  de

2OO3125,  No.   127  de  17  de junio  de  20O3126,  No.  076  de  14  de

mayo de  2OO3127,  No.  O74  de  12  de mayo  de  2OO3128 y No  O69

de  25  de  abril  de    2OO3129,    toda  vez  que  en  todas  e11as  se

formula  el  mismo  tipo  de  cuestionamientos  por  parte  de  la

Fisca1ía,   y   respecto   de   todas   ellas   se   ofrecen   similares

explicaciones   de   parte   del   procesado   y   el   Secretario   de

Transporte e lnfraestructura del Departamento de Caquetá por

la época de los hechos, las cuales pueden verse cobijadas por

el manto de sospecha en su veracidad,  dado precisamente  el

interés  que  podria  asistirles  en  encubrir  la  realidad  de  los

acontecimientos por la posibilidad de generarles consecuencias

jurídico   penales   dada   su   eventual   participación   en   una
actuación contractual desconocedora de los requisitos legales

sustanciales.

Lo cierto es que la Fisca1ía no citó a declarar a ninguno de

los proponentes y contratistas de las referidas órdenes,  en el

propósito   de   dilucidar  las  circunstancias   en  que   tuvieron

Página  179  de 237

l25  Fls.  66y  ss.  anexo  11.
126Fls.  52   yss.  anexo  11.
127Fls.  3O   yss.  anexo  11.
128Fls.   lg   yss.anexo  11.
129Fls.  5   yss.  anexo  11.



PRIMERA INSTANCIA.  RAD.  No.  50387
PABLO ADRIANO  MUÑOZ PARRA

conocimiento    de    las    invitaciones    a    contratar,     cuá1es

documentos presentaron, cómo se evaluaron las ofertas, quién

o quienes realizaron la interventoria o supervisión, y cuá1 fue

el funcionario que liquidó 1os contratos.

4.14.1.-Respecto  de  la  orden  de  pedido   127  de  17  de

junio de 200313O que obra a folios 52 y siguientes del anexo  11,

para el suministro de materiales,  en donde se le atribuye que
no  se  encontraron  ni  las  invitaciones  ni  las  propuestas,    y

tampoco    se    aporta    documento    soporte    en    la    etapa

precontractual, no existe la evaluación de las ofertas, la orden
de  pedido  está  firmada  só1o  por  el  gobernador  y  no  por  el

contratista,  tampoco  aparece  el  certificado  de  disponibilidad

presupuestal,   los   materiales   los   recibe   Octavio   de   Jesús
Ordoñez sin fecha, no hay acta de liquidación y no se designó

interventor ni supervisor.

En cualquier caso,  a más  de los  documentos  de  que  da

cuenta el acta de inspección judicial practicada a la Tesorería

del   Departalnento   de    Caquetá,   y   los   a11egados   por   los

investigadores del CTl con los informes base de la acusación,

oportuno se ofrece resaltar que conforme el cúmulo probatorio,

los  contratos  tuvieron  una  debida  justificación,   estuvieron

sustentados  técmica,  económica y  financieramente,  como  de

ello  se da cuenta en los estudios previos que les siwieron de

sustento.

Es de advertir asimismo, que por parte de los organismos

de  control  no  se  atribuye  detrimento  patrimonial  alguno  del
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departamento,  a tal punto que ni siquiera se 11ega a sostener

que    no     se    contara    con    el    correspondiente    respaldo

presupuestal,   que   los   precios   de   los   bienes   y   servicios
contratados se hubieren alejado de los precios de mercado para

la  época  de  suscripción  de  los  contratos,  que  los  oferentes

fueran  personas,  empresas  o  establecimientos  de  comercio

inexistentes,   o   que   la   documentación   aportada   resultara

espuria, o hubieren existido acuerdos con los contratistas para

eludir el cumplimiento de los requisitos legales esenciales,  en

cuyos eventos las explicaciones ofrecidas por el procesado,  el

secretario de transporte e infraestructura, la tesorera o la jefe

de archivo de la gobernación, sobre las razones del no ha11azgo

de  la  documentación  que  la  Fiscalia  extraña,  carecerían  del

más mínimo mérito persuasivo.

Pero como esto no es lo que sucede y no se hizo uso de los

instrumentos  al alcance para desentrañar lo verdaderamente
acontecido,   la   Sala   no   encuentra   el   adecuado   sustento

probatorio  para afirmar plenamente  acreditada la realización
de  la  conducta y  la  responsabilidad  del  acusado  como  para

proferir  fá11o   de   condena  en   su  contra,   por  razón  de  un

presunto  concurso  delictivo  de  celebración  de  contrato  sin
cumplimiento  de  requisitos  legales,  tan  só1o  por  no  haberse !

ha11ado  ciertos  documentos  de  respaldo,  que  eventualmente

pudieron    haber    existido    pero    que    desaparecieron    en
circunstancias      que      tampoco     fueron     investigadas      a

profundid ad.

No desconoce la Sala la posibilidad de que el Gobernador

acusado     hubiere     pretendido     11evar     a     cabo     procesos
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contractuales  orientados  a satisfacer la necesidad de  mitigar

los   desastres   ocasionados   en   temporada   invernal   por   el

desbordamiento  del río  Hacha y las  quebradas  La Perdiz,  La

Sardina,   La  Yuca  y   EI   Dedo,   en   la  ciudad   de   Florencia,

mediante la realización de obras con participación activa de la

comunidad destinataria de las mismas, y que fueron objeto de

consideración    en    el    Plan    de    Desarro11o    Departamental,

incluidos en el presupuesto, y para lo cual se pudieron haber

practicado  los  estudios  técnicos,  económicos  y  financieros,
correspondientes  por  parte  de  la  Secretaría  de  Transporte  e

lnfraestructura,   pero   ello   en   manera   alguna   podría   ser

entendido como patente de corso en orden a la posibilidad de

desconocer la exigencia de cumplir la totalidad de los requisitos

legales esenciales que la ley de contratación prevé.

Sin embargo, como no se sabe en realidad qué fue lo que

sucedió con los trámites que la Fiscalia echa de menos, la Sala

tampoco puede afirmar con criterio de certeza que tan loables

propósitos  fueron  a  su vez  satisfechos  con  una contratación
inmaculada.

Debido  a esto la Sala no  puede  dejar de  advertir que la

orden de pedido No.127 cuenta con presupuesto de materiales;

certificado  de  disponibilidad  presupuesta1;  evaluación previa;

tres  cotizaciones,  factura  cambiaria  de  compraventa,  y  las
actas de entrega y de recibo de los bienes adquiridos.

Adjunto a la orden de pedido Número  128, se hallan tres

cotizaciones,  presupuesto  de  materiales,  evaluación  previa,
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factura cambiaria de compraventa,  acta de entrega y acta de ¡
recibo.

La   número   76   cuenta   con   evaluación   previa,   tres

cotizaciones, factura cambiaria de compraventa, certificado de

disponibilidad  presupuestal  y  acta  de  entrega  de  los  bienes

adquirido s .

Adjunto   a  la  No.   074   se   ha11an  tres   cotizaciones,   la

evaluación      previa,      el      certificado      de      disponibilidad

presupuestal,  la factura de venta y el acta de  entrega de  los
bines adquiridos.

Y,  además,  que  la  orden  de  pedido  O69  cuente  con  el

correspondiente   certificado   de   disponibilidad  presupuestal,

dos   cotizaciones   presentadas,   la   evaluación   previa   de   la

necesidad    por    parte     del    secretario    de    Transporte    e

lnfraestructura  del  Departamento  de  Caquetá  y  el  acta  de
entrega de los bienes adquiridos.

Todo lo anterior, podría denotar el interés del procesado

en   cumplir  los  pasos   que   las   normas   sobre   contratación

prevén,   sin  embargo,   como  la  imputación   se  formula  por
tramitar,    celebrar   y    liquidar    contratos    sin   verificar    el

cumplimiento de los requisitos legales esenciales, a partir de la

documentación   que   la   Fisca1ía   extraña,   aquellos   buenos

propósitos  no  logran  compensar  la  omisión  que  el  órgano
acusador  atribuye,  y  que  sin  embargo  pese  al  gran  esfuerzo¡

realizado,   tampoco pudo acreditar en el grado de certeza que

para condenar la ley procesal exige.
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4.15.-De las órdenes de pedido manuscritas.

La  Sala  no  podria  culminar  este  acápite  de1  Íá1lo,  sin

referirse al tema de las   solicitudes manuscritas de materiales

dirigidas a algunos almacenes de la ciudad de Florencia, tales

como   Almacén   EI   Sol,   bloquera   y   depósito   EI   Rosal   y

Tecniconstrucción Construyá,  para atender las necesidades de

las   comunidades  y  las   obras   de   dragado   sin   que   en   la

gobernación repose  documentación alguna de respaldo y que
dieron   origen   a  la  actuación   por  parte   de   la  Contraloria

Departamental de Caquetá y posteriormente a este proceso.

Lo único que aparece claro es que con tales documentos

no  se  comprometieron  recursos  oficiales  como  lo  certificó  1a

Secretaría de transporte e infraestructura desde los albores de

la investigación en el año 2004131,  al punto que ni siquiera se

acudió a certificados de disponibilidad presupuestal o registro

presupuestal,  y  por  parte  alguna  se  actuó  en  nombre  del
departamento de Caquetá, de suerte que la imputación por el

punible  de  contrato  sin  cumplimiento  de  requisitos  legales

queda  ayuna  de  todo  fundamento,  en  tanto  todo  indica  que
tales actuaciones se llevaron a cabo a titulo personal, pudiendo

haber  tenido  incidencia  en  otro  tipo  de  conductas  contra  el

patrimonio   económico,   pero   no   contra   la   administración

pública.

l3l Fls.  7 y ss. cno.  1  Fiscalia al indicar que arevisados los archivos de esta Secretaría no
reposa documento soporte que evidencie el compromiso a favor de los proveedores  ni el
ingreso o recibo de los materiales .Igualmente según iníormación de las funcionarias que
aparece su firma en las facturas, es solamente el recibo de las facturas mas no el recibo
de los materiales».
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Al   efecto   se   debe   recordar   que   el   procesado   en   la

indagatoria  adujo  haber  sido  asaltado  en  su  buena  fe  por
Octavio  de Jesús  Ordóñez  quien le  dijo  que  la obra se  iba a

paralizar por la fá1ta de algunos materiales que no valían gran
cosa y que se los podían pedir  a la señora Nora, por lo cua1 1e

sugirió  que  le  hiciera  un  papel  que  é1  pagaba  ese  materia1.

Octavio de Jesús hizo el papel de su puño y letra y creyendo

que lo hizo con las directrices que le dio, procedió a firmarlo sin
darse   cuenta   al   detalle,   menos   que   decía   con   cargo   al

departamento y sin conocer el destino que se le habría de dar

a  dicho  documento,  pero  después  recibe  una  carta  de  esa

señora  pidiéndole  pagar  unas  cuentas,  que  en  realidad  no

autorizó porque eso no es una orden de suministro, y que no
firmó   en   condición   de   Gobernador   del   Departamento   de

Caquetá.

Cabe   señalar,   en   todo   caso,   que      del   cúmulo   de

documentos relacionados, sólo uno al parecer fue suscrito por

el señor MUÑOZ PARRAl32,  pues los  demás fueron expedidos

por Octavio de iJesús Ordoñez,  contratista de la Gobernación,

quien   entre   otras   cosas,   en   declaración  jurada  con   fines
extraprocesales,  a11egada por  el  doctor  MUÑOZ  PARRA  en  la

diligencia   de   versión,   adujo   que   la   orden   de   entrega   de

materiales de  14 de abril de 2003 y dirigida al Almacén el Sol

y con la firma del acusado,  ÍíJci h¿ce co7t e¿ cortLJenc`z'mt'erifo cZe que

et Doc±or PABLO ADRIAÑO MUÑOZ PARRA me había pedido que

dicha orden l,a eZaborara  con cargo  al DepartametT±o,  pero  en

realidad éZ sólo rn,e dijo que pidiera urLos elemerL±os urgerT±es erL

ese momert±o,  enfre  ell,os unos gucm±es,  alambre tiso,  aticcties,
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pero rturLca me dijo que era con cargo al departame"±o, sólo que
como  estábamos  en  una  obra  del  depariamerúo  así  me  lo
imagíné,, .

Estas  inconsistencias  en  el  dicho  del  referido  testigo,

fueron las que motivaron a la Fisca1ía a compulsar copias para

que se lo investigase por el presunto delito de falso testimonio,

pero  sin  darse  a la tarea  de  clarificar  para los  fines  de  este

proceso cuá1 de las distintas versiones ofrecidas correspondía
a la realidad de lo sucedido.

En   todo   caso,   la   señora   Nohora   Tovar   Zambrano,

propietaria  del  Almacén  EI  Sol  y  al  parecer  destinataria  del
escrito   firmado   por   el   acusado,   dijo   no   haber   celebrado

contrato  alguno  con  la  gobernación,  que  ésta tan  sólo  le  ha

comprado   con  notas   de   suministro,   pues   el  doctor  Pablo

Adriano le dio la orden de entregar unos materiales a un señor
Octavio de Jesús Ordóñez Páez, muy conocido en Florencia y

que  era quien firmaba la mayoria de  las órdenes de  entrega.
Cree que más personas fueron a reclamar materiales pero no
recuerda cómo  se llaman ni cómo  son.  Afirma,  en todo  caso,

que  Octavio  de  Jesús  fue  la  persona  quien  le  presentó  el
documento que aparece a folio 34 del cuaderno  l con el objeto

de solicitarle materiales y como su función es vender, procedió

a entregárselos.

En   las   aludidas   circunstancias,   para   la   Sala   todo

pareciera indicar que la actuación llevada a cabo con ocasión
del documento que corre a folios 34 del cuaderno No.  1 no fue

realizada en el marco de las funciones oficiales de Gobernador
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del  Departamento  de  Caquetá,  sin  que  ello  pueda  11egar  a

afirmarse  categóricamente,  toda vez  que  se  realizó  en  papel

común, no en papelería con el logotipo del departamento, y sin

concreción  de  ninguna  naturaleza  en  cuanto  a  materiales,
cantidades, calidades, precios y destino de los mismos,  con lo

cua1 1a incertidumbre de haberse configurado un delito contra

la  administración  pública,  y  en  este  caso  de  contrato  sin

cumplimiento de requisitos legales, surge evidente.

5.- Del fraccionamiento de contratos.

Siguiendo   la  jurisprudencia   de   la  jurisdicción   de   lo
contencioso administrativo, la Sala de Casación Penal de la Corte

(CSIJ  SCP  SP  26  Mar.  20O9,  Rad.29O89)   tiene   establecido   que   el

fraccionamiento  de  un  contrato  de  la  administración  tiene
lugar  cuando  a pesar  de poderse unificar en un  solo  acto  el
objeto contractual, se divide en varios con el objetivo de eludir

un condicionamiento previsto en la ley.

En el aludido pronunciamiento, precisó:

1.  Esta figura fu,e expresamerLte  consagrada en l.os decTetos leges
15O  de  1976  g  222  de   1983    proscribierLdo  el  fraccioncmie"o  de  los
comrafos, deftriérLdola coTrLo la snJ,scripción de dos o más negocios juridicos
eriTe las mismas partes,  con idénfico objeto g dentro del inisrrLo término,
que la primera normctiiua estableció en 3 rn.eses y la segunda amplió a 6.

Si bien es cíerto que esta modalidad rLo fue ltieralinente reproducida
por la ley sO de 1993 ri por sus decretos reglamentarios, eZlo obedece a su
estiuctura   y    al   deseo   del   legislador   de   erTadicaT   la   exagerada
reglamenfación g rigorismo, determinarLdo reglas y principios enc`aTrrirLados
a obtener los fimes del Estado, de los c"ales se deduce la prohibicrión de l.a
segmerLfación de co"±ratos g que, como ga se uio, trasl,uce la interpretación
corLstihJ.cional que se debe hacer de ese cuerpo nomatiuo.
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Di,cha preceptiva,  con clandad  expresa el querer del Zegislador de
impedir  que  la  adrrinistración  haga  tlusorio  el  tráiní±e  de  la  licitaciórL
pública    o    el   procedimiento    de    selección   objetiua   del    cort±ratista,
obstacu1.tzando de esta forma que los con±rc[±os se acmm:u1.en en un.o sól,o o
en  pocos  corLtratistas  darLdo  al  traste  con  l.os  principios  de  igualdad,
trcmsparertcia g se1.ección objetiva, g con el ánimo de obtener el bien común,
subgacerúe en todo negocio juridico de esta indole.

Este  fenómeno   se   prese"Ía,   uiene   retierando  la   Sala,   cuando
pudiéndose compendiaT el todo en un sól.o acto, se diuide en uarios, c'orL el
objetivo clc[To de el;udir un condicionamj,e"fo lega1.

En otTas palabras, se configura, aJ,ando la adrrriristración de rnanera
artificiosa  destruge  la  uridad  natural  del  objeto  co"fractual,  a ftn  de
contratar  directamerLte  lo  que  erL principio  debió  regirse  por  las formas
propias de la tictiación, o para sujetaTse a un procedimie"1o TrLeiios estncfo
g riguroso de corLtratación directa en reemplazo del que se ímporia seguiT
por el fac±or cuantía,  práctica que  riñe  con las rLormas  que  gobieman la
corúraíación eststal, partiaJ,lamenle con los principíos de trcLnspcLTencia u
selección objetiua.

No obstanle l,o arúerior, la ualoración de tal conduc±a en rel.ación con
la posible corLfig]J,raciórL del de1:tio de cortfrctio si,n ciJ,mplimierúo de requisi±os
legales,  suporLe realizar un doble ejercicio arLalí±íco diTigido a determírLar:
(t, si resulia predicable la urridad de objeto respecio de los cortiraíos aJga
legalidad se cuestiona Ü, en caso cierto, (ü) c"á1es fueron las circunstarLcias
que en concreto lleuaron a la adrTrirristración a realizar uarios  contratos,
pues  sólo de  allí puede extractarse  si la actuación se  apogó erL criferios
razonables de satisfacción del interés público, o si, en cambio, las razones
esgrimidas son sólo artificiosas g dirigidas, por ende, a sosZagar las reglas
co"±rac+uales debiclas.

An±e todo,  algu,nas precisiones para delinear el corLcepto g  alccLnce
del  fraccíonairie"±o  de  contrctios,  luego  deftrirá  si  di.cho  fenómeno  se
preseiTÍó o rLo en los co"frctios cuestionados.

Según la Real AcadeiTria de la IJengua, fracciorLar es diuidir una cosa
en partes  o fracciones.  Parie  es urLa porción i,rLdetem;inada de un todo.
FracciórL, es la diui,sión de una cosa erL paries.

U"idad es la propiedad de todo ser en uirtud de la cual no puede
diuidíTse  sín que  su esencia se  destruga o  a11ere.  Destru,iT es  deshacer,
amJínaT o asol.aT urta cosa mctieria1. ArruínaT es destruiT, ocasionar graue
daño.    Desh.acer,    sigrifica   qutiar   la   forma   o   figura   a   iJ,ri,a   cosa
descomporTiéndola, es diuidir, partir, despedazar,
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Nctiural es lo perteneciente a la nafiiraleza o conforme a la ca1:idad o
propiedad   de   las    coscLs.    NaíiJ.raleza   es   la   esencia   y    propiedad,
carac'teristica de cada ser. Esencia, es la que constituye la rLaturaleza de
las cosas, lo permarLente o irwariable, lo rnás tmportanfe g caracteristico de
uri,a cosa. Propiedad, es atributo o cualidad esencial de una persona o cosa.

Posteriomente133, la Sala de Casación Penal indicó que:

A parti:r de esta defiriciórL, se haoe neoesario establ,ecer qué se eriierLde
POr unidad de ob eto ®rúractual ara e{1o es preciso acudir a los criferios de
género y especie, los aJ,ales fueron establ,ecidos desde crntci:ño por el Consejo
de Estcl.do134 g acogidos por esta CorporcLciórL135.

Alendiendo  al  sem:tido  de  las  palabras,  se  erttiende  por  qéTLero  el
«corLjunto  de  seres  que tiene urto  o  varios  ccITac±eres  oo"J:nes.  /TaJcón que
agruPa  a  especíes  que  comporian  ciertos  caracteres,,136,  mierTftas  que  por
espec¡e  se  re:fiere  a itccmju:"o  de  elerrLerúos  er,fre  st por teri,er uno  o  iJarios
ca:racleres comurLes. /  Cada urto de los grupos erL que se diriden los gérteros y
que se com:ponerL de individ:uos que, además de los caTacteres genéricos, tienen
en oOmiln OtTos caTacleres poT los aJales se asemejan e"Írle st g se diStinguerL
de los de Zas demás especies»137.

En  ma±erici  co"ftactual,  el  articulo  1.565  deZ  Código  Ciril  de:fime  l!g§
obtiaaciones de qéneTo coTrLo tiaquellas en qJe se debe i,ndeteminadame"fe u,n
indirid;uo de una clase o género determ:riado» g se refiere a l,as obl aaones de
especie   o  de  aJerpo   cieTto   coTy,o  «aqué{1a  en  qu;e   se   debe  una  especie
deteyTrinada derTfto de un género también detemi:nado. O es la que se debe en
urLa indiuidualidcLd, qJ,e es impos{ble de confiJ,ndíT corL otrcu,138.

Así, a modo de ejemplo, para fiací1ifar la comprensión de 1.os conceptos,
se tiene que en un corúrctio cu:go objeto sea la adqu:isición de impresoras, éstas
coTno unji,ersalidad de dispositivos de ímpresión, constifiJ.ge el gérLero, rnj.e"±ras
que  si  el  objeto  corúractual  es  1.a  adq,isidón  de  impresoras  láser,  esas
particu,laridades y especificaciorLes ide"fifica:n la especie, por lo que en este
segundo   eiJertfo,   el   proueedor   sólo   podrá   aJ,mptir   eZ   objelo   cortfractu,a1

l33 CSJ SCP SP  15528-2016,  26  Oct   2016,  rad 40383.
l34 C.E.  Sala de  Consulta y Seníicio  Civil
l3S Al respecto CSIJ SP  12 jun. 2O13, rad.  3566O,  CSJ; CJS SP 26 may.  2OIO, rad. 30933,
CSiJ SP 24 oct.  2012,  rad.  33714,  entre otras.
l3Ó  Diccionario de  la  Real Academia de  la  Lengua  Española,  Edición  del Tricentenario.
Acepciones  l y 7
137 Ibidem  .Acepciones  l  y 7
138              http: / / delasobligaciones.blogspot.com.co/ 2012/08/ obligaciones-de-genero-y-
cuerpo-cierto.html
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surrinistrando impresoras láser,  no podria incl,ujr impr'esoras  de rnJ.n±o,  de
chorro de ti,nía o ploüer.

PartierLdo de estos cortceptos ha soste"ido esta Corporación (CSJ SP 12
ju.n.  2O13, rad.  3566O) que la unidad de ob eto corúrachJ.al «se ha e"±endido
como la especie de los bienes u obras coiT±ra±adas de un mismo género, sín que
la leg e"±onces prohíba celebrar vcrrios c'cm±rc[±os cuanclo se tTala de bie"es o
seruicios de esa rLafiiraleza (rrüsmo género), pero sí cuamdo corresponde a la
mjsma especie».

Ahora   bien,   paTa   detem:ím:r   la   exLstenc¿a   de   una   prác±ica   de
fraccionarienlo coriractual, esta Colegia:Íura ta:mbién hn considerado que se
presertla «cu,ando se quebranfa y se dtiJide la unidad naíural de su objeto»139 g
siguiendo la jurisp"dencia del Corisejo de Estado140, «la urtidad de objeto en
mcúeria, de cor[±rctiación estctial, se pregorLa de aquellos contrafos cuuo objeto
"es naturalmente urLo''141. Así Zas cosas, la Sub Sección entiende que dicha

unidad  se  reputa rLatural  cuando para  el cumptimiento  de urlo  de  sus
elemeirios  se requiere necesariamerúe  el cumplimiert±o del otro,  es  decir,
que  sólo  a traués  de  la sumctioria  de  c'ada uno  de  ellos,  se  obtiene  el  ii
produsto   ftnal   deseado    con   l.a    corT±rctiación;    en   consecuencia,    el
incumplimierLto de cualquiera de ellos arruina la posibitidad de satisfacer
Za      necesidad      identificada      paTa      corT±rcI±ar,      por      c"an+o      son
ri±e rdependiertie s . »1 4 2

Sin embaTgo, la consideración de uridad m:fiJral de objeto r+o se opone  lii
al crtierio diJ¡ererLciador de género g especie paTa uerificaT un fraccionamie"o
in-egu.1ar, por el cortlrario se reuela c`omo un concepto pr-eiJio paTa ese cmÁ1:Ísis,

ya que como lo ha indicado la SaZa:

[S]i bierL el crtierio de distinción del Consejo de Bstado resul±a útil a la
hora de  detemlnar si hn;u  o rLo unidad de objeto en orden a establecer si
conaJ,rre  o rLo el fraccionarrierio,  rLo puede oluidarse que por igual hay un
concepto preuio,  el de unidad nafiJral de obúeto co"1ractual por razón de la
ftnaljdad, que se l.e sobrepone.

5.1.-   Respecto   del   presunto   fraccionamiento   del  l
objeto contractual imputado en relación con los contratos  j
de prestación de servicios de mínima cuantía números 229,

139  CSJ SP 24 oct.  2O12,  Rad,  33714
140  ibídem
l4l Consejo de Estado; Sala Plena de lo contenc`ioso administrativo; C.P.   Darío Quiñónez
Pinilla;  Sentencia del 3  de octubre de 20OO;  Rad.:  AC-10529 y AC-10968.
142  ibídem
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230,  231  y 232 así como los contratos de arrendamiento
de maquinaria de menor cuantía números 74, 75 y 76.

La  Sala estima necesario  precisar  de  antemano,  que  se

ofrece  infortunada la consideración  del  Fiscal  Delegado  en  el

alegato  final  de   la  vista  pública,   cuando   afirma  que   del

testimonio   del   secretario   de   transportes   e   infraestructura

claramente   se   colige   la  intención   del   gobernador   MUÑOZ

PARRA de eludir los trámites legales en aras de permitir el ilegal

fraccionamiento de  contratos,  cuando en realidad el tema en

cuestión    no    eran    los    contratos    de    arrendamiento    de

paladragas,  ni  los  de  batimetria  y  topografia  de  los  que  se
predica   fraccionamiento,   como   erradamente   lo   infiere   el
Delegado,  sino  que  el  testigo  aludió  a  la  participación  de  la

comunidad  en  la  realización  de  las  obras  que  habrian  de

beneficiarle, como asi se hizo con los convenios O26 de 20O2 y

Os  de  2OO3  celebrados  con  las  Juntas  de  Acción  Comunal,

según se establece del contenido de su declaración.

El siguiente texto ilustra en gran medida lo que viene de

advertir la Sala:

"Con relación a la afirmación realizada por el ex Gobemador MUÑOZ
PARRA, manifiesto que la ejecución del mejoramíe"o de los caudales  fue
el  resu1Íado  de urLa  reurrión  con la  oficina juridica,  el  Gobemador  g  el
suscrtio,  terrierLdo  en  cuert±a  que  la  coT"uyridad  estaba  requiriendo  con
suma urgencia la ejecuciórL de las obras. Así mismo, el señor GoberrLador
marrifestó que los trabajos a realizar debían incorporar a l,a comunidad con
el fim de que éstas se  apropiaTan de l.a obra g la cuidaTan y además, por
el  diftícil  momento  que  atrauesaba  Ftorencia,  1,as  mismas  obtuuieran urL
ingreso económico. Es así que la decisiórL fimal fue realizar todas las obras
con  uiia  adminístración  directa  de  la  adrrrinistración,  es  clear  que  la
admiristrcición  a  medida  de  los  requerimientos  fuera  contratando  los
suT"inistros   necesarios   para   los   trabajos   que   debían   realizar   l.ci.s
comunidades » L 43
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De este testimonio,  al contrario  de lo  considerado por el

ente acusador, la Sala no infiere intención alguna de eludir los

trámites  legales  esenciales,  mucho  menos  de  dar  lugar  al

fraccionamiento contractual, sino só1o el deseo de involucrar a

la comunidad en los trabajos que habrían de beneficiarle, como

finalmente se logró a través del aporte con mano de obra, de lo

cual  dan  cuenta  los  referidos  convenios  suscritos  con  las

juntas de acción comunal de algunos barrios de Florencia.

Lo  dicho,  por  supuesto,  no  implica  reconocer  que  las

explicaciones   del   Gobernador   MUÑOZ   PARRA   encontraron

cabal respaldo probatorio en la actuación,  ni que los reparos
formulados   por   la   Fisca1ía   a   los   procesos   contractuales

carecieran en absoluto de fundamento,  sino sólo advertir que

con  la  evidencia  recaudada  no  se  demuestra  que  las  cosas

sucedieron    como    fue    puesto    de    presente    por    el    ente

pesquisidor, y tampoco resulta verdad indiscutible de cara a la
excusa que  la defensa presenta,  sino  só1o  que  la Sala,  como

corresponde en tan delicada misión de prodigar justicia, eva1úa

el  conjunto  probatorio  para  asignarle  las  correspondientes

consecuencias juridicas, y no só1o una fracción del mismo para

llegar a conclusiones unilaterales de parte, que só1o se explican

por el interés que le asiste en la suerte del proceso.

5.5.1.1.-Evaluación de la necesidad. Estudios Previos.

La  Sala  advierte,  que  aunque  la  determinación  de  la

necesidad no es presupuesto indispensable para establecer si

se    presenta    o    no    fraccionamiento    indebido    del    objeto
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contractual, en el caso concreto, para una cabal comprensión

del problema planteado, estima necesario determinar primero

el   contexto   en   que   se   dio   la   contratación   materia   de

cuestionamiento, más aún si se da en considerar que también
la jurisprudencia  que  viene  de  ser  citada  menciona  que  la
valoración    de    la    conducta    relacionada    con    la    posible !

configuración de este tipo de reatos implica tener que analizar,

de una parte,  si en relación con el objeto contractual resulta

predicable la existencia de unidad material, pero también las
circunstancias específicas que condujeron a la administración

a celebrar varios contratos y no  solamente uno,  íípues sÓ¿o cZe

allí  puede  ex±raclarse  si  la  actuación  se  apogó  en  cri±erios
razonables de sc[fisfacción del irúerés púbtico, o si, en cambio,

las  razones  esgriTridas  son  sólo  artificiosas  g  diTigidas,  por

ende, a soslcLgar las reglas corL±rac±uales debidas».

Lo acabado de mencionar, encuentra su razón de ser en

que la atribución de carácter delictivo o no de una conducta,
deriva de la trascendencia social y jurídica del comportamiento

realizado sometido a consideración del juzgador con todas las

circunstancias que rodearon su ejecución, y no solamente del

carácter onto1ógico de la obra realizada.

5.5.1.1.1.-   Como   se   recuerda,   el   procesado   en   su

indagatoria rendida el 3 de marzo de 2015144 mencionó que

las   obras   contratadas   habian   sido   incluidas   en   el   plan
departamental de desarro11o para los años 2OO 1 -2OO3, en razón

a que en esa región de la capital departamental de Caquetá hay

l44Fls.   159  y  ss.  Cn.  2  F`isca1ía.
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algunos barrios que albergan familias de bajos recursos que se

encuentran  en  la  ribera  de  confluencia  del  Rio  Hacha y  las

quebradas  la  Perdiz  y  La  Sardina,  sufriendo  inundaciones
periódicas en época invernal desde hace más de  7O  años,  sin

que  ninguna  de  las  administraciones  anteriores  se  hubiere
acordado de e11as.

Recordó que para el año  1999  se produjo una creciente

que   generó   varias   personas   fá11ecidas   a   causa   de    las
ír,undaJclones~.  "El problema era que corno era una confluencia

de esas uertierL±es, erúonces el agua se represaba g generaba la

i"urLdación propia que generaba las m,uertes de los habticmíes.
Es deciT, estaba estableci,da la necesidad de riferuerir, estaba
incl:uida en eZ plan de desarro{1o de rri período de gobiemo 20O 1 -

2OO3,,.

Al preguntársele si con ocasión de la necesidad acabada

de mencionar se realizaron estudios  de prefactibilidad con el

fin  de  celebrar  los  correspondientes  contratos  para  llevar  a

cabo las obras, sostuvo'.  ttPor supuesto, nunca se puede realizar

un proyec±o sin que se hagan los estudi,os correspondiert±es que

pem:tian darle los argumentos al adrrirristrador que garariicen
que primero hag urLa necesidad se"tida de una comuridad, en
segundo    tugar    que    hag    urLas    posib{lidades   ftncmcieras

presupuestales del depcLriame"±o para solucionar l,a rLecesidad
de l.a comu"j,dad g,  en tercer luga,r que el,la realmerúe cumpla
con los propósi±os paTa los cu,al,es fiJ,e dirigida la obra que es el

bi,en corn,ún, g en este caso lo más importcm±e la defiensa de la

uida de los habtiarúes que estaba arnencizada por los desastres
nalurales que se presert±abcm durarúe décadas e ese sec±or».
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Precisó  que   ttlas  obras  las  ejecutarorL  contratistas  que

füeron  debidameníe  i:nut±ados  a  participar  de  acuerdo  a  la
legislación, el estaíuto general de co"±ratación g demás rLormas

para que por supuesto {l,euaran a cabo dicho fim».

Sostuvo además que todas las obras que realizó contaron
con la vigilancia de la comunidad beneficiaria de las mismas

toda vez  que  ttlas  obras  no  eran  a  esc'ondidas  deZ puebZo  ri

terúcm un propóstio mezquino o de esconder algún propóstio de

in±erés  personal para  el  admi.Tristrador  o  paTa  los  seruidores

públicos que estuuieron colaborcmdo  con esa obra,  no, porque
tenía toda la legatización,  terúa sus irrierue"±ores  g  la rrisma
comurridad  era  parte  asti,ua  en  el  trabajo  de  l,a  obra,  ellos

auudaban   a   echaT  piedra   en  los   gaiJiones,   ellos   estabcm
inmersos en todo el trabajo de ejec"ción de l,a obra g por lo tarL±o

ellos  tericm  acceso  absolutame"±e  a  todos  l,os  procesos  de

corT±ra±ación del departameiT±o en t,érTrinos de la GobemaciónJ'.

Al ser interrogado sobre la razón por la cual no se celebró  l

un solo contrato sino varios, sostuvo que en los archivos de la  l

administración   deben   reposar   los   registros   de   todos   los

argumentos  que  se  expusieron  para  realizar  los  diferentes

contratos  de   esa  manera,   o   que   era  conveniente   para  la
comunidad  porque  garantizaba  mayor  eficiencia,  porque  no
violaba  la  ley  80  de   1993  ni  los  decretos  reglamentarios  ni

mucho menos el orden constitucional, entonces existían todos

los presupuestos legales y de conveniencia para la ejecución de

las obras a realizar.
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5.5.1.1.2.- Lo anterior fue confirmado por el secretario de

transporte e infraestructura de la época de los hechosJ45, quien

dijo:

ttSí,  en el periodo  20Ol  a 2OO3,  tiempo en el que me nombró  como

SecTetario  de Transporie.  IhircLnle  el período  que  estuue  corno  secretario
twe  oporturidad  de  participar  eyL  los  procesos  de  contratación  pero
solamente   en   los   relacionados   con   la   Secretaria   de   Transporte   e
lnfraestrutiura.      Nosotros     los     ftncionarios     de     esa     Secretcrria
desarrolZábamos l.os estudios cle conueriencia  y técnicos requeridos  para
los  procesos  contractuales;    al  rLo  coytfaT  c'on un  abogado  deiT±ro  de  la
nórrina de la SecTetaria los procesos eran enuiados a la Oficina Juridica
con  el  fim  de  que   éstos  fiJ,eran  reuisados     en  el  cmmplirrLierLfo  de  la
nomati,vidad legal vigente. Una uez reuisados  se procedía con l.os procesos
de cortirctiación. Mi participación era revi,sar si los estudios de conueriencia
cumplícm corL los requisitos erigidos, así rrismo revisaba si se cumplían con
las cuantias para deterTrtinaT si un proc`eso se debía realizar por lictiacíón
o por cortlTctiación diTecía" .

En cuanto a las obras adelantadas para el mejoramiento
de  los  caudaJ.es del río  Hacha,  las  quebradas  La Sardina,  La

Perdiz,  EI  Dedo y La Yuca,  dijo  aclarar  íígzáe Jcis  obrczs que se

reatizaron fiJ,eron plarrificadas para mtiigar Zos daños causados

por los aumerúos de los ccmdales del rio Hacha, g la quebrada
La Perdjz. No se r[icieron obras ri en la Quebrada IJa Yuca ri en

la  quebrada  La  Sardina,  porque  se  uerificó  por  un  estudio
hidrológico  e  hidráutico  que  eZ  problema  de  i,nundcición  se

presentaba en la desembocadura de la quebrada Lci Yuca, sobre
el rio hacha. Para esta obra de rritigación, el Gobemador PABLO
ADRIANO  MUÑOZ  PARRA  suscri:bi,ó  uarios  cortíra,±os,  eTT±re  los

que se tienen leuarúarTriento topográfico del cauce del rio Hacha

g de la quebrada la Perdiz, g se tienen también los corúrcrios de
maquinaria pesada que iban a corregir los cauces. Por otro lado
se reatizó coniJerrio con las Jurtfci.s de Acción Comunal con el fim

de  que  la  rrisma  comurridad  que  se  encon±raba  af¡eclada

Página  196 de 237

l45  Fls.  73-74  cno.  3  F`iscalia.



PRIMERA INSTANCIA.  RAD.  No.  50387 ,
PABLO ADRIANO  MUÑOZ PARRA

participara en la construcción de las estrucfuras que los iban a
proteg er'' .

Agregó que:

<tEn   l,a   Secretaria   de   transporte    se    realizaron   los   procesos

preconírac"ales, deterTrinándose el sistema de corL±ra±aciórL a seguir, en
este  caso  en pcrrticulaT,  se  procedió  a reiJisar los procesos  coiTÍracíuales
eristertles en el momerLto, con el fim de deterrrinar sí era uiable corT±ratar o
realizar  procesos  de  cort±rctiación  de  maquínana  pesada  en  díferert±es
paries  del  rio  o  de  la  quebrada,  en  el  mismo  tiempo  de  ejecución.  Lo
arierior,  teniendo  en  cuenta  que  los  procesos  de  inundación  que  se
prese"lan erL la zorLa son cícticos, terriendo un perioclo erLÍre cuatro g seis
años.   En  ese   momerT±o   se   estaba  temierLdo   que   se  presentara  una
ímndación como la que se había preserTlado en el año 1999 en los Barrios
La Ftoresta, La Bocana g Juan XXIII Bajo. Por esta rc&ón se pretendió que
las obras a realizar se efiectuaran en el merLor tiempo posible. Es de anotar
que erL el año 2OO3, se presert±Ó un aume"1o del cc[uclal del río Hacha g la
quebrada La Perdiz,  que fteron soportados erL su magoria por las obras
reatizadas  erL la mtiigación.  Sólo  se  presemó imndación  en uri,o  de  los
baTrios de Florencia, debido a que el agua erLtró por urLa zorLa en que no se
había realizado ringún tipo de obra de rri±igación. Es así, que para la época
se encorÚTó que en uarias eiT±idades  entre lcis cuales se encontraba INVÍAS,
realizaba procesos  co"±racíuales  en  donde  se  pauimert±aba  o  realizaba
mcLnfeirimiento de uías en urLa rTrisma vía, pero en clifiere"Íes kilometrajes
o  para  urLa  iTi.isma  vía  un  cxJ"fra±ista  realizaba  el  aftmado,   otro  la
instalación de la sub base g otro el proceso de pavimerT±o en urLa rrisma
uía.  Esto 1.o hacían porclue dif¡erenciaban el gérLero   y la especie del objeto
del corLtrato, es decir las erttidades que podían realizar uarios corLtratos, g
además,  que  si  la  especie  y  el  género  ercm  distirL±os,    en  eZ  objeto  del
cori,trato rto se podía habla de un Trrisrno objeto. Con base en esto g terriendo
en cue"±a que para ta época iio existian sert±encias judiciales que imd:icaTan
l.o corTÍrario,  se procedió a contratar maquinaria pesada en tres secíores
disti,ntos  del rio Hacha g la quebrada La Percliz. Es de tener en cue"fa que
se encxJ"+ró que no e,cistía u"idad co"lractual en estos co"±rctios, debído a
que si uno se dejaba de reatizar rLo afectaba la ejecución de los otros»

5.5.1.1.3.-    Además,    en    opinión    de    la    Sala,    dicha

explicación queda ratificada con los siguientes informes:

5.5.1.1.3.1.-EI  lnstituto   de   Hidrología,   Meteorología  y

Estudios Ambientales146,  certificó el comportamiento mensual
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de precipitación  y su respectivo indice, entre  1999 y 2OO4, en

donde se puede evidenciar que para los meses de febrero, abril

y mayo  el porcentaje  de  lluvias  en la ciudad  de  Florencia es
muy por encima de lo norma1.

5.5.1.1.3.2.  De igual modo,  el Jefe  de la Oficina Asesora

Jurídica del Servicio Geo1ógico Colombiano, Instituto Cientifico

y Técnico adscrito al Ministerio de Minas y Energia, dio cuenta
de los informes técnicos levantados con ocasión de las visitas

de emergencia a las cuencas de las quebradas La Sardina y La
Perdiz, así como el diagnóstico de la situación de amenaza por

inundaciones   y   movimientos   en   masa   en   la   ciudad   de

Florencia147.

5.5.1.1.3.3.-De otra parte, el Subdirector de Meteorologia

del  ldeam,   remitió  certificación  relativa  al  comportamiento

mensual  de  la  precipitación  y  su  respectivo  índice  mensual

durante  los  años   1999  a  2OO4,  de  algunas  poblaciones  del

departamento de Caquetá, incluida la ciudad de Florencia148.

5.5.1.1.3.4.   EI   Director   Seccional   de   la  Defensa   Civil

Colombiana con sede en Caquetá, informó sobre las ocasiones

y sitios en que atendió emergencias por inundaciones causadas

por desbordamientos del rio Hacha y las quebradas EI Dedo,
La Yuca, La Perdiz y La Sardina149.

5.5.1.1.3.5.  Con fecha 28 de agosto de 2019 el secretario

de lnfraestructura de la Gobernación de Caquetá informó que

l47  Fls.   192   ss.  cno.  Original No.
l48  Fls.   196   ss.  cno.  Original  No.
149  Fls.  203   ss.  cno.  Original  No.
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<<en el período de gobiemo  del señor PABLO ADRIANO  MUÑOZ

PARRA,  se ef¡ecíuó eZ dragado de la quebrada La Perdiz en el

seclor aguas arriba a l,a desembocadura en el rio Hacha g  el
dragado    aguas    aTri:ba   g    aguas    abajo    a   partir   de   la
desembocadura de la quebrada La Perdiz sobre el rio Hacha,

para la preuerLción de inundaci.ones en el stfio conocido como La
BocarLa g barrios de sus alTededores, igualme"e se construgó
una 11nea de gauiones sobre el  margen izquierdo del rio Hacha
aguas arriba a la desembocadura de la quebrcida La Perdiz, se
ha buscado en los aTcr[iuos dela gobemación del Caque±á g rLo

se encuerúra documertiación  con respec±o a esta obra ejeculada

por la adrriristración de la época».

Agrega  que   ttla  admirristración  departamerúal  no  tiene
registros de las fechas de crecierúes y rtúmero de r"uertes de los
habtia"±es riuereños, igualmente estas obras se reatizaron sin
est]Jdi,os de uiab{lidad, aprobación e impaclo ambiert±al para el
Dragado del rio Hacha g la quebrada La Perdiz''.

En  contraste   con  lo   anterior,   a  dicho   documento   se

a:djuntó  el  proyecto   ttMfigación    de  irtundaci,ones  urbanas-
ML¿7iícípl'o  c!e  F'orericz'ci"  150  de  la  Secretaría  de   transporte   e

infraestructura, en el cual, además de realizar un  íícZ¿czg7tóst{'co

técrico social g econórrico de los desastres en el departamen±o

c!e  CczqzáefÓ  J962  cz  2OO5"  resalta  la  temporada  invernal  de

1999 que ca_usó situaciones de emergencia ya que gran parte

de Florencia se vio inundada por la creciente del río Hacha y

las quebradas La Yuca, La Perdiz y La Sardina, ya que en dos
horas se precipitó 1a cantidad de agua que cae normalmente en
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un día, inundando aproximadamente 25 barrios de la capital,
causando  17 muertos y 62O viviendas destruidas, así como la

temporada  invernal  de  mayo   de  2000   que  causó  grandes

inundaciones y daños materiales.

Dicho  informe  incluye  asimismo  una  relación  de  los

estudios y documentos elaborados sobre la situación, entre los

que  se  destacan  informes  de  la  comisión  de  monitoreo  de
octubre  de  1999  elaborado por el Comité Local de Atención y

Prevención de Desastres de Florencia, el informe técnico de la l

visita de emergencia a la cuenca de la quebrada La Sardina en

el mes de mayo de 20O l  por parte de lngeominas, y el ííProé/ecfo

Obras de Mejorarrie"±o del Ftujo del Caudal del Río Hacha g la

quebrada La Perdiz Diciembre 2002 reatizado por la Secre±aría
cZe rrcznsporfe e Jri/raestrztcturcz" 151, entre otros, ninguno de los

cuales fue anexado al documento.

5.5.2.-  Lo  anteriormente  expuesto,  para  denotar  que  la

contratación llevada a cabo en orden a realizar obras para el
mejoramiento de los caudales el río Hacha y las quebradas La

Sardina,  La  Perdiz,  EI  Dedo  y  La  Yuca,  en  el  municipio  de

Florencia, tuvo como propósito mitigar los desastres causados

por   los   desbordamientos   que   se   presentan   en  temporada
invernal, de suerte que no fue un invento o una estrategia para
favorecer  a  determinadas  personas  con  los  dineros  públicos

mediante     contratos     previamente     direccionados     y     con

menosprecio  de  la  finalidad  de  utilidad  social  que  las  obras

deben prestar a la comunidad.
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Ahora que la temporada invernal en la ciudad de Florencia
se presenta entre los meses de abril y mayo, y los estragos que

ocasiona en algunos barrios de la ciudad de Florencia,  es una

situación también debidamente acreditada con la certificación

expedida  por  el  Subdirector  de  meteorología  del  IDEAM  y  la

Defensa  Civil  Colombina,  así  como  el  informe  técnico  de  la

visita  de  emergencia realizada  a la  quebrada La  Sardina  del

Municipio  de F`1orencia en el mes de septiembre de 2OOl y a la

quebrada   la   Perdiz   en   el   año   2OO3152   por   ingenieros   de
lngeominas.

En el primero de los referidos informes, se indica que  ííLcz

ciudad   de   F1.orencia   se   encuetT±ra   locatizada   al   oeste   delll

Departamettio del Caquetá, es bordeada por su parie occiderL±al

por el rio Hacha g es ctirauesada por las quebradas La Perdiz g
La   SaTdi:na   por   su   parte   oriert±al.   En±re   los   sec±ores   de i

reconoci,rrien±o en la presertie  ui.si±a se tienen la cuenca de ta

quebrada La Sardi,na g la Ccm±era Jericó, ubicada a un,os 14 Km
al norte de FZorencia, por l,a carretera cmtigua que comurti.ca con

la ctudad de Neiua''.

Agrega qHe KEl presert±e infiorme es de caTácÍ,er pretirrinar,

correspondiert±e a una uisi±a de emergencia de corto tiempo g por

lo tcm±o no debe considerarse como un estudio defiritiuo. Es un

docume"±o que aporta buena irLf¡ormación con rriras  a que las
au±oridades  puedcm  tomci.r  deci.síones  para  efecíuar  estudíos

detallados    (1:1OOO  a1:12OO),  así  como para tener urLa  ui,sión

general donde se pueden presert±ar problemas serios, ga sea por
mouirrierúos en masa, irLundación o ac±iui.dad cm±rópica».

l52  Fls.   192   ss.  cno.  Original  No.   1  Corte.
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O  como  se  indicó  en  el  diagnóstico  de  la  situación  de

amenaza  por  inundaciones  y  movimientos  en  masa  en  la

ciudad  de  Florencia  realizado  en  el  mes  de  Agosto  de  2003:
ttsegún   habtiarúes   de   Florencia   las   útii.mas   temporadas

iiwernales harL sido más irL±ensas g sus efiec±os se hcm senfido

no sólo en la ctudad sino a lo largo de la c"enca del rio Hacha g
sus aflue"±es. ErL el casco urbano, sobre las quebradas La Perdiz

u   La   Sardina,   se  refleja  en  rrLagor  grado  l,a  problemá±ica

gerLerada por la irúeruención del hombre,  ideftificada en grcm
medtda como una de las causas principales de la generación de
inestabilj,dad de las l.aderas de las cuerLcas. En el casco urbano
ci:urnemcm  progresiuame"±e  los  problemas   de  sedimerL±ación

debi,do  a que l.os  ma.±eriales    aTrasados por las  corrie"±es  de

agua desde las partes altas se depostian de j¡omrLa n,aíural en
l,os cambios de pendie"±e disrrinugendo la capacídad hidráuli.ca
de las corrierT±es g afec±ando en cada crecien±e un área mayorj'.

ttErúre los  euerúos más recierT±es que harL generado  stiuaciones  de

emergencia en la Ciudad  de  Ftorencia,  se  ctian en orden cronológic'o:  el
ocurrido el pasado 14 cle junio de 20O3 sobre la quebrada La Perdiz, el 16
de abril de 20O l sobre la quebrada La Sardina, los del 24 de mclgo de 2OOO
g el 4 de octubre de  1999 sobre el rio Hacha y lcJis quebradas La Yuca, La
Perdiz g La Sardtna. Este último euento es el más recordado ya que produjo
urLa situación de  emergencia bastan+e  grcwe  dado que  gran paTte  cle la
ciudad fte inundada» .

Y, en el informe técnico sobre esa visita presentado por el

ingeniero Germán Barreto Arciniegas y el Geólogo Justo Padi11a

Acosta se precisa:
"Las  observaciones  y  recomenclaciorLes  desde  el  punto  de  uista

técnico  se  plasman en el preserúe  infoiTne,  el cual se  enriquece  con las
reuniones efiectuadas con l.a administración departamental en cabeza del
Señor Gobemador del Caquetá Pabl.o Adriano Muñoz Pan-a, el secretario de
Gobi,emo   Edílberto  Ramón Endo g  el secretario  de transporte  lngerriero
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Carlos AlforLso  Ni:ño.  Además  de las  conuersaciones  establ.ecidas  con la
co"u"idad reciert±emertie afectada g residertles en las zonas aledañas''.

Bien significativo resulta para la Sala el traer a colación

los capítulos   destinados a la localización y la situación de la

cuenca de la quebrada La Perdiz en las páginas 3 y siguientes

del  referido  infome,  ya  que  permite  tener  una  visión  más
cercana a la realidad sobre la magnitud del terreno donde  se

desarrollaron las obras contratadas y por las cuales se formu1ó

acusación contra el Gobernador MUÑOZ PARRA:

a4.- LOCAI,IZACIóN.

La ciudad de  Florencia,  cabecera muricipal  del  departame"±o  de
CcLquetá,  está localizada  a oeste  deZ rTrismo  se ubica  geográficamert±e  a
OI O37'3J' de lattiud norte y 75O37'O3» de longifiJd oeste, a urLa at+ura sobre
el rrivel del maT de 242 m.

FZorerLcia está conectada por carTetera corL la magoria de rr"ricipios
del  depaTtamerio,   c'on  el  clepartamerL±o  del  Hui:1a  g  la  capi±al  de  la
República. EI Aeropuerto  tlGustavo Artunduaga'] de Za ciudad de Florenc'ia
pemtie  la  cormnicación  regular  uía  aérea  con  dos  iJuelos  diarios  a  la
ciudad de Bogotá D:C., que realizan escalcL en la ciudad de Neiva (Captial
del departamerrio del Hutla).

La ciudad de FZorencia es bordeada por su parte occidertial y sur por
el río Hacha siendo atrauesada de rLorte a sur por su af[ue"fe, l,a quebrada
La Perdiz g de orie"le a occj,de"±e por la quebrada La Sardtna, afluertle de
esta última.

ArúeriorTnerúe se ha uistiado la cuenca del rio Hacha hacia aguas
aTriba de la ciudad de Florencia, desde la desem.bocadura de la quebrada
Doradas hasta eZ íngreso a la c'iudac1; la Ccmtera Jeric`ó ubicada a ur\os  14
Km  al norie  de  FlorerLcia por la  carretera  antigua  que  coTr"rrica con la
Ciudad de Neiua; g fimalmente la cuerLca de l.a quebrada La Sardina. En la
prese"Íe uistia se realizó el recorLocimiertto de la cuerLca de la quebrada La
Perdiz de"1ro del casco urbcmo de la Ciudad de Florencia.

5. SITUACIÓN DE IA CUENCA DE LA QUEBRADA IA PERDIZ.

En  el  desarTollo  de  la preserLfe  uisita,  la  comisión técnica  recorrió
díj:erert±es purtios de irLlerés,  a lo largo de la cuenca de la quebrada La
Perdiz desde su desembocadura al sur de la c'iudad (donde ac±ualmertte se
ejecmtan  obras  de  mtiigación  de  los  eSecfos  de  las  inundaciones  del  rio
Hacha g  la quebrada l.a Perdiz),  hasta el rio  Hacha  aguas  arri:ba de  la
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ciudad de Florencia, al norte, donde se encuentran los prtmeros desarTollos
de la cíudad.

KEn la ftgura 2  se obserua la localización aprorimada de los stiios
vistiados  de  foma  r"merada,  que  no  c'orresponde  en  ringún  caso  a
prioridad u orden de importancia alguno''.

5.5.1.2.-Plan de desarrollo departamental 2001-2OO3

Asimismo la Sala estima plausible poner de presente que

a la actuación fue allegada en medio magnético la Ordenanza
O7   del    16   de   mayo   de   2OO1,   por   la   cual   la   Asamblea

Departamental de  Caquetá aprueba el plan de  desarrollo <tUn

nuevo amanecer Por Ti. . .Caquetáj' 2OO 1 -2OO3 de cara al nuevo

Milenio, presentado por el Gobernador MUÑOZ PARRA.

Es de destacar que en la página  117 en el punto 4.1.3 en

el  área  de  prevención  y  atención  de  desastres,  se  fijó  como

objetivo   planear   actividades   que   coadyuven   a   reducir   la
vulnerabilidad del departamento frente a diferentes fenómenos

provenientes de desastres en el corto, mediano y largo plazo y
como programas, en primer lugar se destaca la realización de
"obras  de  m;tiigación  paTa  las  inundaciorLes  en  Fl,orencia  y

c!emós   mL¿7i{'ct'pz'os"   destinando   la   suma   de   491.OOO.OOO.OO

como inversión para este programa en el respectivo trienio.

Si   a   lo   anterior   se   agrega   que   todos   los   contratos

identificados   con   los   números   O74,   O75   y   O76   de   2003,

contaron con los estudios previos153,  así como los topográfiicos

y batimétricos contratados mediante las órdenes de prestación
de  servicios  229,  230,  231  y  232  en  el  año  2OO2  con  cuatro

153  Como puede verse a folios 241,159 y,  67  del anexo No.  4.
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topógrafos profesionales,  y además las  obras formaban parte

del  plan  de  mitigación  de  inundaciones  incluido  en  el  plan

departamental de desarro11o 2OO1-2OO3,  no puede menos que

concluirse  como  desafortunada la conclusión  a que  arriba la

acusación   cuando    sostiene   que   con   tales   contratos    se

transgredió el principio de economía  ííc`orLcretczcZo en Jcz /cz¿tcz cZe

estudios  preuios  que  soportaran  el  iTricio  de  algunos  de  los

procesos de selección del corúratista y la corLuerriencj,a deZ objeto
cz   co7itrcztczrJJ,    pues   en   relación   con   dichos   contratos   tal

afirmación carece de todo fundamento.

Como puede verse, sin dificultad alguna la realización de

las obras estaba debidamente justificada desde los puntos de

vista técnico,  económico, juridico y presupuestal,  de  manera

que para la Sala cualquier consideración en contrario se ofrece
asaz inopinada.

No sobra aclarar, finalmente como lo viene de expresar la

Sala, no resulta demeritado por la inaplicabilidad al caso de la

urgencia manifiesta decretada en el año 200O con ocasión de

los  estragos  causados  por  la  ola  invernal  en  la  ciudad  de

Florencia, pero no por las razones expresadas por la Fiscalia y

el Ministerio Público sobre la fá1ta de coincidencia temporal con

la  contratación  materia  de  cuestionamiento,  sino  porque  tal

determinación  administrativa  fue  adoptada  por  la  Alcaldia

Municipal    de    Florencia   y    no    por    la    Gobernación    del

Departamento    de    Caquetá,    de    suerte    que    no    podia

comprometer ni su gestión ni su presupuesto, por tratarse de
entidades territoriales autónomas e independientes.
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4.4.2.1.-Contratos  de  prestación  de  servicios  229,
230, 231 y 232 de 2002.

Cabe   recordar   que   cada  uno   de   estos   contratos   se

suscribió por la suma de $9.00O.000.00, de suerte que,  como

ya fue advertido, al ser la cuantía inferior a 3O salarios mínimos
legales mensuales vigentes para el año 2002  ($9.270.OOO.OO),

podian  celebrarse  bajo  la  forma  de  contratación  directa  de
mínima cuantía, que sólo requería para su perfeccionamiento

una oferta, un contrato sin formalidades plenas y una orden
del representante lega1.

La   Sala   no   desconoce   que   podría   llegar   estimarse

sintomático  de  la  intención  de  fraccionar  el  objeto,  que  los

contratos tengan una cuantia apenas por debajo el limite de la
menor  cuantia,   pero   no   pierde   de  vista  tampoco,   que   la

cotización más baja por kilómetro lineal fue la presentada por

Álvaro Forero a razón de $3.108.OOO.00, que si se multiplicara

por   el   número   de   ki1ómetros   contratados   (12),   11egaría   a  l

$37.OO.OOO.OO el costo de la totalidad de los estudios con base   l

en la propuesta más económica.

Sin  embargo,  como  los  proponentes  de  común  acuerdo

decidieron    disminuir    el    monto    de    las    propuestas    a

$3.OOO.OOO.00  el kilómetro  lineal de los  estudios,  la totalidad

de    los    contratos    celebrados    en    realidad    disminuyó    a

$36.000.OOO.OO,    es    decir,     $1.7OO.OOO.OO    menos    que    la

propuesta económicamente más baja,  con lo cual el principio
de  economia  quedaba plenamente  respetado,  pues  esta cifra

representó un ahorro para el erario departamenta1.
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Ahora, si pese a lo anterior se llegase a entender que hubo

fraccionamiento del objeto contractual y que en dicho evento

debió celebrarse, no cuatro como se hizo, sino un solo contrato,

por  ser  la  cuantia  superior  a  lOO  salarios  mínimos  legales
mensuales  vigentes   de   2OO2,   pero   inferior  a   150   salarios

minimos legales mensuales vigentes de ese mismo año, acorde

con  la  normativa vigente  al  caso  se  requería  aviso  visible  de

invitación  con  el  pliego  de  condiciones  y  que  al  menos  se

presentaran  dos  ofertas  con  certificación  de  la  calidad  del
ofrecimiento.

No  obstante,  el tema a determinar es  si en  el presente
caso hubo unidad de objeto contractual que se fraccionó para

dar  paso  a  cuatro  contratos  distintos,  cada  uno  de  menor
cuantia    y    con    requisitos    menos     exigentes    para    su

perfeccionamiento,   o   si   se   trataba   de   objeto   diverso   que
facultaba la contratación individual.

Cierto es que todas las órdenes de prestación de servicios

aluden a la necesidad de  ííReci'Ízcir e¿ ¿ez,czrifczmz'e7ito topog7iófico

g batiinétrico de cauces en los siguiem±es sec±ores''®.

a)  Contrato 229:  Sector Río Hacha -  desde el Aeropuerto

hasta tres kilómetros aguas arriba-.

b)  Contrato  23O:  Sector  Río  Hacha  -desde  el  Puente  el

Encanto hasta Puente LÓpez-.

c)  Contrato 231:  Sector Rio  Hacha   -desde puente López

hasta tres ki1ómetros aguas abajo-.
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d)  Contrato  232:  Sector  quebrada  La  Perdiz  (i)  desde  la

avenida   circunvalar   hasta   la   desembocadura   Río   Hacha-

quebrada La Sardina; (ii) desde la avenida circunvalar hasta la
desembocadura en la quebrada La Perdiz-rio Hacha; (iii) Desde

donde termina el segundo tramo aguas abajo hasta completar

tres kilómetros y o encontrar la terminación del tercer tramo.

Para  la  Colegiatura,  desde  la  perspectiva  de  la  unidad

natural del género del objeto contractual en los términos que

han sido entendidos por la jurisprudencia, no cabe duda que

tendrían    cabal    correspondencia    unitaria,    es    decir,    e1
1evantamiento topográfico y batimétrico del cauce del río Hacha

y las quebradas La Perdiz y La Sardina de Florencia, al punto
de  requerirse  el  mismo  número  de  personal  y  equipos:  un

topógrafo,  dos  cadeneros,  un  trochero,  una estación, y como

planos y papeleria la elaboración de una plancha de la planta,
6   planchas   por   secciones   transversales,    ÍímÓJxl'mo   cczdcz  2O

metros por fiJ,era del borde del rio  o hasta la ubicaciórL de casas

cerccmas   a  Za  plaga.   En  las   secciones   se  debe  establecer

cJczrczmertte  eZ /oricZo  cZe¿ cczuceJ9 y  3  planchas  de  perfiles  de  las

ori11as y del centro del cauce.

Sin embargo, para la Sala se trataba de especies distintas,

por razón de comprender sectores de los cauces  del rio y las

quebradas   a   la   postre   diversos,   atendiendo   el   propósito

perseguido por la administración de realizar el levantamiento
batimétrico y topográfico de 12 ki1ómetros de longitud en varios

sectores de los cauces del río Hacha y la quebrada La Perdiz en

el término de veinte días, con la finalidad de que tales estudios
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sirvieran de fundamento a las obras de dragado y construcción
de  gaviones  que  se  pretendia realizar para mitigar los  daños

por desbordamientos en temporada inverna1.

Esto si se tiene en cuenta que según fue manifestado por
escrito  por  los  propios  contratistas,  si  se  realizaba  un  solo

contrato  para  asignarlo  a  uno  de  ellos,  con  los  recursos  de

personal y técnicos disponibles, el levantamiento batimétrico y
topográfico   de   los   12   ki1ómetros   de   extensión,   ¿íl¿eL,czrz~cz  tán

tiempo  de  ejecución  de  ochefi±a  (8O)  dí,as  aprorim,adamerL±e'],

cuando  lo  requerido  era  máximo  de  20  dias  en  total,  como

finalmente se acordó con cada tramo.

De esta suerte, la división por segmentos de los cauces del

río y quebradas cuyo levantamiento topográíico y batimétrico

se requería realizar con urgencia para el inicio de las obras de

mitigación de los efectos de los desbordamientos antes de que

éstos  se  produjeran  en  temporada invernal,  debía prevalecer
frente a la eventual posibilidad de realizar un solo contrato con

un solo contratista, del que se sabia de antemano que carecía
de los insumos indispensables para realizar la totalidad de la

labor contratada en el término requerido.

Asi resulta plausible  comprender que  la administración

departamental de Caquetá, con criterio razonable sectorizó los

cauces de las corrientes hídricas donde se requeria realizar el

levantamiento batimétrico y topográfico pues si persistía en la

idea de celebrar un solo contrato con un solo contratista para
realizar toda la obra en el término de veinte dias, como se ha

puesto de presente asignándole el contrato al contratista que
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presentó  la propuesta más  económica,  muy  seguramente  los
costos se habrían de incrementar, no só1o atendiendo el costo

más  bajo  del  kilómetro  según  la  propuesta  presentada  por

Á1varo Forero, sino por la necesidad de contratar una empreéa

de mayor capacidad técnica y económica, de la cual no se tenía

la  certeza  de  operar  en  la  región,  lo  cual,  lamentablemente,

tampoco fue materia de comprobación en la investigación.

A este respecto la Sala no puede dejar de recordar que en

un    caso    de    contratación    relacionado    con    el    posible

fraccionamiento  del  objeto  contractual,  la  Sala  de  Casación

Penal154  admitió  esta posibilidad  cuando  las  obras  a realizar,

pese a ser del mismo género, eran de distinta especie por razón
del lugar donde debian 11evarse a cabo,  debiendo tomarse en

consideración  otras  condiciones  particulares  que  incidieran

favorablemente en dicha determinación, tanto de orden técnico

como económico:

"DetaIladas las órdenes co"1TacfiJ,ales objeto de reprocTLe g, de caTa
al concepto de unidad nstural de objeto, se tiene que en las adjudicaciones  i
que  a  -cortiinuación  se  describei;no  existe  fráccionaryrienJo  del  objeto  li
¿o"±rastual, porque lo que c\rroga ta prueba és que se expid€ó una Sola  i
g no va:ria: óráenes áo"±ract:Lctie;por cadc\ :orregimie"±o g vereda,  liii
aJ:go  objeto  era la construcción del "úiTLero  de  1.etrinas  que  se  requeriarL
pcLTa  alccmzar  el fim  de  la  corirctiación,  y  la  necesi.dad  de  saneamieiT±o
básico  de  la comuridad,  cuyo  valor  era €nSerior  a  ta  cuantia que
pem:ftia  la  cort±ra±ación  por  orden  co"±ractuat,  de  acuerdo  a lo
preuisto en el parágrafo del articulo 39 de la IJey 80 de 1993.

Además  armonizado  con  el  princtpio  de  economía  de  ta
contratación   púbtíca,   se   advierten   criterlos   razonabtes   para
sectorizar    tos    €n±ereses    de    la   pob\ación,    tates    como    tas
caracteristicas geográ.ficas de ta regtón, la distancia g eZ costo que
imptícaría transportar desde ta capitat departamental e- material
g ta mano de obra para su eJecuc€ón]] (se destaca).

l54 CSJ  SCP SP15528-2016.  Oct 26 de 2O16.  Rad.  40383
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En todo caso, observa la Sala que también en esta materia

se advierte precariedad en la actividad pesquisidora, toda vez

que  se  conformó  con  realizar  una  revisión  superficial  de  los
documentos encontrados, en tanto ninguna labor se desplegó

para escuchar  a los  proponentes  a fin  de  que  procedieran  a
explicar las circunstancias en que se produjo el acta de acuerdo

que corre a folio 69 del anexo número 5, las posibilidades reales
de  ejecutar  un  solo  contrato  en  el  término  de  veinte  dias

teniendo en cuenta la posibilidad de variación del clima en cuyo

evento   el   resultado   no   sería   fiable   debido   al   aumento   o

disminución   de   los   cauces,   de   acuerdo   con   los   recursos

disponibles en la región, y establecer si verdaderamente con la

adjudicación de las cuatro órdenes de prestación de servicios a

los  cuatro  oferentes  que  atendieron la convocatoria se  causó

algún menoscabo al patrimonio de la entidad contratante por

sobrepasff  los  precios   de  mercado,   o   a  otros  potenciales

contratistas que también estaban en capacidad de cumplir el
encargo.

Con   carácter   meramente   ilustrativo,   y   con   el   só1o

propósito de resaltar la complejidad del asunto que obligaba la
realización de estudios de campo mucho más completos que la

simple revisión documental realizada por la Fiscalía, en orden

a establecer si en verdad se justificaba la ejecución de cuatro

contratos de topografia y batimetría dadas las distancias de los
objetos  de  estudio,  las  condiciones  climáticas y la morfología

del terreno, y las necesidades a satisfacer, cabe señalar que en

el documento realizado por la Corporación para el Desarrollo

Sostenible   del   Sur   de   la  Amazonía  -   CORPOAMAZONIA155

155  htt -c>t\ m ai4{,r\ í¿Á ; l'iles /' ()rdeTi¿i
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denominado Plan de Ordenamiento y Manejo de la cuenca del

Rio  Hacha  2OO6  -20O5  Florencia -Caquetá  Convenio  O51  de

2OO4, se pone de presente que el río Hacha tiene una longitud

de  64.5Ol  metros,  que  ííszJrcci cz F¿orertci'cz por e¿ 7torocc,'cZe7tte,

occidert±e g sur, coiwi:rtiéndose en una barrera namral para su
expcmsión  urbcma.   Jun±o   con   l,a   quebrada   La   Perdiz   son

sistemas  ambíerT±aZes  estructurcLnfes  del  espacio  urbano,  los

cmales han forTn,ado parte actiiJa del proceso de desaTrol:l,o de la

áudad, pero más como problema coTno se les ha cctialogado que

como un potencíal para la estructuración de urL espacio púbtico
amptio confiormarLdo corredores ambierriales que den armonía g

belleza a la ci:udad''.

Precisa el informe que:

"Ade_més del rio Hacha, la cuenca está iriegrada por 19 importcm±es

fiJe"es     hídricas     que     c'onfoman     sus     respectiJas     mic;oc"erLcas
rridrOgláfi€aS  que  qrenan diTec±cmeiT±e  aZ rio,  lcis  cual.es  captan et  agua
su_perficial de un símúmero de comerTfes menores de difiereñ±es caud-aZes
g_lortgítudes, que c'?n,uíerterL cL 1.a cuenca en un uerdadero-acuífero productor
de  agua  qulce_. disporible  para  los  difiere"±es  usos  hurriand:s  y  para
mantener los giversos ecosistemas terrestres carac±eri2:ados por =u -grcm
biodiuersidad'j .

Menciona  que  a  dicho  sistema  hídrico  pertenecen  las

siguientes quebradas: EI Dedo (12.592 metros de longitud),  La

Yuca  (2O.739  metros),  San  Luis,  La  Carbona,  Travesías,  Las

Doradas, El río Caraño, La Magola, La Ruidosa, Tarqui, Sucre,

Santa Elena,  La Revoltosa,  EI Pffaíso,  La Paz,  Palmichal,  La

Perdiz (20.O37 metros), La Batea,   San iJoaquín y  La Sardina

(3.19O metros) .

Esto para denotff, que la investigación de campo que la
F`iscaJ.ía  no  intentó  llevar  a  cabo,  muy  seguramente  habria
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podido dilucidar las distancias existentes entre una y otra obra:
objeto de la contratación, y asimismo establecer si se trataba

de  objetos  específicamente  distintos  asi  como las  dificultades

topográficas, climatológicas y de seguridad pffa la realización

de las obras por un solo contratista, máxime si el análisis de

los tramos contratados no se referian  solamente  al cauce del

río Hacha, sino también al cauce de la quebrada La Perdiz, sin

que comprendiera además puntos precisos de empalme entre
un   tramo   y   otro,   como   para   suponer   que   existia   una
continuidad lineal como de ordinario ocurre en la construcción

de  una  vía  pública,  o  si  por  el  contrario,  el  objeto  de  estos

cuatro contratos era idéntico en género y especie y ello hacía

necesario realizar un solo contrato y no cuatro como finalmente !

se hizo.

Pero  aún  de  11egar  a  suponer  la  Sala  que  la  prueba

recaudada da lugar afirmar inequívocamente la existencia de
unidad natural de objeto contractual tanto en género como en

especie,  que  como  ha  sido  visto,  no  es  el  caso  en  estudio,  al

proceder   a   determinar   las   circunstancias   especificas   que
condujeron a la administración a celebrar cuatro contratos y
no uno como deberia ser lo procedente, se observa que tampoco

se  encuentra acreditado  que  con el eventual fraccionamiento

se  hubiere  pretendido  favorecer  intereses  particulares  con

sacrificio  del interés  público,  pues  no  hubo  manipulación  de  i

cuantias con el propósito de favorecer a un oferente en rzón a

que  lo  que  se  presentó  en  realidad  fue  una  disminución  de
todas las cuantías presentadas en las ofertas, beneficiando así
el patrimonio público incluso  si  se hubiera celebrado un  solo

contrato con base en la propuesta más económica.
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Tampoco   se   trató   de   favorecer   intereses   particulares

contratando  personas  inexpertas,  pues  hasta  el  momento  lo

que se logró acreditff es que todos los oferentes y finalmente
contratistas  eran  topógrafos profesionales,  por ende,  idóneos

pffa reaJ.izar la labor encomendada.

Pero   en   todo   caso,   la   Fiscalía   no   se   preocupó   por¡

demostrar que las ofertas contractuales no correspondierm a
los    precios    del    mercado,    que    los    oferentes    no    eran

suficientemente      calificados      para     cumplir     la     misión

encomendada, que entre ellos y el gobernador existía algún tipo

de afinidad que daba en pensar el interés en favorecerlos frente

a otros que eventualmente podían realizar la labor requerida a
menores costos, o que no ejecutaron el encargo y pese a ello se

les  terminó  pagando  como  si hubieren  ejecutado  la obra  sin

haber cumplido  en realidad,  dejando  así en la incertidumbre
dichos aspectos.

4.4.2.2.-  Contratos  de  arrendamiento  de  maquinaria
de menor cuantía números 74, 75 y 76 de 20O2

Similares  consideraciones  a las  realizadas  en  el  acápite

que  precede  en  relación  con  las  órdenes  de  prestación  de
servicios para levantamiento topográfico y batimétrico, estima

la Sala debe realizar en torno a los tres contratos de alquiler de

paladragas  para  el  mejoramiento  del  flujo  del  caudal  de  las
vertientes del rio Hacha y las quebradas La Perdiz, La Sardina,
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La Yuca y EI Dedo,  en la ciudad de  Florencia,  si  se  toma en

cuenta lo siguiente:

Las    cuantías    de    estos    contratos    individualmente

considerados,   fue   inferior  a  40O   salarios   mínimos  legales

mensuales vigentes para el año 2OO2, lo que autorizaba que de

acuerdo  con las disposiciones  sobre  contratación imperantes

en el Departamento de Caquetá para la época se pudiera acudir
a la contratación directa que requeria tan só1o un aviso visible

de  invitación  a  contratar,   dos   ofertas,   un  contrato  y  un
certificado de calidad de la obra contratada.

La Sala observa que pese a que el hecho de que los montos

de  los  tres  contratos  estuvieran  cercanos  al  tope  para  la

contratación mediante licitación pública pudiera ser sugestivo

del  fraccionamiento  que  la  Fiscalia  atribuye,  otros  aspectos

darian  lugar  a  demeritar  una  tal  consideración.   No  puede

perderse de vista que las ofertas fueron presentadas por hora
de   alquiler   de   la   maquinaria,   y   en   tales   condiciones   es
entendible   que   los   precios   fueran   similares,   aunque   no

idénticos, pues Luis José Puentes y iJosé Axel Fierro, ofertaron

a $8O.00O.OO la hora de alquiler, mientras por el mismo tiempo

José de |Jesús Quintero ofreció a $77.5OO.OO, Evelio Hernández

a $77.000.OO, y Héctor Julio Urrego a $76.5OO.OO.

Pero como  lo que  se discute  es la realización  de un  solo

contrato  atendiendo  la  unidad  de  objeto  contractual  que  la
FiscaJ.ía  estima  se  presentó  en  el  caso,  si  só1o  se  11egase  a

considerar que la sumatoria de los valores de dichos contratos,

supera  los  4OO  salarios  mínimos  legales  mensuales  vigentes
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que, de conformidad con las disposiciones sobre contratación

que para el año 2002 regían en el Departamento de Caquetá,
había que concluir que ello obligaba la celebración de licitación

pública en los téminos de los artículos 24.1 y 3O de la Ley sO
de  1993, lo cual ciertamente, no fue lo que se hizo, por lo cua1

1a Sala estima pertinente realizar las siguientes precisiones.

El   contrato   O74,   tuvo   como   objeto   ííeZ  ci¿quz'Zer  cZe  L¿nci

paladraga  para  el  mejorarriento  flujo  caudal  uertieiries  rio
Hacha, Quebrada la Perdiz, la Sardina, La Yuca u EI Dedo, eri
eZ sector comprendldo entre et puen±e de m Encan±o hasta
eZ fren±e deZ Barr€o Ga1á;n. m:uritipio de Ftorencia'J.

El  contrato  O75  tuvo  como  objeto  el  alquiler  de  una

paladraga  "en  eZ  sector  contprend¡cZo  entre  e!  barrio  h
Ftores±a  hasta  la  desembocad:ura  de  la  quebrada  m
Perdri>) .

Y,   el   contrato   O76,   tuvo   como   objeto   ííen   eZ   sector

comprendído     desde     eZ     Pu.e"±e     López     has±a     ba
deserrú,ocad:ura de ta quebrada la Perdri, subtendo por ta
mísma hasta el puen€e pea€or,atj'.

Desde esa perspectiva no cabe duda alguna que el género  l

de los  contratos era el mismo,  mas no  asi la especie,  pues  si  i

bien   todos   aludían   al   alquiler   de   una   paladraga   para  i
mejoramiento del flujo de los caudales de las vertientes de río  l

Hacha y  las  quebradas  La  Perdiz,  La  Sardina  La Yuca y  EI
Dedo,  en el municipio de Florencia, cada uno de los contratos

se refirió a sectores diversos a punto de involucrar no sólo
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el cauce del río Hacha, sino también el de la quebrada La
Perdiz,   atendiendo   la   necesidad   de   realizar   un   trabajo

simultáneo  debido  al  poco  tiempo  que  se  tenía  su  ejecución

antes de la 11egada de la temporada invernal cuyos efectos se

pretendia mitigar.

Es  asi  como  en  todos  y  cada  uno  de  los  contratos  en

mención   de   manera  expresa   se   incluyeron   las   siguientes
consideraciones no desvirtuadas en el curso del proceso:

" 1) Que periódicamercíe  se presentan i:nundaciones en los sectores
c_e:??TLo_s  cL  l?s  cauces  del  río  I{?.cha    g  las. quebrad_gf_La  Perdjz  g  Lc;i
Sardina.,  =r las z_o?qs comprendidas erLtre el puerT±e EI Encanlo ha:ta el'lii
sector del barrio EI Chamón, y desde el puert±e de la circunualar hasta los
barrios EI Guamal  y Juan XXIIl bajo. Z) Que en el Plan de Desarrollo Uni
Nueuo Amcmecer.  Por Ti...  Caquetá'',  se presentó 1.a ejec"ción de obras de
mi±igación para euitar i"undaciorLes  en el municipio de  Florencj.a.  3)  Que

pcLT? e:t?blecer_ las cond.iciones reales, se realizó un estudio topográfico ybatímétrico en los cauces del rio Hacha (desde el puenfe BI Bnéari±o -hast-a
el s_ecfor del Panjo EI Chamón, inclugendo sectores cercanos al aeropuerto)
g de l.as quebradas La Perdiz g La Scl,rdi.na (desde la auerúda CíTcmnualar
hasta   sus   desembocaduras);   dicho   estudio   debe   representarlo   más
aprorimadamente,  las  cond:iciortes  extste"Íes  en  urL    mismo  período  de
tiempo del cauce objeto de estudío, por lo cu.al, debido a siJ ex±ensión, se
diuidió  en  cuctiro tramos  los  cauces,  para que  dicrLos  l.eua"±amj,eiTlos  se
ejecutaran al mismo tiempo. 4) que realizado urL cmálisis de la i;nundación
presenfada en 1999, se pudo corLcluír que lo presertiado en ía inurLdación
cq:usad_i p?r la quebrada La Perdiz, fiJ,e un represaTTriertlo de sus aguas por
el  rio  Hacha,  debido  a  la forma  como  éstas  desembocarL  en  el  mis-mo;
además, se pudo estabk3cx3r, que la sedímerLtaciórL que se presert±a en el rio
Hacha, ha ocasioncido cTJ.e se pierda su capacidad de transporte cle caudal.
5) Qrue deZ estudio topográfico g batimétrico, se ha podido establecer urta
penclie"Íe en los lechos, que pem:ile mejorar las condiciorLes del flujo de las
aguas, por lo cual se debe realizar una labor de limpieza de los mismos. 6)
Que para eui±ar el represarriertio de las aguas de la quebrada la Perdiz, se
requiere  realizar urta mejora  de  su  entrada  en el cauce  del río  Hacha,
ploc"rando optimizar el flujo de sus aguas.  7) Que debido a la magrriud
de la limpíeza a realizar, g al corto período áe uercmo que se presert±a en la
ciudad, se requiere trabajar al mismo tiempo en l.os sec±ores en los cmales
se dividieron los cauces del rio g las quebradas. 8) Que debido a la cam,±idad
que se debe reinover g la ubicación del rrrismo en el cauce, se estableció que
el mejor tipo de maquinaria paTa realizar estos trabajos es l.a denomínada
Paladrag a''.
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Ninguna  de  estas  consideraciones  que  aluden  a  sitios
distintos donde debían realizarse las obras de intervención de

los   caudales   hídricos  fue   desvirtuada  por  la  Fiscalia  con

argumentos    que    contaran    con   algún    tipo   de   respaldo

probatorio,  sino  acudiendo  al  expediente  de  afirmar tan  só1o

que se trató de un mismo objeto contractual que debió llevarse
a cabo por el proceso de licitación pública, pero sin demostrff

su aserto.

Nótese  que  en  el  contrato  O76  se  alude  no  solamente  a

trabajos de dragado en el cauce del río Hacha, sino también en

la quebrada La Perdiz,  y tras verificar la  Sala los  planos  del

sector  a11egados  por  INGEOMINAS  incluidos  en  el  estudio  a1

cual  párrafos  arriba  se  ha  hecho  referencia,  se  tiene  que  el t

Contrato O75 comprendió 1a desembocadura de las quebradas

La Yuca y EI Dedo sobre el río Hacha, lugar distante en más de

un kilómetro, de la desembocadura de la quebrada La Perdiz,
en donde aguas arriba, desemboca la quebrada La Sardina, de

suerte que no se trata ni de un mismo río,  ni de una misma

quebrada,  ni de un mismo punto  de  intervención  como  pffa
pregonar  que  se  trataba  de  una  misma  especie  de  obra  a
realizff como contrariamente se entiende por la Fisca1ía.

Ahora, el hecho de que uno de los contratos hubiese sido

necesario  suspenderlo  para  no  afectar  la  ejecución  de  los

demás, en manera alguna demuestra la unidad de objeto sino

precisamente todo contrario, esto es que la realización de una
obra de  dragado no  dependía de  que  la otra también tuviera
realización   sino   que   podian   llevarse   a   cabo   de   manera

independiente,  aunque no necesariamente  simultánea en ese
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preciso  evento,   que  en  todo  caso  en  nada  podria  afectar
negativamente la responsabilidad por el trámite y suscripción

del contrato,  sino la fase de ejecución por la aparición de un

evento  imprevisto  que  determinó  la interrupción  del  trabajo,

que   en   todo   caso   no   incidió   en   mayores   costos   para  la
administración o en la ejecución de la obra ya que el tipo de

contrato de alquiler de la maquinaria fue por hora trabajada,
según el cual  ttno se paga ningún costo por stand bg de la pcúa draga,

debido a condiciones ex±emas al c`ontrctiista, como es el caso del aumenío

c!eZ  7tt®L,eZ  cZe¿  cczuceJJ,   al  menos   ninguno   de   dichos   eventos  fue

acreditado probatoriamente,  ni ello fue consignado en el acta

de liquidación del contrato.

En  este  sentido  cabe  recordar  que  la  Sala  de  Casación

Penal    de    la    Cortel56,    estableció    que    no    se    presenta

fraccionamiento  del  objeto  contractual  cuando  para  celebrar
varios   contratos   de   un   mismo   género   se   aducen   y   se

demuestran razonables motivos de interés público:

ttAcerca cle la figura del fraccionamiert±o co"Íracfiial como mecairismo
enccLminado a euadíT el cumptimiento de los requisitos legales establecidos
paTa los cx)iT±rcüos estctiales, sostuvo esta Sala en l.a sertlenc'ia CSJ. SP, di.c.
2  de  20O8,  rad.   29285,  que  t<se  uerific'a  cucmdo  la  adTrini,stTación  de
mclnera  artificiosa  deshace  la  urridacl  naíural  del  objeto  corL  rTriTas  a
siJ.straerse   del   procediiTriertlo   contrac±ual   que   debía   l:1euar   a   cabo,
adelaTLlando erL cambio dos o más co"Íratos a trcwés de trámties inenos
estric±os, prác±ica que indudabZemente riñe con las rtomLas que gobieman
la contratación estatal, particmlarme"1e con los principios de transparencia
g selección objetiua».

/.../

Es indudable que en los dos  contratos  suscri±os por TÁ existió un
TTrismo objeto contracfiJal (la vacunación de la población canina g felina de
los    rmricipios    cxJmprendidos).     SirL    embargo,    rLo    era    preciso    el
fraccionarrrieTTÍo  paTa  eludir  el  régimen  lictictiorio  o  de  concurso  público
porque,  como ga se  ha reiterado,  los  contratos  admitían la contratación

l56  CSJ SCP SP3963-2017.  Mar 22  de  2017.  Rad.  4O216
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direc±a dada la ncL+uraleza del objeto a contrctiaT. En consec"encia, la úirica
razón que  poclria justificar el  reproche  al:udido  seria,  corno  1.o  sostuiJo  el
sentenciador de primera i:nstancia y lo erLunció el Tribunal, que se hizo el
fraccíonaTrie"lo para fcworecer a dos contrctii,stas y no a uno solo.

No obstarie, paTa el asurLlo objeto de estudio ese argumerT±o rLo es
consiste"fe.  En primer  lugaT,  porque  se  const"ge  el  reproclae  sobre  un
presupuesto i:nherert±e al fraccionamie"±o,  como lo es que siempre que se
acude a esa figura objetiuamente se fauorece a más de un contra±ista, de
modo  que  ese  aspec±o  por  sí  solo  rLo  es  suficie"Íe  paTa  inferir  que  la
celebración de los contratos inc"TrLptió requistios lega.les.

En segundo térmirLo, erL cuanto deja de lado que, como lo sostuvo la
Corte en l.a última prouidencia referida,  et fracctonamle"1o puede  ser
riabte Srente a razonab-es motivos de tn±erés púbtíco.

Y precisame"±e en este caso se enc"e"±ra que fiJ,erorL plcmsibles las
motiuaciones que condujerorL al fraccioncirriento del co"1rctio, a partir de lo
expuesto por el procesado en su indagctioria,  en tarT±o reuel,a motiuos de
i:níerés púbtico que justificaron la divi,sión.

Relctió  all:í  TÁ  que  antes  de  ser  parte  de  la  administración,   el
departamento  reatizaba  un  sinnúmero  cle  corilrctios  y  de  órdenes  de
prestación de seruicios, de erLtre 5 y 7 rrillones de pesos, paTa lleucLr a c`abo
acfiuidades de coTtirol de zoonosis. A partir del inicj,o de su gestión en 20O4
-es lo que dijo-  "nos paTeció un desgaste  adrrrirristrafivo irmecesario que
hacía urgerie la optirización cle los recursos g trctiar de  corLcerT±rar las
acciones,  las  Tesponsabilidades  en  la  menor  ccm±idad  de  personas  de
rLctiuraleza juridica o rLaíuraZ, por esta razón g alendiendo c, la distribución
geográfica del departamento, a la distcmc`ia entre r"rricipios g de la captial
de Monteria coyL los muricipios se distribugó el departamertio en dos zonas
g por eso se realizaron dos contratos. , . "

/.../

Similar iJersión preserúó, en desanollo de la rrisma uísta púbtica, el
testigo JCLR, i:nlervertlor en los dos cc,rúralos [. . .].

/.../

IJas razones expuestas por et procesado y rcttíficc\das por el
i"ter-,entor de Zos dos cor,±rc,±os obOeto de cLnátísis, son compct±íbhs.
ciertamente, con una motivación guiada por eZ €nterés púbüco de
eóercer  un  efitcie"±e  cort±roZ  a  la  acttridad  de  i,acunactón  y  de
optimriar recursos adm;1nistrativos y togisticos de\ departamento,
modlficar`do et mode\o anterlor consistente en suscribtr un contrato
por cada muricipto del departamento para, en vez de etb, dív€dir
su  territorio  en  dos  zonas,  siguiendo  unos  criterios  de  orden
geográfitco  g  derroográfico  razonabtes.   Tates  e,cpücaciones,  por
demás, no se ven reba±tdas en et proceso, por to que Zes as€ste total
credíbiudad.
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En  corLctLisíón,  estima  l.a  Sala  que  la  conducía  realizada  por  el
procesaclo   M   TÁ   rLo   encaja   en   el   deltio   ctiribuido   de   corLtra¡to   sin
cumplimiertío de requistios legales sarLcionado erL el ariículo 410 clel C.P.,
uerificándose el fenómeno de la a+ipicidad que plcm±eó su defensor en el
terc`er cargo de la demanda de casaciórL.

Consecuente con e{1o,  se pasaTá el fallo c`ondenctiono impugrLado u,
en su lugaT, se absolverá a MTÁ del cargo por el que fue acusado».

Ahora,  el  hecho  de  que  la  ejecución  de  las  obras  se

hubiese iniciado 2O dias después de suscritos los contratos, no

constituye prueba de la unidad de objeto como en ello se funda

la  Fiscalia  para  tener  por  desvirtuada  la  urgencia  de   la

contratación,  toda vez que  en el texto mismo  del contrato  se

estipu1ó que las obras serían iniciadas una vez fuera entregado

el anticipo (ver c1áusula cuarta) y ello sólo se solicitó por parte

del  secretario  de  transporte  e  infraestructura los  dias  17  de

enero de 2OO3 (fl.  199 anexo 4) y  12 de febrero (fl.  106) manera

tal que el argumento en que se funda la acusación se cae por
su propio peso.

Tampoco    resulta   indicativo    del    fraccionamiento,    el

suponer    que    la   realización    de    una    obra    de    dragado
necesariamente incidia en la otra por la generación de residuos

en  el  cauce  del  rio  o  la  quebrada,  como  así  sucedió  con  el

contrato  O74  que  debió  verse  suspendido  por  dicho  motivo,

pues esta misma situación no se presentaba con los otros dos
contratos, en razón a que tenian como único punto en común
la desembocadura de la quebrada La Perdiz pero comprendían
sectores  geográricamente  opuestos.  En  todo  caso,  cualquier

apreciación  sobre  dicho  particular  en  un  sentido  u  otro  sin

contar con el respaldo de un estudio técnico sobre el terreno en

que se ejecutaron las obras, resulta menos que aventurada por
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ende ajena al requerimiento de certeza que la ley procesal penal

exige para proferir fá11o de condena.

Lo  que  si  no  resulta  especulativo,  es  sostener  que  la

suspensión  de  la  obra  del  contrato   O74  por  los  aludidos

motivos,      no     implicó     afectación     económica     para     el

departamento, en primer lugar porque el precio del contrato se

pactó por el alquiler de horas efectivamente trabajadas, como
finalmente  de  e11o  se  dio  cuenta en  el acto  de liquidación  sin

que se reconociese mayores valores al contratista, pese a que
las   obras   debieron   realizarse   tiempo   después   de   haber

terminado el período de lluvias en el mes dejunio, cuestión que

reafirma aún más la fraccionabilidad del objeto contractua1.

Ahora, igual que se advirtió con relación a los contratos

de  batimetria y  topografia,  en  este  caso  de  los  contratos  de

arrendamiento de las paladragas observa la Sala que si pese a
11egarse a suponer que la evidencia recaudada permite sostener

la existencia de unidad natural de objeto contractual tanto en

género como en especie, que como ha sido visto, no es el caso
en   estudio,   al   proceder   a   determinar   las   circunstancias
específicas que condujeron a la administración a celebrar tres

contratos y no uno como debería ser lo procedente, se obselva

que  tampoco  se  encuentra  acreditado  que  con  el  eventual
fraccionamiento   se   hubiere   pretendido   favorecer   intereses

particulares  con  sacrificio  del  interés  público,  como  lo  exige,
adicionalmente,      la     jurisprudencia     para     predicar     el
fraccionamiento  ilegal  de  contratos,  pues  tampoco  aparece

nítido   que  se  hubiere  pretendido  preferir a tres  contratistas

frente a otros que pudieron haberse presentado  en igualdad o
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mejores condiciones para acceder a este trámite contractual a

menores   costos,   toda  vez  que   el  hecho   de   haberse   dado

publicidad  a  la  convocatoria  y  no  presentarse  nadie  más,
denota que ello pudo no haber sucedido.

Pero  esta  hipótesis  no  fue  desvirtuada  ya  que  no  se

acreditó  que  alguno  o  todos  los  contratistas  carecieran de la !

idoneidad  o  experiencia  requeridas  para  la  ejecución  de  las !

obras, o que las ofertas contractuales no correspondieran a los i

precios   del   mercado,   o   que   entre   los   contratistas   y   el

gobernador existia algún tipo de afinidad demostrativo del aíán
de aquél en privilegiar intereses particulares frente al deber de

satisfacer  el  interés  público,   o   que  las  obras   contratadas

finalmente no tuvieron realización o no representaron beneficio

alguno para la comunidad, nada de lo cual fue objetivamente

establecido por medio de prueba que asi lo acreditase.

5. - OBSERVACIONES GENERALES.

Al realizar la Sala la confrontación de los términos de la

acusación formulada por la Fiscalía Delegada con la objetividad

que  la actuación  evidencia incluidas  las  explicaciones  dadas

por el acusado,  se establece que varias de sus justificaciones

pudieron encontrar eco en la prueba recaudada, tales como la
urgencia de llevar a cabo las obras con el propósito de mitigar

los  daños  causados  por  los  desbordamientos  en  temporada

invernal del rio y las quebradas cuyos cauces surcan la ciudad

de  Florencia,  que  tales  programas  estuvieron  incluidos  en  el

plan de desarro11o departamenta12OO1-2OO3, que en las obras
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tuvo    participación    activa    la    comunidad    destinataria   y

beneficiaria  de  los  objetos  contractuales,  que  los  contratos

contaban con los estudios previos correspondientes y en todos

se contaba con el visto bueno del jefe del departamento juridico

y designaba un supervisor, así esta ú1tima situación no pudiere
ser    considerada    excusa    suficiente    para    excluirlo     de

responsabilidad frente al deber normativamente establecido de

verificar el cumplimiento de los requisitos legales esenciales al

momento    de    celebrar    o    liquidar    los    contratos    de    la

administración,  a menos  de  11egarse  a  demostrar  haber OÚ
'+O)

inducido  en  error  frente  a  la  información  suministrada  por

personal subalterno,  situación hasta la cual no se ahondó en
la   investigación   pese   a   contar   con   el   tiempo  y   recursos

necesarios para hacerlo, bajo el supuesto errado de la Fisca1ía

de  haber  encontrado  acreditada  no  só1o  la  realización  de  la

definición típica,  sino el conocimiento y voluntad de llevarla a

cabo.

Se tiene  entonces,  que las  explicaciones ofrecidas por el

procesado y relacionadas con el cumplimiento de la totalidad
de    los    requisitos    sustanciales    establecidos    en    ley    de

contratación, si bien no fueron confirmadas plenamente con la

prueba recaudada en el proceso,  tampoco fueron plenamente
desvirtuadas hasta llegar al grado de certeza requerida sobre la
realización  de  la conducta y la responsabilidad  del  acusado,

como  para  proferir  fállo  de   condena  en  su  contra  por  el

concurso de delitos materia de acusación y juzgamiento.

Y esto ocurrió, porque a las urgencias de llevar a cabo las

obras de mitigación y por ende los procesos contractuales para
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prevenir  desastres  causados por la naturaleza en  temporada
invernal, lo que dio lugar a que no se llevaran adecuadamente

archivados los documentos integrantes de todos y cada uno de

los   procesos   contractuales,   se   sumó   no   só1o   el   desgreño

administrativo  de las  dependencias  encargadas  de  organizar,

almacenar, custodiar y archivar la documentación oficial, sino

también,  la poca acuciosidad de la Fiscalía para realizar una

pronta y eficiente labor pesquisidora,  a tal punto que cuando
decidió  1ocalizar  la  documentación  que  echó  de  menos,   la

misma   se   ha11aba   refundida   o   había   desaparecido,   como

también lo hicieron algunos de los testigos que podrían haber

aportado importante información en orden al esclarecimiento

de los hechos.

Del mismo modo, tampoco se tuvo la iniciativa de realizar

investigaciones  de  campo  con  el  apoyo  de  expertos  en  las

materias contratadas en orden a establecer distancias, lugares,
tiempos, personal y maquinaria requerida, así como los precios

del mercado de cada uno de los bienes y servicios contratados

a fin de deteminar si a más de las irregularidades advertidas
se   presentaron   actos   de   negligencia   o   de   corrupción   en

detrimento del patrimonio público, pues si bien en apariencia

dicho aspecto no hace parte de la definición típica, cuando la

disposición  alude  a requisitos  legales  esenciales,  incluye  por

supuesto, los principios de trasparencia, economia, moralidad,

e interés común, y, por ende, como ha sido visto a lo largo de

este  pronunciamiento,  excluye  aquello  que  sea  meramente
formal sin incidencia sustancial alguna, nada de lo cual tuvo
lugar de parte de1 órgano pesquisidor.
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Con  lo  anterior,  es  de  concluirse  que  las  explicaciones

ofrecidas por el acusado en relación con el cumplimiento de los

requisitos  normativamente  establecidos  para  la  contratación

pública podrian tener algún tipo de respaldo en la actuación, y

que las mismas no fueron desvirtuadas probatoriamente por la
Fiscalia  precisamente  por  no  haberse  llevado  a  cabo  una

exhaustiva  investigación  sobre  la  realidad  de  los  procesos

contractuales   tramitados,   celebrados   o   liquidados   por   el

acusado.

6.-CONSIDERACIONES FINALES. IN DUBIO PRO REO.

La Sala observa que, si la investigación hubiese realizado

las   actuaciones   que   la   Sala   extraña   habrían   permitido
establecer   si   los   procesos   contractuales   realizados   por   el

acusado y materia de investigación y juzgamiento se realizaron

con    apego    irrestricto    a    los    presupuestos    sustanciales

normativamente  establecidos,  o  si  por  el  contrario,  como  se

sostuvo en la acusación, se apartaron ostensiblemente de ellos.

Al  respecto  no  puede  olvidarse  que  en  el  ámbito  de

aplicación   de   la   Ley   6OO   de   2OOO,   rige   el   principio   de

investigación  integral  previsto  en  el  articulo  2O  del  referido

estatuto que establece la obligación para el funcionario judicial

de  investigar  tanto  lo  favorable  como  lo  desfavorable  a  los

intereses del imputado, el cual, como es apenas obvio, abarca

también a la actuación de los funcionarios de policía judicial a

punto tal que el artículo 318 ejusdem establece que las pruebas

y   actuaciones   que   realice   este   cuerpo   investigativo,   por
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iniciativa propia o  por  comisión,  deberán  ser efectuadas  con

estricto acatamiento de las garantias constitucionales y legales.

Todo lo cual es reiterado en el artículo 234 del Código de

Procedimiento `Penal  de  2000,  al precisar  que  corresponde  al

funcionario judicial  buscar  la  ííuercZczc!  reoZJJ,  en  cuyo  propósito

debe    averiguar    con    igual    celo    tanto    wZczs   c]®rctánsfcz7ic['czs   qL¿e

demuestren la existencia de l.a conducta purible, las que agrauen, aíe"úen
o exoneren de responsabilidad al procesado g las que ti.endan a demostrar

szJ ¡nocericíczu, sin perjuicio de advertir que, en todo caso, la carga

de la prueba de la conducta punible corresponde a la Fiscalía.

A  fin  de  dar  cumplimiento  a  dicho  mandato,  no  puede

olvidarse que también el articulo 338 ibídem prevé la obligación

para el funcionario judicial de ordenar las pruebas necesarias
para  verificar   las   citas,   comprobar   las   aseveraciones   del
imputado y aquellas que considere necesarias para definir su

situación  jurídica,   además   de   las   que   pidan   los   sujetos

procesales,  lo  que  al  parecer en  este  caso  no  fue materia de
consideración  por  la  Fiscalia  y  los  funcionarios  de  policía

judicial comisionados para el efecto durante la fase instructiva.

A  este  respecto  cabe  recordar,  que  en  la  diligencia  de

indagatoria  cuando   se   le   preguntó   al  procesado   sobre   la

necesidad  de  realizar  las  obras  contratadas  y  los  estudios

previos de factibilidad de las mismas, contestó:

"Esas   obras   fteron   incluidas   en   el   plan   de   desarTollo   del
departamert±o  2OO1-2OO3,  estoy  hablando  de  los  3  cLños,  estas  obras
quedaron aI1Í incluidas, para darle, digamos, desaTTollo,  en razón a que se
presemabc¿ en ese lugaT, en esa región, dorLde h;ag difererúes baTrios que
están a la confluenc¿a det río Hacha   y  de la quebrada La Perdiz g  La
Sardína,  ellos  sufrian inundaciones  penódicas  desde  hacía  más  de  7O
años,  ringuna adTTriristración se había acordado de esos pobres porque
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son  ge"e  de  rrtLig  bajos  recursos,  g   ert±onces  se  produjeron  rrLLi.ertes
frecue"±es, recuerdo por ejemplo ur\a de 1999, un año, dos años clníes, en
que  se  reportaron  uarios  inuertos  ocasionados por  las  riundaciones.  EI
problema era que como era una confluerLcia de esas vertientes, erLtonces el
agua  se  represaba g  generaba la inLindación propia que  generaba  las
m,uertes  cle los habitantes. Es decir, estaba estabtectda ta necestdad
de inten,erir> estaba inctuida en et Plan de desarrotb de rri periodo
de Gobiemo 2OO1-2OO3».

/.../

"Por supuesto, rturLca se puede recriizaT un progec'to sin que se hagcm
1.os   estudíos   correspondientes   que  pemticLn  darle  los   argumeyLtos   al
admiristrador  que garartiicen que primero hay urLa necesidad  sentida de
urLa comurLidad, en segurLdo lugaT que hag urLas posib{lidades fimancieras
presupuestales  del  departamen.to  para  so1:ucionar  esa  necesidad  de  la
comurridad g , en tercer tugcir, que ella realmeitie cmmpla con los propóstios
para los cuales fiJ,e dirigida  la obra que es el bien cor"ún , g en este caso
lo  rnás  importa"Íe  lci  deferLsa  de  la  uida  de  los  habticLn±es  que  estaba
amenazada  por  los  desastres  naturales  que  se  prese"Íaban  durcmle
décadas en ese sestor» .

Cuando  se le  interrogó  sobre las razones  por las cuales

celebró varios contratos y no uno solo con el fin de mitigar las

inundaciones que se presentaban en F`1orencia, dijo:

Bueno  yo  rLo  reaJ,erdo  de  mcmera  rr[ug  específica,  quiero  hacer
claridad, porque esa pregurtia rn,e lc¿ hice go en el morrLerilo en que i,ba a go
a recLlizar los contrctios, pero me dieron urLa argumeníación legal que me
permiíía que esos cortlratos se recúizarcLn, por qué?, iio con el fim, hcLg que
tener en cuerúa esto,  rLo  con eZ fim de  evadir las ri,orTrLas  de  contrcúación
porque  ahí  puede  probarse  que  estos  co"±ra±os,  todos  tienen  la
rigüancta de Za com:unldad, o sea, en otras palabras, es un modelo de
adrrLiristraciórL que represerria transparencia en la adrrirristraciórL pública
porque todos tos benefic€arios de tas obras   eran tos veedores que
firmaban tas ac±as correspondlert±es, eran los que seiT±Ían como propio
ese regalo,  digámoslo  así,  de  la admirristrac¿ón depariameiT±al de  hacer
presencia el Estado donde duraníe tarTfos años hn:bía habido ausencia de
él.  Erúonces  las  obras  rLo  eran  a  escondidas  del  pueblo,  ni  tericm  un
propóstio, digámosto ast, mezquino o de esconder algún propósí±o de ínlerés
personal  para  el   adrTrinistrador   o   paTa  los   servidores   públicos   que
estuuieron  colaborando     corL  esa  obra,   ri,o,   porque   tertía  toda   Za
hgathación,  tenía sus  tnterventores  y  ta m:kma comiLridad era
parte actii,a en et trabaüo de ta obra. Ellos ayudabcm e echar la piedra
a los gauiones, ellos estabarL tnmersos en todo el trabajo de ejeaJ,ción de la
obra y por lo tanto  euos  tenian  acceso  absotutamente  a todos  tos
procesos   de  contra€ación  del  departamento,   en  térmi.nos  de  la
Cbbemación» .

/.../
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"En este momerúo seria m:uy apresurado daTle urLa respuesta, pero

yo  sé  que  ta  admíntstración  en  sus  arc"vos  tiene  todos  los
argumer,±os que uevaron a reaüzctr los dífiere"±es cort±ra±os de esa
manera  porque   era   conven€ente   para   la   comuridad,   porque
gara"tizaba magor eficiencia, porque no v€olaba ta IJeii sO de 1993,
nt   Zos   decretos   reglamen±arios,   ri   mueho   menos   et   orden
constitucional, entonces existian todos los presupuestos hgaZes g
de co",erier,cia para la ejecución de ta ol-ra cL reauzar».

Y  al  ser interrogado  en relación  con  los  ha11azgos  de  los

investigadores del CTl plasmados en los informes, anotó:

"No porque la Con±raloria en su ejercicio de corLÍrol posterior  rLo haga
erLcontrado  allí los  documerúos  que  soportan  este  corúrctio...  rLo por  el.lo
quiere  decir  que  no  existan,  tampoco  quiere  decj.r  que  no  existan  si  la
Fiscalía erwía l  o 2 o más corri:isioytes a irwestigar los hechos, porque go
tengo absotu±ctmer,±e c\cmo que todos tos procesos de contratación
que reaucé en eZ departainer,to de Caquetá tenían la documentac€ón
necesaria y  requerida   por  tas  normas  de  contratactón  estatat.
E"konces go  12 cLños después, se me iriene c\ 1nfiormar por pc\rte de
\a Fisccriía que hacen fia1±a unas piezcts.

Desde r,íngún punto de vista humano puedo demostrarte at
despacho que esa documJe"tación e,tiste 12 años después en razón a
que yo rLo he terido la custodia de esa documertíación púbtica que quedó
después de TTri ejercicío  adiTri"istratiuo en el departamerL±o de Caquetá.

E"Íonces go ueo que esa documert±acj,órL pudo haberse perdido,  la
pueden  haber  sustrcúdo,  pueden  haberla  utilizado  g  tuego  rLo  haberla
colocado en las carpetas corTesporLdierúes, y estos documerLÍos se lleuaron
como lo ordena la leu  al archiuo del departame"±o. Allí debe constar lo que
erÚTÓ de cada urLo de los procesos de cortlralación y  a11.í es donde  si ese
archiuo está constifiJido corLfome a las leues, ahí es donde podemos terLer
urLa luZ».

En respuesta a la pregunta sobre las razones por las que
se  celebraron varios contratos de alquiler de paladragas y no

uno solo, dijo:

Mire, yo como usted obserua, sog un agropecuario, rLo por e{1o se me
exime   de   corLocer  la  rLorTna  g   darle   aplicabilidad   g   respetarla.   Soy
conscie"1e  de  e[1o.  Y  por  e1:1o  mismo  es  que  he  tomado  como  paírón  de
conducÍ;a para  ejercer la  gestión  administrctiiva  en  el  departcmento  de
Caquetá y c'on e{1o serúir la seguridad y certeza de que las argumerT±aciorLes
juridicas  rLos  perm;tien  hacerlo,  pero  ci,sí  como  por  deciT  algo,  tenga  en
cue"fa que los objetos son difere"±es los lugares son diferentes dorLde uan
a  trabajaT,  Ü  también  reuísese  que  es  urLa  obra  que  represe"±a  urLas
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condiciones  de  tiempo  que  rLo  pongan  erL  riesgo  l.os  trabajadores,   la
maquinaria,  los  contratistas,   rri  absol:utamerúe  ringuna  persona  que
trabaje erL el lugar de esos donde tienen cmenazadas sus vidas con urta
creciente de aguas.  La región tiene un tiempo de {luvias y un tiempo de
uerano  T"ug deftnido. Pero esa argumer,±actón va más auá, yo eso es
to que le pido a ta Físcatia, que ta ofic€nc\ Juridica g ta oficina de
trcmsporte también se prese"±en artke ta fiscaIÍa, tos ua:men para
que eJerzan tos argiLmer,±os necesctrlos pctra que h dé trc,nquíüdad
a ta Fiscatía de que nada he hecho con tnterés de hacerte daño at
Bstc\do, de robarrne \a pta±a, o de beneficiar a un tercero. Yo beneficio
es a la co"uiridad en gerLeral g defiendo las uidas de las personas  en la
admiristracj,ón de  rTri departamerúo  que  estaban amenazadas  por esos
euerLtos ga registrados. Ahí están Zas historias de las muertes que se han
ocasiorLado por esas i:nundaci.ones» .

Si  se  analiza  en  detalle  la  respuesta,  se  tiene  que  el

procesado  es  enfático  en  sostener  que  en  desarrollo  de  la
contratación     se     cumplieron     todos     los     presupuestos

normativamente establecidos, y el hecho de que no se hubieren

encontrado    por    los    investigadores    los    documentos    que

respaldarían sus asertos, e11o quiere decir que no se hubieren

allegado  oportunamente  a  la  actuación  contractual,  por  eso
solicita  una  investigación  más  exhaustiva,  no   solo  en  los

archivos del departamento, sino escuchando los testimonios de

quienes intervinieron en los procesos,  incluida por supuesto,
entiende   la   Sala,   la   comunidad   misma   y   los   oferentes,
contratistas e interventores, así como el apoyo de expertos en

dichas materias, no só1o de contratación, dada la magnitud y

localización de las labores, nada de lo cual se llevó a cabo, salvo

el testimonio del secretario de transporte e infraestructura de

entonces  y  las  jefes  de  presupuesto,   archivo     y  tesoreria,

quienes apuntan a corroborar las explicaciones del procesado
en los aspectos de que pudieron tener conocimiento atendiendo l

e1 ámbito de sus responsabilidades.
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En opinión de la Sala, este tipo de investigaciones dadas

las  implicaciones  para  los  intervinientes  en  la  contratación

estatal,    no   pueden    limitarse    tan    solo    a   una   revisión
simplemente fomal  de  carácter documental,  sino  que tienen

que  ir más  al1á en  orden  a tratar de  establecer lo  realmente
acontecido,  con  todas  las  circunstancias  que  rodearon  los

procesos     contractuales;     verificando     los     soportes,     su
autenticidad,    su    contenido;    identificando,    localizando    e

interrogando a los partícipes e intervinientes en cada uno de

los  trámites;  recaudando  la  evidencia  a  la  mayor  brevedad

posible,  y  acudiendo  al  apoyo  de  los  especialistas  según  el
objeto,   cuantía  y  complejidad   de  la  obra,   bien  o   servicio

contratado, pues para eso están los asesores especializados del

fiscal, en quienes la ley reconoce la posibilidad de contar con

su ayuda atendiendo las necesidades y complejidades de cada

caso, ya que no de otra manera puede llegar a sostenerse con

criterio  de  certeza  que  se  presentó  desconocimiento  de  los

requisitos    legales    esenciales    en    el    trámite,    celebración,

ejecución o liquidación de un contrato  con la administración

pública.

Es  de reiterar,  en todo caso,  que la responsabilidad por

los resultados de la investigación estaba a cargo de la Fiscalia

y no  del  sindicado,  cuestión que no  se  desdibuja ni  siquiera
acudiendo al principio de carga dinámica de la prueba, pues,

éste  en  manera  alguna  exonera  a  la  Fiscalía  del  deber  de

demostrar la materialidad de la conducta y la responsabilidad

del acusado,  como  tampoco  del de  realizar una investigación

integral,  menos  si los documentos y demás pruebas  sobre la

realidad    en    que    los    hechos    tuvieron    ocurrencia,    no
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necesariamente  están en poder del procesado y sí  al alcance

del  Estado  a  través  de1  órgano  investigador,  sea  porque  se

hallan en los archivos oficiales que tienen el deber jurídico de

conservar  registros  de  sus  actuaciones  y  entregarlos  a  las

autoridadesjudiciales cuando éstas lo requieran, o de personas

particulares, conforme lo establece el artículo 26O de la Ley 6OO
de  2OOO.

Pero  si en el marco de la Ley 6OO de 20OO,  la Fiscalia no

realiza una investigación integral, y durante la instrucción o el

juicio no se a11ega prueba que respaldaría la hipótesis en que
se  sustenta  la  acusación,  tal  responsabilidad  no  la  puede
trasladar al sujeto pasivo de la acción penal, amparado por la

presunción  de  inocencia  cuya  degradación  corre  a  cargo  del
Estado y,  por  ende,  como  ha  sido visto,  no  tiene  el  deber  de

demostrar su inocencia, ni siquiera so pretexto de aplicarle la

carga  dinámica  de  la prueba,  tema  sobre  el  cua1  1a  Sala  de

Casación Penal de la Corte157, reiteró lo siguiente:

" . . . se impone abordar el tema de la carga de la p"eba en el árrLbito penal

u  su  relac`ión  inmanente  con  el  postulado  constituaonal  de  presunción  de
i'nocerict'a.

Al  respec±o,   de  forma  por  demás   dec`antada,   tartto   la  junsdicción
constitucional  c'omo  la  ordinaria  penal  se  han  ocupado  de  retierar  que  el
principio  de presunczón de  inocenJ=ia c'onsagrado  en el arüculo  29  SuperiorlSs
abarca el reconocimiento general de que uncL persona sometida a inuestigaaón
o juzgamie"o  por  la presunta c-omisiórL de una  c-onducta punible,  se  repute
inoce"1e hasta el rTrismo momen:±o en que por sentenaa enfirme se desutrtúe tal
garantía con la declaTac`ión de culpabilidad, conforme a las pruebas que legal y
oportunamente hayan sido allegadas al proceso.

TaZ aJdoma> por lo tcm±o, c`orLtrae la obligaaón para el Estado, en ejercic`io
de su poder junsdiccional, de procurar el recaudo g la prácüca de los medios de
c`or"cción indispensables para que l.a pretensión i.rwocada en la acaón peTLal
por  el  órgano  acusador,  tenga  el  soporte  necesario  para  que  el  juez  de
conoatriert±o errita el juicio de reproche correspondiente.

l57  CSJ  SCP SP Ju1.  31  de  2013.  Rad.  40634.
\58  aEn el mismo  sertlido,  c-onsultar los  artícmlos  11  de  la Dec-laración Uriversal  cle  los
Derec`hos Humanos,  8 de la Conuención Americ-ana sobre Derec'hos Humanos g  7 de la
Leg  6OO de 2OOO.»
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Correlafiuamerie,   el   rtúcleo   esenclal   del   derecho  fundametTlal   a  la
presunctón  de  inoc-enaa  releua  aZ  sujeto  itwesttgado  de  aportar  p"ebas
tendie"les  a  demostrar  que  la infracaón penal  no  extstió  o  la ausencia  de
responsabilidad en la rtrisma a aJ.alquier tí±ulo, porque,  se insiste, la c`arga de
la prueba se radic`a en cabeza del ente acusadoT.

Este apotegma se complementa a su uez con el prmcipio in dubio pro reo,
ga que art±e la duda acierca de cualquiera cle los elemertfos del delito -tipicidad,
arttijuridictdad y c"lpabilidad-, se im:pone la preualencia de la incertidumbre g
la co"secuerLle absoluaón del implicado.

En este serúido, la Corte Suprema ha sostenido:

«En el proc-eso penal se habla de carga de l.a p"eba en serTfido
negafiuo  porque  al  acusado  Tlo  le  corTesponde  probar  su  propia
inoc'enaa,  ésta  se  presume  rrien±ras  la  actwidad  proba±oria  no
dem:uestre lo c`orúrario y logre desuirtuar esa uerdad prouisional que
lo protege; la obtigaaón probatoria recae en la parte acusadoTa quien
debe demostrar los elementos c-onstitutiuos cle la pretensión penal y
desutrtuar el clerecho de inocencia que ha de e"1enderse irúegrado en
el debido proceso.»l 59

En el sistema regído por la Leg 6OO de 2OOO, este deber se torna intenso
si   se  c'onsldera  que  c'onforme  al   artícmlo   234,   que  preué  el  prmapio   de
irwestigaaón i"1egral,  «el fiJnaonario Ju.dicial  buscará la deterTTrinación de  la
uerdad real.  Para ello  debe  auenguar,  con igual celo,  las arcuri.starLcias  que
demuestren la extstenaa de la conduc-ta purtible,  las que agrauen,  alerLúen o
eJconeren de responsabilidad al proc'esado g las que tiendcm a demostrar su
i'riocertct'aJ,.

Con todo, la Sala ha admitido que en c'iertos casos, cuando quiera que la
Ftscalía ha cumptido c-on el rol probctiono asignado, es uiable aplicar el concepto
de Za carga dinámica de la prueba,  según el cual,  los medios de persuasión
deben ser aportados por quien esté  en mejor c-apaadad de  hacerlo,  dada la
dific"ltad  que  en  algunas  oportunidades  representa para  el  agente  esta±al
abaTcar el tema de pru.eba.

Sobre el particulaT, la Corte aseguró en pretértia oporturridad:

NNo obstante, en cúenczón al denorrinado concepto de la acarga
dináTrúc-a  de  la  prueba»l6O,  cuando  el  Estado  ha  demostrado  con
idonetdad la responsabílidad del acusado corno para sustert±ar urLa
condena,    cumpliendo    as{    la    c`arga    probatoria    nec`esaria,    le
corresponderá  a  la  defiensa,   en  senticlo  amptio,  pTesert±ar  otros
elemert±os de juiao que desutrtúen tal posición cuando quiera que se
busque  c-o"±rouertir  lcl  c-erteza  para  conclenar  o  i"±roductr  la  duda
razonable que pemritiera adoptar idérttic`a determinación. »I 61

Es  así  que,  ciomo  regla  general,  el  órgano  irwestigcI±iuo  es  el  que  debe
probar c-on medios líatos y legales que la persona acusada de participar en una
c-onduc'ta ilíata es responsable, para de esta maneTa desLnrtuar la presunción
de   inoc-encta   que   precede   cualquier   imputaaón;   pero   excepcionalme"1e,
erúonc-es, es Lnlable acudir a las c`argas probctiorias dinám;icas.

\59  uAuto del  12 de mayo de 2OIO,  radicac`ión 32.359."
\60  aConfrorúaT, Corte Suprema cle Justiaa.  Sala de Casación Penal. Se"Íencia del 13 de
mago de 2OO9. Radicac`ión 31147»
i6i  itAuto dei ig de mago de 2OIO. radicación 33.567."
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Lo cierto del caso, es que en el evento presente, la prueba

recaudada   durante   las   fases   de   indagación   preliminar,
investigación  y  juicio,   pese   a  su  gran  volumen,   no   logró

desvirtuar   la   presunción    de    inocencia   que    ampara    al

procesado, pues de ella no surge la certeza de la realización del
concurso  de  conductas  punibles  atribuida  en  la  acusación,
como tampoco la total ajenidad en tales acontecimientos que !

dieron lugar a formular resolución de acusación en su contra.

No   podría  culminar  la   Sala   sin   dejar   de   advertir   el

desacierto en que incurrió la Fiscalia al pretender soportar su

solicitud de condena en una supuesta confesión del acusado a`

través de su defensor en el escrito por cuyo medio recurrió la

resolución de acusación, en relación con la presunta selección

anticipada de las obras a realizar, asi como de los contratistas

a quienes se les habrian de adjudicar todo lo cual se  sale de¡

contexto. De suerte que la premisa y la conclusión a que arriba, !

no podrían ser más desafortunadas.

Entonces,   al  no   saberse   con  certeza  si  el  procesado

PABLO ADRIANO MUÑOZ PARRA durante su desempeño como

gobernador del departamento de Caquetá entre los años 20Ol

y    2003    suscribió    o    liquidó    los    contratos    materia    de\
cuestionamiento en la resolución de acusación sin verificar el,

cumplimiento  de  los  requisitos  legales  esenciales,  o  si,  por el

contrario,  tales  requisitos  fueron  efectivamente  satisfechos  a
)

cabalidad,  a la Corte no le cabe más alternativa que resolver

las dudas a su favor y absolverlo por el concurso homogéneo y

sucesivo de delitos de contrato sin cumplimiento de requisitos

legales, pues, como ha sido dicho por la Sala de Casación Pena1
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de la Corte en la providencia que párrafos arriba se evoca,  Í{Qnfe
Za falía  de  certeza probcI±ona  en el  momerLlo  de  profenr  sentenaa,  ha  de  acudtrse  al

aTrLparo   del   apotegma   in   dubw   pro   reo,   expresamert±e   consagTado   en   el   mgertle

ordenar"ie"±o  procesal  penal  en  su  artículo  7O  (Leg  6OO  de  20OO),  para  preiJemr  el

inac`eptable riesgo  de  condenar a un inocert±e,  ex±remo  de la disuuriiua fialladora máis

graue que el de absolver a un euentual responsable, pues, la justlaa es humana y, por lo
TTúsmo, fatible; de ahí que el acto soberano y trascendert+e de emi±ir se"Íencia de c-ondena

ha de estar anc1.ado firmeme"Íe en prueba d.e irrefiJtable solidez; cucmdo ello no ocurre, se

im:pone en nombre de esa misTna justicia, decisión absolutona» .

7.- Cuestiones finales

7.1.-Es de advertir,  de otra parte que el articulo  191  de

la  Ley  6OO  de  2OOO  establece  que  el  recurso  de  apelación

procede contra la sentencia y las providencias interlocutorias
de primera instancia.

Igualmente,   el   inciso   tercero   del   artículo   lO   del  Acto

Legislativo No.  01  de 2018,  por el cual se adiciona el articulo

186   de   la   Constitución   Po1ítica,   establece   que   contra  las

sentencias que profiera la Sala Especial de Primera lnstancia
de   la   Corte   Suprema   de   Justicia   procede   el   recurso   de

apelación,  cuya  definición  corresponde  resolver  a  la  Sala  de
Casación Pena1.

En perfecta armonía con lo anterior, el artículo 30 del Actoi

Legislativo No.  01  de 2018, modificatorio del artículo 235 de la

Constitución Po1ítica, estipu1ó como una de las funciones de la

Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, la de
resolver los recursos de apelación que  se interpongan contr
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las  decisiones  proferidas  por  la  Sala  Especial  de   Primera

lnstancia.

En este orden de ideas, contra esta determinación procede

el recurso de apelación en el efecto suspensivo162.

Por lo  expuesto,  LA  SALA ESPECIAL DE JUZGAMIENTO

DE   PRIMERA   INSTANCIA   DE   LA   CORTE   SUPREMA   DE

JUSTICIA, administrando justicia en nombre de la república y

por autoridad de la ley,

RESUELVE

1.-   ABSOLVER   al   acusado   PABLO   ADRIANO   MÑOZ

PARRA en razón del cargo por el concurso de delitos de contrato

sin cumplimiento de requisitos legales, que le fuera formulado

en el presente asunto.

2.-  En  fime  esta  determinación,  queda  sin  vigencia  la
medida de aseguramiento impuesta durante el curso de proceso.

Por  la   Secretaria  de   la   Sala   se   procederá  a   cancelar   la

eventuales  órdenes  de  captura  emitidas y las  cauciones  qu
hubieren sido prestadas, así como a levantar la prohibición d

ü5_OO

salir  del  país  y  las  medidas  cautelares  sobre  bienes  que  sq

encuentren  vigentes.  Además,  de  ser  el  caso,  comunicará  lo

162  EI  Art.   191  de  la  Ley  600  de  20OO  establece  que,  salvo  disposición  en  contrario,  el
recurso  de  apelación  procede  contra la  sentencia y  las  providencias  interlocutorias  de
primera  instancia,  y,  según  el  Art.,   193  ejusdem,  el  recurso  de  apelación  contra    la
sentencia  se  concederá  en  el  efecto  suspensivo,  en  cuyo  caso  la  competencia  de  la
autoridad que profirió la decisión objeto de recurso se suspenderá desde cuando se emita
la providencia que lo conceda hasta cuando regrese el expediente al Despacho de origen.i
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aqui  resuelto  a  las  mismas  autoridades  a  las  que  se  les
comunicó  la  medida  de  aseguramiento  y  el  calificatorio  del

sumario .

3.-ARCHIVAR definitivamente el expediente.

4.-  Contra esta decisión procede el recurso de apelación

para ante la Sala de  Casación Penal de la Corte  Suprema de
iJusticia, en el efecto suspensivo.

Cópiese, notifiquese y Cúmplase

ARIEL AUGU
Magistrado
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